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“Se puede engañar a todo el mundo por poco tiempo; se puede engañar a pocos 
todo el tiempo; pero no se puede engañar a todo el mundo todo el tiempo”. 


Abraham Lincoln 


“Se puede engañar a todo el mundo todo el tiempo, siempre que se disponga de 
un presupuesto suficientemente elevado”. 


Joseph Levine 
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PRÓLOGO 


E 


n Carta de 5 de diciembre de 2000, el coronel en retiro del Ejército Ricardo 
Ramírez Ruiz me refería lo siguiente: 


“En el hogar de mis padres se juntaban en un almuerzo los días viernes de cada 
semana los hermanos de mi madre, almuerzos a los cuales yo asistía. Uno de 
estos hermanos, abogado, profesor de la U. de Chile y en otra universidad y en 
esa fecha, además, abogado integrante de la C. Suprema, al escuchar por la 
radio o TV (no recuerdo) una noticia sobre el ‘caso de los quemados”, saltó de 
su asiento y a gritos profería “¡asesino Pinochet!” olvidando, esta persona 
siempre mesurada y caballerosa, toda muestra de educación y respeto por su 
sobrino, yo, coronel de Ejército; tan descontrolado que no hacía caso ni a su 
hermana (mi madre), ni a su hermano, ni menos a mí, repitiendo la palabra 
‘asesino.’” 


En el caso concreto de esos dos jóvenes quemados, Pinochet, por supuesto, no 
habia tenido conocimiento ni intervención. Ni tampoco fueron quemados por 
militares. He aquí lo que dijo el ministro en visita extraordinaria, designado para 
el caso, don Alberto Echavarría Lorca, en resolución dictada con fecha 23 de 
julio de 1986: 


“a) Que Rodrigo Rojas De Negri y Carmen Quintana Arancibia fueron 
detenidos, el día 8 de este mes, por una patrulla militar que aseguraba el libre 
tránsito de vehículos, reteniéndolos transitoriamente en el lugar de su 
aprehensión, uno al lado de la otra y próximos a elementos de fácil combustión, 
combustión que se produjo debido a un movimiento de la joven y la caída y 
rotura del envase de uno de esos elementos, causando quemaduras graves a los 
dos y originando posteriormente la muerte del primero. ” 


Los elementos incendiarios los portaban ambos jóvenes. Cuando se estaban 
quemando, los militares los apagaron. 


Típico caso, el de ese académico y abogado integrante, de lo que yo llamo 
cerebro lavado. Sin ningún antecedente sobre determinada situación, ya tiene 
sobre la misma una opinión preconcebida, basada en otras opiniones igualmente 
desprovistas de fundamento. Todo debido al martilleo de una propaganda 
incesante. 


En el caso referido, se dio la coincidencia de que el coronel resignado a soportar 
los ex abruptos de su tío, fuera designado por el Ejército precisamente como 
secretario del sumario administrativo que se instruyó por la acción de la patrulla 
militar. Su testimonio servirá en páginas posteriores para allegar más claridad a 
este caso. 


Este libro versa sobre eso: cotejar las versiones propagandísticas predominantes 
con la verdad de los hechos. Proceso que, confío, puede ser una eficaz terapia 
sanadora para cerebros lavados. 


El autor. 


Lavado y Auto Lavado de Cerebros 


L 


a historia “oficial” de lo que fueron el régimen de la Unidad Popular y el 
Gobierno Militar ha sido manipulada en tales términos que guarda poca relación 
con la verdad. La amplitud con que el mito consiguiente se ha divulgado en 
Chile y el mundo ha operado un verdadero lavado cerebral sobre la masa de la 
opinión local e internacional. 


La izquierda siempre ha confiado en que puede manejar las mentes a su amaño. 
Veamos este ejemplo de lo que Salvador Allende se sabía capaz de hacer con 
ellas, referido por quien fuera director del diario Clarín, Román Alegría, en su 
libro Entre Dos Generales!: 


“Llegó Salvador Allende en medio de su ventolera de GAPS y Fiat 125 y le dijo 
a Sainte-Marie (nota del autor: dueño de Clarín): Conmigo no vas a hacer lo 
que has hecho con Ibáñez y Frei. Te hago matar, culpo al imperialismo, te 
declaro héroe nacional, te rindo honores de general en el cementerio y hablo en 
tus funerales. Ya lo sabes”. (Destacado del autor). 


¿Puede haber un más patente testimonio de confianza absoluta en que, contra 
toda la verdad de los hechos, se puede hacer opinar a la gente lo que uno 
soberanamente quiera? 


Personalidades destacadas han jugado un papel protagónico en esa tarea de lavar 
los cerebros. Ellas mismas, a veces, no sólo han cambiado de opinión sobre los 
hechos, sino que han pretendido cambiar los hechos en sí. En casos extremos, 
llegan a decir que jamás sostuvieron lo que antes aseveraron. 


Un ejemplo ilustrativo es el de Patricio Aylwin, Presidente de Chile entre 1990 y 
1994. Él pensaba de cierta manera en 1973 y de una diametralmente opuesta en 
1993, sobre unos mismos hechos. Para mala fortuna suya, tanto lo que opinaba 
en 1973 como en 1993 quedó filmado y se encuentra hoy en YouTube: 


1) Declaración de Aylwin I, octubre de 1973: 


“Nosotros tenemos el convencimiento de que la llamada ‘Via Chilena de 
Construcción del Socialismo”, que empujó y enarboló como bandera la Unidad 


Popular y exhibió mucho en el extranjero, estaba rotundamente fracasada y eso 
lo sabían los militantes de la Unidad Popular y lo sabía Allende, y por eso ellos 
se aprestaban, a través de la organización de milicias armadas muy fuertemente 
equipadas y que constituían un verdadero ejército paralelo, para dar un 
autogolpe y asumir por la violencia la totalidad del poder. En esas 
circunstancias pensamos que la acción de las Fuerzas Armadas simplemente se 
anticipó a ese riesgo para salvar al país de caer en una guerra civil o en una 
tiranía comunista. ” 


2) Declaración de Aylwin IT, 1993: 


“Yo nunca pensé que la Unidad Popular como tal, ni menos Salvador Allende, 
estuvieran interesados en dar un golpe y establecer una dictadura. Yo supe de 
eso cuando salió el libro ese o el documento (sonrisa irónica) que publicó el 
Gobierno Militar denunciando ese plan.” 2 


En nuestro país similar lavado cerebral ha sido tan asombrosamente efectivo que 
mucha gente, otrora partidaria del Gobierno Militar y que vivió todas nuestras 
realidades, se ha vuelto contraria a él después de suficiente desinformación. Y 
suelen cambiarse de bando no sólo medios y personalidades de centro y de 
derecha, sino civiles, e incluso uniformados, que fueron destacados 
colaboradores del Gobierno Militar. 


Pero la verdad histórica prevalecerá, y para estar cerca de ella nunca debe 
olvidarse la perentoria frase del ex Presidente Eduardo Frei Montalva, en su 
Carta al presidente mundial de la DC, Mariano Rumor, de 1973:3 


“A nuestro juicio la responsabilidad íntegra de esta situación —y lo digo sin 
eufemismo alguno— corresponde al régimen de la Unidad Popular. ” 


Pues el lavado de cerebros ha hecho que se esfume el ejército terrorista a que 
aludía Aylwin I. Entonces, obviamente, sus caídos han pasado a ser “víctimas”. 
Tanto que, en calidad de tales, ellos o sus deudos han cobrado o demandan 
indemnizaciones superiores a dos mil 400 millones de dólares. 


Pero ese ejército sí existió. Y uno de sus grandes promotores fue Salvador 
Allende, en busca de la finalidad que Aylwin I le atribuía en 1973. 


La Lucha Armada 


Allende siempre estuvo por la vía armada, si bien lo ocultaba. En un tiempo 
(1967), fue objeto de críticas por su adhesión a OLAS, Organización 
Latinoamericana de Solidaridad, una entidad patrocinada por Cuba para deponer 
por las armas a regímenes democráticos. 


Cuando se celebró el primer congreso de OLAS en La Habana, Cuba, en abril de 
1967, Allende asistió y respaldó los acuerdos fundamentales allí adoptados, y 
que eran, en resumen: 


“Primero, el triunfo y consolidación de la Revolución Cubana puso de 
manifiesto que la insurrección armada es el verdadero camino... y que los 
ejércitos profesionales pueden ser destruidos; segundo, que en las actuales 
circunstancias en América Latina existen condiciones para el desarrollo y 
triunfo de la Revolución, y, tercero, que el primer objetivo de la Revolución 
Popular en el continente es la toma del poder... dicho objetivo sólo es alcanzable 
a través de la lucha armada; todas las demás formas de lucha deben servir y no 
retrasar el desarrollo de la línea fundamental, que es la lucha armada. ” * 


Así, ya en 1964 Allende declaraba al diario italiano Paese Sera: 


“Si tenemos éxito, y creo que lo tendremos, Cuba y Chile serán dos ejemplos 
válidos, aunque sean distintos en su fase inicial. Por lo demás, no existen 
diferencias, nosotros haremos el socialismo como los cubanos. ” ° 


Allende había incluso ayudado a contrabandear armas a Bolivia, después de la 
muerte del Ché. Lo reveló el ex guerrillero cubano “Benigno” en sus memorias: 


“Salvador Allende, que en aquel momento era Presidente de la Cámara del 
Senado chileno, nos ayudó grandemente en el traslado de las armas: en sus 
valijas trasladamos las armas a través de la embajada de Argelia. Después se 
hicieron llegar hasta Chile y posteriormente hasta Bolivia; esto era lo más fácil, 
pues no había control fronterizo. En conjunto se nos dio una gran cantidad de 
armas”.% 


¡ Pú También, Ricardo! 


Hasta los que hoy reclaman la autoría de “la democracia que tanto nos costó 
recuperar” se ven obligados a tender piadosas cortinas de humo sobre su pasado. 
Leamos lo que se dice de Clotario Blest, sindicalista cristiano-marxista del siglo 
XX, presidente de la CUT y del MFR (Movimiento por la Fuerza 
Revolucionaria), en una biografía suya de Mónica Echeverría: 


“El estallido de varias bombas durante la primavera de 1962, que costó la vida 
a unos de sus portadores, efectuado por el Movimiento Social Progresista, grupo 
adscrito al MFR, genera que el Gobierno responsabilice directamente a Blest en 
su calidad de Presidente del MFR. (...) 


Clotario Blest me dice: ‘Si no fuera por la ANEF, en especial por Tucapel, mi 
suerte habría sido terrible. Estaba condenado irremisiblemente a diez años de 
prisión. A mí se me culpaba de ser autor intelectual del bombazo. ¡Qué 
paradoja! ¡Yo que siempre he abogado por la no violencia activa! En cambio, 
los verdaderos culpables, como Julio Stuardo, Ricardo Lagos y Jorge Arrate, 
dirigentes del grupo que había colocado la bomba, sólo eran llamados a 
declarar ante el juez instructor.” 7 


Siempre estuvieron por las bombas y las balas, pero la izquierda ha lavado el 
cerebro a la opinión pública chilena y la ha convencido, junto con convencerse a 
sí misma —uno de los requisitos para ser un buen lavador de cerebros— de que 
Ricardo Lagos ¡qué duda cabe! siempre ha sido un tribuno demócrata y de que 
Allende era un demócrata cabal. Pero éste, como Presidente, estaba por completo 
embarcado en la lucha armada, tanto que declaró a su amigo Regis Debray, en 
una entrevista de agosto de 1973, publicada en Le Nouvel Observateur de París: 


“Sabíamos bien que teníamos necesidad de tiempo para organizarnos, armarnos 
y preparar debidamente las estructuras militares de los partidos de la Unidad 
Popular. Fue una carrera en contra del tiempo”.* 


Pero su Plan Z para la toma del poder por las armas es hoy calificado de un 
“completo invento, que ni siquiera creen quienes lo discurrieron”, como dijo una 
vez José Miguel Insulza. 


Sin embargo, en el Libro Blanco del Cambio de Gobierno en Chile, que ha 
tenido dos ediciones’, se reproduce uno de los ejemplares numerados del Plan Z, 
distribuido entre altas autoridades del gobierno de la Unidad Popular. Las copias 
fueron encontradas por los militares al ocupar las diferentes dependencias del 
Gobierno en 1973. ¿Es auténtico? 


Prueba de la Autenticidad del Plan Z 


El historiador Gonzalo Vial acreditó la autenticidad del Plan Z, en una entrevista 
en que reconoció su autoría del Libro Blanco:*% 


“— ¿Pero cree en la veracidad del Plan Z? 


—...Yo creo en la veracidad del Plan Z. ¿Por qué creo? Un ministro dijo que el 
Plan Z no lo creen ni los que lo inventaron. Entonces tengo que entregar mi 
versión, pero no por interés en la política, sino en la historia. Tengo razones 
para creer que el Plan Z es auténtico. El Libro Blanco salió en octubre del ’73, 
cuando un grupo de personas que éramos partidarios del golpe y estábamos 
completamente con Pinochet, con las Fuerzas Armadas, le dijimos a la gente de 
gobierno que había que hacer un Libro Blanco sobre por qué había cambiado el 
gobierno de Chile. Para contrarrestar lo que se estaba diciendo en el extranjero. 
Nos encontraron razón y nos encargaron su elaboración. Es un documento 
oficial. 


— ¿Hablaron con Pinochet? 


—No. Con intermediarios. ... Y propusimos esta idea de hacer el libro y lo 
hicimos gratuitamente. 


— ¿Por qué no lo firmaron? 
—Es un documento de Chile y de nadie en particular. 
—Eso hizo crecer los rumores sobre quién lo había escrito. 


—Yo nunca escondí que lo había escrito. Y de hecho se supo porque yo lo dije. 


— ¿Cómo recolectaron el material? 


—Le dijimos a esta gente del gobierno que tenían que darnos documentación de 
la Unidad Popular, de lo que han recogido en allanamientos (...) Entonces 
llegaron kilos y kilos de documentos, fotocopias, y seleccionamos los que 
parecían más interesantes. El caso es que ninguno de esos documentos ha sido 
objetado en su autenticidad. Por ejemplo, en el Libro Blanco salió por primera 
vez la carta de Fidel Castro a Salvador Allende empujándolo a que provocara la 
guerra civil. Salió por primera vez la lista de las armas que se internaron por 
Pudahuel. Ha habido comprobaciones muy notables de la veracidad de esos 
documentos. 


—Pero hay cosas difíciles de creer... 


— ¡Lo que pasa es que usted no sabe el grado de acaloramiento y locura que 
habia en esa época! (...) El Partido Radical tenía un sistema de inteligencia y 
entonces aparece en el Libro Blanco un informe de ese partido sobre una 
comida que habían tenido con el general (Carlos) Prats una serie de políticos. 
Eso salió en el Libro y por supuesto lo desmintieron. Pero 20 años después 
aparecen las memorias de Prats y ahí está la comida y las mismas 
conversaciones. Eso daba cuenta de la veracidad de los documentos. (...) 


— ¿Cuáles antecedentes tiene para decir que es un material auténtico y no una 
farsa? 


—Apareció este documento y nos encontramos con nuestro contacto, que era un 
oficial de la Armada. ‘Esto hay que publicarlo”, le dije. “No, esto no se puede 
publicar, es muy grave e incendiario”, contesta. Tuvimos que movernos mucho, 
hacer incontables diligencias para que nos permitieran publicar la fotocopia del 
Plan Z. Eso para mí es un antecedente de que es auténtico...” 


Primer Propósito: el Autogolpe 


El Plan Z tenía como primer propósito el autogolpe de Estado. Su texto lo dice 
claramente (mayúsculas del original)": 


“De: P-4 A: AGP 

SANTIAGO. 

Fecha: 25.8-73. 

PLAN DE MOVILIZACIÓN Y OPERACIONES PARA GOLPE DE ESTADO. 
Nombre Código: PLAN ZETA 

1. CASOS DE APLICACIÓN DEL PLAN: 


Z-A: Iniciación de Golpe de Estado para conquistar el PODER TOTAL e 
imponer la DICTADURA DEL PROLETARIADO contra la acción de una parte 
de las FF. AA. apoyada por grupos civiles. 


Z-B: Muerte de Allende por atentado. 


Z-C: Invasión externa con tolerancia o complicidad de FF. AA. internas o 
fuerzas civiles sediciosas. ” 


El Plan contiene una completa descripción de la forma en que debe llevarse a 
cabo. Por ejemplo, bajo el epígrafe de “CUMPLIMIENTO DE LOS 
OBJETIVOS TAREAS Y ORGANIZACION”, expresa: 


“Introducción: Será fundamental eliminar físicamente los Altos Mandos y a los 
oficiales Jefes de las Unidades de las fuerzas enemigas para debilitar y 
desmoralizar la reacción desleal. En consecuencia, se aprovechará las 
reuniones y concentraciones propias de las Fiestas Patrias para actuar 
masivamente y en forma coordinada en todas las ciudades principales. 


A-1. El Mando Regional empleará los núcleos especiales (NPE) en la ciudad 
cabecera de su área respectiva, para eliminar con armas de fuego a los oficiales 
con mando de tropas en los lugares de concentración de fuerzas de la Parada 
Militar, el día 19 de septiembre. 


A-2. Simultáneamente los GAP de la Moneda e intendencias procederán a dar 
de baja a los Generales, Almirantes y otros altos oficiales que estarán reunidos, 
asistiendo a un almuerzo oficial que ofrecerá el Gobierno con motivo del Día 
del Ejército. 


A-3. Las unidades militares descabezadas, serán rápidamente controladas por 
los elementos leales que hemos logrado infiltrar en sus organizaciones. Deberá 
tenerse presente que la infantería de marina no tiene elementos nuestros, por lo 
que sus fuerzas deberán ser controladas cuanto antes por unidades plegadas al 
plan. 


A-4. Las guardias de vigilancia en los cuarteles deberán ser copadas y 
dominadas por organizaciones vecinales de lucha con la colaboración de 
elementos adictos e infiltrados previamente. En aquellos cuarteles en que se 
aprecie una mayor resistencia, se emplearán los grupos especiales (NPE-3Z). 
En los buques, los infiltrados y colaboradores impedirán su zarpe y facilitarán 
posteriormente su captura”. 


Después viene, con todo detalle, el proceder golpista en todo el territorio. ¿Y 
cuándo debería ponerse en marcha el Plan Z? Su texto no deja dudas, pues 
termina con el siguiente acápite: 


“5. AVISO PARA LA APLICACIÓN DE ZETA. 


Los mandos regionales de AGP y L-6 aplicarán ZETA en primera FASE, en los 
siguientes casos: 


1° Cuando reciban notificación expresa de causal Z-A (Tentativamente será el 
19 de septiembre de 1973). 


2° Cuando reciban notificación de haberse producido fehacientemente las 
circunstancias de Z-B y Z-C”. 


Es evidente que la acción draconiana de las Fuerzas Armadas y Carabineros a 
partir del 11 de septiembre de 1973 se explica tanto por la inminencia de que su 
acción era preventiva de un autogolpe totalitario, como porque éste estaba 
concebido en términos del asesinato a mansalva de las autoridades uniformadas. 


La conciencia de lo que estaba por suceder explica, justamente, las referencias 
que los líderes políticos democráticos hicieron, después del 11 de septiembre, a 
un autogolpe marxista. Caso de Patricio Aylwin, senador y presidente de la DC, 
como hemos visto, y de Eduardo Frei Montalva, Presidente del Senado en 1973. 


Caja de Fondos de Vergara 


El escritor británico Robert Moss confirmó la inminencia de la aplicación del 
autogolpe marxista anunciado por Aylwin y descrito en el Plan Z: 


“Los ultras marxistas trabajaban ahora frenéticamente para completar los 
preparativos de un golpe izquierdista (basado en el modelo de la revolución 
bolchevique) que se adelantaría a cualquier intento de intervención militar. 


La total extensión de estos preparativos no fue exactamente conocida hasta 
después del pronunciamiento de septiembre, cuando la Junta Militar reveló que 
había descubierto —en una caja de fondos de la oficina del Subsecretario del 
Interior, el comunista Daniel Vergara— planes detallados para el asesinato de 
cientos de personeros de la oposición, altos oficiales del Ejército, Marina y 
Aviación, periodistas conservadores y hombres de negocios. Esta 'noche de los 
cuchillos largos’ iba a tener lugar el Dia de la Independencia de Chile, menos 
de una semana después del pronunciamiento”. 12 


El Ejército Guerrillero que se Esfumó 


Pero, merced al lavado de cerebros, la izquierda ha logrado “hacer desaparecer” 
el ejército paralelo e ilegal formado antes del 11 de septiembre de 1973. 


Una muestra: el diario El Mercurio comentó editorialmente el 22.09.01 el hecho 
de que en la Universidad Técnica del Estado (hoy Universidad de Santiago) “se 
resistió a mano armada a los uniformados el 11 de septiembre de 1973”. 
Entonces un profesor de dicha Universidad, Francisco Javier Gil, objetó el 
editorial, y escribió al diario señalando: 


“La Comisión de Reconciliación Universitaria de la Universidad de Santiago de 
Chile, que tuve la responsabilidad de presidir, se formó la convicción de que las 
fuerzas militares que ingresaron a la universidad lo hicieron utilizando armas de 
fuego de distinto calibre, enfrentando a personas que no tenían armas y que no 
ofrecieron resistencia alguna. ” 


Pero el mismo día de la carta de Gil llegaron al diario otras dos. Una, del general 


de Carabineros Gabriel Ormeño Melet, quien describió, 


“el severo ataque armado de que era víctima la 11° Comisaría de Santiago y 
población anexa, ubicada frente a la universidad, producto de disparos de 
armas de fuego provenientes de los edificios de la universidad. ” 


Y añade que el carabinero Pedro Ángel Cariaga Mateluna, “ubicado en la parte 
alta del estanque de agua de la población de Carabineros, anexa al cuartel, 
recibió impactos de bala provenientes de francotiradores ubicados al interior de 
la universidad, provocándole la muerte en forma instantánea.” 


Y otra carta, del abogado Luis Humberto Villagra Reveco, ex oficial de 
Carabineros, quien el 12 de septiembre de 1973, siendo capitán, y 
“encontrándome ubicado con el personal en una terraza de la población fiscal 
anexa en posición de defensa del cuartel, fuimos atacados con ráfagas de 
ametralladoras, como consecuencia de ello falleció el carabinero Pedro Ángel 
Cariaga Mateluna, quien se encontraba a mi lado, resultando también lesionados 
algunos otros carabineros y el suscrito... Solamente en la tarde de ese día 
recuerdo que un grupo de aproximadamente 110 estudiantes se rindieron a 
fuerzas del Ejército, previo a lo cual se deshicieron de las armas, y que yo sepa 
ninguno de ellos fue inculpado como responsable de la alevosa muerte del 
carabinero Cariaga, del cual nunca se supo quién fue el autor de su homicidio.” 


El que disparó se esfumó y las fuerzas de que formaba parte también. Y ahora se 
quiere “lavar” de la memoria todo recuerdo de lo sucedido. 


Muertos por el Ejército “Inexistente” 


El antes citado historiador Gonzalo Vial satirizó este esfuerzo por hacer 
desaparecer la amenaza armada de la izquierda: 


“Cumpliendo la consigna, a partir del 2003 empezaron a “disminuir” los 
efectivos que la extrema izquierda había tenido en armas treinta años antes. 


El secretario general del PS en 1973 (Carlos Altamirano), que el ’89, 
refiriéndose sólo a su partido, hablaba de 1.500 hombres, el año 2003 dijo que 


no eran ni siquiera 150... insuficientes aun para “atacar una comisaría” y que 
apenas dominaban “el tiro al blanco en polígono” (agregó). El año 1989, el 
secretario general del partido comunista (Luis Corvalán) había fijado en 3.000 
sus paramilitares del *73, ahora los rebajaba a 1.500... y así sucesivamente. ” 13 


El ejército guerrillero “casi inexistente” fue siempre bastante efectivo: el 26 de 
marzo de 1986 apareció en la páginas C8 y siguientes de El Mercurio un aviso 
de la Corporación Nacional por la Defensa de la Paz, bajo el título “Caídos por 
Dios y por la Patria en Cumplimiento de su Deberes Militares” y el epígrafe 
“Con posterioridad al 19 de abril de 1978 (fecha del Decreto Ley de Amnistía), 
los siguiente miembros de las Fuerzas Armadas, Orden y Seguridad han sido 
asesinados por el terrorismo internacional a través de sus agentes locales”. 
Luego se reprodujeron las fotografías de 47 soldados, aviadores, marinos, 
Carabineros y detectives asesinados por entes de izquierda, como el MIR y el 
FPMR, brazo armado del Partido Comunista, cuyo “Encargado Militar” era el 
actual Secretario General de la colectividad, Guillermo Teillier, frecuente 
visitante de La Moneda y miembro de la delegación presidencial en viajes al 
exterior (más adelante se aventurará una explicación del por qué). 


Si se lee la nómina de los abogados defensores de los asesinos, en los casos en 
que habían sido capturados, se encontrará en ella a “abogados de derechos 
humanos”, pero defendiendo a quienes, en esos casos, atropellaron los derechos 
humanos. La mayoría de esos abogados trabajaba en la Vicaría de la Solidaridad 
del Arzobispado de Santiago. 


El último de la nómina de asesinados fue el carabinero Miguel Ángel Vásquez 
Tobar, quien, al descender de un furgón policial que acudió a la denuncia de un 
supuesto asalto a la panadería “Lautaro”, de la población “Cóndores de Chile”, 
en La Cisterna, cayó muerto por las balas de subversivos del brazo armado 
comunista que estaban esperando allí para asesinar a mansalva a los policías que 
acudieran. 


En el proceso por ese vil asesinato fueron encargados reos, como encubridores, 
el médico Ramiro Olivares Andueza y el abogado Gustavo Villalobos 
Sepúlveda, ambos de la Vicaría de la Solidaridad. 


En la actualidad Villalobos es el Director de la ANI, Agencia Nacional de 
Inteligencia, encargada de proteger a la sociedad de grupos terroristas como el 
MIR, el FPMR y otros, a los cuales él mismo defendía bajo el Gobierno Militar. 


Socialistas lo Anunciaron y Comunistas lo Hicieron 


El teórico socialista Julio César Jobet ya anunciaba en 1971 lo que harían en 
Chile: 


“La vía pacífica de lucha no conduce al poder. El Partido Socialista la 
considera como un instrumento limitado de acción, incluido en el proceso que 
nos trae a la lucha armada. Por consiguiente, las alianzas acerca de las cuales 
el partido decide están justificadas en la medida en que ellas contribuyan a la 
realización de las metas antes mencionadas. ”14 


El investigador norteamericano John Koehler estudió los archivos del Ministerio 
de Seguridad del Estado (STASI) de la RDA, la Alemania Comunista, y escribió 
el libro de ese nombre, STASI, en cuya página 313 encontramos el siguiente 
párrafo: 


“Los grupos de la guerrilla urbana de izquierda impusieron un reino del terror 
en Chile en 1983 con bombas y asesinatos, exactamente la clase de acciones 
para las cuales el STASI los había entrenado. Bombas estallaron en Santiago, 
Viña del Mar, Quilpué, Concepción y Talca, dañando supermercados, buses, 
oficinas del gobierno y cuatro tiendas en el mayor centro comercial de Santiago. 
Entre 1983 y 1986 estallaron más de mil bombas atribuidas al Frente Comunista 
y al Movimiento Revolucionario, que también fueron culpados de matar a 21 
oficiales y policías. Entre 1984 y 1988 los alemanes del este contribuyeron con 
US $6.795.015 (N. Del A.: unos 12 millones de dólares de hoy) al Partido 
Comunista de Chile para financiar el terrorismo”. 


Y el Mapu Aportaba lo Suyo 


El profesor Víctor Farías, de la Universidad Andrés Bello, ha compilado 
numerosos documentos sobre la izquierda chilena existentes en diferentes países, 
que fueron editados en seis volúmenes por el Centro de Estudios Públicos bajo el 


título La Izquierda Chilena: 1969-73. 


Como parte de su investigación, Farías descubrió un manual para la lucha 
armada de uno de los partidos de la Unidad Popular, el MAPU (Movimiento de 
Acción Popular Unitaria), la mayoría de cuyos dirigentes de esa época hoy 
ocupa altos cargos de gobierno o parlamentarios, e incluso en el sector privado. 


El MAPU editó entre 1971 y 1972 dos “cartillas”, la primera titulada La Defensa 
del Gobierno y la segunda, Técnicas de Acción de Masas. Un completo reportaje 
de Pilar Molina, con entrevista a Farías, fue publicado por El Mercurio." 


Revela que en esa época el secretario general de la colectividad era Rodrigo 
Ambrosio, y su primer subsecretario, Enrique Correa. La comisión política la 
integraban, entre otros, Vicente Sota, Carlos Bau y Jaime Gazmuri. 


“Eran los tiempos —añade el reportaje— cuando el MAPU aún no se dividía en 
la vertiente más conservadora, que permanecería con Gazmuri, y la más 
revolucionaria, que emigraría con el apellido de Oscar Guillermo Garretón. ” 


Más adelante nombra a otros: 


“Entre ellos estaban, además, otros conspicuos actuales como José Antonio 
Viera-Gallo, José Joaquín Brunner, Fernando Flores, José Miguel Insulza. ” 


¿Qué cosas enseñaban?: 


“Se enseña a hacer el corte con el cuchillo hacia abajo, para lograr matar, algo 
que se ve como casi artesanal, pero es lo suficientemente grave como para 
desencadenar algo que no se sabe qué es. 


Fue una incitación a la guerra civil —señaló Farías— porque bajo la 
apariencia de una defensa del régimen de la UP es la preparación de una 
ofensiva por el poder.” 


La cartilla para las Técnicas de Acción de Masas, 


“aborda el grito, el discurso, los brazaletes, la marcha y todo lo que considera 
que puede constituir “elementos sicológicos de intimidación”... Entre los 
elementos de combate a distancia y cuerpo a cuerpo trata extensamente la 
piedra —“el arma clásica de la lucha callejera’— la honda, el escudo horcaja— 


“que es ofensivo y defensivo a la vez’— el lanzapiedras, el laque— ‘el más 
efectivo de los elementos para el combate cuerpo a cuerpo, permite liquidar la 
guardia del enemigo, quebrándole los antebrazos de un golpe fuerte ’— el bastón 
corto y el largo y la cadena — “produce heridas cortantes y visibles, con el 
consiguiente efecto sicológico para el enemigo”.” 


A Confesión de Parte... 


Según la izquierda chilena y mundial, el Gobierno Militar se dedicó a perseguir a 
opositores políticos y a personas que pensaban distinto. 


¿Ejército guerrillero? ¿Grupos armados? ¿De dónde ha sacado usted eso? 


Cuando en 1989 los cerebros chilenos todavía no estaban suficientemente 
lavados, la periodista Patricia Politzer escribió un libro-entrevista sobre Carlos 
Altamirano, quien era Secretario General del Partido Socialista en septiembre de 
1973. Le preguntó si ese partido tenía grupos armados, y Altamirano respondió 
afirmativamente, pero especificó que eran “modestísimos”. Entonces ella insistió 
y él respondió: 


“— ¿Cuántos hombres formaban ese modestísimo aparato armado del Partido 
Socialista? 


—Más o menos mil a mil quinientos. 
—Mil hombres no es tan poco... 


—No era tan poco si se hubieran coordinado con el aparato militar del MIR, 
que supuestamente era bastante más importante que el nuestro, con el del 
Partido Comunista, que también era mayor, y con los que tenían el MAPU y la 
Izquierda Cristiana. Pero ese concierto no se dio, y todo lo que se diga en otro 
sentido es absolutamente falso. 


— ¿De dónde salieron las armas de que disponían esos contingentes? 


—No lo sé con precisión. Tenían muy diversos orígenes, algunas eran 


recolectadas dentro de la propia población chilena, otras eran compradas, otras 
donadas por diferentes grupos armados de América Latina. 


—Se supone que los cubanos hicieron un aporte significativo. 


—Seguramente, pero no se lo puedo garantizar, porque yo no era el encargado 
militar. 


— ¿Y los soviéticos tuvieron participación en ese terreno? 


—No. Bueno, mi tendencia es a contestarle con un rotundo no, pero en verdad, 
la relación privilegiada con los soviéticos la tenían los comunistas, ellos 
podrían responderle.” 16 


Luis Corvalán, Secretario General del Partido Comunista chileno, declaró a La 
Stampa, de Milán, lo siguiente, (edición del 26 de octubre de 1973): 


“Las armas que teníamos, de las cuales los generales han descubierto una 
mínima parte, desgraciadamente eran pocos los que las sabían usar, porque no 
había habido tiempo suficiente para adiestrar a la masa popular. ” 


Y Eduardo Frei Montalva, ex Presidente de la República y Presidente del Senado 
hasta septiembre de 1973, le escribía al Presidente Mundial de la Internacional 
DC, Mariano Rumor, en octubre de 19731”: 


“Hay más de 50 documentos publicados por el PDC y dados a conocer en el 
Parlamento respecto a la internación ilegal de armas. (...) 


Las armas hasta ahora recogidas (y se estima que no son más del 40 por ciento) 
permitirían dotar a más de quince regimientos. 


Se trata de armas de todo tipo, no sólo automáticas, sino que pesadas, 
ametralladoras, bombas de alto poder explosivo, morteros, cañones antitanques 
de avanzados modelos y todo un aparato logístico de comunicaciones, de 
telefonía, clínicas médicas, etc., para poder concretar esta acción. Se había 
establecido así un verdadero ejército paralelo. 


Estas armas son todas de procedencia checa o rusa, armas que jamás ha tenido 
el Ejército chileno. ” 


Otras pruebas de que había un ejército clandestino pueden encontrarse no sólo en 
las declaraciones explícitas del principal partido de gobierno de la Unidad 
Popular, el Socialista, al cual pertenecía el Presidente Allende, y que en 
sucesivos Congresos (1965, 1967, 1969 y 1971)!8 llamaba a la lucha armada para 
suprimir la que llamaba “democracia burguesa”, en términos parecidos a los de 
la OLAS en su Congreso de Cuba, antes citado. 


En fin, todavía otras pruebas de la existencia del ejército ilegal surgieron a raíz 
de los hallazgos de armas en distintos puntos del país o contenidas en bultos 
cubanos internados de contrabando. 


Si por otra parte tenemos en cuenta que, de acuerdo a un informe de la 
Organización de Estados Americanos, que se detalla en el acápite siguiente, 
entre 1970 y 1973 ingresaron a Chile más de doce mil indocumentados, a los 
cuales podemos suponer extremistas de izquierda, las cifras de los ex presidentes 
Aylwin I (ver más adelante) y Frei Montalva sobre su número (el primero habló 
de decenas de miles y el segundo de más de treinta mil) no parecen exageradas. 


Contingente Guerrillero Extranjero 


Patricio Aylwin, en efecto, hablaba en septiembre de 1973 de 


“milicias armadas con enorme poder militar de que disponía el Gobierno y 
con la colaboración de no menos de diez mil extranjeros que había en este país 
pretendían o habrían consumado una dictadura comunista ”.1? 


Como anticipamos más arriba, en 1990 La Segunda publicó un reportaje bastante 
extenso sobre los extranjeros que ingresaron ilegalmente entre 1970 y 1973, 
según el informe de la “Comisión Especial de Consulta Sobre Seguridad” de la 
Organización de Estados Americanos (OEA), formada por delegados de Estados 
Unidos, Bolivia, Colombia, Ecuador, Guatemala, Uruguay y República 
Dominicana, donde se expresa: 


“El número aproximado de extranjeros ingresados ilegalmente a Chile, pudo 
estimarse en septiembre de 1973, entre 12 y 15 mil individuos. (...) 


Luego del 11 de septiembre y hasta marzo siguiente, más de 3 mil 500 


extranjeros salieron de Chile en calidad de asilados, refugiados o expulsados. ” 
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El ex miembro de la Guardia Armada Personal de Allende (GAP), Joel 
Marambio, escribió un libro titulado Las Armas de Ayer, en cuya página 112, 
encontramos esto, referido a su vinculación con la embajada de Cuba en 
Santiago: 


“Quien me recibió fue Juan Carretero. Juan había completado su misión de 
consejero político, la máxima autoridad en lo referido a la cooperación con 
Allende y el resto de los grupos de izquierda y, casualmente, se disponía a 
despedirse esa noche del cuerpo diplomático. Con la mayor naturalidad del 
mundo, le encomendó al capitán Patricio de la Guardia, recién llegado como 
jefe de Protección, que me entregara un módulo de combate y me asignara un 
puesto en la defensa... 


Patricio me entregó una parafernalia guerrera que incluía un fusil AKM, un 
arnés con cuatro cargadores de 40 cartuchos, dos granadas de mano y una 
careta antigás que no había utilizado nunca y que, sin el riesgo de morir 
asfixiado, tampoco me puse ese día. Mi primera tarea fue ayudar a Luis 
Fernández Oña a quemar la papelería privada de Salvador Allende. El 
funcionario cubano era esposo de Beatriz Allende y padre de una de las nietas 
del Presidente. (...) 


El Presidente le habia encomendado destruir sus papeles en caso de que se 
produjera el golpe. Le prohibió conservarlos o llevarlos a algún lugar seguro, 
ni siquiera a Cuba. Como era una cantidad considerable y en el horno se 
ocupaban de la destrucción de los documentos cubanos, organizamos una 
hoguera en el patio y cuidamos con celo que las llamas consumieran hasta el 
último papelito. Más tarde, me tocó ocupar un puesto en el tercer piso.” 


El nombre de Patricio de la Guardia, que cita Marambio, calza perfectamente 
con la mención que hace una publicación cubana?! de la presencia del regimiento 
Tropas, de ese país, en Chile, lo que implica que Allende encubría la presencia 
clandestina de tropas extranjeras, sin cumplir ninguna de las formalidades 
legales para ese efecto. Esas tropas tenían por misión combatir contra las 
Fuerzas Armadas y Carabineros de Chile en el curso de la asonada prevista en el 
Plan Z, que se preparaba tentativamente para el 19 de septiembre de 1973. 


Esta sola evidencia de admisión clandestina de tropas extranjeras configura una 
causal clara de destitución del Presidente de la República, según la Constitución 
de 1925. 


En el libro cubano se lee el interrogatorio a que fue sometido, años después, ante 
un tribunal cubano, el general Patricio de la Guardia: 


“Mayor Julio González Guithon: ¿Y misiones internacionalistas, además de esta 
de Angola, había cumplido anteriormente? 


Patricio de la Guardia Font: Estuve en Chile. 


Mayor Julio González Guithon: ¿Fue condecorado en aquella oportunidad por 
alguna razón? 


Patricio de la Guardia Font: Fui condecorado con la Medalla Internacionalista 
de Primer Grado, porque estaba en Chile al frente de los compañeros de Tropas, 
cuando el golpe de Estado en Chile, y cumplí otras operaciones especiales. ” 


Armas con Complicidad Sueca 


El gobierno sueco que encabezaba Olof Palme se hizo cargo, después del 11 de 
septiembre de 1973, de la embajada de Cuba en Santiago. La complicidad sueca 
con el terrorismo de extrema izquierda quedó reafirmada porque, como lo reveló 
Joel Marambio, ex mirista y ex miembro del GAP de Salvador Allende (Guardia 
Armada Personal, y no Grupo de Amigos Personales, como impuso el lavado de 
cerebros, debido a que una guardia armada personal era ilegal, tanto que sus 
miembros usaban “chapas”). Marambio, en el número 1888 de la revista Qué 
Pasa de 15.06.07, reveló que a él le correspondió estar en la sede de la embajada 
cubana, bajo la protección sueca, una vez que los compañeros de Tropa que 
había enviado Fidel Castro al mando del general De la Guardia huyeron 
apresuradamente del país. Marambio había llegado al grado de teniente en ese 
cuerpo. 


En todo caso, en pleno Gobierno Militar, “se las arregl6— dice Que Pasa— para 
traspasarle al MIR un arsenal que habían dejado en el sótano de la residencia 


diplomática los militares y funcionarios cubanos...” 


También añade: “Las armas cubanas que vinieron a Chile fueron las armas que 
Allende solicitó.” 


Lo que se Comenzaba a Vivir en Chile 


Hay muchas personas agradecidas de los uniformados porque nos salvaron de 
que se hicieran habituales cosas terribles que sucedían bajo la UP, como la que 
relata la siguiente carta a El Mercurio, publicada el 30.12.04 y enviada a raíz del 
Informe Valech: 


“Señor Director: 


El Gobierno encarga informes para reactualizar cosas del pasado, pero algunas 
quedan olvidadas. A propósito de eso he recordado a mi amigo Raúl Vásquez 
Bécker, excelente persona, leal, simpático y trabajador. A sus amigos nos acogía 
en su casa de campo en Crucero-Río Bueno, colindante con el estero 
Chaichayen. ... 


Un día de marzo de 1972 le tomaron su tierra, con él y su mujer, Grace, dentro 
de la casa. Ya de noche, estando ambos en el comedor, sintieron ruidos extraños 
provenientes del dormitorio. Raúl fue a ver lo que ocurría. Al poco rato Grace 
oyó un grito desgarrador. Fue a socorrerlo, pero al abrir la puerta del 
dormitorio salió una bocanada de humo y llamas que le quemaron el pelo y la 
cara. No pudo entrar. Todo se quemó. Sus vecinos llegaron, pero tarde. Después 
los restos de Raúl fueron encontrados en su closet, donde había sido encerrado 
con llave y quemado vivo por los ocupantes de sus tierras. Estos fueron 
identificados y posiblemente figuran hoy en las listas de desaparecidos o 
torturados. Raúl no figura en ninguna lista, pero calladamente sus amigos 
seguimos recordando a este buen chileno, cuyos derechos humanos no fueron 
respetados. (Fdo.) Mauricio Alliende Correa.” 


Otra carta, del hijo de Raúl Vásquez Bécker, publicada el 04.01.05 en El 
Mercurio, bajo el título de “Mi Padre no Figura en Ninguna Lista”, decía: 


“Agradezco al señor Mauricio Alliende Correa por su carta... dedicada a su 
amigo, mi padre, Raúl Vásquez Bécker, víctima de la Unidad Popular. ... 


No olvido aquellos instantes en que doña Uva y yo nos encargamos de escarbar 
y recopilar restos de él: dientes, huesitos calcinados. Su reloj. ... 


En una visita que le hice desde el extranjero, luego de cinco años sin verlo, le 
decía: vete de aquí, este país ya no se llama Chile, anda conmigo a España, y él 
contestaba: tengo que resistir. 


El 31 de marzo de 1972 las huestes comunistas y socialistas decidieron 
asesinarlo porque les incomodaban geográficamente las 120 hectáreas de 
reserva que le había dejado el señor Chonchol. 


No se ordenó por los tribunales de justicia una investigación seria, jamás vi 
siquiera a un carabinero o a miembros de Investigaciones de Chile. Quedó en el 
olvido. 


Me dediqué en forma privada a averiguar lo sucedido; es más, contraté a un 
detective que rechazó mi oferta por encontrarse en la “lista negra’ de la UP. 


Me hicieron concurrir a la Gobernación de Río Bueno para conversar conmigo. 
Fui con mi abogado y nos encontramos con un verdadero Tribunal del Pueblo. 
Se hallaban presentes el gobernador, el director de CORA-Valdivia y todos los 
trabajadores del campo. Tomó la palabra el director, quien textualmente dijo: 
“señor Vásquez, sabemos que le corresponden 120 hectáreas. Le recomendamos 
renunciar a sus derechos, pues si no lo hace, le tomaremos el campo todos los 
dias.’ El abogado me dijo: “entrega, Raúl, pues también te matarán.” 


No olvido, de vuelta a Madrid, en ese avión que decolaba de Los Cerrillos. Yo 
miraba por la ventana a mi Chile allá abajo... lloraba y lloraba. 


A todos los chilenos, al señor Presidente de este país, les recuerdo que hay una 
víctima más: mi padre, Raúl Vásquez Becker. (Fdo.) Raúl Vásquez González”. 


Otras Cosas Olvidadas 


Debido al lavado de cerebros, ya nadie se acuerda del agricultor Raúl Quezada, 
muerto a palos por negarse a entregar al régimen de la UP su reserva agrícola en 


Rinconada de Teno, en 1972. 


Ni del dueño del frigorífico San Fernando, en Melipilla, Enrique Núñez, que 
quiso ingresar a su establecimiento para evitar un peligro de explosión, cuando 
estaba tomado a la fuerza por extremistas de izquierda, y uno de éstos lo mató de 
un balazo. 


Una lectora de El Mercurio, que resistió al lavado cerebral, escribió: 
“Señor Director: 


En estos tiempos en que los terroristas son “víctimas” y quienes nos salvaron de 
ellos ‘victimarios’, me he acordado de una excelente mujer, esposa y madre, 
Antonieta Maachel. Había llegado de Italia junto a su marido, Eneas Recalcatti. 
Formaron el fundo ‘Tregua’ de Panguipulli. Cuando su marido murió, Antonieta 
se hizo cargo con mucho sacrificio y tesón, hasta que en noviembre de 1970 su 
tierra y su casa fueron tomadas por el extremista José Gregorio Liendo 
(‘Comandante Pepe”, hoy “víctima” por cuyo fusilamiento el juez Guzmán 
persigue a militares). 


Antonieta fue secuestrada y ultrajada en forma brutal por todos los forajidos de 
la banda, y en su desesperación se quitó la vida en su dormitorio, mientras sus 
agresores se daban un banquete en el comedor de su casa. Dejó tres hijos 
adolescentes librados a su suerte y despojados de sus bienes. Para ella no hubo 
“derechos humanos”. Por su muerte nadie ha hecho ni hará un ‘mea culpa’. Más 
de un centenar de personas de trabajo perdieron la vida por serlo, pero Allende 
hablaba del “escaso costo social’ de su revolución. 


Chile tiene el alma herida desde entonces y no ha podido sanar porque 
constantemente se está reviviendo sólo una parte de su historia, pero se ha 
pretendido hacernos olvidar la otra, donde se originó todo. (Fdo.) Paz 
Rodríguez Correa. ” 


Horrores de Anteayer 


Y también hubo ex uniformados que no guardaron silencio —como los actuales 


activos— ante la injusta denigración de sus camaradas de armas en el Informe 
Valech, al que luego nos referiremos. Lo testimonia esta otra carta al diario El 
Mercurio de los mismos días: 


“Señor Director: 


Como todos los uniformados somos acusados en el Informe Valech, me imagino 
que tendré derecho a réplica, e invoco el beneficio de la duda... tengo dudas 
acerca de su contenido, creo que hay en él mucho inventado o exagerado. Lo 
digo sobre la base de mi conciencia y porque tengo algunas experiencias 
personales. Creo que hay muchos chilenos que pueden hacer lo mismo; 
lamentablemente no tienen esa tremenda red publicitaria a su disposición. 


A fines de 1974, como Intendente Provincial de Osorno, fui invitado por las 
autoridades judiciales a la visita semestral de cárceles. Me impresionó que 
había una evidente sobrepoblación; también había presos políticos. Al momento 
de las audiencias y peticiones, no recuerdo ningún reclamo por malos tratos. 
Las peticiones se referían, fundamentalmente, a pedir agilización en sus 
procesos. ( ...) 


Recibí una solicitud de audiencia, y la concedí. Con gran sorpresa, me encontré 
con un compañero de colegio que hacía 30 años que no veía. Llorando, me 
contó su drama: en los últimos meses de la UP, su fundo fue tomado por una 
horda marxista armada, que había cometido toda clase de desmanes y, durante 
el asalto a su casa habitación, resultó muerto uno de los extremistas de un 
escopetazo. Resultado: detención, apaleo, trato inhumano y prisión. Ya llevaba 
casi dos años, y el proceso estaba estancado, ya que no tenía dinero para pagar 
abogado. Le pregunté cómo lo habían tratado, y me dijo que hasta septiembre 
del 73 había sido atroz, con vejaciones, torturas y apremios de la peor especie. 
Después del 11, cambió todo en forma drástica, para bien. Conseguí que un 
abogado se hiciera cargo del caso, y al poco tiempo salió, al menos, en libertad 
condicional. 


Perdonen que mi capacidad de describir horrores no sea igual a los declarantes 
o redactores del otro informe. A mí no me pagan. (Fdo.) General (r) Bruno 
Siebert H.” 


¿Cómo Nos Habrían Tratado? 


Los testimonios anteriores responden una pregunta que tenemos derecho a 
formularnos los chilenos: cómo habría sido el régimen comunista. Una muestra 
la dan las normas que aplicó el PC a sus camaradas chilenos asilados en 
Alemania Oriental. 


El doctor Alfonso González Dagnino, comunista de toda la vida y que se exiló 
en Alemania Oriental, renunció por carta al partido en 1982. Obra en mi poder 
una Copia: 


“En el PC de Chile, no decir la verdad es casi una segunda naturaleza. ( ...) 


Lo primero que hizo el partido al recibir poder sobre los exiliados, fue 
prohibirnos hablar de lo ocurrido en Chile, salir de la ciudad donde habíamos 
sido enviados, escribir cartas, hablar por teléfono, viajar a la capital y soñar 
siquiera con hablar a un disidente. Incluso se nos prohibió saludarnos entre 
nosotros, no obstante ocupar un mismo edificio de departamentos. En las 
reuniones de célula, individuos de ceño adusto nos comunicaban un informe 
(amenazante) precedido de la siguiente observación: “No se aceptarán 
opiniones.” 


La segunda medida del PC de Chile fue enviar a los exiliados a las fábricas a 
trabajar como obreros (con algunas excepciones, los médicos entre ellas, pues 
las autoridades los necesitaban en los hospitales). Había ingenieros que 
pintaban ruedas. (...) 


La tercera medida del PC fue prohibirnos renovar el pasaporte. Con 
desesperación, los exiliados veíamos que nos quedábamos indocumentados y no 
saldríamos de ese pozo. 


La cuarta medida, de índole general, fue desarrollar un sistema de delación y 
espionaje en que todos éramos sospechosos (doblemente enloquecedor, pues no 
había nada que espiar ni delatar). Ningún dirigente del PC de Chile fue a la 
producción a trabajar como obrero, ni sus mujeres ni sus hijos mayores (...) Los 
dirigentes también renovaban escrupulosamente sus pasaportes. Reunidos en la 
capital, hacían vida social regular. ...” 


¿Está claro de qué nos salvaron los militares? 


La Esperpéntica Historia Real 


Pero los cerebros han sido tan bien lavados que hasta sus lavadores han olvidado 
la verdad. Resultó revelador, y además pintoresco, el público intercambio de 
cartas entre el ex Secretario General socialista, Carlos Altamirano, y el 
investigador Víctor Farías. El primero calificó de “esperpénticas” las versiones 
del segundo, en el sentido de que el general Prats y el mismo Altamirano habían 
coincidido el 10 de mayo de 1973 en la URSS, para obtener armamento, como 
también de que el “camarada general” había acordado entregar armas del 
Ejército a las brigadas de la UP. 


Farías citó los documentos rusos probatorios de la presencia allá de Altamirano y 
la entrega de armas. Esta, por lo demás, ya había sido revelada por el ex 
encargado para América Latina del KGB, general Leonov, durante entrevistas en 
el CEP, publicadas en la revista Estudios Públicos. Los barcos con tanques y 
artillería fueron desviados tras el “tanquetazo” del 29.06.73, pues los soviéticos 
temieron que cayeran en manos de quienes derrocaran a la UP. 


A la réplica de Farías siguió un comprensible silencio de Altamirano, quien, 
seguramente, sigue esforzándose por determinar dónde estaba el 10 de mayo de 
1973. 


El libro de Farías, Salvador Allende: el Fin de un Mito, por sí solo justifica el 
pronunciamiento del 11 de septiembre de 1973, pues prueba que resultaba 
impostergable. 


Como consta en un documento alemán oriental citado en él, ya el cincuenta por 
ciento del PC, según Luis Corvalán, estaba sobre armas y en la ilegalidad, y 
añade: “Corvalán describe su acuerdo con el general Prats para recibir armas de 
los depósitos del Ejército”. (“Informe Spindler”, p. 175 del libro de Farías).?2 


Después, en la década de los ’70, el Partido Comunista mandó a entrenar a Cuba, 
a jóvenes de las JJ. CC. para venir a combatir a Chile. “Se reclutó para esta tarea 
a lo mejor de lo mejor de la nueva generación del exilio”, confesaba Orlando 


Millas, alto jefe comunista, en sus Memorias. Fueron cadetes de la Escuela 
Militar de Cuba, preparándose para venir a Chile a cometer atentados y disparar 
contra soldados y civiles chilenos.? 


El ejército terrorista, lavado de los cerebros chilenos, sí existió. 


II 


El “Lavado” Rol de la DC y... de Otras Entidades 


L 


a Concertación insiste en vincular a la actual oposición de derecha con el 
Gobierno Militar, pero la verdad es que en el origen de éste tuvo mayor 
participación la Democracia Cristiana que la derecha. Pero eso ha sido lavado 
del cerebro de chilenos... y extranjeros. 


En una entrevista hecha por María Eugenia Oyarzún y publicada en La Tercera 
el 10 de diciembre de 1998, el general Humberto Gordon declaraba: 


“Pero le puedo asegurar, María Eugenia, y tengo por testigo a mi mujer, que en 
1972 don Patricio Aylwin me preguntó: “Comandante —que era mi grado 
entonces— ¿cuándo es el pronunciamiento o golpe militar?” Yo le manifesté: 
“Tenga paciencia, porque hay que organizar a cuatro instituciones de distintas 
jerarquías” y le agregué que si el pronunciamiento o golpe iba, no sería ni por 
90 ni por 120 días, y que en la intervención debería actuarse en forma muy 
firme, porque los cubanos, que posteriormente trajeron diez mil hombres al país, 
y los socialistas marxistas estaban preparados para una guerra. 


Pasaron los años y en una oportunidad que nos encontramos, le pregunté a don 
Patricio si se acordaba de lo que me había dicho, a lo cual él de inmediato me 
contestó: “No me acuerdo”. Y ahora he confirmado que es verdad que ha perdido 
la memoria.” 


El “Acta Rivera” 


También Eduardo Frei Montalva entendía que la única salida era militar, sin 
ambages. Nos lo revela el Acta Rivera. ¿Qué es esto? 


En 1999 mi mujer y yo fuimos a comer a la casa del abogado Rafael Rivera 
Sanhueza y su señora, Panchita Arteaga, amigos de toda la vida. 


Durante la sobremesa, él me reveló que en julio de 1973, en su calidad de 
abogado de la Sociedad de Fomento Fabril, había acompañado a la directiva a 
una entrevista con el Presidente del Senado, Eduardo Frei Montalva y que, de 


vuelta en su casa, había resuelto redactar un acta de lo conversado y guardarla. 


Cuando Rafael me exhibió el acta, yo aprecié inmediatamente su valor histórico, 
de modo que se la hice llegar al Editor del Cuerpo de Reportajes de El Mercurio, 
Joaquín Villarino, que la publicó en la página D4, el domingo 4 de junio de 
1999. 


Posteriormente, el ex ministro del Gobierno Militar, José Piñera Echenique, 
editó un libro que contenía documentos y comentarios fundamentales para 
entender lo sucedido en Chile?*, y me pidió antecedentes del Acta Rivera. Se 
contactó con Rafael, quien le cedió el original desinteresadamente. José Piñera 
lo sometió a pruebas para verificar la antigüedad del papel en que estaba escrita 
y cotejó su contenido con quienes aparecían asistiendo a la reunión. Los que 
todavía estaban vivos respaldaron la versión del Acta. 


He aquí su tenor literal (los destacados son del autor de este libro): 


“Hoy viernes 6 de julio de 1973, día frío de invierno, al anochecer, la directiva 
de la Sociedad de Fomento Fabril concurrió a entrevistarse con el presidente 
del Senado, don Eduardo Frei Montalva, quien había accedido a recibirla en las 
dependencias de la Cámara Alta, a las 18.30 horas. 


“Integraban el grupo Raúl Sahlí Watterman, en su calidad de presidente 
subrogante, ya que el titular, Orlando Sáenz Rojas, se encontraba en el 
extranjero; Eugenio Ipinza Poblete, segundo vicepresidente; Sergio López 
Vásquez, tesorero; Fernando Agúero Garcés, gerente general, y Rafael Rivera 
Sanhueza, asesor jurídico. 


“Frei se demoró en recibirnos. Hubo que esperarlo en el salón de la presidencia 
alrededor de 45 minutos. Al ingresar, se excusó, expresando que había sostenido 
una reunión de emergencia con los senadores de oposición ante la grave 
situación que aquejaba al país. 


“Los representantes de Fomento Fabril le manifestaron su inquietud por el giro 
que habían tomado los acontecimientos a raíz del ‘tanquetazo’ del 29 de junio 
último (alzamiento frustrado del regimiento Blindados N° 2, comandado por el 
teniente coronel Souper), que había originado una toma masiva de industrias. 


“Se le dijo a Frei que el país estaba desintegrándose y que si no se tomaban 
urgentes medidas rectificatorias fatalmente se caería en una cruenta dictadura 


marxista, a la cubana. 


“Frei oyó en silencio, cabizbajo. Se le veía abrumado. Se paró de su sillón, 
abrió una caja de plata y ofreció cigarros ‘Partagas’ a los asistentes. Luego se 
sentó, arrellanándose en forma pausada y solemne y dijo que agradecía la 
visita, pero que estaba convencido de que nada se sacaba con acudir a los 
parlamentarios y a las directivas políticas contrarias a la Unidad Popular, ya 
que la situación era tan crítica que los había sobrepasado. 


“Claramente añadió, casi textualmente: “Nada puedo hacer yo, ni el Congreso 
ni ningún civil. Desgraciadamente, este problema sólo se arregla con fusiles”, de 
manera que en vez de ir al Congreso deberíamos ir a los regimientos. “Les 
aconsejo plantear crudamente sus aprensiones, las que comparto plenamente, a 
los comandantes en jefe de las Fuerzas Armadas, ojalá hoy mismo”. 


“Acto seguido contó que un alto oficial de Ejército le había confidenciado que 
tanto él como su familia corrían serio peligro en el barrio alto, al cual le había 
respondido que si él y su familia eran 12 personas y que en el barrio alto vivían 
decenas de miles de personas, razón por la cual su situación era en el fondo 
irrelevante, agregándole que él, como senador, había sido elegido por el pueblo 
para legislar, deber que estaba cumpliendo, “Ustedes, en cambio, tienen las 
bayonetas y deberían saber lo que tienen que hacer para salvar al pais’. 


Nos despedimos, sorprendidos por lo que oyéramos de labios de Frei. Nos llamó 
la atención su claridad y su decisión, ajenas a su natural dubitativo y cauteloso. 


Siguiendo el consejo de Frei, nos dirigimos a pie por la calle Morandé en 
dirección al Ministerio de Defensa. Serían alrededor de las 20 horas o más. Las 
puertas del ministerio estaban entornadas. Consultamos a la guardia si estaba 
alguno de los tres comandantes en jefe, manifestándole que deseábamos ser 
recibidos por alguno de ellos. 


Tras las consultas de rigor, se informó que ninguno de ellos permanecía en el 
edificio.” 


La DC Justificó a los Militares 


Las palabras de Frei representaban la urgencia con que los políticos 
democráticos veían la necesidad de que las Fuerzas Armadas actuaran para 
poner término a la situación existente. Porque Frei estaba comprobando algo que 
le habían anticipado gobernantes europeos, en su gira por el Viejo Continente en 
1971. En su famosa carta a Mariano Rumor, de noviembre de 1973, le 
expresaba, hacia el final de la misma: 


“Quiero terminar diciéndole en esta ocasión que recuerdo dos hechos de mi viaje 
a Europa de 1971. En esa oportunidad un gobernante europeo me dijo que 
nuestro pais estaba perdido y agregó textualmente: ‘Cuando el comunismo 
agarra, nunca suelta”. Poco después un alto representante de la Democracia 
Cristiana en el gobierno de su país manifestó que el caso chileno era un caso 
perdido. 


A ambos les dije que estaban equivocados, porque si bien Chile quería un 
avanzado proceso de transformación social, jamás aceptaría un régimen 
totalitario. Los dos me miraron con esa benevolencia con la que se trata a un 
visitante ingenuo.” 2° 


Esos estadistas europeos tenían razón, pues Chile se libró por muy poco. Por eso 
Aylwin, en 1973, coincidía con Frei y, tras el pronunciamiento, declaraba: 


“Es muy fácil convertirse en juez de otros que están peleando, mientras uno está 
cómodamente sentado en el escritorio. Yo no me siento con autoridad moral para 
juzgar si (los militares) han sido excesivos o no, porque lo cierto es que... han 
tenido muchas bajas y han recibido la acción. No tengo una cuantificación, yo 
creo que hay más muertos de lo que se ha dicho, pero al mismo tiempo tengo 
otra cosa clara: que la versión que se ha dado en el extranjero es tremendamente 
exagerada. Cuando se habla de los muertos flotando en el río Mapocho. Cuando 
se habla de los varios cientos de miles o decenas de miles de muertos, heridos y 
prisioneros, es una exageración manifiesta”.?26 


Lo que el Lavado se Llevó 


Pero el compromiso DC con el pronunciamiento fue posteriormente lavado del 
cerebro de los chilenos por los propios DC. 


El 20 de agosto de 2000 una crónica de El Mercurio relató que, a raíz de una 
sesión del Senado sobre los hechos del 11 de septiembre de 1973, había 
senadores DC temerosos de que afloraran hechos que les resultaran incómodos. 
Se afirmaba que, en particular, Juan Hamilton temía que se recordara “que había 
concurrido disfrazado a una reunión con funcionarios de la Armada y que había 
viajado a Europa a justificar el golpe”. 


El nombrado envió al diario una molesta réplica, señalando que “ambas 
referencias se apartan de la verdad y han sido objeto de reiteradas aclaraciones”. 
Sobre el viaje a Europa, dijo que lo había hecho con el encargado internacional 
de la DC, Enrique Krauss, y que “no tuvo por objeto justificar el golpe”, sino dar 
a conocer los esfuerzos del partido por evitar el golpe, además de “desvirtuar 
también la campaña del Partido Comunista de responsabilizar a la DC y a Frei de 
lo ocurrido en Chile”. Concluía que jamás “nadie me podrá vincular con el golpe 
de Estado... ni con el régimen que encabezó Pinochet”.?” 


Pero El Metropolitano precisó posteriormente que, respecto a esa materia, existe 
un notable documento titulado El Partido Demócrata Cristiano y la Dictadura 
Militar, aparecido en la revista Chile-América, números 4 y 5 (1975), publicada 
en Roma por exilados chilenos, cuyo comité editor integraban, entre otros, el ex 
Vicepresidente de la República y connotado líder del PDC, Bernardo Leighton, y 
el actual ministro socialista José Antonio Viera-Gallo. Añadió el diario: 


“El documento señala que el 14 de septiembre de 1973, en casa de Javier 
Lagarrigue, íntimo amigo de Eduardo Frei Montalva, se produjo un encuentro 
entre el ex Presidente y su antiguo amigo, el general de división Oscar Bonilla, 
quien ha asumido la cartera de Interior. Aparte de Lagarrigue y de los dos 
personajes nombrados sólo se encuentra presente el senador demócrata cristiano 
Juan de Dios Carmona, que fue Ministro de Defensa (...) Frei aseguró que el 
Partido apoyaría a la Junta Militar y se acordó el envío inmediato de una carta a 
los partidos de la Unión Mundial Demócrata Cristiana (UMDC). Se acordó 
también la urgente salida de una delegación del PDC al extranjero. 


“Diez días después, a las 20 horas, se cierra la redacción del documento que se 
había convenido enviar al exterior en nombre del partido. No es un informe de 
Patricio Aylwin, presidente nacional, sino una Carta Demócrata Cristiana desde 
Chile N° 20, simplemente fechada “septiembre de 1973” y que tiene el carácter 
de una publicación del Departamento Internacional del PDC. La suscriben 
Enrique Krauss Rusque y Federico Cumming Godoy, secretario ejecutivo de 


relaciones internacionales del PDC. 


La carta tenía poco más de cinco carillas y una introducción que decía: ‘En 
nuestra correspondencia de julio último dijimos que la acción del gobierno de 
Salvador Allende había colocado a la democracia chilena entre la espada y el 
paredón. Esto es, entre una salida militar, con todos los riesgos que ello 
significa, o una dictadura totalitaria”. 


Afirma que “la gran mayoría recibió jubilosa y aliviada la noticia del 
derrocamiento de Allende”, y reseña la declaración oficial del PDC, dada a 
conocer el 12 de septiembre, subrayando la frase en la cual se sostenía que los 
propósitos de la Junta Militar “interpretan el sentimiento general y merecen la 
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patriótica colaboración de todos los sectores’”. 


El “Olvidado” Viaje a Europa 


La revista Chile-América indica que el 16 de octubre de 1973, con la 
aquiescencia de la Junta Militar, salen de gira a América Latina y Europa los 
dirigentes DC, Enrique Krauss (diputado), Juan de Dios Carmona y Juan 
Hamilton (senadores), para explicar las razones que ha tenido el PDC para 
apoyar el pronunciamiento militar. 


A su vuelta dieron cuenta a la Junta de su misión. 
Dice Chile-América: 


“Posteriormente, por separado, el presidente del Partido, senador Patricio 
Aylwin, viaja a la República Federal Alemana para contactar con los dirigentes 
demócrata cristianos de ese país. 


En otra misión, Pedro Jesús Rodríguez, ex ministro de Justicia de Frei, y 
Alejandro Silva Bascuñán, presidente del Colegio de Abogados, ambos 
militantes demócrata cristianos, integran una delegación de juristas que realiza 
una gira de 32 días por países europeos en una acción destinada a mejorar ‘la 
imagen internacional de la Junta’. Algunos periodistas señalan que también 
tiene como misión hacer consultas para la redacción de una nueva Constitución 


en Chile.” 


El Metropolitano añade que el diario comunista El Siglo, en su edición del 28 de 
agosto de 1993, reveló actas de sesiones reservadas de la Junta Militar en los 
meses siguientes al pronunciamiento, que fueron entregadas a la Comisión 
Rettig, cuya “particular importancia”, añadía El Siglo, “es la reveladora 
información que entrega acerca del papel que jugó la DC en el derrocamiento 
del régimen democrático y aún durante la propia dictadura, cuando asume una 
actitud de colaboración y sumisión hacia las nuevas autoridades. ” 


El director de El Siglo, Claudio de Negri, señaló, según El Metropolitano, que 
“nunca hemos recibido un desmentido por la publicación de estos documentos.” 


“El Acta N° 29 de la Junta de Gobierno señala: ‘En Santiago, a seis dias del mes 
de noviembre de 1973, siendo las 16 horas, se reunió la Junta en Sesión Secreta. 


El primer punto y más extenso de la tabla es el siguiente: Se recibe en audiencia 
a los ex parlamentarios señores Juan de Dios Carmona, Juan Hamilton y 
Enrique Krauss, quienes dan una impresión general de la información que han 
podido recoger en su visita a Europa en relación con los últimos 
acontecimientos ocurridos en el país. 


A su juicio, Roma es el centro de la propaganda mundial en contra de Chile y 
donde se estarían reuniendo los ex embajadores que no regresarían al país, 
estimando que la situación con Italia no podrá arreglarse antes de cuatro o 
cinco meses, lo cual puede repercutir en alto grado en los embarques y 
desembarques de productos de Chile, muy en especial en lo referente al cobre. 


En síntesis, consideran que esta intensa campaña en contra de Chile será 
mantenida a toda costa a fin de transformar nuestra situación como en un 
Vietnam publicitario”. (...) 


En la Carta Demócrata Cristiana desde Chile, de septiembre de 1973, se había 
señalado que el partido “espera con la más absoluta tranquilidad el juicio de la 
historia ”.28 


Frei: “Banderas Chilenas en Poblaciones” 


En carta a Bernardo Leighton, publicada en El Mercurio el 14 de junio de 1998, 
Frei Montalva cita un artículo del socialista Oscar Waiss, en el N* 600 de la 
Revista Política Internacional, publicada en Belgrado en abril de 1975, donde 
dice que “la brutalidad del golpe se explica por el temor a una guerra civil, muy 
proclamada por algunos sectores de la Unidad Popular y de la extrema izquierda 
y muy poco preparada, realmente. El hecho político es que se llevaban 
proclamando la guerra civil”. 


Frei reproduce una confesión de Waiss: “Porque con estos errores o sin ellos 
habríamos desembocado fatalmente en el mismo punto, con la diferencia de que, 
evitando los errores, la relación de fuerzas nos habría favorecido y habríamos 
sido nosotros los dueños de resolver el cuándo y el dónde”. 


Y añade otro párrafo de Waiss: “El MIR, provisto de un armamento bastante 
sólido, evidenció su debilidad orgánica retirándose sin intentar atrincherarse en 
los cordones industriales como estaba previsto. La estridencia revolucionaria se 
derrumbó como un castillo de naipes”. 


Concluye Frei: “Este párrafo del director del diario oficial e íntimo amigo del 
Presidente revela lo siguiente: 1) que el MIR tenía un armamento bastante 
sólido. A confesión de parte...; 2) establece que estaba previsto atrincherarse en 
los cordones industriales. Luego, había planes y cordones”. 


Reproduce a continuación Frei una carta de Radomiro Tomic al miembro de la 
Junta, general Gustavo Leigh, de 23 de diciembre de 1973, referida a un discurso 
de éste, donde señala los defectos del régimen de la Unidad Popular: “el efecto 
corrosivo del apetito del poder a cualquier precio, de grupos o individuos; del 
partidismo sectario y voraz; del excesivo ideologismo; del desprecio por las 
virtudes sólidas, como la confianza en el propio esfuerzo, el trabajo y la 
disciplina; de la imitación alienadora de modelos extranjeros. Todo eso es 
cierto”. 


Como consecuencia, dice Frei, Tomic terminó diciéndole a Leigh que la 
Democracia Cristiana “sigue estando dispuesta a integrarse a un programa 
revolucionario auténtico.” 


Todo esto, nótese, cuando ya se habían producido mil 823 del total de 3.197 
muertes generadas para ambos bandos durante todo el Gobierno Militar”. El 
líder más izquierdista de la DC se ofrecía a integrarse al régimen, sin reparar en 


el tema de la democracia ni en el de los derechos humanos, sino sólo atendiendo 
a si aquél se comprometía en un programa revolucionario auténtico. 


En fin, añade Frei en su carta otro antecedente decidor: 


“El día 15 de septiembre (de 1973) varias radios del extranjero dieron la noticia 
de que yo había sido muerto. Muchas personas que las oyeron en Chile 
corrieron a mi casa y a la casa de mis hijos. En ese instante pensé que estando 
mi hijo Jorge en Roma, se desesperaría al saber la noticia. Por este motivo 
conseguí se me autorizara una llamada telefónica, para lo cual llamé a mi ex 
edecán, general Bonilla. Creo que éste no es un delito, como se trata de 
presentar en tu revista. Le dije (a su hijo) que estuviera tranquilo, que nada me 
había ocurrido y que en general en el país reinaba tranquilidad y que incluso en 
las poblaciones habían aparecido banderas chilenas. Jorge le contó esta 
conversación a un periodista italiano que pasaba por amigo mío, el cual 
naturalmente la adaptó”. (Destacado del autor de este libro). 


Pronunciamiento Político y Pronunciamiento Militar 


El pronunciamiento de 1973 fue, en sus orígenes, una operación discurrida por 
militares, pero, en lo político, estuvo principalmente ligada a la DC. Y esto 
porque los uniformados que comenzaron a darse cuenta de que no había otra 
solución que la militar eran, en su mayoría, proclives a la DC. 


Uno de ellos fue el general de Ejército Sergio Arellano Stark, cuyo hijo, cercano 
a la DC, Sergio Arellano Iturriaga, ha escrito un libro donde está la, tal vez, más 
completa descripción de los preparativos uniformados para derrocar a Allende. 
Ellos fueron llevados a cabo en un secreto Comité de los Quince, que supeditó 
los pasos a seguir al respaldo político que obtuviera de la DC, y no de otros 
partidos, como se verá. 


En ese libro, el autor detalla el instante preciso en que Patricio Aylwin, tras 
declarar terminadas sus conversaciones con Allende, lo llama a él por teléfono, 
siendo un joven al cual escasamente conocía, para informarle de ese hecho. 


Era obvio que estaba enviando un mensaje al padre. 


Así refiere Arellano Iturriaga los acontecimientos: 


“En la mañana del 30 de julio (de 1973) me impactó recibir un llamado 
telefónico del Presidente del PDC, el senador Patricio Aylwin, quien me solicitó 
que concurriera a la brevedad a su oficina. A la sazón yo colaboraba con dicho 
partido en actividades de comunicaciones, tales como la agencia de publicidad 
Millaje y Radio Nuevo Mundo, pero mis vinculaciones con los máximos 
dirigentes eran prácticamente inexistentes. Me arriesgué a usar el teléfono para 
informar a mi padre de esta sorpresiva invitación de parte de quien asumiría ese 
mismo día todo el protagonismo en razón de su encuentro con Allende. Me 
sugirió, con expresa petición de reserva, ponerlo en antecedentes del 
memorándum secreto (del Comité de los Quince) y de su propósito rectificador, 
además de expresarle la disposición de los altos mandos a participar en un 
gabinete de unidad nacional si el gobierno accedía a enmendar rumbos. 


Yo no tenía antecedentes precisos sobre el contenido del memorándum, pero su 
sola existencia constituía un dato relevante para quien acudiría a una reunión 
en que se jugaría la suerte del país. (...) Mi reunión con el Presidente de la 
Democracia Cristiana duró unos veinte minutos. Aylwin se mostraba muy 
dispuesto a facilitar una salida pacífica en tanto encontrase en el gobierno 
disposición a cambiar sus políticas más cuestionadas. Me anunció que volvería 
a contactarme una vez terminadas las dos audiencias previstas, a las que 
concurrió con el vicepresidente, senador Osvaldo Olguín. (...) 


En la tarde del día siguiente, finalizada la segunda fase del diálogo (Allende- 
Aylwin), cuando todo el país estaba expectante por su resultado y a escasos 
quince minutos de terminada la reunión, recibí el nuevo llamado. El dirigente 
estaba visiblemente apesadumbrado, puesto que Allende no aceptó ninguna de 
sus proposiciones, limitándose a sugerir la formación de comisiones para 
trabajar en eventuales acuerdos. (...) Aylwin no se aventuró a darse por 
enterado de la existencia del memorándum secreto ni de la disposición de los 
militares a colaborar en caso de haber un compromiso de rectificar. Me enfatizó 
que no estaba dispuesto a sostener nuevas reuniones. No hubo recados ni 
mensaje; solamente información. De su oficina me fui directamente al Ministerio 
de Defensa, hacia donde mi padre se había trasladado para esperar mis 
noticias. Luego de algunos llamados telefónicos, los integrantes del Comité de 
los Quince se convocaron para esa misma noche a fin de evaluar la información 
recibida. 


En las notas del general Arellano se lee: “Así se desmorona la última salida 
constitucional a la grave crisis que vive el país. Ahora la situación se ha 
tornado aún más grave, ya que la locomoción colectiva particular se acaba de 
plegar al paro nacional indefinido iniciado por el Sindicato de Dueños de 
Camiones”. Definitivamente no se divisaba otra opción que la intervención de 
las fuerzas armadas.” 20 


Esa actuación de Aylwin precedió al pronunciamiento político decisivo, que 
precipitó la decisión militar: el Acuerdo de la Cámara de Diputados de 22 de 
agosto de 1973, aprobado por los partidos Demócrata Cristiano, Nacional, 
Democracia Radical y de Izquierda Radical. En ese Acuerdo la participación de 
Aylwin fue también protagónica. Veamos lo que escribió en 1973 el importante 
dirigente y diputado DC Claudio Orrego: 


“El Presidente de la Democracia Cristiana, senador Patricio Aylwin, me 
encomendó la tarea de preparar el proyecto de acuerdo. Me solicitó que hablara 
con el senador Juan Hamilton (...) quien me informó que los parlamentarios del 
Partido Nacional tenían un borrador de declaración que podía ahorrarnos mucho 
trabajo. Tomé contacto entonces con el senador Sergio Diez y con el diputado 
Mario Arnello, quienes me facilitaron una copia de su trabajo. Después de 
analizar dicho documento, me pareció que contenía mucho material y que estaba 
muy bien hecho (...) Una vez terminado el trabajo —del cual guardo el original 
— transmití al senador Aylwin éste para que lo aprobara la directiva del PDC. 
Este procedió a redactar nuevamente las conclusiones, en la forma en que fueron 
definitivamente aprobadas por la Cámara de Diputados. La historia juzgará de su 
importancia y su oportunidad. ”*1 


Casi todo lo anterior ha sido lavado de la memoria de los chilenos. Hoy día “el 
golpe” ha pasado a ser obra de “la derecha” y “los militares”, a los cuales 
frecuentemente se añade “el imperialismo”. Ya nadie menciona casi a la 
Democracia Cristiana, gestora decisiva del pronunciamiento político que sirvió 
de antecedente al pronunciamiento militar. 


Felices con el Pronunciamiento 


Este es historia conocida. Y la mayoría de Chile estaba feliz con él. Por 


supuesto, la minoría marxista, cuya intentona totalitaria había fracasado, no lo 
estaba. 


Personajes representativos hacían donaciones a la Junta de Gobierno para 
contribuir a la reconstrucción de la nación, devastada por los mil días de un 
gobierno desastroso. 


La Tercera informaba el 26 de noviembre de 1973 que: 


“una delegación de la empresa Sigdo Koppers entre los cuales figuraba 
Eduardo Frei Ruiz-Tagle, hijo del ex Mandatario, se entrevistó con el Ministro 
del Interior, Oscar Bonilla. 


El grupo fue integrado por dirigentes del Sindicato Profesional y directivos de 
ingeniería y construcción de la citada empresa. 


En esta oportunidad procedieron a donar cinco días de sueldo los 108 
funcionarios que allí laboran, con el fin de colaborar al Fondo de 
Reconstrucción Nacional. 


El donativo alcanza a la suma de E°? 1.580.000.” 


La información estaba ilustrada con la fotografía de Eduardo Frei, hijo, y otros 
directivos de la empresa al momento de hacer entrega de su donativo a la Junta. 


Al mismo tiempo, El Mercurio de 9 de noviembre de 1973 dio cuenta de los 
cambios producidos en el directorio de la referida sociedad, al cual se incorporó 
don Manuel Contreras Sepúlveda. 


El entonces presidente de la DC, Patricio Aylwin, dirigió el 4 de enero de 1974, 
cuando ya iban más de 1 800 muertos (más de 1.500 de ellos del lado 
subversivo), es decir, el 60 por ciento del total de los 17 años, una expresiva 
carta a la Junta Militar, ofreciéndole cooperación y recomendándole no incurrir 
en el error de gobernar por un tiempo demasiado corto. 32 


De ahí que, cuando un joven cerebro lavado de la DC pretendió hace poco 
“aclarar” el papel de su partido en el golpe del ‘73, desatara la explicable 
molestia de don Patricio. 


La Iglesia También Estaba Reconocida 


La Iglesia Católica, a la cual, tras tantos años del ya mencionado lavado cerebral, 
suele presentársela como muy crítica del régimen castrense, opinaba de la 
siguiente manera, a través del Comité Permanente del Episcopado, en 1975 
(cuando se habían producido ya más de las tres cuartas partes de las bajas de 
toda esa administración restauradora) en la declaración Evangelio y Paz, de 
septiembre de 1975, de la cual se reproduce algunos parrafos*: 


“Nosotros reconocemos el servicio prestado al país por las Fuerzas Armadas, al 
liberarlo de una dictadura marxista que parecía inevitable y que había de ser 
irreversible. Dictadura que sería impuesta en contra de la mayoría del país y 
que luego aplastaría a esa mayoría. Por desgracia muchos otros hechos, que los 
propios partidarios del pasado gobierno hoy día critican y lamentan, crearon en 
el país un clima de sectarismo, de odio, de violencia, de inoperancia y de 
injusticia, que llevaba a Chile a una guerra civil o a una solución de fuerza. Lo 
ocurrido en tantos otros países del mundo en que minorías marxistas han 
impuesto o han tratado de imponer su dictadura contra la inmensa mayoría de 
sus habitantes, y no pocas veces con ayuda extranjera, era una clara 
advertencia de lo que podía suceder en Chile. Que estos temores no eran cosa 
del pasado lo demuestran, entre otros, la actual situación en Portugal y lo que 
se puede sospechar ocurre en Vietnam del Sur o en Cambodia. Es evidente que 
la inmensa mayoría del pueblo chileno no deseaba ni desea seguir el destino de 
aquellos países que están sometidos a gobiernos marxistas totalitarios. En ese 
sentido, creemos justo reconocer que las Fuerzas Armadas interpretaron el 11 de 
septiembre de 1973 un anhelo mayoritario, y al hacerlo apartaron un obstáculo 
inmenso para la paz.” 


¿Cómo Lavar Cerebros Eclesiasticos? 


Pero la maquinaria propagandística de la izquierda no cesó de trabajar el 11 de 
septiembre de 1973. Las transmisiones de la Radio Moscú estaban dedicadas a 
divulgar supuestas “atrocidades” que cometían los militares, que estaban 
combatiendo al terrorismo. 


Para esa labor propagandística se valían de los más variados métodos, en Chile y 
en el exterior. Un caso que rayó en lo pintoresco, pero no por ello menos 
elocuente, es referido en sus memorias por el almirante (r) Mario Duvauchelle, 
que fuera Secretario de la Junta de Gobierno. Refiere, aludiendo a sí mismo en 
tercera persona: 


“Cuando era comandante, al inicio del Gobierno Militar, y siendo un católico 
devoto, asistía diariamente a Misa. Un día el superior de la congregación a 
cargo del templo se le acercó y le dijo: 


—Como usted sabe, mi congregación tiene dispuesto que un día a la semana lo 
dediquen los sacerdotes a las confesiones (...) Ahora bien, en el tiempo 
transcurrido desde el cambio de gobierno se ha producido una curiosa situación 
con la administración de este Sacramento. Los pecados de que se acusan 
quienes concurren a confesarse acá, en un 90 por ciento, se refieren 
exclusivamente a su odio contra los militares y a su incapacidad de perdonarlos 
(...) existe un clima tal que mis sacerdotes me están pidiendo ser trasladados a 
otra parroquia (...) Una sociedad en la cual se producen fenómenos como el que 
le he contado es una sociedad enferma. No es posible que las cosas se estén 
dando acá de esta manera. 


El comandante se sintió abrumado y resolvió recurrir al Jefe del Servicio de 
Inteligencia Naval, católico como él. Pero éste le dijo: 


— (...) Desgraciadamente, lo único que puedo hacer es mantener atención 
respecto de los hechos que me has contado, por si se diera la situación de que 
alguien no ligado por el secreto de la confesión —y tú y yo lo estamos 
indirectamente ahora— me proporcionara alguna información que permitiera 
descubrir la punta de la hebra. Te adelanto, sin embargo, que no tengo mayores 
esperanzas (...) Sin embargo, no hay que perderlas, y si llega a ocurrir un 
milagro vendré a contarlo. 


El hecho fue que el comandante llegó a tener conocimiento de todo lo que 
ocurría en el seno de una célula partidista cercana a la parroquia, en una de 
cuyas sesiones, aparte de incorporarse nuevos miembros, se dio cuenta del éxito 
de la campaña de “confesiones” que el presidente de la célula —ateo, por cierto, 
como todos los demás miembros— había ideado. Pero justamente uno de los 
nuevos incorporados en la sesión de que tuvo conocimiento el comandante, 
Beto, hizo durante la reunión algunas objeciones a la campaña, sin encontrar 


acogida. 


Lleno de escrúpulos por el engaño en que estaban todos incurriendo a expensas 
de la buena fe de los sacerdotes, Beto fue a conversar con el presidente del 
Consejo de la Parroquia, y le expuso la dificultad que él encontraba en cometer 
el engaño, haciendo una falsa confesión. En el hecho, le contó todo. 


El comandante seguía yendo a comulgar diariamente a la parroquia. Un día se 
le acercó apresuradamente el prior, quien le dijo: 


—Comandante, le ruego que olvide todo lo que conversamos la última vez. 
Estuve ayer con una persona que se ha destacado por su labor apostólica... 
Tuvimos una conversación sorprendente, que prefiero no contarle por lo sórdido 
de su contenido. Pero sí puedo decirle que, luego de que se retiró, todos mis 
sacerdotes resolvieron no insistir en el traslado de parroquia. Se trataba de un 
malentendido, que afortunadamente está enteramente superado. ” 34 


¡La astucia naval produjo el milagro! 


Ex Comunista No se Lava el Cerebro 


Pero el golpe tuvo también otros responsables. Veamos la honesta confesión que 
hizo Luis Guastavino, ex alto dirigente comunista, diputado de ese partido y uno 
de los más combativos durante el régimen de la Unidad Popular. Una vez 
“renovado”, ahora militante socialista (pero ¿es eso renovarse?) fue designado 
Intendente de Valparaíso. Entrevistado por Raquel Correa en El Mercurio*, 
declaraba lo siguiente: 


“¿Y quién lo dio? (el golpe). 


Los chilenos. Nosotros, Los sectores políticos. La irresponsabilidad con que 
llegamos a lo que se llegó. (...) 


¿Cómo se lo explica? 


Porque la utopía era deslumbrante (...) Pero esa teoría fracasó estrepitosamente 


(...) En la UP se postulaba honestamente el socialismo, donde no iba a haber 
sino una educación, una televisión, un diario, una filosofía, un partido único, 
todo lo que ocurría en el socialismo real (...) La Unión Soviética cayó sin que 
llegara un solo tanque. 60 millones de comunistas —cuatro veces la población 
de Chile— y Gorbachov abrió un poco las ventanas y el ventarrón de la li-ber- 
tad, que nunca fue resuelto por el socialismo, entró a raudales. (...) 


¿Cuál es su responsabilidad? 


Yo instigué. Yo hacía discursos incendiarios con esa utopía. Yo levantaba a la 
gente. Organizaba juntas de vecinos, sindicatos, poblaciones, estudiantes, para 
la consecución de ese logro que, honestamente, creía esplendente para el ser 
humano. Es una responsabilidad tremenda, no delictual. (...) 


¿Se olvida del MIR, del Frente Patriótico... ? 


No me olvido. El Partido Comunista jugó un papel de tremenda responsabilidad 
dentro de ese cuadro. Llegamos a un punto sin retorno. 


¿Ustedes también tienen las manos manchadas de sangre? 


Es una manera de decirlo. Yo no tengo nada que ver con algún acto de sangre. 
Pero murió mucha gente y tenemos una responsabilidad que no sólo cae sobre 
los que se hicieron cargo del país. La política que nosotros llevamos en los 
tiempos finales, esta ideología que yo sustentaba, iba inevitablemente a un 
choque que tenía que producir efectos tremendos. 


Yo me siento tremendamente responsable del golpe. Y espero que mi reflexión 
contribuya a juntar a la sociedad hoy día, dentro de un respeto que en esa época 
no existió. ” 


Un ex comunista que se niega a participar en el lavado de cerebros. Vaya un 
reconocimiento para él. 


II 


¿“Política de Violaciones a los Derechos Humanos”? 


C 


uando se despliegan de cincuenta a cien mil hombres para enfrentar una fuerza 
armada extremista, sobre todo en un contexto de urgencia como el que vivia 
Chile en 1974, debido a una amenaza inminente en la frontera norte, ademas de 
la amenaza a la seguridad interior, es imposible evitar que haya excesos, abusos 
y atropellos, y que algunos efectivos actúen fuera del respeto a los derechos de 
las personas.. 


Pero la inspiración del Gobierno Militar era la de respetarlos. 


Esfuerzo por Evitar Abusos 


Desmintiendo al Informe Rettig, que inculca la noción de una “política de 
atropellos a los derechos humanos”, la Junta hizo esfuerzos para protegerlos. 


Desde un comienzo, cuando dictó una resolución que se distribuyó a las Fuerzas 
Armadas y Carabineros, de la cual conservo un original entregado a este último 
cuerpo, transcrito por su Dirección General, se manifestó la preocupación por 
evitar abusos y excesos. Dice así en sus partes pertinentes: 


“O. S. 3, Circular N° 1 (H. Junta de Gobierno: Dicta normas de conducta en 
procedimientos empleen Fuerzas Armadas y Carabineros.) Santiago, 7 de enero 
de 1974. Hay un timbre rojo que dice RESERVADO. ... 


Nuestra etapa en el gobierno de la Nación no puede ni debe caracterizarse por 
actos inhumanos que tengan que ocultarse a la ciudadanía y que sólo engendran 
una reacción de violencia, de odios y de venganza. (...) 


6.a.- La actitud de las FF. AA. y Carabineros para cualquier chileno o 
extranjero que sea sorprendido empuñando las armas, en actos criminales 
contra las tropas y población civil o sabotajes que afecten a nuestras fuerzas o a 
la población civil, debe estar orientada al aniquilamiento en combate de estos 
extremistas o violentistas o, por medio del procedimiento judicial más rápido, si 
se han rendido. 


6.b.- Aquellos que sean sorprendidos promoviendo la subversión, deben ser 
sometidos a juicio y sancionados de acuerdo con los procedimientos rápidos que 
otorgan los tribunales militares en tiempo de guerra. 


6.g.- El concepto de ‘mano dura’ no autoriza el empleo de procedimientos 
desterrados de la civilización, la mano dura es más bien una ‘mano justa”, para 
interpretar mejor el espíritu de la Junta de Gobierno en la conducción del país 


ae 


8- La presente Circular deberá ser difundida, leída y comentada a todos los 
mandos de las FF. AA., Carabineros e Investigaciones, debiendo establecerse las 
responsabilidades, sanciones y penas correspondientes ante cualquier 
incumplimiento de las disposiciones que ella contiene. Fdo. AUGUSTO 
PINOCHET UGARTE, General de Ejército, Presidente de la Junta de 
Gobierno.” 36 


Reiteración de Recomendaciones 


Posteriormente, el 1? de febrero de 1974 se distribuyó la Circular Confidencial N 
2 22, de 25 de enero de 1974, del Ministerio del Interior, relacionada con la 
detención de personas. Ella expresaba, en sus partes pertinentes: 


“A) ANTECEDENTES: (...) 


2) Decreto Ley N° 228 de 24 de diciembre de 1973, publicado en el Diario 
Oficial de 3 de enero de 1974, artículo 1°, que establece que todas las 
atribuciones conferidas por el artículo 72, N° 17, inciso tercero, de la 
Constitución Política del Estado al Presidente de la República por la 
declaración del Estado de Sitio, serán ejercidas por la Junta de Gobierno por 
medio de Decretos Supremos firmados por el Ministro del Interior, con la 
fórmula “Por orden de la Junta”. (...) 


B) EN CONSECUENCIA, ESTE MINISTERIO DISPONE: 


1) La detención de personas en uso de las facultades del Estado de Sitio es única 
y exclusivamente privativa de la Junta Militar de Gobierno y se ejercerá a través 


de Decretos del Ministerio del Interior. 


2) La detención de personas por la Justicia Militar sólo podrá llevarse a efecto 
en virtud de una orden emanada de un Tribunal competente y de acuerdo a las 
normas legales vigentes. 


3) Ninguna autoridad está autorizada para practicar detenciones al margen de 
las presentes disposiciones; lo mismo se aplica respecto a la Servicios de 
Inteligencia Militar de cualquier institución, que también deberán someterse 
obligatoriamente a tales normas. Lo expresado es sin perjuicio del cumplimiento 
de órdenes dispuestas por la autoridad competente y en los casos en que la Ley 
Penal autorice la detención respecto de personas sorprendidas in fraganti. (...) 


6) El Ministerio de Defensa dispondrá que todos los C.A.J. S. 1.27 envíen una 
lista completa de las personas que se encuentren detenidas a la fecha, conforme 
a esta facultad constitucional, indicando la fecha en que fueron detenidas. Esta 
lista deberán enviarla al Ministerio de Defensa Nacional en el plazo de diez días 
después de recibidas las instrucciones que ese Ministerio disponga, las que se 
harán llegar por intermedio de la Secretaría Ejecutiva Nacional de Detenidos, 
al Ministerio del Interior. (...) 


10) El Ministerio de Defensa Nacional dará las órdenes pertinentes para el 
inmediato cumplimiento de estas instrucciones. Saluda atentamente a US., 
(Fdo.) OSCAR BONILLA BRADANOVIC, General de División, Ministro del 
Interior. ”38 


Este documento fue repartido a todas las unidades uniformadas y de la policía 
civil del país. 


Sanciones a Atentados Contra los DD. HH. 


Una circular estampada en rojo con la palabra CONFIDENCIAL, de pocos días 
después, el 15 de febrero de 1974, emanada del Director General de Carabineros 
(s) Félix A. González Acevedo, confirmaba la decisión de esa rama uniformada 
de hacer cumplir las instrucciones recibidas. Como no siempre eran obedecidas, 
motivaban la aplicación de “drásticas medidas disciplinarias”, lo que indica todo 


lo contrario de la “política de atropellos a los derechos humanos”. Algunos de 
los párrafos de este instructivo dicen: 


“Sin embargo, la gran cantidad de reclamos por trato descomedido, altanero, o 
prepotente, y hasta grosero, en algunos casos, que se reciben tanto en la 
Dirección General como en las diferentes reparticiones y unidades y que han 
motivado la aplicación de drásticas medidas disciplinarias, están indicando que 
tales recomendaciones, a pesar de la constancia escrita, no se imparten... 


Los señores Jefes de Reparticiones y Unidades deben recordar, al instruir a sus 
subalternos, que la rectitud y la corrección deben ser los distintivos dominantes 
de la conducta funcionaria, y que la atención al público es la necesidad 
primaria de los servicios policiales. (...) 


Si se toma en cuenta que el lenguaje procaz produce reacciones altamente 
negativas y muchas veces con consecuencias funestas, con mayor razón el 
empleo de la fuerza física en forma inadecuada, injusta e infundada, al margen 
de las atribuciones que la ley confiere al que hace uso de ella, puede provocar 
otras reacciones mucho más violentas que las anteriores y con consecuencias de 
mayor gravedad. ” 


Contra la Tentación del Abuso 


A la inversa de lo que se ha dicho y escrito, la justicia ejerció control en materia 
de derechos humanos. 


En enero de 1976 se dictó el Decreto Supremo 187, que prohíbe los lugares 
secretos de detención y según el cual todo arresto debía tener lugar con orden 
firmada por el jefe del organismo de seguridad responsable, consignando los 
nombres de quien la dispuso y de quien ejecuta la orden, así como el lugar de 
detención, garantizando que los familiares deban obtener una copia de esto. 


Fundado en este Decreto Supremo, el Presidente de la Corte Suprema, José 
María Eyzaguirre, visitó los campamentos de detenidos de Tres y Cuatro Álamos 
y comprobó variadas irregularidades, como la de que el registro de detenidos 
estaba incompleto, varios de los presos alegaban estarlo sin orden de detención y 


otros denunciaban torturas. 


Cuando recibió el informe del alto magistrado, el Ministro de Justicia, Miguel 
Schweitzer, visitó por su cuenta y sorpresivamente los campamentos de 
detenidos, acompañado del Subsecretario, comandante de la Armada Mario 
Duvauchelle, el Director del Servicio Nacional de Salud y el Director del 
Instituto Médico Legal. 


“Por su parte, Duvauchelle informa personalmente de marcas de quemaduras 
en las manos de algunos detenidos y de condiciones de higiene que permiten la 
proliferación de hongos. Pinochet llama a Contreras y le habla duramente. A 
Duvauchelle simplemente le acota: “Estas cosas pasan porque hay gente que no 
entiende”. El director de la DINA espera a la salida a Duvauchelle y, en un tono 
amenazador, se refiere a la familia del subsecretario, ante lo cual Duvauchelle le 
exige que vuelva a repetir esos comentarios delante del Presidente, quien 
reacciona airado y con un “eso no se hace, para la próxima se acabó”. En la 
recriminación a Contreras, Duvauchelle afirma simplemente que ‘Pinochet se lo 
sirvió.?” 32 


Gobierno Contra el Terrorismo de Estado 


Por eso, en casos como el secuestro y asesinato de los dirigentes comunistas y 
del FPMR, José Manuel Parada, Santiago Nattino y Manuel Guerrero, el 
Gobierno Militar se apresuró a pedir un ministro en visita a los Tribunales al 
saber que ellos habían sido secuestrados. La Corte dilató algo la designación, lo 
cual puede haber incidido en que los asesinatos fueran finalmente perpetrados. 


La aprehensión de dos de los citados extremistas tuvo lugar en el Colegio 
Latinoamericano de Integración de la Av. Los Leones. Vale la pena puntualizar 
que ese establecimiento, paradójicamente, pertenecía a personas de extrema 
izquierda y, no obstante, habían podido fundarlo al amparo de las libertades 
educacionales que consagró el mismo Gobierno Militar. 


El Ministro del Interior de la época, Ricardo García Rodríguez, ratificó que “el 
Gobierno tiene el más profundo interés y máxima decisión de prestar toda su 
colaboración y apoyo para que estos hechos se esclarezcan y se sancione como 


corresponde a quien sea responsable de ello.” 4° 


Con el curso del tiempo se comprobó que el crimen lo habían cometido 
elementos de Carabineros. Eso se lo informó la CNI al Gobierno. Este y la Junta 
consideraron tan grave la situación que demandaron al representante del Cuerpo 
en aquella, general César Mendoza Durán, la renuncia a su cargo. Y éste tuvo 
que presentarla, aun cuando los Tribunales Ordinarios no se habían hecho cargo 
de lo que había informado la CNI. 


Al contrario, el ministro en visita designado, José Cánovas Robles, insistía en 
mantener sospechas sobre la propia CNI, que había aclarado el caso. Tuvieron 
que pasar alrededor de diez años para que se corroborara la versión del 
organismo de inteligencia. 


En la actualidad, los ex carabineros responsables del triple crimen cumplen 
cadena perpetua. Un evidente contraste con la libertad de que gozan todos los 
extremistas que asesinaron a uniformados antes de 1990, los cuales recibieron 
conmutaciones de penas, cuando estaban condenados; o escaparon del penal, 
gozando de extraordinarias facilidades, como se verá en otro capítulo, y 
recibieron acogida generosa y trabajo en otros países. 


Justamente la primera reforma constitucional propiciada por la Concertación fue 
la conducente a aliviar las penas a los terroristas y facilitar su indulto. La pública 
oposición en el Senado a esa reforma, por parte del senador Jaime Guzmán 
Errázuriz, es sindicada como la causa principal de que el FPMR lo haya elegido 
a él como víctima. En un elocuente discurso, Guzmán señaló en el Senado la 
inconsecuencia de hacer procedentes la amnistía y los indultos generales para los 
delitos terroristas, admitir la libertad provisional de los procesados por ellos y, en 
particular, la facultad concedida al Presidente Aylwin de beneficiar con indultos 
particulares a todos “quienes estén o sean condenados por delitos terroristas 
cometidos antes del 11 de marzo de 1990”.4 Por cierto, la justicia ordinaria 
aplicó la penalidad de delito terrorista a los carabineros que asesinaron a los 
dirigentes frentistas, pero ni Aylwin ni ninguno de sus sucesores los consideró 
para otorgarles indultos, como a los terroristas de izquierda. 


Acerca del crimen de tres dirigentes comunistas-frentistas, sorprendieron las 
revelaciones que hizo Radio Moscú, pues una de las víctimas, José Manuel 
Parada, fue descrito como alto dirigente del PC, en circunstancias que al mismo 
tiempo era el Jefe de Análisis y del Archivo de la Vicaría de la Solidaridad del 


Arzobispado de Santiago. Después de su muerte se supo que era un activo jefe 
del FPMR y que aprovechaba su cargo en la Vicaría para reclutar guerrilleros. 


Parada, aparte de desempeñarse en la Vicaría y en el FPMR, era dirigente de la 
Asociación Gremial de Educadores de Chile. El Mercurio comentó 
editorialmente: 


“La persona que pertenecía a la primera de dichas entidades, pese a ser 
destacado personero del Partido Comunista, ingresó a ella, sin embargo, como 
chofer. Sus dotes personales le granjearon allí la amistad y la confianza 
generales, hasta convertirse en el encargado de los archivos y de toda la 
documentación confidencial de esa repartición. Sin duda, una posición útil, 
desde el punto de vista de su partido. ” 


En cuanto a Manuel Guerrero, el editorial puntualizaba: 


“Por su parte, el dirigente del organismo vinculado al magisterio exhibía una 
carrera dedicada enteramente al PC, desde su militancia en la juventud de la 
colectividad, bajo el Gobierno marxista, hasta sus intercambios de fuego con las 
fuerzas de seguridad, (destacado del autor) bajo el actual, su posterior prisión y 
confinamiento en un campo de detenidos y su ulterior salida al exilio, donde 
retomó el activismo marxista, hasta volver al país a asumir funciones activistas 
a las órdenes de su partido de siempre, como lo revelan los homenajes de 
Moscú”. 


Libertad de Prensa 


Y también había más libertad de prensa bajo el Gobierno Militar de lo que el 
lavado cerebral masivo ha hecho creer. Por ejemplo, desde un comienzo se la 
pudo ejercer, pese a las mayores restricciones iniciales: el 5 de diciembre de 
1973 aparece en El Mercurio una dura carta del Obispo Auxiliar de Santiago 
contra el Pbro. Raúl Hasbún, a la sazón Director del Canal 13 de TV de la 
Universidad Católica, conteniendo las más acerbas críticas e, implícitamente, 
criticando al Gobierno Militar y acusándolo de los mayores atropellos. 


Esa carta fue respondida extensamente, al día siguiente, en defensa del padre 


Hasbún, por la Federación de Estudiantes de la Universidad Católica. 


Desde el primer momento había también debate político, restringido, es cierto, 
porque los medios al servicio de la revolución marxista fueron silenciados, pero 
no así otros que no simpatizaban con la Junta, pero no habían sido parte de la 
tentativa totalitaria.” 


Años después, todavía bajo el Gobierno Militar, en 1987 yo escribía en mi 
columna de El Mercurio, sin recibir desmentidos: 


“si a primera vista parece criticable el hecho de que no haya libertad para 
fundar nuevas publicaciones, resulta consolador el sorprendente número de 
diarios y revistas violentamente opositores que han sido autorizados: Fortín, La 
Época, (diarios), Análisis, Apsi, Cauce, Hoy, La Bicicleta, (revistas), por nombrar 
los que se me vienen a la memoria y dejando de lado las numerosas 
publicaciones apolíticas aparecidas en estos años. Si uno busca órganos 
militantemente partidarios del Gobierno, encuentra, en cambio, sólo dos o tres. 
(...) Por lo demás, el mercado de las revistas está tan saturado, que una de 
carácter político aparecida hace algún tiempo, que daba igual cabida a todos 
los sectores, tuvo que cerrar por falta de ventas. Cuando impere la plena 
libertad legal para fundar publicaciones la situación no va a ser, por tanto, muy 
distinta a la actual”. 


Y no lo fue. De hecho, después de 1990, bajo los gobiernos de la Concertación, 
¡terminaron cerrando!, principalmente por falta de lectores, todos los medios 
opositores al Gobierno Militar mencionados más arriba, lo que sugiere generosos 
subsidios bajo aquel régimen. Paradojas de “la dictadura”. ¡Rentaba más 
criticarla que apoyarla! 


En la televisión, bajo “la dictadura”, Ricardo Lagos, que hoy se presenta como si 
en esa época hubiera vivido supuestamente oprimido y privado de sus libertades 
esenciales, podía, sin embargo, decir lo siguiente al Presidente de la República, 
Augusto Pinochet: “Le voy a recordar, general Pinochet, que usted el día del 
plebiscito de 1980 dijo que sería candidato en 1989... la cámara está enfocando, 
espero... y ahora le promete al país otros ocho años en tortura, con asesinos, con 
violación de derechos humanos. Me parece inadmisible que un chileno tenga 
ambición de pretender estar 25 años en el poder.” # 


Y el político socialista Aniceto Rodríguez decía: 


“Hay un hombre que juró respetar la Constitución, que juró respetar las leyes, 
ese señor se llama Augusto Pinochet Ugarte y él violó la Constitución, violó el 
juramento que había prestado y se prestó para sumarse a una aventura golpista 
como la ocurrida en septiembre de 1973.” 6 


Y antes del plebiscito de 1988, cuando personas del gobierno hacían 
declaraciones, Aylwin, sin sufrir ninguna consecuencia, declaraba: 


“Se trata de agentes públicos, pagados con dineros de todos los chilenos, que 
abusan en beneficio de un sector y en contra del otro, del poder y los recursos 
que sus funciones les confieren, infringiendo gravemente sus deberes 
constitucionales y legales”. 


Y añadía: 


“Reiteradamente hemos representado ante la opinión pública el deber de 
imparcialidad y prescindencia partidista que pesa sobre las Fuerzas Armadas 
ante el próximo plebiscito y la grave falta en que incurren los uniformados que 
se involucran en la contienda. Sólo la desesperación de los jerarcas del régimen 
ante la creciente certeza de que el pueblo los repudia y quiere cambios, puede 
empujarlos a abusos tan extremos.” Y 


Y el actual Canciller, Alejandro Foxley, sin afrontar tampoco ninguna 
consecuencia, afirmaba: 


“Hay un candidato que se autodesignó, que está recorriendo todo el país, que 
está usando los recursos del presupuesto nacional para hacerse elegir, con un 
desgano terrible de sus partidarios, con desgano espantoso incluso de los otros 
Comandantes en Jefe y tratando de torcerle la mano a la soberanía popular. Ha 
sido tan excesiva la gestión del general Pinochet, por tanto tiempo, tan abusiva 
en cuanto a la situación de cada una de las personas en este país. 


En definitiva, lo que se va a juzgar en el plebiscito es el Gobierno de Pinochet y 
todas sus atrocidades.” * 


La única manera de generar consenso es poner término a la presencia política 
del general Pinochet, porque la prolongación en el poder de Pinochet y su 
equipo no asegura una democracia, por aquello de que moro viejo nunca fue 


buen cristiano.” °° 


¡Hasta los Comunistas Tenían Prensa! 


En plena “dictadura”, en un diario de oposición a ella, La Época, el Partido 
Comunista podía llamar a la lucha, y nada les sucedía a los dirigentes que lo 
hacían, firmando como Comisión Política del Partido Comunista. 


En una página y media pagada como inserción (¡tenían recursos, si bien no 
tantos como hoy!) , decían: 


“Reafirmamos nuestra política de rebelión popular (...). 


Es decisivo derrotar las tendencias a la conciliación y el inmovilismo y retomar 
el proceso de confrontación resuelta, de desobediencia civil, de 
ingobernabilidad... 


En lo que se refiere a nosotros, nuestros militantes continuarán con mayor 
decisión y empeño su lucha por unir y no dividir, por combatir y no inmovilizar, 
por enfrentar y no prosternarse, por impulsar la acción y no conciliar.” *1 


¿Hubo Presos Políticos? 


La escritora francesa Suzanne Labin visitó Chile en 1979 para examinar la 
realidad. Como le habían dicho que había “presos políticos”, los buscó, pero no 
los encontró. Se entrevistó acá con el Ministro de Justicia, quien le ratificó que 
en Chile no los había. Siguió investigando el punto y veamos lo que encontró, en 
sus palabras: 


“Permítanme a este respecto citar una anécdota significativa. Durante mi viaje 
de estudios a Chile, encontré a una joven que me manifestó sin ninguna 
cortedad sus simpatías comunistas. Habiéndole relatado mi visita al Ministro de 
Justicia que me había asegurado que ya no había prisioneros políticos en Chile, 
ella exclamó: “Eso es falso, la mejor prueba es que yo he sido prisionera 


política”. “¡Ah! —exclamé yo, interesada— ¿en qué circunstancias?”, ‘Fue el 
primero de mayo del año pasado. Yo estuve arrestada por haber participado en 


una manifestación prohibida” “¿Y cuánto tiempo estuvo tras las rejas?”. ‘Casi un 
dia’. No pude evitar sonreírme. ”32 


IV 


Los Principales Instrumentos del Lavado 


P 


ara producir el lavado cerebral generalizado en el Chile post-90 los estrategas del 
proceso idearon dos instrumentos masivos: el Informe Rettig y el Informe 
Valech. 


IV.A 


Primer Instrumento Masivo: el Informe Rettig 


La Comisión de Verdad y Reconciliación fue formada por el Presidente Aylwin 
por decreto número 355 de 24 de abril de 1990. Éste fue un acto jurídico ilegal y 
nulo, pues confería a la Comisión la facultad de “averiguar, inquirir e investigar” 
materias delictuales descritas como “las más graves violaciones de los derechos 
humanos”, obligando a las autoridades y servicios de la Administración del 
Estado a prestarle colaboración. 


Pero un Presidente no podía constitucionalmente ordenar eso. Según el art. 73 de 
la Carta, “la facultad de conocer de las causas civiles y criminales, de resolverlas 
y de hacer ejecutar lo juzgado, pertenece exclusivamente a los tribunales 
establecidos por la ley.” 


Como es obvio, “averiguar, inquirir e investigar” implican conocer. Y “las más 
graves violaciones de los derechos humanos” son hechos delictivos que caen 
dentro de la jurisdicción criminal, exclusiva de los tribunales de justicia. 


Luego, en un Estado jurídicamente organizado ese decreto presidencial habría 
sido nulo de pleno derecho. Pero en Chile no impera un Estado de Derecho en 
cuanto se refiere al Gobierno Militar. De modo que la Comisión se constituyó y 
conoció. Luego ella emitió un Informe Rettig, según el apellido del político 
radical de izquierda —y miembro de la Unidad Popular— que la presidió. 


Se trató de una intencionada y confesa maniobra propagandística. Las prensas 
oficiales no descansaron, imprimiendo millones de ejemplares del Informe. 
Según el ministro de Educación de 1991, Ricardo Lagos, aquél debería 
“permear” la enseñanza en los colegios. 


Así como en los ’70 intentaron imponer, sin éxito, la Escuela Nacional 


Unificada, en los ’90 consiguieron, con pleno éxito, imponer una Verdad 
Nacional Unificada. 


Parcial Servicio a la Verdad 


Con todo, la Comisión prestó algunos servicios a la verdad (pero no a toda la 
verdad). Claro que, desdiciendo su nombre, no prestó ninguno a la 
reconciliación, sino al contrario. Sus sesgos acentuaron la odiosidad de los 
chilenos que siempre la han tenido, es decir, de los de extrema izquierda. 
Además, entre el resto de la población creó un clima de desprestigio de la 
Fuerzas Armadas y Carabineros, en circunstancias que éstas, con su acción, 
como decían Aylwin I y Frei Montalva, habían salvado al país de un régimen 
totalitario. 


Digo que el Informe prestó algunos servicios a la verdad porque la izquierda 
chilena y mundial quedó completamente sorprendida de saber que sólo habían 
muerto o desaparecido, en 17 años del Gobierno Militar, 2.279 personas, 
alrededor de 183 de las cuales —decia— habían caído víctimas de “particulares 
obrando por móviles políticos”. Y los “miles de desaparecidos” de que hablaba 
la oposición al régimen militar quedaron reducidos a los 979 que señalaba el 
Informe, incluidos en la primera cifra anterior. 


Esa es, probablemente, la única virtud del Informe. Pero su gran pecado fue el de 
hacer un acto de prestidigitación para que se esfumara uno de los bandos 
armados contendientes. Pues una razón fundamental de la intervención de las 
Fuerzas Armadas y Carabineros, y que tuvo en vista la mayoría de la Cámara de 
Diputados para convocarlos, fue la organización de un ejército clandestino. 


La Comisión Rettig lo difuminó mediante un expediente muy sencillo: lo ocultó 
bajo nombres de fantasía equívocos, el de entes abstractos, innominados: 
“particulares actuando bajo pretextos políticos” o “violencia política”. Es decir, 
podrían haber sido las Hermanitas de los Pobres o los socios del Club de la 
Unión. ¿Grupos armados comunistas, socialistas, del MAPU o de la Izquierda 
Cristiana? ¿De dónde sacó usted eso? Es verdad que en la relación de casos 
concretos identifica a los asesinos como del FPMR o del MIR, pero la masa de la 
gente se queda con las conclusiones generales, donde no se les identifica. 


Entonces, por un lado hay víctimas de las Fuerzas Armadas y Carabineros y, por 
el otro, de un ente inidentificable, impersonal, desorganizado e irresponsable, 
llamado “particulares obrando bajo pretextos políticos” o “violencia política”. 
¿Por qué? Obviamente, porque los centenares las víctimas de la extrema 
izquierda cayeron bajo las balas, las bombas y los atentados de los grupos 


guerrilleros organizados por los partidos de la Unidad Popular, 
nominativamente, el Partido Comunista y su brazo armado el Frente Patriótico 
Manuel Rodríguez (FPMR), el Partido Socialista y su ahijado el Movimiento de 
Izquierda Revolucionaria (MIR), encabezado por un sobrino de Salvador 
Allende (a quien éste, para su cumpleaños, en 1972, le regaló una pistola); y los 
grupos armados del MAPU y la Izquierda Cristiana, reconocidos por Carlos 
Altamirano, según vimos. 


Salvo los que integran la “izquierda extraparlamentaria” (comunistas, MIR) los 
demás formaban parte del Gobierno de Aylwin, que convocó y formó la 
Comisión Rettig. ¿Iban ellos a permitir que esta última los incriminara? 


Este sesgo quedó de manifiesto adicionalmente cuando empezó a actuar la 
continuadora de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, una vez 
disuelta ésta, la Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación. Dicha 
Corporación, pese a que se le presentaron 2.188 supuestos nuevos casos de 
violaciones a los derechos humanos cometidas antes de 1990, sólo acogió 899. 
De ellos, 528 eran víctimas de atropellos a sus derechos humanos por parte de 
“agentes del Estado” (que, como veremos, en muchos casos no actuaban 
acatando órdenes de autoridades del Estado); y 248, un tercio más que los 
reconocidas por el Informe Rettig, eran víctimas de “particulares obrando bajo 
pretextos políticos”. 


Estas eran, en realidad, las víctimas de la acción terrorista de los partidos de la 
Unidad Popular y formaciones afines a ellos. Claro, tampoco la Corporación se 
atrevió a decir quiénes los mataron, pero, por lo menos, los contabilizó. 


Lo sorprendente de esta última cifra (las víctimas de los particulares) es su 
magnitud, tanto mayor a la presentada por el Informe Rettig. Es decir, éste “no 
se dio cuenta” de un tercio de los caídos a manos de la extrema izquierda. Otro 
antecedente sobre su sesgo. 


Los Datos de la Concertación 


El hecho fue que las cifras finales-finales de los caídos durante el Gobierno 
Militar, reveladas en 1996 en el Informe de la Corporación de Reparación y 


Reconciliación, fueron las siguientes: 


Informe Rettig | CNRR TOTAL 
Muertos 2.095 
Desaparecidos 1.102 


TOTAL 3:197 


Las cifras anteriores se descomponen en: 

Atribuidos a las Fuerzas Armadas y de Orden: 2.774 
Atribuidos a violencia política (innombrables): 423 
Total: 3.197 


Estas cifras constituyeron un golpe para la izquierda y la DC II (pues la DC I 
apoyó el pronunciamiento). Aquéllas habían construido la imagen del régimen 
militar, falsa por cierto, como la de un gobierno de exterminio de decenas de 
miles de personas. 


Recuerdo, en particular, un foro televisivo de fines de los *80 al que concurri 
teniendo como oponente al dirigente socialista Ricardo Núñez, quien habló en el 
curso del debate de que en el Gobierno Militar “habían muerto más chilenos que 
en la Guerra del Pacífico”, sugiriendo cifras de decenas de miles de personas. 


Cuando supieron la de 2.279 del Informe Rettig quedaron un poco 
desconcertados, sobre todo que más de la mitad de esa cifra, como se prueba más 
adelante, fueron caídos entre el 11 de septiembre y el 31 de diciembre de 1973. 


Después se registró una pacificación progresiva que llevó al país, a fines de los 
años setenta, a sufrir menos pérdidas por violencia política que las registradas en 
algunos años de gobiernos de la Concertación, con la gran diferencia de que bajo 
estos últimos no hay grupos terroristas opositores (sí hay terrorismo de 
izquierda, que es mantenido relativamente tranquilo merced a ingentes sumas de 
recursos públicos que se le destinan para “indemnizarlos” por no haber 
conseguido instalar en Chile un régimen totalitario). 


Es interesante destacar que, de todos los muertos y desaparecidos atribuidos a 
acción de los uniformados (2.774), 1.522, es decir, el 55 por ciento, cayeron 
entre el 11 de septiembre y el 31 de diciembre de 1973,5 período durante el cual 
Eduardo Frei Montalva y Patricio Aylwin defendían ante la opinión pública 
chilena y mundial lo que estaban haciendo los militares chilenos. 


Test de Objetividad 


El Informe Rettig no pasa ningún test de objetividad. ¿Cómo lo va a pasar, si fue 
encargado y financiado por los triunfadores de las elecciones de 1989 para 
colgar en la picota pública a los derrotados en ellas; si fue emitido por una 
Comisión en que el noventa por ciento de los asesores eran afines a la 
Concertación? Este último dato me lo dio, precisamente, uno de los asesores del 
diez por ciento no-concertacionista. 


Apenas emitido el Informe, yo mismo, con mis limitados medios, lo sometí a un 
test*. comparar una situación que yo conocía bien con la “versión Rettig” de la 
misma. 


Versión Rettig: la Comisión llegó a la convicción de que José Manuel Parada 
fue detenido por la policía y luego ejecutado por agentes estatales en razón de 
su militancia y las actividades que realizaba. Añade, por toda descripción de las 
actividades de Parada, que era Jefe del Departamento de Análisis de la Vicaría 
de la Solidaridad y se encontraba haciendo una labor de examen del Comando 
Conjunto. 


Verdad completa: La víctima era un alto dirigente comunista, según versión de 
Radio Moscú citada por El Mercurio de 13.04.85. De chofer de la Vicaría había 
ascendido a la jefatura indicada dentro de ella. Pero, además, era dirigente del 
grupo terrorista FPMR, brazo armado del Partido Comunista, cosa que reveló 
un reo por la internación de armas de procedencia soviética y cubana 
descubierta en Carrizal Bajo, Alfredo Malbrich, quien señaló que Parada, 
cuando él acudió a la Vicaría en busca de defensa legal, por haber sido 
apresado en una manifestación callejera violenta un 1° de mayo, lo reclutó para 
las actividades del ente guerrillero. Más adelante se reproduce el testimonio 
textual de Malbrich. 


Tampoco el Informe reveló que cuando el Gobierno Militar supo del arresto de 
Parada y otros dos dirigentes comunistas-frentistas, pidió de inmediato la 
designación de un ministro en visita a la Corte de Apelaciones, buscando 
disuadir a los secuestradores de atentar contra la vida de los presos. Temía que lo 
hubieran sido en venganza por la muerte de dos agentes de seguridad asesinados 
tres días antes por el mismo FPMR en Concepción, mediante una trampa 


explosiva que dejó heridos a otros tres. Pues los secuestradores de los jefes 
terroristas actuaban al margen de toda autoridad del Gobierno. 


Tampoco dice el Informe Rettig que el Gobierno prestó toda su colaboración a la 
justicia ni que, cuando la CNI comprobó la participación de carabineros en el 
secuestro, que tuvo como desenlace el asesinato por degitiello de los tres 
dirigentes —tesis frente a la cual el ministro en visita se mostró renuente, pero 
que se confirmó años después— tres miembros de la Junta de Gobierno 
exigieron la renuncia al cuarto, el general César Mendoza, que la integraba en 
representación de Carabineros, de cuya institución era General Director. Es 
decir, se le hizo efectiva su responsabilidad de mando por una actuación 
repudiable dentro de su institución. 


Informe Rettig ¿Intocado? 


En alguna oportunidad tuve que replicar a un defensor del Informe, quien 
sostenía que el mismo permanecía intocado. Le repliqué en los siguientes 
términos, en La Segunda: 


“Demostraré que (...) no estaba ‘intocado’ antes de mis desmentidos y que 
menos lo está después. ” 


En seguida hice hincapié en la permanente referencia del Informe en el sentido 
de que todo autor de atropellos era “agente del Estado”: 


““Agente”, en su sentido natural y obvio, significa “persona que obra con poder 
de otro”, de modo que ‘agente del Estado’ significa ‘persona que obra con poder 
del Estado’. Y como el Estado en Chile es administrado por el Presidente de la 
Republica, afirmar que un crimen es cometido por ‘agentes del Estado’ implica 
imputar directamente al Gobierno la comisión del mismo. Y eso es lo que hace el 
Informe Rettig en el caso de los dirigentes comunistas, por lo cual, estimo, debe 
ser justamente desmentido. 


La consecuencia de ésta y otras imputaciones similares ha sido gravísima, pues 
ha generado en la opinión pública la impresión de que el Gobierno Militar 
impulsó la comisión de delitos, en circunstancia que (...) (dicho) gobierno (...) 


quitó el mando de la DINA a su director en 1977, reemplazó a la primera por la 
CNI y cuando hubo acusaciones contra esta última, dispuso la prohibición legal 
de que ella detuviera a persona alguna. ” 


Y pasé a referirme a otro caso, el de la muerte de los hermanos Vergara Toledo a 
manos de Carabineros: 


“En el caso (...) recomiendo (...) leer el título de la letra a) del número 2 del 
capítulo 3 del Informe Rettig, que reza así: ‘De los Falsos Enfrentamientos”. 


Bajo ese título está tratado el caso de los hermanos Vergara Toledo, militantes 
del MIR, que sin mediar provocación hirieron con dos balazos al carabinero 
Marcelo Muñoz Cifuentes. 


Luego, el Informe Rettig debe ser desmentido al calificar esa situación como 
“falso enfrentamiento”. Y debe ser desmentido también al prejuzgar que uno de 
los dos hermanos Vergara Toledo no participó en el enfrentamiento, porque todo 
conduce a presumir que ambos participaron. Desde luego, el cabo Muñoz fue 
herido con dos disparos. 


El Informe concluye que uno de dichos hermanos fue “ejecutado”, lenguaje que 
típicamente emplea cuando los caídos son del bando de extrema izquierda. En 
cambio, cuando se refiere, por ejemplo, al asesinato de Simón Yévenes, dirigente 
poblacional de la UDI que sí fue ‘ejecutado’ por miembros del FPMR, modera 
su lenguaje: Yévenes “sufrió un atentado” y “murió en el lugar de los hechos”. 
Son sutilezas que quienes profesamos el menester de la palabra escrita 
entendemos bien... 


El Informe Rettig no fue, pues, completamente veraz. Y el que escribe no ha sido 
el único en afirmarlo. 


Reproduzco calificativos que el cometido de la Comisión Rettig mereció a la 
unanimidad del Pleno de la Corte Suprema de Justicia, según su acuerdo de 
fecha 13 de mayo de 1991: ‘la Comisión”, dijo la Corte Suprema, ‘no trepida en 
violentar el ámbito de sus atribuciones”; “rebasó abusivamente las atribuciones 
que se le habían conferido”; recurrió a “una cita (...) maliciosa* en perjuicio de 
los tribunales y, “extralimitándose en sus facultades”, formuló un juicio 
“apasionado, temerario y tendencioso, producto de una investigación irregular y 
de probables prejuicios políticos”. 


Esa opinión, emitida en relación a los aspectos del Informe que afectaban a los 
tribunales, puede fundadamente hacerse extensiva al todo del dictamen con 
respecto a la situación de los derechos humanos que vivió Chile entre 1973 y 
1990. 


En todo caso, aun cuando pueda haber diferentes apreciaciones sobre el Informe 
Rettig, sí hay algo que no puede seguirse diciendo de él, y es que “sigue 
intocado’.” > 


De hecho, la lectura de la refutación que la Corte Suprema hizo del Informe 
desvirtúa por sí sola las conclusiones de éste respecto del Poder Judicial bajo el 
Gobierno Militar. Pero, curiosamente, la opinión que se impuso 
generalizadamente y que reina en nuestra opinión pública es que los tribunales 
de justicia abandonaron lo esencial de su misión durante ese régimen. Ese falso 
juicio es otro producto del lavado cerebral masivo y de la insistencia en los mitos 
que la corriente dominante ha propalado, y de los cuales se ha hecho parte, 
sorprendentemente y como veremos en posterior capítulo, un sector significativo 
de la minoría no dominante u oposición a los gobiernos de la Concertación. 


En todo caso, el abandono de la legalidad y del Estado de Derecho por parte del 
Poder Judicial ha sido mucho mayor bajo los gobiernos posteriores a 1990 que 
bajo el Gobierno Militar, como también se detalla más adelante en este libro. 


Tres Razones 


El Informe Rettig, en síntesis, fue un instrumento fundamental e inicial del 
lavado cerebral de los chilenos, por las siguientes razones: 


Primera, tuvo un sesgo general contrario al Gobierno Militar, buscando depositar 
en él responsabilidades que sus miembros no tenían. 


Segunda, encubrió a los grandes responsables de la lucha fratricida en Chile, los 
partidos de la Unidad Popular. Recuerdo nuevamente lo que dijera Eduardo Frei 
Montalva en su carta al presidente de la DC mundial, Mariano Rumor, del 8 de 
noviembre de 1973: “A nuestro juicio la responsabilidad íntegra de esta 
situación —y lo digo sin eufemismo alguno— corresponde al régimen de la 


Unidad Popular.” 


Tercera, como es obvio, el gobierno que financiaba a la Comisión Rettig no iba a 
permitir que ésta concluyera señalando las culpas de quienes eran parte de ese 
gobierno. 


Por eso la conclusión falsa que la opinión pública ha extraído en todas partes del 
mundo, tras este lavado universal de cerebros, ha sido que el Gobierno Militar 
mató a más de tres mil personas. Eso, cuando el juicio es relativamente 
moderado, pues muchos siguen hablando, en Chile y otras partes, de “decenas de 
miles” y, desde luego, de “miles de desaparecidos”. 


Incluso las 423 víctimas de los indefinidos “particulares obrando bajo pretextos 
políticos” o de la “violencia política”, también se le cargan al Gobierno Militar, 
pese a que cayeron por obra de terroristas comunistas, socialistas, del MAPU, de 
la Izquierda Cristiana y de los brazos armados, MIR y FPMR. 


Y yo afirmo, bajo mi responsabilidad, que el Informe Rettig no estuvo destinado 
a mostrar la verdad objetiva de lo sucedido en Chile, sino que fue el pago por 
parte del Presidente Aylwin de los votos de sus ahora aliados, otrora adversarios 
marxistas, por elevarlo a la Presidencia de la República. 


Así, el principal convocador de los militares en 1973 terminó siendo, en 1990, 
quien los sentó en el banquillo de los acusados ante la opinión pública chilena y 
mundial. 


IV.B 


Segundo Instrumento de Lavado: El Informe Valech 


Quince años después de la operación publicitaria que culminó en el Informe 
Rettig, la Concertación fraguó otra, más hábil aún, si cabe: el Informe Valech 
sobre torturas y supuesta “prisión política”. Este produjo un enorme impacto en 
el país y en el exterior, porque se convenció a la opinión pública de que treinta 
mil personas inocentes fueron en algún momento privadas de libertad por 
motivos políticos y torturadas, de que eso había sido una política de Estado y de 
que tales situaciones jamás se habían presentado antes en Chile. Las tres cosas 
eran falsas. 


El entonces Presidente Ricardo Lagos resumió muy bien esas tres falacias, y 
añadió otras, en el discurso con que presentó el Informe Valech, la noche del 24 
de noviembre de 2004: 


“El informe nos hace mirar de frente una realidad insoslayable: la prisión 
política y las torturas constituyeron una práctica institucional de Estado que es 
absolutamente inaceptable y ajena a la tradición histórica de Chile.” 


En esas dos líneas y media Lagos se arregló para incluir no sólo tres falacias, 
sino cinco: 


Primera falsedad de Lagos: que hubo prisión política. Esto significa que a 
una persona se la privaba de libertad en razón de sus ideas, y en Chile lo 
que hubo fue privación de libertad, la mayor parte de las veces transitoria, 
de personas vinculadas o sospechosas de estarlo a terroristas de extrema 
izquierda. 


Cuando sí hubo prisión política y tortura fue bajo la UP, gobierno del cual Lagos 
fue alto funcionario y cuasi embajador (estaba a punto de ir a la Unión Soviética, 
el 11 de septiembre de 1973). Veamos lo que decía la mayoría democrática de la 
Cámara de Diputados en su Acuerdo de 22 de agosto de 1973,* referido al 
régimen de la UP: 


“g) Ha incurrido en frecuentes detenciones ilegales por motivos políticos, 
además de las ya señaladas con respecto a los periodistas, y ha tolerado que las 


víctimas sean sometidas en muchos casos a flagelaciones y torturas. ” 


Pero ¡cómo! ¿No nos habían dicho que los torturadores eran los militares? Claro, 
eso le han dicho a usted. Es que las torturas bajo la UP y la DC han sido 
“lavadas”. 


Pues un régimen que sí torturaba a opositores era el de la UP. Ella sí que detuvo 
y torturó por motivos políticos. Concretamente, a Juan Luis Ossa, presidente de 
la Juventud Nacional, la policía política de la UP lo sometió a salvajes torturas 
eléctricas en el cuartel de Investigaciones de Rancagua, las cuales pueden leerse 
en todo detalle en la prensa de la época.” 


Tras varias horas de tormento, Ossa fue presionado por el Subdirector de 
Investigaciones, Carlos Toro, de filiación comunista, para que admitiera estar 
organizando grupos armados. Todo esto se publicó en el principal diario chileno 
y al Gobierno, que no lo desmintió, no le importó en lo más mínimo, de modo 
que el señor Toro no se vio precisado siquiera a dar explicaciones a través del 
mismo medio. 


Segunda falsedad de Lagos: que las torturas constituyeron una práctica 
institucional de Estado. Nunca una autoridad del Gobierno Militar 
consagró como práctica autorizada los apremios ilegítimos. Por algo los 
pocos procesos de que se tiene registro en Chile, derivados de la aplicación 
de torturas, se incoaron, precisamente, bajo el Gobierno Militar: el del 
llamado “Comando de Vengadores de Mártires”, que pretendía castigar a 
los autores de atentados explosivos que habían costado la vida a 
uniformados. Este Comando estuvo formado por personal de 
Investigaciones que, en sus interrogatorios, aplicó apremios ilegítimos al 
militante del MIR Eduardo Jara Aravena, tras el atentado mediante el cual 
dicho grupo terrorista dio muerte al coronel Roger Vergara. Tras fallecer 
Jara debido a los apremios y ser comprobados los mismos, la justicia 
condenó a los detectives. 


En los hechos, Jara Aravena fue apresado, torturado y luego liberado, pero se 
sintió mal y acudió a la Posta N° 4, donde falleció. 


Y también fue condenado el mayor de Ejército Carlos Herrera Jiménez, por 
apremios ilegítimos que causaron el fallecimiento de un transportista que 
trabajaba para el FPMR, según ha reconocido el jefe de esta asociación ilícita 


terrorista, Sergio Buschmann**, Tras los tormentos aplicados al transportista, 
Herrera Jiménez lo llevó a un hospital, donde falleció, lo que facilitó su 
inculpación y fue condenado a diez años de presidio. 


Tercera falsedad de Lagos: si bien en todos los gobiernos hubo lenidad 
frente a las denuncias de torturas, ello no autoriza a hablar de “práctica 
institucional de Estado”. Era una práctica, pero no institucional ni de 
Estado, sino, en el peor de los casos (el del Gobierno de Salvador Allende, 
por ejemplo, como lo demuestra el episodio sufrido por Juan Luis Ossa) 
tolerada. Pero los procesos antes citados revelan que en el Gobierno Militar 
no lo fue. 


Cuarta falsedad de Lagos: que la tortura fuera “ajena a la tradición 
histórica de Chile”. Se puede probar, y más arriba se ha hecho en parte, que 
era anterior al Gobierno Militar y frecuente. Más adelante se volverá sobre 
esto. Ella sólo despertaba protestas del sector cuyos elementos próximos 
habían sido víctimas de la misma, pero nunca un repudio general que la 
desterrara por completo. 


Y la quinta falsedad de Lagos es implícita y trasciende tanto a la totalidad 
de su discurso como a la integridad del Informe Valech: no se menciona ni 
por asomo la amenaza armada subversiva, que daba origen a la necesaria 
acción de las fuerzas de seguridad para descubrir a los autores de atentados, 
prevenir otros y capturar a quienes tenían las armas ilegales. Una vez más, 
el ejército guerrillero de la UP “se esfumó” (pero llevándose mucha plata en 
los bolsillos, como también se verá) tras la cortina de humo del Informe 
Valech. 


Los Países Ante el Terrorismo 


Es sabido que todos los países adoptan políticas de emergencia, que dan lugar a 
acusaciones de tortura, cuando se ven amenazados por el terrorismo. 


El caso de Israel es patente. Año a año aprobaba una legislación que le permitía 
aplicar tormentos a los sospechosos de terrorismo que caían en sus manos, si 
bien últimamente ha dejado de hacerlo. De la misma práctica se ha acusado a los 


EE. UU. 


Hace poco, la propia candidata demócrata, Hillary Clinton, ha declarado que está 
de acuerdo en que la seguridad nacional debe primar sobre los derechos 
humanos. En efecto, el periodista Wulf Blitzer le preguntó al senador demócrata 
Dodd qué era más importante, si los derechos humanos o la seguridad del país, y 
aquél contestó: 


“Obviamente, la seguridad nacional, mantener el país a salvo.” 


Y después Blitzer le preguntó a Hillary Clinton si estaba de acuerdo, y ésta 
contestó: “Concuerdo completamente con eso.”5? 


El historiador Gonzalo Vial ha recordado las actitudes de naciones respetables y 
respetuosas de los derechos humanos ante el desafío terrorista: 


“Los países más desarrollados, civilizados, liberales, tan pronto enfrentan el 
terrorismo ven aparecer, como una maldición, la tortura. Algunos ejemplos: 


1°. La Cuarta República Francesa, antes de De Gaulle. Epitome de la 
democracia partidista, pluralista, igualitaria, y del legalismo, cae sin embargo 
en la tortura —y una que hace historia, por su mezcla de crueldad y 
sofisticación— dirigida contra el terrorismo de los argelinos que demandan su 
independencia. 


2°. Gran Bretaña, cuna de las libertades públicas. Recuerdo la mesa de los 
almuerzos de ‘Qué Pasa’, a comienzos de los años ’70, cuando un entonces 
joven Robert Moss, periodista y novelista inglés de fama, pontificaba con cierta 
suficiencia para enseñarnos —decía— algo que los chilenos ignorábamos: que 
la represión del terrorismo puede hacerse con respeto del marco legal y desde 
luego sin tortura. Era, agregaba, la política de su patria, Inglaterra, respecto de 
la IRA irlandesa. Un poco tiempo más y se hacía público que los ingleses 
empleaban habitual y extendidamente los más duros apremios ilegítimos contra 
ese movimiento terrorista. 


3°. España post franquista, democrática y socialista. Gobierna Felipe González. 
A su momento se descubrirá que existe una policía secreta dentro de las policías 
secretas, creada por el mismo Gobierno, que opera sin barreras éticas —tortura 
incluida— para reprimir el terrorismo vasco de la ETA.” 


Las Torturas bajo la DC 


Hasta 1973 la indiferencia general había caracterizado la actitud de los 
Gobiernos y los Tribunales frente a las denuncias de torturas. Para no retroceder 
más en el tiempo, citaré evidencias al respecto, bajo Frei Montalva (1964-1970) 
y Allende (1970-1973). 


En 1970 el clima de indiferencia frente al tema llevó a la revista Portada, una 
publicación de derecha, en su número de noviembre de ese año (acababa de 
asumir Allende la Presidencia), a publicar un artículo titulado “¡Legalicemos la 
Tortura!”61, en el cual se decía lo siguiente: 


“Parece ser un hecho establecido que los sospechosos en el caso Schneider? — 
o, por lo menos, algunos de ellos— han sufrido torturas a manos de la policía: 
aplicaciones eléctricas en órganos y zonas sensibles del cuerpo; palizas, 
encierros en la oscuridad o en celdas inmundas y junto con facinerosos, 
pervertidos o provocadores, etc. 


Resulta evidente también que tales torturas son inevitables. En efecto, no han 
podido terminar con ellas los superiores directos de los torturadores, a saber: el 
entonces Presidente de la República, un jurista demócrata y cristiano 
reconocido; su Ministro del Interior, Patricio Rojas, prestigioso ex funcionario 
de la OEA, a la cual ha vuelto ahora con unánime beneplácito; el Subsecretario 
del Interior del antiguo Gobierno, Juan Achurra, otro jurista demócrata y 
cristiano; y el Director interino de Investigaciones de los últimos días del 
Gobierno de Frei, el pundonoroso general (r) Emilio Cheyre. Si personas tan 
destacadas —e investidas además de autoridad total sobre la policía— no han 
podido terminar con la tortura, nos parece indiscutible que ésta es inextirpable. 


Por otra parte, asimismo, resulta evidente que la tortura, además de inevitable, 
es aceptada por la opinión pública. La prueba está en que tales métodos son 
reprobados cuando afectan a los amigos, pero recibidos con complacencia o 
indiferencia si recaen sobre los enemigos. Cuando los torturados eran del MIR, 
VOP u otros movimientos de ultraizquierda, los círculos de derecha callaban, al 
paso que los juristas de izquierda, encabezados por el abogado y profesor 
universitario Eduardo Novoa, protestaban indignados ante la Corte Suprema, 


que por cierto no hizo nada. Ahora que los torturados son de ultraderecha, es la 
derecha la que reclama, mientras los juristas de Novoa guardan su sensibilidad 
para mejor ocasión y la Corte Suprema continúa sin hacer nada. ¿Qué significa 
esto? Simplemente, como decíamos, que protestar por las torturas es un recurso 
de las guerrillas políticas, pero que en el fondo a nadie le importan; luego, en 
forma tácita, todos las aceptan. 


Concluimos, pues, que la tortura es un mal (hablando en teoría, como puristas), 
pero de esos males inevitables, y que la opinión pública, supremo juez en las 
democracias, a fin de cuentas tolera. ¿Por qué, entonces, no legalizarla y 
reglamentarla?” 


La Denuncia Socialista-Comunista 


Sobre la indiferencia bajo la administración DC de Frei Montalva ha quedado el 
testimonio de una presentación que hicieron cien abogados de izquierda a la 
Corte Suprema (aludida en el artículo de Portada antes citado) y que se publicó 
in extenso en la revista Punto Final de 13 de agosto de 1970, es decir, en las 
postrimerías del régimen DC. Por supuesto, la Corte Suprema tampoco dijo ni 
hizo nada. 


El documento se titula “¿Es Chile un Estado de Derecho? Crímenes, torturas y 
violaciones de los derechos humanos”. Entre quienes lo firman cabe mencionar a 
los profesores de derecho Eduardo Novoa Monreal, Aníbal Bascuñán Valdés, 
Sergio Politoff, Alvaro Bunster, León Grinberg, Raúl Brañes. Juan Bustos y 
Ricardo Lagos Escobar, a la sazón Secretario General de la Universidad de 
Chile. 


La denuncia de 71 páginas —dice Punto Final — está redactada en un frío 
lenguaje jurídico, “sin argumentaciones políticas, lo que pone aún más de relieve 
los antecedentes objetivos que ilustran la situación: seis homicidios, diecisiete 
casos de torturas y vejámenes físicos y morales, tres allanamientos ilegales, 
numerosos casos de violencia innecesaria y otros graves atropellos policiales”. 


¿Había en Chile un movimiento guerrillero o terrorista significativo entre 1964 y 
1970? Apenas un puñado de estudiantes de la Universidad de Concepción, que 


comenzaban a organizar el Movimiento de Izquierda Revolucionaria (MIR); o 
grupos guerrilleros menores, como la VOP (Vanguardia Organizada del Pueblo). 
A partir de 1965 el Partido Socialista había proclamado la vía armada para 
hacerse del poder, en sus Congresos del año indicado y de 1967 y 1969, y 
comenzaba a formar cuadros paramilitares, tarea que se intensificó durante el 
gobierno de la UP, al igual que en el Partido Comunista, en la Izquierda Cristiana 
y en el MAPU. 


¿Cuántas habrían sido las denuncias de torturas si la Policía Política del 
Gobierno de la DC se hubiera enfrentado, como el Gobierno Militar, a veinte mil 
o más guerrilleros dedicados a la subversión y al terrorismo, con abundante 
abastecimiento bélico, apoyo logístico y justificación propagandística externos? 


En la denuncia de los abogados de izquierda se añadía que el profesor francés 
Benjamín Fabre había sido sometido a castigos policiales y sufrido la rotura de 
un tímpano. Posteriormente, sin embargo, sin que nadie, ni menos el gobierno 
francés, se preocupara de investigar nada al respecto, el Gobierno DC lo expulsó 
del país. ¡Qué distinto era cuando el Gobierno Militar expulsaba a algún agitador 
francés! 


Un Lavado Impresionante 


De modo que4 se creó la Comisión para la Prisión Política y la Tortura o 
Comisión Valech, presidida por el obispo de este nombre, que, tras ser 
inicialmente considerado, mediando propia declaración suya, “un prelado de 
derecha”, se convirtió, según veremos (en la Vicaría de la Solidaridad) en 
defensor de terroristas de extrema izquierda. 


Una visión honesta e imparcial de este problema habría debido comenzar por 
reconocer que era muy difícil, si no imposible, que en 1973 un nuevo gobierno, 
enfrentado a un desafío terrorista de miles de guerrilleros que cometían 
atentados y crímenes, sin que pudiera preverse dónde y cuándo los iban a 
perpetrar, repentinamente transformara hábitos policiales antiguos —de los 
cuales los apremios ilegítimos eran práctica habitual— en otros mucho más 
civilizados y benévolos. Habría sido demasiado pedir y, de hecho, nadie lo pidió 
ni pensó en eso a la sazón. 


Particularmente en los primeros tiempos después del 11 de septiembre, en que 
los militares estaban bajo la misma impresión que Aylwin I y Frei Montalva 
(recordemos: el primero declaraba que había “milicias armadas muy fuertemente 
equipadas y que constituían un ejército paralelo para dar un autogolpe y asumir 
por la violencia la totalidad del poder (...) y con la colaboración de no menos de 
diez mil extranjeros que había en este país”; y el segundo, “el mundo ignora que 
los marxistas chilenos disponían de un armamento, oculto en miles de 
escondites, superior en cantidad, y a veces en calidad, al del Ejército nacional”), 
lo natural y hasta aconsejable era detener a las personas que aparecían como 
sospechosas de estar comprometidas en la lucha armada y a muchas que les 
rodeaban. Eso era de elemental urgencia y necesidad, particularmente si no se 
sabía la real entidad de las fuerzas armadas irregulares. 


Y por eso ni Frei ni Aylwin dijeron nada en los primeros tiempos tras el 
pronunciamiento sino, al contrario, apoyaron y defendieron a los militares. 


También por eso fue considerado natural que en los primeros meses después del 
11 de septiembre de 1973 hubiera decenas de miles de detenidos y que fuera 
necesario habilitar lugares especiales para ese efecto, como el Estadio Nacional 
y el Estadio Chile. Ninguna protesta elevaban los líderes políticos democráticos 
por ello. 


Fue un período de emergencia y bajo estado de sitio, excepcionalidad que, 
jurídicamente, habilitaba al Gobierno para detener personas sin las formalidades 
propias de tiempos normales. Y es probable que si el Gobierno Militar hubiera 
sido, en ese aspecto y en ese momento, menos draconiano o blando, habríamos 
visto surgir en Chile a unas FARCH, Fuerzas Armadas Revolucionarias de Chile, 
a semejanza de las FARC colombianas, que han llegado a tener tal poder que 
dominan zonas del territorio y han provocado centenares de miles de muertes. 


Las Víctimas y las “Víctimas” 


El hecho de que el estado de excepcionalidad era bien acogido por la civilidad en 
1973 y 1974 se desprende de un episodio referido por el ex Presidente Aylwin en 
sus memorias, relativo a su visita, a mediados de 1974 (y ya él tranquilizado de 
que la guerrilla no había prevalecido) al ministro de la Corte Suprema, Rafael 


Retamal, de conocida inclinación pro-democratacristiana, para impetrar una 
mayor preocupación por las masivas detenciones y el trato a los detenidos. La 
respuesta de Retamal fue clarificadora: 


“Mire, Patricio, los extremistas nos iban a matar a todos. Ante esta realidad, 
dejemos que los militares hagan la parte sucia, después llegará la hora del 
derecho”.% 


Los Informes Rettig y Valech, y más tarde, como veremos, un comandante en 
jefe del Ejército, hablaron de los extremistas de izquierda como “las víctimas”. 
Lo malo es que las víctimas nos iban a matar a todos, como temía don Rafael 
Retamal. Y el Acuerdo de la Cámara de 22 de agosto de 1973 también se acordó 
de esas “víctimas”: 


“12. Que en la quiebra del Estado de Derecho tiene especial gravedad la 
formación y desarrollo, bajo el amparo del Gobierno, de grupos armados que, 
además de atentar contra la seguridad de las personas y sus derechos y contra 
la paz interna de la Nación, están destinadas a enfrentarse contra las Fuerzas 
Armadas, como también tiene especial gravedad el que se impida al Cuerpo de 
Carabineros ejercer sus importantísimas funciones frente a las asonadas 
delictuosas perpetradas por grupos violentistas afectos al Gobierno. ” 


Y el Acuerdo les dijo, finalmente, a los ministros de Allende que al mismo 
tiempo eran Altos Mandos de las Fuerzas Armadas y Carabineros, que “les 
corresponde poner inmediato término a las situaciones de hecho referidas, que 
infringen la Constitución y las leyes...”. 


No sin razón el entonces diputado comunista Jorge Inzunza dijo, tras la 
aprobación del Acuerdo (yo también era diputado y recuerdo la escena) que 
aquel constituía un llamado al golpe de Estado. Y ese llamado se lo formuló la 
mayoría democrática a los uniformados. 


Aprovechamiento Terrorista del "Tema de la Tortura 


Pues bien, como siempre lo ha hecho la extrema izquierda, una vez que su propia 
violencia ha provocado un conflicto armado —y tal como sucede hasta hoy— 


ella recurrió a la Iglesia Católica, en la cual, desde luego, y particularmente en 
esos años, no faltaban sacerdotes y prelados simpatizantes de la UP y del MIR. 


La denuncia de las torturas policiales es una táctica conocida y antigua del 
terrorismo, existan aquellas o no. En un instructivo guerrillero incautado a los 
Tupamaros y reproducido en un artículo del ex Presidente de Uruguay, Juan 
Maria Bordaberry, se afirma: 


“Los informes recibidos (...) marcan las etapas de los interrogatorios en que la 
fuerza de represión tiene que ser atacada, utilizando para ello hechos reales o 
montando un gran escándalo mediante versiones que impacten a la opinión del 
pueblo. Esta campaña debe montarse mediante el adoctrinamiento de nuestros 
compañeros para cuando sean detenidos (...) Se debe utilizar la mayor cantidad 
de denuncias, a modo de sistema (...) Utilizar la prensa como principal medio, 
obligándola a publicar lo que queremos. 


Debe generalizarse a todas las ciudades los métodos de tortura que se 
denuncien para demostrar todo un sistema de apremios ilegales y castigos (...) 
En los relatos debe llegarse a los mayores detalles, tratando de convertirlos en 
repugnantes. Siempre se debe tratar de mencionar a aquellos militares cuyos 
apellidos son más conocidos por la población (...) Siempre hay que estar atento 
para que cualquier hecho casual, enfermedad, accidente o muerte sea explotado 
para que la culpa recaiga en la fuerza de represión.” % 


El Cardenal Silva Henríquez, cuya inclinación por las ideas de centroizquierda 
era conocida, pero que en los últimos tiempos del Gobierno de la UP había 
evolucionado y veía que la salida militar era inevitable, pese a esto no pudo 
menos que acceder a establecer una organización que defendiera a las personas 
masivamente detenidas por las autoridades militares bajo el Estado de Sitio. 


Al Amparo de la Iglesia 


Así nació el Comité Pro-Paz, que posteriormente fue sucedido por la Vicaría de 
la Solidaridad del Arzobispado de Santiago. Entonces, por gravitación natural, 
toda la extrema izquierda, que formaba el entorno de los grupos armados 
existentes en todos los partidos de la UP, se integró a la Vicaría, sin que, 


probablemente, ésta pudiera evitarlo, ni, tal vez, advertirlo. 


Entonces la Vicaría prestó, primero, auxilio judicial a los detenidos. Explicable. 
Pero, con el tiempo, prestó incluso auxilio médico a terroristas heridos, como 
sucedió bajo la responsabilidad de monseñor Valech, en los años *80. Y algunos 
comunistas alcanzaron en ella posiciones de mando. Esto sí que era objetable, 
pues esa repartición de la Iglesia se convertía parcialmente en un ala logística del 
terrorismo, como quedó demostrado en tribunales. 


En efecto, el 25 de abril de 1986 el FPMR tendió una trampa mortal a 
Carabineros: llamó denunciando un asalto a la panadería Lautaro de La Cisterna. 
Allí acudió un furgón policial, al cual estaban esperando guerrilleros fuertemente 
armados, que asesinaron al joven carabinero Miguel Ángel Vásquez Tobar. Sus 
compañeros repelieron el fuego, dejando herido a un subversivo, Hugo Gómez 
Peña, que fue atendido por cuenta de la Vicaría en la Clínica Chiloé y recibió 
protección y auxilio del abogado de aquélla, Gustavo Villalobos, y del médico 
Ramiro Olivares, que no notificaron a las autoridades. 


Ambos fueron encargados reos por la Fiscalía Militar como encubridores de 
terroristas. Pero la justicia nunca consiguió que monseñor Valech proporcionara 
las fichas de atención en la Clínica Chiloé, lo cual, si se hubiera tratado de un 
seglar, le habría acarreado ser encargado reo por obstrucción a la justicia. 


En fin, como se sabe que en Chile la ley no es igual para todos (es mucho mejor 
para la izquierda), monseñor Valech no fue encargado reo y años después 
presidió, en medio de honores generales, la Comisión para la Prisión Política y la 
Tortura. Y el abogado Villalobos recibió el cargo de Director de la Agencia 
Nacional de Inteligencia (AND), encargada de combatir al terrorismo. ¿Qué 
mejor garantía? No digo para quién. © 


Pero había más vinculaciones de la Vicaría con el FPMR. Una cosa que nadie 
sabía era que el encargado del Archivo o “Jefe de Análisis” de ella era ¡un alto 
dirigente comunista y del FPMR! Se trataba de José Manuel Parada. El amistoso, 
discreto y respetado archivero iba reuniendo, durante los años, todas las 
declaraciones de las personas que acudían a ella. 


La militancia de Parada sólo vino a hacerse pública en circunstancias trágicas, 
tras su asesinato. Hemos visto el detalle de ese crimen y sus consecuencias. 


El FPMR llegó a ser, entre 1985 y 1986 (como lo señalaban informes de la 


Embajada de los EE. UU.) la principal causa de muertes violentas en Chile. La 
vinculación con el FPMR del “Jefe de Análisis” de la Vicaría quedó de 
manifiesto tras la detención, en 1986, del guerrillero Alfredo Malbrich Labra, 
quien refirió en los siguientes términos su incorporación al FPMR a través de 
Parada: 


“El 1 de mayo de 1979 soy detenido por Carabineros en la Alameda Bernardo 
O’Higgins y trasladado a la 1° Comisaría. Mi esposa concurrió a la Vicaría de 
la Solidaridad y pone un recurso de amparo a mi favor. Al quedar libre, 
concurro a la Vicaría, lugar en que trabo amistad con José Manuel Parada, el 
cual me pide que colabore prestando el teléfono de mi casa como buzón y 
llevando pequeños recados. Posteriormente me preguntó si me gustaría 
colaborar en una forma más sistemática; al aceptar, me dice que me dará un 
vínculo con Enrique.”. 


A partir de allí Malbrich refiere sus actividades en compra y transporte de armas, 
sus viajes a y desde Argentina, Bolivia, Panamá y Alemania, como correo del 
Partido Comunista; su participación en el gran desembarco de armas de Carrizal 
Bajo, “para instaurar un gobierno revolucionario marxista-leninista, siguiendo el 
ejemplo de Cuba y Nicaragua”, según sus palabras.6 


Miles de Páginas de Relatos 


¡Entonces, los archivos de testimonios de personas detenidas en la lucha 
antiterrorista de la Vicaría estaban a cargo de un alto dirigente terrorista! 


¿Qué creen ustedes que hacía cuando iban a declarar ante él o sus subordinados 
personas que habían sido detenidas? Obviamente, lo que indica el recién citado 
artículo de Bordaberry y lo que aconseja el teórico brasileño de la guerrilla, 
Carlos Marighella, autor del “Manual de Marighella”: inducir al declarante a 
declararse siempre, pero absolutamente siempre, torturado por sus aprehensores. 


Así, con los años se acumularon miles de páginas de relatos de torturas, reales 
(vimos que era una práctica inmemorial y habitual en Chile) o ficticias, porque a 
muchas personas no las torturaban durante su detención. Fueron 
aproximadamente treinta mil declaraciones, lo que no es un entorno 


excesivamente numeroso para una subversión integrada por diez mil chilenos y 
unos doce mil extranjeros clandestinamente ingresados al país. 


Bien, pero ¿qué pasó con estas miles de páginas de testimonios depositados en el 
Archivo de la Vicaría de la Solidaridad? Quedaron guardadas. Tuvieron que 
esperar a que el país estuviera “maduro.” A que el lavado cerebral hubiera sido 
suficientemente prolongado y reiterado. Y el momento llegó en 2004, cuando se 
formó la Comisión para la Prisión Política y la Tortura, presidida por monseñor 
Valech. 


Este era una persona de confianza de la Concertación, especialmente de la 
izquierda. Ya vimos cómo se ganó esa confianza. 


Entonces el gobierno de Lagos anunció que a todas las personas torturadas bajo 
el Gobierno Militar, y sólo bajo el Gobierno Militar (obviamente, no iban a estar 
estimulando a que concurrieran los torturados en los gobiernos de ellos, es decir, 
de la UP y de la DC), se les iba a dar una compensación económica. Bastaba 
presentarse ante la Comisión y exponer su caso. Y si los antecedentes expuestos 
eran fehacientes (y más de 28 mil de los 34 mil que se presentaron resultaron 
fehacientes) se les daba una pensión de por vida que, inicialmente, era de 
alrededor de ciento veinte mil pesos mensuales. 


La amplia publicidad del cometido de la Comisión Valech operó como el más 
eficaz de los lavados de cerebros practicados por la Concertación. Pero eso poco 
tiene que ver con la verdad, pues el hecho de haber descrito a decenas de miles 
como víctimas de “prisión política y tortura” y haberlas atraído a declarar 
mediante una retribución pecuniaria no resiste ninguna exigencia de prueba 
válida dentro de un debido proceso. 


La Prueba de la Tortura 


En efecto, cuando vino la Comisión Interamericana de Derechos Humanos a 
Chile, en 1974, se la acusó de aceptar como verdaderos los relatos de torturas, 
sin detenerse a analizar los antecedentes objetivos que ella misma recogió al 
respecto: 


“Por ejemplo, de las 109 personas cuyas declaraciones se incluyen (en el 
Informe de la Comisión) 44 manifiestan que no han sido sometidas a malos 
tratos (...) 46 dicen que sufrieron maltrato inmediatamente después del 11 de 
septiembre, una circunstancia que, por lo demás, parece ser justificada por la 
propia Comisión (...) sólo 19 personas declaran que han sufrido golpizas en los 
últimos tiempos, y, de éstas, sólo tres pueden mostrar señales en sus cuerpos que 
podrían haber sido causadas por esa clase de malos tratos (...)”.” 


Es muy fácil que una persona detenida, pero no torturada, declare haberlo sido. 
Todos lo hemos visto en el caso de Michelle Bachelet. Yo la vi y oí 
personalmente, entrevistada en un canal de televisión, cuando había sido 
nombrada Ministra de Salud, en 2000, refiriendo que había sido detenida en 
1975, junto a su madre, durante unos días, y añadiendo, tras ser preguntada si 
había sido torturada: “Yo no, pero mi madre sí”. Eso me lo podrán rebatir, pero 
estoy seguro de que lo vi y espero que algún día el video respectivo suba a 
YouTube. 


Pero su madre, Ángela Jeria, muy honestamente, declaró después a La Segunda 
lo siguiente: 


“En el centro de torturas fuimos sometidas a violentos interrogatorios”. Pero el 
diario agregó: “No relata torturas físicas a su persona, pero sí un duro 
tratamiento.” $ 


Y en La Tercera la misma señora fue más explícita: 


“estuve seis días durmiendo en un cajón, con los ojos vendados y me sacaron 
solamente un día para ir al baño y me dieron comida solamente un día. El trato 
era vejatorio, soez, todo el lenguaje de la cintura hacia abajo”. ® 


Fueron “seis días” y en ninguna parte menciona torturas. 


Pese a ello, Michelle Bachelet fue haciendo un upgrade de los sufrimientos a raíz 
de su detención, e incorporó las torturas. En un comienzo dijo que, durante sus 
cinco días de arresto en 1975 (no nueve, como alguna vez afirmé yo, 
equivocadamente; ni catorce, como dijo ella): 


“Nos llevaron a Villa Grimaldi y después a Cuatro Álamos. Estuve con los ojos 
vendados y recibí golpes.” 7° 


Tampoco habló de torturas. 


Pero ya el 14.11.04, en plena campaña presidencial, no resistió más la tentación 
y declaró a la misma periodista: 


“Soy una sobreviviente”, para, más adelante, agregar: Sí, me torturaron... me 
cuesta recordar detalles. Como que se me bloquearon los malos recuerdos...””! 


¡Cómo no se iban a bloquear, si no estaban! 


Pero hubo una razón perfectamente explicable para la detención de Michelle 
Bachelet: su colaboración con el MIR, que desde hacía años cometía atentados y 
segaba vidas. La represión del Gobierno Militar era entonces comprendida, pues 
los cerebros no habían sido todavía lavados. Y ella estuvo, como señalé, sólo 
cinco días presa. 


Los detalles de su colaboración con el MIR y su detención están en las págs. 95 
y 102 de la biografía suya de los periodistas Andrea Insunza y Javier Ortega.”? 
También un notable artículo sobre la Presidenta, del historiador James Whelan, 
aparecido en The American Spectator, en su edición de mayo de 2007, precisa la 
naturaleza de sus vinculaciones con el MIR y, posteriormente, con el FPMR. La 
Tercera ha dado detalles de sus lazos con este movimiento.” 


Más aún, la pronta liberación de Michelle Bachelet, sin ningún intento de 
procesamiento judicial, tal vez pueda sólo explicarse por las peticiones de 
oficiales que fueron amigos de su padre. 


La Muerte del General Bachelet 


Pero el lavado de cerebros, chileno y mundial, ha podido más que la verdad en el 
caso de la Presidenta Bachelet. En el exterior no sólo se la presenta como 
torturada, sino que se afirma que su padre murió a consecuencia de los apremios 
físicos. Hemos visto que lo primero no es verdad. Ahora veremos que lo 
segundo tampoco. 


El ex senador socialista Eric Schnake estuvo en prisión junto con el general 


Bachelet en 1974 y fue testigo directo de su muerte, que no se debió, como 
comúnmente se publica, a la tortura, sino a la práctica de un deporte 
desaconsejado para la dolencia cardiaca que padecía. He aquí lo que declaró 
Schnake: 


“— Usted conoció al general Alberto Bachelet. 


— Yo estaba con él cuando murió. A la Michelle la conocí justamente cuando él 
estaba preso. Estuve detenido con el general Bachelet en la Academia de 
Guerra, primero, y después en la Cárcel Pública. Recuerdo que estábamos 
jugando un partido de básquetbol en la calle Los Aviadores, (en la Cárcel), 
cuando se sintió un poquito mal. Paramos el partido y Bachelet cayó al suelo. 
Entonces se lo llevaron a su celda y lo examinó rápidamente el doctor Yáñez, un 
viejo compañero mío del Liceo Manuel de Salas y médico de la FACH, que 
también estaba preso. Él pidió una ambulancia, porque pensó que se trataba de 
un infarto.” 74 


El general Bachelet no estaba privado de libertad por ser meramente disidente, 
sino por los procesos de la FACH, referidos en otra parte de este libro, por 
graves actos de traición a esa rama. La entidad de esa trama queda de manifiesto 
en la siguiente declaración del jefe del MIR y sobrino de Salvador Allende, 
Andrés Pascal Allende, a El Mercurio: 


“Cuenta Andrés Pascal: “Él (el coronel Ominami) quiere que le transmita al 
Presidente (Allende) la situación que los oficiales democráticos antigolpistas 
están sufriendo, que los están sacando de los mandos de todas las unidades, los 
están dejando en una oficina, en un escritorio, sin mandar tropa... Él estaba a 
cargo del arsenal de la FACH que había allá en la base de El Bosque. Y yo 
recuerdo que trabajando con él, y con otros oficiales de la FACH, ellos se 
comprometieron que en el caso de haber ya una situación de enfrentamiento, de 
golpe, ellos estaban en disposición de entregar las armas a las organizaciones 
populares, milicianas.”” 


Un Antiguo Torturador 


Una de las cosas más curiosas de la operación de lavado de cerebros cuando se 
publicó el Informe Valech, fue la salida a la escena pública de un antiguo 
detective de Investigaciones, Sergio Rivas, descrito como “uno de los 
flageladores de la DINA entre 1974 y 1975.” 


Su testimonio era necesario para magnificar los horrores, pero la máquina 
publicitaria oficial no contaba con que dijera toda la verdad. Pues terminó 
revelando que él era ¡un antiguo especialista en torturas con electricidad, desde 
mucho antes del Gobierno Militar! Dice el reportaje que se le hizo:” 


“Rivas fue enviado a la DINA porque sólo los agentes de la PP (la Policía 
Política de Investigaciones de los años 70) tenían experiencia en interrogatorios 
con electricidad”. (Destacado del autor). 


Es decir, la confirmación más palmaria de que la tortura era un método policial 
antiguo, tradicional y aceptado. ¿Querían que, justo cuando había más terroristas 
y atentados que costaban la vida a inocentes, el gobierno de turno renunciara a 
esta herramienta? 


Continúa el reportaje: 


“Al aportar esta solución, los detectives enviados a la DINA fueron bautizados 
como “los papis”... Más de 80 funcionarios nos presentamos en el cuartel de la 
DINA de calle Bucarest, donde un sargento del Ejército, muy prepotente, nos 
hizo hacer una especie de juramento y nos aseguró de frentón que si no éramos 
leales seríamos fusilados. ” 


Como se sabe, otro centro de detención de la DINA, Londres 38, es descrito en 
todos los documentos oficiales y en el Informe Valech como “centro de 
torturas”, pero, al parecer, allí no sucedía nada distinto que en los cuarteles 
policiales chilenos tradicionales, pues el detective Rivas dice, ante la pregunta: 


“¿Usó electricidad en Londres 387: 


“Felizmente no. Al menos en mi caso, a nadie, aunque se interrogaba con 
corriente y habia una parrilla (...) 


“¿Escuchó gritos de dolor? 


“En Londres, no (...) Tampoco alli vi cosas terribles. 


“¿De qué fue testigo? 


“Es que hay cosas que son secreto del sumario... A fines de 1975, luego de que 
echaran a un colega por violación...” 


Pero ¿no dice el Informe Valech que la violación era uno de los métodos 
preferidos contra las presas? Ahora resulta que a los violadores la DINA los 
echaba... 


Carencia de Seriedad 


El Informe Valech produjo un enorme impacto. Era lo que se perseguía. Pero 
carecía y carece de objetividad. Fue analizado por el historiador Gonzalo Vial, 
quien observó: 


“1° Si... hubiera examinado los 35.865 casos, la Comisión, que trabajó trece 
meses, habría tenido que estudiar entre 130 y 140 casos por día.” (...) 


Eso, obviamente, es absurdo. Pero en el país de los cerebros lavados “pasa”. 
Sigamos citando a Vial: 


“2° La inmensa mayoría de los casos descansa en el solo testimonio de la 
persona que se declara víctima. 


3° El propio Informe dice que “tampoco ha sido posible calificar la situación de 
tortura de acuerdo a su gravedad”. Es decir, un simple maltrato puede pasar por 
tortura. ¿Y qué es maltrato? Cualquier cosa. 


4° El mismo Informe confiesa que ‘no ha sido posible disponer de la 
acreditación de la tortura mediante informes médicos u otras formas de 
constatación de las lesiones o secuelas. 


5° (...) para muchas personas, el relato de los hechos y las circunstancias de su 
detención demandaron un esfuerzo de memoria realizado treinta años después 
de su ocurrencia. 


6° Los testimonios permanecerán confidenciales durante cincuenta años, de 
manera que nadie puede defenderse de ellos. ” 


Como dice Vial, cuando en cincuenta años más se publiquen las declaraciones, y 
vista la imposibilidad de los acusados de defenderse, sus descendientes quedarán 
convertidos en “familias de psicópatas”. 


El capítulo III del Informe Valech, titulado “Contexto”, merece el siguiente 
comentario al historiador: 


“El capítulo ha sido escrito con tal sesgo y abanderizamiento apenas escondido, 
que no sirve absolutamente para el efecto indicado. ” 


Vial critica el sesgo del Informe Valech por no aludir a que el terrorismo del 
MIR y del FPMR se intensificaron, lo que incidió en más denuncias de tortura: 


“Omite también señalar que el neo terrorismo asume entonces sus formas más 
extremas y nocivas: a) el asesinato selectivo y b) las bombas de espanto, que 
pueden matar y de hecho matan a cualquiera (...) no importa a quién, pues su 
objetivo es aterrar a todos. Ambos procedimientos, precisan sus estrategas, 
deben provocar la ingobernabilidad y el caos. En definitiva, la caída del 
Gobierno. 


Tratemos de seguir, muy resumido, el desarrollo del proceso. 


Son el MIR y el PC los que cumplirán esos planes, mediante sendas 
“Operaciones Retorno”: exiliados que, luego de entrenarse en Argelia, Libia, 
Cuba, etc., vuelven al país clandestinamente. 


El MIR se adelanta con una serie de ataques santiaguinos, desde los últimos 
meses de 1979 hasta diciembre de 1980. Un carabinero que custodia la “llama 
de la libertad” (cuyo emplazamiento era entonces el cerro Santa Lucía), es 
asesinado. Un posible agente de la CNI muere al matarlo a tiros dos extremistas 
en su propio hogar, mientras come con su mujer e hijas pequeñas. Un segundo 
agente de la CNI, éste reconocido, cae sin vida a la puerta de su casa, 
acribillado por un cuarteto terrorista. Igual suerte corre una mujer policía, 
quedando malherida. Tres detectives de guardia nocturna ante la casa del 
Ministro-Jefe del Estado Mayor Presidencial, perecen dentro del automóvil de 
servicio: les acribillan desde una camioneta que pasa. Etc. (...) 


¿Y el Partido Comunista? 


Ha sido más paciente y prudente, ‘retornando’ hombres casi a la par del MIR, 
pero manteniéndolos inactivos y clandestinos hasta que se aclimaten, consoliden 
sus nuevas (y falsas) identidades, y surja la ocasión propicia para actuar. 


Esta vendrá con las “protestas? de los años 1983 y posteriores. Mediante su 
brazo armado, el Frente Patriótico Manuel Rodríguez (FPMR), el partido entra 
al neo-terrorismo con brutal ímpetu, bombas incluidas. Pero su método clave es 
hacer de las protestas, sistemáticamente, nocturnas batallas campales libradas 
en las poblaciones, con muertos, heridos, saqueos y vandalismo. El FPMR crea 
a ese fin una carne de cañón, joven, prescindible (no entrenada militarmente), 
que lanza al sacrificio: las “milicias rodriguistas’.” 7” 


Otros Historiadores 


El 10 de diciembre de 2004, tras conocerse el Informe Valech, un grupo de 27 
historiadores y profesores de historia emitió una declaración en que expresaron, 
entre otras cosas: 


“1) (...) no hay manera de comprobar la veracidad de los testimonios entregados 
a la Comisión (...) 


2) Junto a esa consideración, nos parece, eso sí, imprescindible hacernos cargo 
del capítulo III del Informe, llamado Contexto Histórico. Por nuestro oficio, nos 
preguntamos si en esas páginas estamos frente a una razonable visión del 
período. Hemos concluido que no, que —junto a algunas verdades— ahí se nos 
presenta una vez más un conjunto de falsedades, contradicciones y afirmaciones 
infundadas, acompañadas de graves omisiones. 


3) Entre esas falsedades se afirma que en Chile no había grupos armados 
capaces de constituirse en un ejército popular, ignorando por completo las 
declaraciones posteriores de Altamirano, Corvalán y Pascal Allende (...) se 
muestra a una sociedad chilena inducida a apoyar al régimen en calidad de 
rebaño, falseando el enorme apoyo popular hasta 1980; se enfatiza que la ley de 
amnistía estuvo destinada a conseguir la impunidad de las violaciones a los DD. 


HH. y se minimiza el hecho de que miles de subversivos y terroristas se 
beneficiaron de ella. (...) 


4) (...) se resume la política de detenciones como un estado policial, cuando 
correspondieron al 0,3 por ciento de la población y no alcanzaron ni al 2 por 
ciento de los electores de la UP en las parlamentarias del 73... 


5) En el plano de las omisiones se cuenta la deformación histórica más grave de 
la Comisión, al ignorar por completo la doble dimensión del ataque que sufre 
Chile desde 1973 hasta 1979, ya que se omite toda referencia a la subversión y 
al terrorismo continuos, estructuralmente considerados, así como datos sobre 
los actos concretos de cada uno de quienes testifican ante la Comisión. Esto es 
lo más grave: la Comisión pretende hacernos creer que para el contexto 
histórico no importa nada lo que hacían los 34 mil declarantes justo antes de ser 
detenidos. 


Santiago, 10 de diciembre de 2004. ” 


¿A quién se le ocurrió fraguar tantas cosas con tanta habilidad? A los estudiosos 
de un señor llamado Vladimir Ilich Ulianov, mejor conocido como Lenin, que 
les enseñó: 


“Hay que disponerse a todos los sacrificios, empleando en caso de necesidad 
todas las estrategias, todas las astucias, los procedimientos ilegales, silenciar y 
ocultar la verdad, con el objeto de realizar, cueste lo que cueste, una labor 
comunista.” 78 


Un Mandato de la Decencia 


Me impresionó una carta que apareció en Las Últimas Noticias el 07.12.04, a 
días de publicado el Informe Valech. Daba la impresión de que en el país 
quedaba un resto de decencia: 


“El 11.09.1973 yo tenía veinte años, estudiaba tercero de Ingeniería en la U; 
era dirigente de alumnos y vocal FECH. Realizaba activismo político-sindical 
en el Cordón Vicuña Mackenna, por orden del Departamento Nacional Sindical 


del Partido Socialista. Milité en el PS desde los 14 años de edad, como dirigente 
secundario. El 11 fui destinado a apoyar la resistencia en la empresa IRT del 
Cordón, esperando armas para defender el gobierno popular. (...) Los riesgos 
los teníamos claros. (...) fui detenido el 11/09 por FF. EE. del Ejército, que 
allanaron las fábricas, donde no hubo ninguna resistencia. Fui trasladado al 
Estadio Chile y cerca del día 18 o 19/09 llevado al Estadio Nacional. Junto a 
muchos otros fui dejado en “Libertad Condicional”. ¿Por qué? Hasta hoy lo 
ignoro. (...) Sufrí lo inimaginable; no sé cuántas veces fui objeto de simulacros y 
otros tormentos, que hasta la fecha no los he mencionado ni los mencionaré. 
¿Para qué? (...) Yo no rasgo vestiduras. Asumo lo que me tocó vivir en esa 
época y en esas fechas y en esas circunstancias. Por eso no concurrí a declarar 
a la Comisión: porque yo sabía en lo que estaba metido y lo que podía pasar. 
(...) Rabia, porque muchos de quienes nos indujeron y a quienes veíamos como 
nuestros líderes en la tarde del 11 estaban asilados. Pero hacerme pasar por 
víctima, ¿víctima de qué, si yo también, a pesar de mi juventud, sabía lo que se 
venía y a lo que estábamos expuestos? (...) ¿Qué el golpe me dejó una herida 
abierta? Claro que sí, pero el tiempo se ha encargado de cerrarla, aun cuando 
es imposible borrar la cicatriz que tengo en el alma. Pero asumo, y por eso no 
concurrí a la Comisión. Conozco personas detenidas por diferentes 
circunstancias, sin torturas físicas, por breves períodos de tiempo y que han 
declarado ante la Comisión. Allá ellos y si les satisface o no la pensión que les 
entregarán. (...) Pero no usufructuaré de una situación y de una ventaja 
económica por haber hecho y actuado como lo hice y obré hace 30 años. El que 
casi un 70% de quienes declararon ante la Comisión haya sido por situaciones 
de los primeros meses del golpe me parece un aprovechamiento de unos cuantos, 
pero allá ellos. (...) Acuso mi propio mea culpa sin chivos expiatorios ni caza de 
brujas. Tratando de entender el contexto histórico en el cual fuimos presa de un 
odio y pasión política que ojalá nunca más vuelva a ocurrir. Ahora es fácil 
cargarse la culpa los unos a los otros. Ahora es fácil hablar de la locura de esos 
años, pero creo muy difícil hacerlo mediante una reflexión honesta, pura, sin 
odios y transparente como la que he tratado de relatar. Por ello no fui a 
declarar a la Comisión y eso me tranquiliza. (Fdo.) José M. Flores Burgos.” 
(Destacados del autor). 


Cerebros Lavados en el Resto del Mundo 


D 


urante el Gobierno Militar, y desde sus inicios, se pudo advertir un curioso 
fenómeno: cuando uno hablaba con europeos o norteamericanos residentes en 
Chile, casi unánimemente simpatizaban con el régimen y comprendían las 
medidas que debía tomar; pero cuando hablaba con extranjeros de las mismas 
nacionalidades residentes fuera de Chile, eran casi unánimemente adversos al 
Gobierno Militar. 


Desinformación en el Extranjero 


Es que, orquestada por Moscú, hubo una gigantesca campaña mundial de 
desprestigio del mismo. Lo más notable fue que los norteamericanos, quienes, 
podría decirse, fueron los más beneficiados —aparte, naturalmente, de los 
chilenos— con la expulsión del marxismo, prontamente se hicieron eco de la 
campaña mundial de éste. 


Esta actitud era, desde el propio punto de vista del interés superior 
norteamericano, incomprensible. El teniente coronel Patrick Ryan, miembro de 
la misión naval de su país acá entre 1972 y 1976, escribió en noviembre de ese 
último año una monografía titulada El Chile de Allende y los Mil Días 
Perdidos”?, en el cual expresó: 


“Durante diez años, los Estados Unidos luchó contra el comunismo en Vietnam, 
país localizado a unas 7 mil millas de las costas de California, con una trágica 
pérdida de 55 mil vidas norteamericanas, seis veces más la cantidad anterior en 
heridos, sin tomar en cuenta el tremendo costo de 150 mil millones de dólares. ( 
...) ¡Perdimos la guerra! 


Por otro lado, la República de Chile, situada en nuestro hemisferio, luchó contra 
el comunismo en el patio trasero de los Estados Unidos, sin la ayuda de los B- 
52, de la VII Flota y sin la visita de Bob Hope. Ningún dedo norteamericano 
apretó gatillos de M-16, ningún desfile horroroso de ataúdes envueltos en la 


bandera norteamericana fue enviado vía aérea diariamente desde Santiago de 
Chile para ser sepultados en los Estados Unidos. Lo que es más aún, sin nuestra 
ayuda y sin sentirse abrumados con nuestra táctica de ‘respuesta calculada” los 
chilenos derrotaron al comunismo. 


El gobierno de los Estados Unidos no ha aplaudido esta brillante derrota del 
comunismo, pero, en forma increíble, nuestro Senado y el Congreso, por medio 
de la Enmienda Kennedy al Acta de Ayuda al Extranjero, han terminado toda la 
ayuda militar al nuevo gobierno anticomunista de Chile. ¿Por qué?” 


El diario Times, de Londres, que es de derecha, también lavó el cerebro de sus 
lectores con respecto a Chile. El teniente coronel Ryan fue, en un caso, víctima 
de ello, y nos refiere: 


“De personal interés para el autor fue un artículo del “Times” de Londres 
(27.10.73), escrito por Godfrey Hodgson y William Shaweron, que señaló: “En 
la planificación del golpe de estado el almirante José Toribio Merino mantuvo 
contacto personal con el teniente coronel Patrick J. Ryan, del Cuerpo de 
Infantería de Marina de la Misión Naval Norteamericana en Valparaíso, Chile”. 
Aunque yo encontré el reportaje sobre mi contacto personal diario con el 
Almirante Merino muy lisonjero ¡también encontré que era muy falso! Durante 
los ocho meses precedentes al golpe mi calendario de escritorio revela solamente 
dos citas con el Almirante Merino y se refieren a asuntos estrictamente 
mundanos. Estas citas fueron contactos típicos vice-almirante a teniente coronel. 
El habló y yo escuché y en seguida llevé a cabo sus órdenes. El reportaje del 
“Times” de Londres acerca de mis deberes de contacto con Merino en referencia 
al golpe fue absolutamente falso y tipificó la desinformación y los hechos 
“fabricados” que fueron diseminados en relación al golpe en Chile.” 


Newsweek Inventa Cadáveres 


La revista norteamericana Newsweek del 08.10.73 publicó el reportaje más 
calumnioso y falso de todos los medios de ese país, obra del periodista John 
Barnes. Ese artículo hizo un enorme daño a Chile, pues sirvió de base al senador 
Kennedy para hacer aprobar la prohibición de vender armas a nuestro país. 


Titulado Matadero en Santiago, aseveraba que la Junta se había deshecho de 
2.796 santiaguinos, que aseguraba haber visto en la morgue, durante el golpe. La 
realidad fue que las comisiones de Verdad y Reconciliación y de Reparación y 
Reconciliación, lograron comprobar que entre el 11 de septiembre y el 31 de 
diciembre de 1973, en todo el país y no sólo en Santiago, murieron 1.823 
personas, 1.522 de ellas a manos de las Fuerzas Armadas y Carabineros y 301 
debidas a lo que, piadosamente con el terrorismo de izquierda, dichas 
comisiones llamaron “víctimas de la violencia política” o “de particulares 
obrando por motivos políticos”, las cuales, no obstante, siempre se cargan a la 
cuenta de la Junta. 


Un Tiempo (“Time”) para Mentir 


Otra publicación, que se caracterizó (y todavía se caracteriza) por su sesgo 
respecto al Gobierno Militar y que contribuyó a deformar la verdad fue Time. 
Tiene circulación mundial y se vendía en Chile durante esa administración, con 
todas sus ácidas críticas a ella, no obstante lo cual le imputaba no admitir 
publicaciones adversas. 


La última falsedad la publicó en enero de 2006, cuando informó escuetamente 
que “Michelle Bachelet fue torturada por Pinochet”. Yo me burlé de ello en mi 
columna de El Mercurio, como testigo presencial de una declaración en TV de la 
propia Michelle Bachelet, antes mencionada, en el sentido de que, cuando estuvo 
detenida cinco días en enero de 1975, no fue torturada. Pero mi burla obedeció 
básicamente a que Time identificara al “torturador” de Bachelet. 


Pues bien, mucho antes, en su portada del 26 de septiembre de 1986, puso un 
retrato de Pinochet bajo la lectura “Estado de Sitio” y le dedicó su reportaje 
principal. La cantidad de falsedades allí contenidas era tan grande que muchos 
chilenos escribieron a la publicación, pero, al parecer, sus cartas fueron al 
canasto. A raíz de ello, yo escribí un reportaje en El Mercurio, que se publicó el 
domingo 19 de octubre de 1986, refutando los 24 principales errores y 
falsedades, bajo el título de “Y un Tiempo (“Time”) para Mentir”, que resumo a 
continuación: 


“1) En el atentado contra el Presidente hubo cinco muertos, pero ‘Time’ lo 


describe como “otro capítulo doloroso en la lucha de los chilenos por recobrar 
sus derechos fundamentales”. (¡Lo mismo dice el FPMR!) 


2) Se silencia que el Estado de Sitio fue decretado no sólo a raíz del atentado 
contra el Presidente, sino tras el mayor desembarco de armamento comunista 
realizado en el hemisferio, según peritaje realizado por el gobierno de los 
Estados Unidos. 


3) No se hace mención alguna a la transición a la democracia mediante la 
dictación de las leyes sobre Tribunal Calificador de Elecciones, Inscripciones 
Electorales, Legalización de Partidos Políticos ni a que habrá elección de 
Presidente de la República y de Parlamento en 1989 y 1990. 


4) ‘Ramon’ afirma —y nadie aparece refutandolo— que “lo peor que este 
gobierno ha hecho ha sido crear un sentido general de terror y violencia”. Pero 
un informe de la embajada norteamericana en Santiago ha señalado que en 
1985, hasta noviembre, hubo cerca de mil atentados de origen comunista con 
explosivos o armas de fuego, que dejaron cerca de 500 víctimas. 


“5) Se asegura que en 1973 la prensa, en Chile, “fue clausurada” (‘the press was 
shut down’), pero el Gobierno aparece, bajo el estado de sitio, cerrando tres 
revistas opositoras (...) Por cierto, tampoco informa a sus lectores que se ha 
anunciado la aparición de un nuevo diario de oposición (‘La Época”); ni que 
hay libertad para publicar libros sin autorización previa y varias emisoras de 
oposición que gozan de alta sintonía nacional. 


6) Según el semanario, fue Pinochet quien consagró septiembre como “el mes de 
la Patria’ para celebrar el aniversario del pronunciamiento militar de 1973 (¡!). 


7) Según la crónica comentada, el plebiscito de 1980 ni siquiera existió. En 
efecto, afirma que en esa fecha ‘Pinochet impuso (‘pushed through’) una nueva 
Constitución y asumió vastos poderes adicionales. 


8) Se presenta a “Ramón y Ana’ diciendo: “podíamos comprar un libro 
ocasionalmente”, justo en un período en que las distintas revistas y diarios 
regalaban a sus lectores el mayor volumen de libros que se ha distribuido en la 
historia del país. 


“9) Dice que en los últimos tres años han aumentado las medidas represivas. 
Pero la verdad ha sido que, precisamente en estos tres años, se intentó una 


apertura política, se consagró la plena libertad para publicar libros, entraron a 
circular nuevas revistas de oposición, se ha autorizado un diario opositor, se 
han organizado y actúan en la vida pública docenas de partidos que eligen 
directivas, suscriben documentos y hacen pactos entre ellos; ha habido 
manifestaciones públicas de opositores, autorizadas por el Gobierno; han 
retornado exiliados. Es cierto que, junto a ello (y tal vez debido al aflojamiento 
de las restricciones) ha aumentado el terrorismo, pero el hecho de que, por eso 
mismo, haya habido más movilización antiterrorista no autoriza a decir que ‘ha 
aumentado la represión”. 


“10) La parcialidad de ‘Time’ llega al extremo de presentar el asesinato de un 
carabinero de guardia frente a la casa del Secretario de la Vicaría de la 
Solidaridad, similar a los de decenas de otros uniformados víctimas del Frente 
Manuel Rodríguez, como obra de supuestos agentes oficialistas, para 
amedrentar al funcionario de dicha Vicaría. 


11) Más aún, insinúa que la bomba en la residencia del embajador 
norteamericano, hace algún tiempo, que un subversivo comunista capturado 
recientemente ha reconocido haber detonado, también habría sido obra del 
régimen.” 


También en esos días el FPMR, en su antiamericanismo, asesinó mediante un 
explosivo en un bate de béisbol a un ciudadano canadiense que iba 
habitualmente a practicar ese deporte, junto a otros norteamericanos, en terrenos 
del Estadio Nacional. 


El Arte de la Desinformación 


Un comentario norteamericano, del escritor Lloyd Billingsley, aparecido en 


FrontPageMagazine.com | Tuesday, January 24, 2006, sobre un libro publicado 
en los Estados Unidos, titulado: “El Mundo Estaba Yendo en Nuestro Rumbo: 
La KGB y la Batalla por el Tercer Mundo” (“The World Was Going Our Way: 
The KGB and the Battle for the Third World”) (Basic Books). Se refiere a las 
revelaciones de los archivos del oficial de la inteligencia soviética Vasili 
Mitrokin, contrabandeadas a occidente en 1992. Dice lo siguiente: 


“El volumen también destaca que, en 1976, el New York Times publicó 66 
artículos sobre abusos de derechos humanos en Chile y sólo cuatro sobre 
Camboya, donde el Khmer Rouge mató a 1,5 millones de personas del total de la 
población de 7,5 millones. Los autores no encuentran una explicación adecuada 
para esta “extraordinaria discrepancia”, pero hay una: los especialistas en 
desinformación del KGB hicieron bien su trabajo y encontraron a muchos en la 
izquierda norteamericana dispuestos a creerles. ” 


El grueso de la campaña de desinformación acerca de Chile en el mundo lo llevó 
a Cabo la Unión Soviética. En la publicación alemana Deutschland Magazine de 
03.02.78, su enviado a Chile, Kurt Ziesel, titulaba: “Moscú Invierte 200 
Millones de Dólares en Mentiras Sobre Chile”, suma que el Gobierno Militar ni 
siguiera cercanamente podía gastar para desvirtuar las respectivas mentiras. Esa 
información fue obtenida, según la publicación, de agentes del KGB soviético. 
Ziesel añade: 


“Recientemente se descubrieron los métodos que se emplearon para ese fin. El 
Gobierno Militar ha declarado culpables y ha detenido a 125 miembros de ese 
preciso servicio secreto y a numerosos funcionarios estatales por desempeñarse 
como agentes de las potencias orientales. Noche tras noche ellos irrumpían en 
hogares, arrastraban a la calle a numerosos individuos, los golpeaban, torturaban 
y asesinaban. Ya a la mañana siguiente, la radiodifusión de Moscú 
proporcionaba antecedentes sobre estas agresiones —supuestamente efectuadas 
por los militares— agregando en cada caso datos exactos de lugar, tiempo y 
nombres de los sacrificados. Los agentes habían notificado sus crímenes a 
Moscú, por radio. 


“Ya durante la Segunda Guerra Mundial, Brezhnev realizaba actos similares en 
Ucrania, donde los agentes soviéticos, vestidos con uniformes alemanes, 
aterrorizaban a la población con asesinatos y torturas con el fin de transformarlos 
en guerrilleros contra las fuerzas alemanas. 


El verdadero escándalo radica en que los medios de comunicación occidentales 
son, en parte voluntaria y en parte involuntariamente, cómplices de estas 
maquinaciones de Moscú. De esta manera, la revista “Stern? describió como 
sacrificio por el pronunciamiento en contra de Allende, realizado en septiembre 
de 1973: 2.000 cadáveres flotaban en el río Mapocho que corre a través de 
Santiago”. En realidad, el río Mapocho no lleva nada de agua en septiembre, o a 
lo sumo una corriente de unos pocos centímetros de profundidad, debido a que 


el deshielo en los Andes todavía no ha comenzado. No obstante, esta historia de 
horror fue inescrupulosamente aceptada por numerosos medios de 
comunicación y todavía se sigue difundiendo. 


El corresponsal de la revista “Stern”, Heno Buss, frecuentó un largo tiempo al 
director de la línea aérea alemana Lufthansa, en Santiago. Un día, cuando 
apareció de nuevo por las oficinas de Lufthansa, la secretaria le pidió que se 
retirara. Como él preguntó la razón de esa actitud, se le mostró un artículo 
escrito por él en la revista “Stern”, el cual estaba lleno de calumnias. Buss 
extrajo el manuscrito original tal cual lo había enviado a la revista. Su artículo 
había sido transformado por la redacción en algo negativo. Libertad de prensa 
al estilo Nannen & Cía. 


En Santiago, el administrador del hotel en que yo me hospedaba, que era 
procedente de Viena y de apellido Kulka, me contó la siguiente anécdota, que a 
él mismo le había sucedido: Un año después del pronunciamiento en contra de 
Allende estuvo de visita en Viena y se encontró con su antiguo compañero de 
colegio, ahora Canciller Federal austriaco, Bruno Kreisky. Él le reprochó al 
Canciller que el Partido Socialdemócrata Austriaco (SPO) y los medios de 
comunicación occidentales divulgaban las mentiras más atroces contra Chile. 
En vista de eso, Kreisky sacó una fotografía de su escritorio. En esta se veía una 
enorme plaza con muchos árboles. De cada árbol colgaba un cadáver. “Así se 
instaló tu régimen militar”, afirmó Kreisky triunfante. Kulka observó la foto y 
movió la cabeza diciendo: “Esta fotografía muestra la Plaza Vergara en Viña del 
Mar, un balneario ubicado a 100 kilómetros al oeste de Santiago. Al fondo 
puede ver el Hotel O’Higgins. Durante y después del pronunciamiento yo fui el 
administrador de ese hotel. Todos los días pasaba, por lo menos unas cinco 
veces, por esa plaza con sus árboles. Tu foto es un montaje fotográfico, una 
pésima falsificación con la que tú te dejaste engañar.’ Avergonzado, Kreisky 
guardó de nuevo la fotografía en el cajón de su escritorio. ” 


El “Departamento D” de la KGB 


La desinformación es un arte totalitario. Lo practicó el nacional-socialismo, bajo 
Hitler y a través de Goebbels, quien sostenía que “una mentira mil veces repetida 


termina por parecer verdad”. 


El servicio secreto soviético, el KGB, tenía un “Departamento D”, de 
Desinformatsiya, destinado a fabricar mentiras en todo el mundo para favorecer 
al comunismo. En una oportunidad llegaron a falsificar una edición de la revista 
Newsweek para ser distribuida en Asia y África, en 1963. Un artículo de ella 
sobre John Kennedy había sido reemplazado completo por otro opuesto, 
apoyando el interés soviético. El escritor Alvaro Pineda de Castro afirma: 


“La revelación la hizo Laszlo Szabo ante el Senado norteamericano, luego de 
abandonar su cargo de Agregado Civil en la Embajada de Hungría, y agregó 
que los planes fueron fraguados por el periodista norteamericano Noel Field. 
Este personaje figuró junto con Alger Hiss en el famoso juicio por espionaje y 
actividades subversivas que le siguió el comité del Senado sobre actividades 
antinorteamericanas, en el cual fue condenado por perjurio a varios años de 
cárcel, en 1948, y en el cual el ex Presidente Richard Nixon tuvo el papel de 
acusador principal. ”80 


La desinformación reviste múltiples modalidades y hasta la prensa más seria 
resulta infiltrada por ella. 


Amnesty International en Evidencia 


Esta organización, supuestamente dedicada a la defensa de los derechos de las 
personas en todos los lugares del planeta, fue particularmente poco objetiva y 
condenatoria del Gobierno Militar chileno, encabezando la propaganda mundial 
en su contra y desatendiendo los enormes desafíos que el terrorismo, pertrechado 
y financiado por la URSS y Cuba, planteaban a la paz interna de Chile. 


¿Alguna explicación para esta falta de objetividad, que ha sido muy importante 
en el proceso de lavado de cerebros a nivel mundial sobre la situación chilena? 
Léase la cita que viene a continuación, tomada de la publicación de José Piñera, 
ex ministro de Estado y ex candidato presidencial (1994), Economía y Sociedad 
en Internet: 


“El Verdadero Origen de Amnistía Internacional. 


En un extraordinario ensayo recién publicado en español, el historiador Claudio 
Véliz revela que la organización “Amnistía Internacional” es hija de un fraude 
político. 


Véliz cuenta cómo él mismo asistió a las reuniones, descritas con lujo de 
detalles, en las cuales el dirigente comunista irlandés Alec Digges propuso, en 
1954, su plan de crear una organización que, bajo el pretexto de apoyar a 
prisioneros políticos, realizara una labor de desprestigio de los países del 
mundo libre. 


Véliz explica cómo Digges, quien trabajaba bajo instrucciones del Comintern 
soviético, sostuvo en una reunión que no convenía que él apareciera dirigiendo 
la organización. Propone entonces a Peter Berenson (oficialmente “el fundador” 
de Amnistía en 1961), quien originalmente rechaza la propuesta alegando que 
no ejercerá de “tonto útil? del comunismo. Después cambia de opinión. ” 


“O sea, durante casi 50 años el mundo no supo que Amnistía Internacional fue 
creada como una organización de fachada del partido comunista soviético. 


El ensayo de Claudio Véliz fue publicado originalmente en la revista ‘Quadrant’ 
de mayo de 2007, me lo entregó personalmente su autor, (dice Piñera) y lo 
distribuí ampliamente en Estados Unidos y Europa. Ahora está en español en la 
revista “Estudios Públicos? N° 108 del 2007. Aquí está su texto completo: 


http://www.cepchile.cl/1_4054/doc/el_verdadero_origen_de_amnistia_internacio) 


VI 


“Caravana de la Muerte” 


E 


] caso conocido como Caravana de la Muerte ha sido el principal argumento ante 
la opinión pública nacional y mundial para fundar la acusación sobre atropellos a 
los derechos humanos contra el Gobierno Militar. Pero está probado que ninguna 
de las muertes ilegales perpetradas por miembros aislados de esa comitiva fue 
ordenada por el jefe de ella, general Sergio Arellano, ni mucho menos estuvieron 
en conocimiento, ni previo ni simultáneo, del general Pinochet o de la Junta de 
Gobierno. 


Además, el juez instructor de la causa por esos crímenes, que fueron efectivos, la 
Corte de Apelaciones y la Corte Suprema incurrieron en este caso en verdaderas 
irracionalidades lógicas y jurídicas para poder desaforar y procesar al ex Jefe del 
Estado Augusto Pinochet. El historiador Gonzalo Vial lo ha precisado con 
claridad: 


“La Corte Suprema (...) el año 1999 desaforó al general Pinochet por los delitos 
de la “caravana de la muerte” con un razonar que es modelo de la confusión 
jurídica a que puede inducir el apelar a la verticalidad del mando. Dijo la Corte 
—en efecto— que el hechor material de aquellos delitos masivos, coronel 
Arredondo, había manifestado “enfáticamente” haberle reconocido el general 
Arellano que cometerlos era el verdadero objetivo de la “caravana”. Arellano, 
por su parte, negó con igual firmeza haberle dicho a Arredondo nada parecido. 
Ni Arellano ni Arredondo mencionaron, en absoluto, a Pinochet. Pero la 
Excelentísima Corte, en un considerando histórico, declaró que los solos hechos 
referidos, por la “verticalidad del mando”, demostraban que el ex Comandante 
en Jefe había decidido y dado ese objetivo de exterminio a la “caravana” y a su 
jefe, el general Arellano. ”® 


Cómo se Fabrica un Mito 


La misión de la comitiva tenía como propósito acelerar juicios en tiempo de 
guerra y garantizar a los presos su derecho a defensa. ¿Quién dice esto último? 
Lo dice la Comisión Rettig, que en otra parte de este libro ha sido acusada de un 


sesgo adverso al Gobierno Militar, pero que, al referirse a la misión 
encomendada a Arellano, señala: 


“No se hablaba de ejecuciones sin proceso; más aún, el mensaje del delegado 
en viaje contenía una referencia expresa y repetida a facilitar el derecho a 
defensa de los procesados. ” ® (Destacado del autor). 


Ese caso también dio pie —como señala la cita de Vial— para el desafuero de 
Augusto Pinochet como senador y, posteriormente, para su procesamiento como 
supuesto “encubridor” de delitos de homicidio, en un fallo vergonzante de una 
mayoría de ministros de la Corte Suprema, arbitrariedad judicial que deberá 
figurar en eventuales Anales de los Grandes Escándalos Ocurridos en la 
Judicatura Chilena, que, espero, alguna o algunas personas decentes escribirán 
en un futuro no lejano, para perpetua memoria. 


Ese desafuero constituyó noticia mundial y se produjo tras la artera detención del 
general en Londres, la cual duró más de quinientos días, urdida de consuno entre 
el abogado marxista español Joan Garcés, el ex diputado socialista y juez de 
igual nacionalidad, Baltasar Garzón, y el ministro laborista inglés Jack Straw. En 
ambos países, en Chile y en Gran Bretaña, el general fue finalmente sobreseído 
por razones de salud, pero en lo referido a la Caravana algún día quedará 
completa y públicamente demostrado —como lo está en el expediente y en mi 
libro, éxito de ventas en 2001 y nunca desmentido hasta ahora, La Verdad del 
Juicio a Pinochet 8— que ni quien comandaba la misma ni el entonces 
Presidente de la Junta, Augusto Pinochet, tuvieron participación en los crímenes 
que se imputan a esa comitiva, si bien, en rigor, hubo miembros de ella que, por 
sí y ante sí y sin conocimiento de sus mandos, participaron en ellos, junto con 
elementos de los regimientos locales. 


La inocencia del general Pinochet en esos desgraciados hechos era tan 
manifiesta que, en un principio, el ministro de fuero designado, Juan Guzmán 
Tapia, quiso hacerle saber que no tuviera ninguna preocupación: 


“(...) en un pasillo del Palacio de los Tribunales (Guzmán) se acercó al abogado 
Carlos Donoso Benedetti, quien había trabajado como auditor militar y, en 
presencia de otros tres o cuatro abogados, le pidió que viera la forma de 
transmitir al general Pinochet que no tuviera temor de sus actuaciones, pues no 
tenía intención de procesarlo. Le agregó que Pinochet no debía hacer caso de 
los mensajes alarmistas que probablemente le enviaba el ex general de justicia 


Fernando Torres sobre los hipotéticos resultados de estos juicios.” ®4 


Diversos testimonios prestados en el proceso revelan que Arellano describía su 
misión en términos de respetar los derechos de los detenidos. Por ejemplo, y 
como versión representativa, puede citarse lo que declaró el general Joaquín 
Lagos Osorio, Comandante de la I División de Ejército con sede en Antofagasta, 
que en los años *90 se convirtió en un testigo de cargo contra el general antes 
nombrado y el ex Presidente Pinochet, cuando declaró in extenso ante el Primer 
Juzgado del Crimen de Antofagasta, antes de cambiarse de bando y con fecha 3 
de julio de 1986. El tribunal investigaba las muertes registradas el 19 de octubre 
de 1973 en esa ciudad:® 


“El general Arellano centró su exposición sobre la conducta del personal, (N. 
del A.: ante el cuadro de oficiales del Regimiento de Antofagasta) la que debía 
ser ejemplar, evitando todo abuso de poder. Al final, yo le comenté que nada 
nuevo había aportado con su exposición. ” 


Resulta inverosímil que el jefe de una comitiva que reúne en cada lugar a la 
oficialidad local y le ordena evitar “todo abuso de poder”, más tarde haga lo 
contrario y ordene asesinar sin juicio a decenas de personas. Lo que sucedió, 
pues, en las tres ciudades (La Serena, Antofagasta y Calama) fue que miembros 
de los regimientos locales y algunos de la comitiva Arellano, obrando sin orden 
superior y por su cuenta, quitaron la vida ilegalmente a 59 personas. Reitero, eso 
tuvo lugar completamente al margen de la voluntad del general Arellano y, con 
mayor razón, de quien le encargó su misión, el general Pinochet. 


La Comitiva en el Sur 


La comitiva había viajado primero al sur, cumpliendo su misión, y no se registró 
ningún fusilamiento ilegal que le fuera imputable, si bien con el tiempo han ido 
apareciendo falsificaciones de fechas para tratar de hacer coincidir su presencia 
con muertes. Por ejemplo, en San Javier, pero es meridianamente claro que no 
tuvo que ver en ellas. 


A fojas 5.201 del proceso, seguido a partir de 1998 ante el ministro Juan 
Guzmán Tapia, el Comandante en jefe de la IV División de Ejército con sede en 


Valdivia, Héctor Bravo Muñoz expresó: 


“En la primera visita que Arellano a Valdivia, que según recuerdo hizo entre el 
23 y el 25 de septiembre de 1973, le dije taxativa y cortésmente(...) que, sin 
perjuicio de su nombramiento de Oficial Delegado, no interferiría en la 
sustanciación de las causas, ni menos en los Consejos de Guerra que ya estaban 
en proceso. Y así lo aceptó y se hizo. La segunda visita de Arellano a Valdivia se 
produjo entre el 3 y el 5 de octubre de ese mismo año, cuando ya sentenciados 
los inculpados por el Consejo de Guerra, que afectó a Liendo (N. del A: el 
guerrillero conocido como “Comandante Pepe”) y a las personas vinculadas a 
él, firmé el decreto de cumplimiento de las sentencias. Recuerdo que Arellano 
agregó su firma a la mía en el mismo decreto”. 


Por supuesto, cuando cesó el Estado de Derecho en relación a los uniformados 
en Chile, a fines de los años ’90, y se pasó por sobre la cosa juzgada (norma 
inmemorial que impide volver a juzgar lo que ya ha sido objeto de una sentencia 
firme) todos los expedientes de esos Consejos de Guerra fueron hechos 
desaparecer por el Ejército y se iniciaron otros, verdaderos “juicios políticos”, 
como el que llevaba Guzmán. 


El hecho fue que la comitiva de Arellano volvió del sur a Santiago sin haber 
experimentado los problemas que después sufrió en su continuación hacia el 
norte. El cambio decisivo para que se produjeran fue la incorporación a la 
comitiva, en lugar del coronel Carlos López Tapia, del coronel Sergio Arredondo 
González, co-responsable principal, junto a oficiales locales, de las muertes al 
margen de todo juicio en La Serena, Antofagasta y Calama. 


Un Lavador “Pillado” 


En el irregular juicio montado por el ministro Juan Guzmán se procesó al 
general Arellano por el fusilamiento de dos personas en Cauquenes el 4 de 
octubre de 1973, pero la comitiva sólo estuvo en Cauquenes tres días antes, el 1° 
de dicho mes, sin que hubiera fusilamientos. 


Esto está probado tanto mi libro, La Verdad del Juicio a Pinochet, como en el 
antes citado De Conspiraciones y Justicia, de Sergio Arellano Iturriaga, hijo y 


abogado del general®’, a los cuales me remito. 


Pero a ese respecto sucedió algo pintoresco: el teniente coronel Olagier 
Benavente era Intendente de Talca en 1973 y declaró inicialmente que Arellano 
llegó a esa ciudad el 30 de septiembre y despegó de allí hacia Cauquenes, 
confirmando que no llegó a esta ciudad el día 4, sino el 1°. Después Benavente 
se desdijo y señaló, en una entrevista en La Tercera, que, en realidad, Arellano 
no había ido a Cauquenes el 1°, sino el 4, cuando tuvieron lugar los 
fusilamientos.*8 


Pero el mismo día en que apareció esta nueva versión en La Tercera, Benavente 
la desmintió en la tarde, en el vespertino La Segunda, al cual declaró: 


“Si he señalado que el general Arellano arribó a Cauquenes el 4 de octubre de 
1973 fue porque lo leí en “Los Zarpazos del Puma”. (...) Hace alrededor de diez 
dias me visitó en mi domicilio el abogado señor Hugo Gutiérrez (N. del A.: 
abogado comunista, querellante contra militares y defensor de terroristas) para 
conversar de estos hechos y él me iluminó respecto de Cauquenes, indicándome 
el itinerario del general. Terminada esa conversación me dijo que me mandaría 
un periodista. En el día de ayer vinieron (con) un procurador del señor 
Gutiérrez de apellido Martínez. Concluyo señalando que sólo me consta lo 
sucedido en Talca y lo demás lo he sabido de oídas”.*2 


Resumen: Benavente estuvo en Talca con Arellano el día 30 y éste despegó el 1° 
hacia Cauquenes. Gutiérrez “iluminó” a Benavente con el libro Los Zarpazos del 
Puma, donde “convenientemente” se dice que Arellano estuvo en Cauquenes el 
4, cuando tuvieron lugar los fusilamientos, cosa que era falsa, porque estaba en 
Valdivia y en la tarde volvió a Santiago. A La Tercera, cuyo periodista fue con 
un procurador de Gutiérrez a entrevistar a Benavente, recién “iluminado” por 
aquél, el teniente coronel le declaró que Arellano estaba el 4 en Cauquenes. En 
la tarde del mismo día en que eso salió en La Tercera, el hijo de Benavente 
“desiluminó” a su padre y le representó lo contradictorio de su declaración. Y 
entonces hizo otra a La Segunda, diciendo que sólo le constaba lo que había 
sucedido en Talca. 


¿Importancia de todo esto? Maniobras del querellante comunista para involucrar 
a Arellano, por ser delegado de Pinochet, que es, ha sido y será el blanco de los 
comunistas. 


El Error Vende Más 


En 1989 se publicó el antes mencionado libro, de la periodista Patricia Verdugo, 
Los Zarpazos del Puma, relativo a la comitiva de Arellano y que tomó su 
nombre del helicóptero Puma en que ella se desplazaba. Fue un gran “best- 
seller”. Vendió más de cien mil ejemplares —veinte veces más que el texto 
rectificatorio mío antes citado— pero distorsionó gravemente la verdad de lo 
ocurrido en el viaje de la comitiva. En el caso más extremo, llegó a publicar un 
documento evidentemente falsificado y absurdamente contradictorio con otro 
publicado inmediatamente antes en el mismo libro, como se desprende de sus 
páginas 150 y 151. 


En efecto, en ellas aparece, primero, una orden de sepultación de trece cadáveres 
caídos en un intento de fuga registrado cerca de Copiapó, en la noche del 15 al 
16 de octubre de 1973; y en la página siguiente aparece un oficio informando de 
la muerte en fuga de las mismas trece personas, pero ¡acaecida un día después de 
que se pidió sepultarlas!, el 17 de octubre de 1973. 


Yo expuse varias veces en mi columna de El Mercurio esta barbaridad del libro, 
y nunca su autora replicó una palabra. Por lo demás, es cuestión de leer sus 
páginas 150 y 151. 


Obviamente, la fecha del segundo documento —cuyo original nunca fue hallado, 
pues en el proceso se incluye una fotocopia del respectivo texto de Los Zarpazos 
del Puma— fue falsificada, para poder imputar los fusilamientos a la comitiva de 
Arellano, que en la noche del 15 al 16, cuando ellos realmente tuvieron lugar, se 

hallaba todavía en Santiago. 


Naturalmente, en un texto como éste no entraré en todos los detalles, pero daré 
los antecedentes básicos para demostrar que, a partir de falsificaciones como las 
anteriores, se ha registrado el más masivo e insidioso lavado cerebral en 
perjuicio del Gobierno Militar. 


Por Qué Viajó Arellano 


En las primeras semanas después del 11 de septiembre de 1973 hubo gran 
cantidad de detenidos en las guarniciones militares de todo el país. La Junta no 
sabía cuál era la significación bélica del enemigo. Los políticos demócratas 
pensaban que su poderío podía llegar a ser mayor que el del propio Ejército, 
como lo revelaron en sus declaraciones de 1973 el presidente de la DC, Patricio 
Aylwin, y el Presidente del Senado, Eduardo Frei Montalva, antes citadas. 


Al mismo tiempo, el país enfrentaba una amenaza armada inminente en el norte, 
que ha sido documentada por historiadores nacionales, en particular por Patricia 
Arancibia Clavel y el centro de investigaciones históricas de la Universidad 
Finis Terrae, publicadas en el vespertino La Segunda.” 


Esta amenaza externa contribuyó a acentuar el carácter draconiano con que 
debían proceder los militares, para reducir al mínimo el tiempo que las Fuerzas 
Armadas y Carabineros tuvieran que distraer de su obligación fundamental de 
defender las fronteras. Ello incidió en que se tomara una masiva cantidad de 
prisioneros en los primeros días tras el 11, lo que creó en regimientos y cuarteles 
aglomeraciones insostenibles, sin que los Consejos de Guerra pudieran 
responder con agilidad, condenando a quienes hubieren tenido responsabilidades 
y dejando libres a los inocentes de toda actuación armamentista. 


Desde todo el país llegaron a la Junta reclamos debido a que los cuarteles 
estaban saturados de presos, sus familiares protestaban en las calles aledañas y 
en algunos lugares no había cómo garantizar que los detenidos no se fugaran. 


Esa situación fue la que originó la misión del oficial-delegado Sergio Arellano 
Stark, que debía recorrer las principales ciudades agilizando los procedimientos, 
velando por que no hubiera abusos y dictando medidas racionales para 
normalizar la situación. 


Fusilamientos en La Serena 


Tras regresar del sur, Arellano y su comitiva volaron primero a La Serena, que 
depende de la Comandancia de la Guarnición de Santiago. Aquí es preciso decir 
que los Comandantes de Guarniciones habían sido dotados por la Junta de 
Gobierno de todas las atribuciones judiciales propias de un juez militar en su 


zona, es decir, tenían la tuición superior de los Tribunales de Tiempo de Guerra y 
eran competentes para juzgar todos los delitos que tuvieran que ver con el orden 
y la seguridad interiores. 


El Comandante de la Guarnición con sede en Santiago, de la cual dependía 
jurisdiccionalmente La Serena, envió con el general Arellano, aprovechando su 
viaje, la recomendación de la pena de muerte para tres procesados por los 
Consejos de Guerra de dicha ciudad: Carlos Alcayaga Varela, por sustraer 
explosivos a viva fuerza del polvorín de la mina Contador, en Vicuña; Roberto 
Guzmán Santa Cruz, por incitar a los trabajadores del campamento Desvío Norte 
a apoderarse de los polvorines y oponer resistencia armada a la Junta de 
Gobierno; y Manuel Jachadur Marcarián Jamett, por habérsele encontrado 
explosivos enterrados para asaltar la subcomisaría de Los Vilos. 


Llegado a La Serena el general Arellano, hizo la acostumbrada alocución al 
personal del regimiento local, Arica, recomendando, entre otras cosas, el apego a 
la legalidad y el buen trato a los presos. Luego se reunió con el comandante del 
regimiento, Ariosto Lapostol. 


Sin saberlo ambos, fueron sacadas de la cárcel de La Serena 13 personas, 
además de las tres antes mencionadas, y fusiladas en el cuartel sin forma de 
juicio. Esta situación de insubordinación se repetiría después en Antofagasta y 
Calama, en idénticas circunstancias: algunos miembros de la comitiva, por orden 
del teniente coronel Arredondo, en connivencia con elementos del respectivo 
regimiento local, sustrajeron presos de la cárcel y les dieron muerte, sin 
conocimiento de Arellano ni del Comandante del respectivo regimiento. 


En una reunión celebrada muchos años después de los hechos, en agosto de 
1990, de la cual se levantó acta, en el domicilio del general Jorge Court Mook y 
en presencia de los generales Jorge Barba Barrera y Ernesto Videla Cifuentes, 
que también firmaron el acta; de un hijo del general Arellano, Sergio Arellano 
Iturriaga, y de otro del coronel Lapostol, Cristián Lapostol, tanto el coronel 
Ariosto Lapostol como el general Sergio Arellano expusieron lo acontecido en el 
regimiento Arica de La Serena, el 16 de octubre de 1973. 


Las versiones de ambos concordaron y por eso, en el curso de la reunión, según 
el acta, Lapostol dijo a Arellano: 


“Yo soy el testigo de su inocencia, general, y usted es el testigo de la mia.” ” 


En efecto, durante la extensa reunión entre ambos en el regimiento, en una 
oficina alejada del lugar de los fusilamientos, atribuyeron los disparos que 
oyeron a la distancia al cumplimiento de las sentencias que la Comandancia de 
la Guarnición recomendaba al tribunal militar en funciones, contra las tres 
personas antes nombradas. 


Al término de la reunión de ambos oficiales, Arellano despegó con apuro, junto 
con su comitiva, hacia Copiapó, sin saber de los 13 presos que habían sido 
sacados de la cárcel y ejecutados sin forma de juicio. Nadie le dijo nada antes de 
subir al helicóptero ni dentro de él. Además, el ruido de las aspas y del motor lo 
impedía. Y despegaron hacia Copiapó. 


La pieza fundamental que prueba la verdad de lo referido es el acta de los 
testimonios certificada por los generales Jorge Barba y Jorge Court, el primero 
en una declaración jurada de 11 de enero de 2000, acompañada al proceso 
seguido ante el juez Guzmán, y el segundo en carta de igual fecha, también 
acompañada a dicho proceso. 


Ratificación de Generales Barba y Court 


La del primero es del siguiente tenor: 


“Con motivo del funcionamiento de la llamada Comisión Rettig, en agosto de 
1990, nos reunimos en el domicilio del general Jorge Court, junto al general 
Sergio Arellano, al general Ernesto Videla, al coronel Ariosto Lapostol, al 
abogado Sergio Arellano Iturriaga y a un hijo del coronel Lapostol, a fin de 
precisar lo ocurrido en la ciudad de La Serena el 16 de octubre de 1973. Al cabo 
de una reunión muy franca y extensa, los asistentes terminamos con la certeza 
(de) que Arellano y Lapostol no tuvieron participación ni conocimiento de los 
fusilamientos ocurridos en esa oportunidad, a excepción de tres personas 
respecto de las cuales el general Arellano llevaba un proyecto de sentencia que 
le había sido entregado en la Segunda División. 


Con posterioridad a la reunión, Jorge Court y el suscrito redactamos y firmamos 
el documento que acompaño, el que corresponde fielmente a lo expuesto en la 
ocasión por el coronel Lapostol. ” 


A su turno, el general Jorge Court dirigió la siguiente carta, también fechada 11 
de enero de 2000, al ministro de fuero Juan Guzmán Tapia: 


“Bajo juramento de decir verdad declaro a US. lo siguiente: Ratifico mi firma 
puesta en el documento adjunto, el que corresponde a lo declarado por el 
coronel Ariosto Lapostol en una reunión celebrada en mi domicilio en el mes de 
agosto de 1990. (...) Aparte de lo expuesto en el testimonio transcrito, recuerdo 
que tanto el general Arellano como el coronel Lapostol descartaron que en los 
fusilamientos ocurridos el 16 de octubre de 1973 en La Serena hubiese tenido 
responsabilidad cualquiera de los dos. Al respecto, el coronel Lapostol dijo 
enfáticamente: “Mi general: usted es mi testigo y yo soy Su testigo. Nosotros no 
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tuvimos que ver con eso”. 


Para quienes deseen leer el testimonio completo del coronel Lapostol, me remito 
a la cita de mi libro antes referido y en el también antes citado del abogado 
Sergio Arellano Iturriaga. 


Pero posteriormente, ante el juez Guzmán, Lapostol cambió su versión en 
perjuicio de Arellano y Pinochet. Lo mismo harían después Lagos Osorio, el 
comandante de Antofagasta, y otros comandantes de regimiento (Haag, Rivera). 


Copiapó: Un Increíble Invento 


“Todo lo que aparece en los medios de comunicación es la absoluta verdad, 
excepto las raras veces en que uno conoce de primera mano los hechos”, 
escribió Erwin Knoll. 


Recordé la cita al ver el 6 de mayo de 2003, en TVUC, el programa Secretos de 
la Historia. Mostraba al helicóptero de la comitiva del general Arellano 
descendiendo en Copiapó, en octubre de 1973. Simultáneamente aparecía una 
lista de dieciséis ejecutados, cuyas muertes se atribuía a dicha comitiva. 


Esa es la “historia oficial” y es la tesis del juez Guzmán, que obtuvo una medalla 
en España y renombre internacional por someter a proceso a Arellano y Pinochet 
por esas ejecuciones. Pero esa “historia” tan rentable es falsa. 


En efecto, de los dieciséis ejecutados en Copiapó, tres lo fueron por resolución 
del Comandante de la I División de Ejército, general Joaquín Lagos, con sede en 
Antofagasta, emitida tras Consejo de Guerra presidido por el teniente coronel 
Oscar Haag, comandante del regimiento de Copiapó, sin intervención de 
Arellano o Pinochet (fs. 3.316 del proceso). Pues Copiapó dependía del 
Comandante de la I División con sede en Antofagasta. 


La sentencia la cumplieron oficiales y soldados del regimiento local, en la noche 
del 17 de octubre (fs. 3.400 del proceso). 


Dos noches antes, en la del 15 al 16, cuando la comitiva de Arellano no había 
salido de Santiago, otros trece presos estaban siendo trasladados de Copiapó a 
La Serena. Siete de aquellos habían sido capturados tras atrincherarse con 
metralletas y granadas en el cerro Las Diucas, cercano a Copiapó. Otro 
prisionero, un anciano socialista, se había acercado al Auditor de Guerra, Daniel 
Rojas, y le había expresado que los siete planeaban una fuga, y él temía por su 
vida. Ante eso, se había ordenado trasladarlos a todos a La Serena, cuya cárcel 
ofrecía mayor seguridad. A la una de la madrugada del 16 partió el camión PAM 
5254 con los presos, tres guardias y un conductor, al mando del capitán Patricio 
Díaz Araneda. Los miembros de la comitiva de Arellano, como se dijo, 
pernoctaban a esa hora en Santiago. 


El camión sufrió un desperfecto en la cuesta Cardones. Según el informe del 
capitán a cargo, Díaz Araneda, los presos aprovecharon que los soldados 
intentaban reparar la avería y se fugaron. Refiere Díaz en su oficio descriptivo de 
los hechos: 


“En atención a ello, y viendo que el alto dispuesto no produjo la reacción de los 
prófugos, hice un tiro de advertencia al aire y como ello tampoco diera 
resultado, ordené hacer fuego en contra de sus personas, produciéndose la 
muerte de los trece por efecto de los tiros.” 


Informado en la mañana del 16 el comandante Haag, ofició al administrador del 

cementerio para que dispusiera las sepulturas respectivas. A esa hora Arellano y 

su comitiva volaban hacia La Serena. El administrador del cementerio, Leonardo 
Meza, confirma (fs. 1.816 del proceso) que el 16 en la mañana fue convocado al 

regimiento y recibió la orden. 


En el diario El Día de La Serena del 18 de octubre se informó que en la 


madrugada del 16 habían muerto trece presos en un intento de fuga. 


En mi antes citado libro La Verdad del Juicio a Pinochet, páginas 39 a 55, refiero 
con lujo de detalles, citando documentos y testimonios, todo lo anterior. Incluso 
está la “perla” antes descrita: el oficio del capitán Díaz, dando cuenta de las 
muertes, como fotocopia sin firma y con fecha falsificada, pues le pusieron una 
posterior (17 de octubre), para así inculpar a Arellano y Pinochet, pero se 
olvidaron de falsificar también la del oficio de Haag al cementerio pidiendo la 
sepultación, que quedó con la verdadera, de un día antes... 


El juez Guzmán incriminó a Arellano y a Pinochet y ganó la medalla Xifras- 
Heras en España, con el patrocinio de un abogado ex socio del abogado 
querellante, Juan Bustos. 


Los responsables militares de las ejecuciones, el general Lagos y el comandante 
Haag, ni cortos ni perezosos, le prestaron ayuda a Guzmán y descargaron sus 
propias responsabilidades en Arellano y Pinochet. 


Llevamos tres comandantes de regimiento que se cambiaron de bando. Serán 
más. 


Lo anterior ha sido y sigue siendo una vergüenza para el país, sus tribunales y, 
dadas las deslealtades descritas, para el Ejército. Y para la televisión y otros 
medios, que repiten habitualmente la falsa “historia oficial”. 


Y los demás chilenos se tragan todo, sin entender hasta qué grado puede caer una 
sociedad cuando la corriente dominante manipula a su antojo la verdad. 


Sea como fuere, en Copiapó el general Arellano realizó sus reuniones y dio sus 
instructivos sin problemas ni insubordinaciones. 


Escalas en Antofagasta y Calama 


Tras pernoctar en Copiapó, la comitiva despegó hacia Antofagasta, donde, en las 
palabras del Comandante de la Guarnición, general Joaquín Lagos Osorio, 


“Arellano se dirigió al contingente recomendándole buen trato a los presos 
izquierdistas, que era lo mismo que yo les había inculcado.”* 


Tras analizar durante el día el curso de los procesos y otras materias, el general 
Lagos convidó al general Arellano a cenar a su casa y a alojar allí. El resto de la 
comitiva se dirigió a un hotel de Antofagasta. El general Lagos convidó también 
a Comer, pero no a alojar, al coronel Sergio Arredondo, amigo suyo, pero éste no 
llegó a la cena. 


Tras la misma ambos generales se retiraron a dormir, sin saber que a las 11.30 de 
esa noche, el teniente coronel Arredondo y el coronel Ortiz, este último de la 
dotación del regimiento local, y de mayor antigtiedad que el anterior, sacaban de 
la cárcel de Antofagasta a 14 presos de izquierda y los llevaban a la cercana 
Quebrada del Uay, procediendo a fusilarlos sin ninguna razón y sin forma de 
juicio. En este caso fue donde un joven teniente, Gonzalo Santelices recibió la 
orden de subir a los presos a los camiones y transportarlos, por obedecer lo cual 
debió renunciar en 2007, siendo general y Comandante de la Guarnición. 
Arriesga ser procesado por las muertes, lo que confirma que normas básicas del 
derecho penal han dejado de imperar en Chile en los juicios contra uniformados. 


Arellano, ignorante de las muertes, al igual que su anfitrión, Lagos Osorio, 
despegó temprano al día siguiente con su comitiva hacia Calama. Una vez allá, 
se dirigió casi inmediatamente a la fábrica de explosivos Dupont de 
Chuquicamata, no sin antes conversar de los procesos pendientes con el oficial 
Oscar Figueroa Márquez, del regimiento local, quien le informó que el Consejo 
de Guerra funcionaría en la tarde. Y también, antes de partir, atendió a un 
abogado defensor de presos, de apellido Messina, quien le pidió interceder por la 
prontitud y equidad de los juicios. El general le respondió que conversarían a su 
vuelta de Chuquicamata, donde estaba la fábrica Dupont. Pues su mayor 
urgencia era controlar la situación del robo de explosivos. Y hacia allá se dirigió, 
acompañado del comandante del regimiento de Calama, coronel Eugenio Rivera 
Desgroux. 


Pero cuando retornó, al atardecer, se encontró con la noticia de que el coronel 
Arredondo y elementos del regimiento local, sin conocimiento de su 
comandante, que se hallaba, como dijimos, junto a Arellano en Chuquicamata, 
habían sacado a 26 presos de la cárcel y los habían fusilado sin forma de juicio. 


El comandante Oscar Figueroa Márquez, segundo de Rivera Desgroux en 


Calama, también prestó testimonio acerca de los hechos ante los generales más 
atrás nombrados, Jorge Court y Ernesto Videla, en los siguientes términos: 


“El Consejo (de Guerra) se reunió a primera hora de la tarde, mientras el 
general Arellano y el coronel Rivera visitaban Chuquicamata. Al comenzar la 
sesión, el teniente coronel Arredondo pidió autorización, probablemente al 
presidente, para concurrir a la cárcel a interrogar a algunos detenidos, la que le 
fue concedida. 


Alrededor de las 17 horas ingresó a la sala en que sesionaba el Consejo el 
capitán Marcelo Moren, quien informó que acababan de fusilar a varios de los 
procesados, ante lo cual el Consejo suspendió la sesión. 


Posteriormente recibió un acta suscrita por el teniente coronel Arredondo, en la 
que daba cuenta de la muerte de numerosas personas tras un intento de 
sublevación contra el contingente que él comandaba. Esta acta fue agregada a 
los respectivos procesos. 


(Figueroa) No accedió a firmar un acta de lo conversado y manifestó que no 
deseaba concurrir a ninguna otra instancia para tratar el tema. Santiago, 22 de 
agosto de 1990. (Firman) Ernesto Videla C., Jorge Court M.”.% 


Hay que señalar que en los casos anotados siempre se dejó constancia de los 
fusilamientos en los expedientes de los Consejos de Guerra y que esos 
expedientes estuvieron disponibles en el Archivo del Ejército hasta 1986. Pese a 
la gran importancia que tenían para establecer la inocencia de Arellano y de 
Pinochet, ¡fueron hechos desaparecer! Yo he publicado varias veces esta 
denuncia y nunca el Ejército me ha respondido una sola palabra.* 


A todo esto, el comandante del regimiento de Infantería N* 15 de Calama, 
Eugenio Rivera Desgroux, también cambió sus declaraciones para adaptarlas a 
los deseos del juez Guzmán. Se añade a la lista de los anteriores, que debe ser 
complementada, además, con el comandante Sergio Arredondo quien, como se 
señaló antes, también pretendió que había procedido a los fusilamientos por 
orden superior. 


Cuando Arellano, a su regreso de Chuquicamata, se enteró de los 26 brutales, 
inexplicables y absurdos fusilamientos dispuestos por el comandante Arredondo, 
se vio profundamente alterado y exigió viajar esa misma noche, pese al riesgo 
que envolvía, a Antofagasta, a donde no había pensado regresar. 


Arellano acudió a primera hora de la mañana siguiente al despacho del 
Comandante de la Guarnición, Lagos Osorio —que tenía todas las atribuciones 
judiciales y que a esas alturas también sabía de todo el fusilamiento ilegal — 
llevando a Arredondo. Pero Lagos Osorio no quiso hacer nada, ni entonces ni 
después, teniendo todas las atribuciones. “Las instituciones no funcionaron”. 


El general Pinochet Nada Sabía 


La ignorancia de Pinochet sobre los hechos que rodearon el viaje de la comitiva 
la dejó en evidencia el propio general Lagos Osorio, Comandante de la 
Guarnición de Antofagasta. Pese a haberse “dado vuelta” y convertido después 
en testigo de cargo contra los generales Arellano y Pinochet —lo que le valió 
nunca ser procesado por muertes en que sí tenía responsabilidad en su zona—, el 
3 de julio de 1986 Lagos Osorio había entregado in extenso, en el Primer 
Juzgado del Crimen de Antofagasta, su versión veraz de todo lo sucedido en esa 
ciudad y en Calama. Y como en esa fecha todavía no había entrado en 
complicidad con el juez Guzmán para inculpar a Pinochet, dijo la verdad: 


“A su llegada (de Pinochet a Antofagasta, al día subsiguiente de las muertes allí 
y siguiente de las de Calama) me adelanté a saludarlo y le manifesté que tenía 
urgencia de hablar con él (...) 


Le informé (...) todo lo sucedido en Antofagasta y también lo de Calama (...) (N. 
del A.: inculpando indebidamente a Arellano, pese a saberlo inocente)... 


El general Pinochet me reiteró que nunca había siquiera pensado que el general 
Arellano iba a proceder así; me encontró razón, además, en el daño que estas 
muertes ocasionarían (...) Al final me pidió un teléfono para hablar con el 
general Arellano a Iquique. No lo ubicó, pero con la persona que lo atendió le 
dejó el siguiente encargo: “que el general Arellano no haga absolutamente nada 
y que regrese mañana a primera hora a Santiago, y llegando que vaya a hablar 
conmigo.’”” 


Los Expedientes Desaparecidos 


Una situación insólita, inexplicable y vergonzosa se suscitó a raíz de la 
desaparición —ya reiteradamente comentada— de los expedientes que contenían 
los Consejos de Guerra de 1973, en los cuales constaban las actas de los 
fusilamientos sin juicio co-protagonizados por el comandante Arredondo en La 
Serena, Antofagasta y Calama. 


De dichos expedientes se desprendía que los fusilamientos ilegales eran obra de 
oficiales subalternos de Arellano y sin conocimiento de éste, porque las actas 
agregadas a las sentencias de los Consejos de Guerra respectivos dejaron 
constancia de ello. 


En el caso de Calama, el comandante Oscar Figueroa, cuya declaración hemos 
citado más arriba, oficiaba de Fiscal y declaró, a fs. 2075 del proceso relativo a 
la comitiva, que el documento que presentó al general Arellano, tras volver éste 
de Chuquicamata (fábrica Dupont), a las 20 horas, mucho después de los 
fusilamientos, 


“es el que elaboró el Consejo de Guerra, donde se dejó expresa constancia que, 
al trasladar a los reos desde la cárcel al regimiento, éstos se le habrían sublevado 
a la comitiva al mando del comandante Arredondo, la cual se vio en la 
obligación de ejecutarlos.” 


Este fue el documento de cierre del expediente, inexplicablemente extraviado 
por el Ejército. 


Afortunadamente, en 1986, cuando los expedientes aún existían, el general 
Humberto Gordon ordenó ubicarlos al abogado de la CNI, Víctor Gálvez. Este lo 
hizo y los mismos fueron exhibidos al mismo general Gordon, al general 
Arellano y a su hijo y abogado, Sergio Arellano Iturriaga. 


El general Gordon dirigió la siguiente carta a este último, con fecha 25 de 
octubre de 1986, la cual está incorporada al proceso que sustanciaba el ministro 
Juan Guzmán Tapia y hoy conduce el ministro Víctor Montiglio: 


“De acuerdo a lo solicitado, me es grato ratificarte que efectivamente a 
mediados de 1986, desempeñándome como Director de la Central Nacional de 
Informaciones, instruí al abogado de esa repartición señor Víctor Gálvez 
Gallegos para que obtuviera algunos antecedentes de procesos sustanciados en 
1973 y sobre los cuales había conversado con tu padre. 


Entre dichos antecedentes estaba una sentencia que, luego de largas y acuciosas 
consideraciones, condenaba a muerte a tres detenidos, uno de ellos de apellido 
Guzmán. Una vez redactada la sentencia, había un párrafo en que se hacía 
referencia a situaciones más bien generales y se condenaba a muerte a otras 
doce personas. En el margen se escribió una nota que daba cuenta de una 
persona fallecida al atacar a un guardia, seguida de una media firma ilegible. 
Este documento no fue firmado y estaba separado de los procesos respectivos. ” 


El general Gordon recibió un oficio del juez Juan Guzmán Tapia y con fecha 8 
de enero de 1999 lo respondió, reiterando que, una vez que el abogado Víctor 
Gálvez encontró los expedientes, en 1986, fueron examinados por el mismo 
Gordon, el general Arellano y su hijo Sergio: 


“Entre los documentos examinados se encontraba el borrador de sentencia 
referido en la citada carta de 25 de octubre de 1986, así como varios procesos 
seguidos en Calama respecto de varias personas, entre las cuales estaba don 
Carlos Berger Guralnik. Todos estos expedientes finalizaban con un ejemplar 
del acta (a) que hace mención el oficio que respondo, suscrita por el teniente 
coronel Sr. Sergio Arredondo González, en la que se daba cuenta de un supuesto 
intento de sublevación con resultado de muerte de numerosos detenidos. ”*8 


La gravedad de la desaparición de los expedientes de los Consejos de Guerra de 
1973 no terminó ahí, pues se prestó a que el juez Guzmán desechara la 
existencia de otros publicitados Consejos de Guerra, como el de Valdivia, contra 
el “Comandante Pepe”, antes mencionado, en el que Arellano sólo fue testigo 
presencial, no obstante lo cual Guzmán decidió involucrarlo en el caso, 
obedeciendo a un prurito persecutorio y/o de notoriedad que quedará en los 
anales más negros de la judicatura chilena. 


La lectura de las últimas veinte páginas del libro De Conspiraciones y Justicia, 
de Sergio Arellano, hijo, antes citado, publicado hace cinco años y jamás 
refutado, hace preguntarse hasta qué punto puede llegar la obsesión arbitraria de 
un juez, pues situó a una persona en dos lugares, Valdivia y Cauquenes, 
(distantes 700 kilómetros entre sí) en la misma fecha, con tal de inculparla de 
hechos de terceros. Probablemente tuvo que torturar al sentido común en esa 
forma para lanzar nuevos dardos al blanco que lo hizo mundialmente famoso: 
Augusto Pinochet. 


Las “pruebas duras” acerca de los fusilamientos ilegales de La Serena, Copiapó, 


Antofagasta y Calama acreditan la inocencia del general Arellano en ellos; 
comprueban que las instrucciones para su misión en parte alguna contemplaban 
la muerte de detenidos, sino, al contrario, la de proceder civilizadamente; y, en 
fin, que quien le encomendó la misión, el general Augusto Pinochet, no tuvo 
intervención, ni directa ni indirecta, en los fusilamientos ni se enteró de ellos 
hasta después de acontecidos. 


Tampoco tuvo intervención alguna para impedir que los hechos fueran juzgados 
por los Comandantes de las Guarniciones, que tenían atribuciones para ello, pero 
no lo hicieron. 


Quedará, pues, para vergüenza histórica del Poder Judicial, la perpetua memoria 
de que un ex Presidente y senador vitalicio fuera desaforado y procesado sin 
fundamento alguno, por un ministro incompetente y parcial, respaldado por 
mayorías politizadas y/o ineptas de las Cortes de Apelaciones de Santiago y 
Suprema. 


VII 


Otras Culpas Inventadas 


H 


ubo otros casos muy publicitados de situaciones criticables que, sin embargo, no 
fueron responsabilidad de la Junta de Gobierno ni de quien la presidía hasta 
1980, año en que éste fue elegido Presidente por ocho años en el plebiscito 
constitucional. Porque el lavado de cerebros ha hecho que se olvide que ese 
plebiscito contenía una consulta explícita acerca de si se deseaba elegir a 
Augusto Pinochet como Presidente por ocho años. Esto fue aprobado por el 67 
por ciento de los ciudadanos, veredicto electoral democrático que coincidió con 
el anticipado por encuestadores extranjeros. 


El Asesinato de Letelier 


El Gobierno Militar como tal fue completamente inocente del asesinato del ex 
Canciller de la Unidad Popular, Orlando Letelier, perpetrado en Washington DC 
en 1976. 


El Presidente Pinochet ignoraba completamente cualquier participación chilena 
en ese crimen hasta mucho después de cometido. Esto hizo que el hijo de 
Letelier y actual senador, Juan Pablo, entrevistado por la periodista Raquel 
Correa, en El Mercurio, respondiera así a la pregunta: 


“Usted se ha dedicado en el último tiempo a exculpar de toda responsabilidad 
(en el asesinato de Orlando Letelier) al Ejército de Chile y a su Comandante en 
Jefe. 


No me he dedicado a exculpar. Lo que he dicho una y otra vez, porque me 
enseñaron a hablar con la verdad, es que no hay ninguna evidencia que fluya del 
proceso de miles de fojas que permita sostener que hay participación del 
Ejército ni de su Comandante en Jefe en el asesinato de Orlando Letelier.” 


La primera vez que apareció publicada una posible conexión del Gobierno 
chileno con el crimen fue estando, tanto el Presidente Pinochet como yo, en 
Washington DC, él invitado por el gobierno norteamericano a la firma del 
Tratado del Canal de Panamá y yo invitado por el Gobierno, como director de 


diario (La Segunda). Esto sucedía en 1977, un año después de la muerte de 
Letelier en la misma ciudad. 


Como tengo la costumbre de desayunar leyendo la prensa, me enteré por el 
Washington Post de una columna de Jack Anderson en que se decía que, por 
primera vez, el FBI había encontrado pruebas de la participación de funcionarios 
chilenos (“Chilean officials”) en el crimen de Letelier. 


Encontré muy grave ese antecedente y, aprovechando que en la tarde estaba el 
Presidente en la Embajada de Chile, y yo estaba invitado allí, me acerqué a él y 
le referí lo que decía Jack Anderson. 


“—Eso es una canallada— me replicó— nadie del Gobierno tuvo nada que ver 
en ese atentado. ¿Cree usted que a Chile podía convenirle una cosa así, en 
circunstancias que estábamos gestionando urgentes préstamos acá?” 


Tuve la mala idea de insistir en el tema: 


“—_Pero, Presidente, ¿no podría haber actuado algún mando medio o la DINA 
sin su conocimiento?” 


Ahí Pinochet estalló y acercó el dedo índice a mi pecho hasta casi tocarlo, 
mientras me decía: 


“— ¡Yo sé todo lo que hace la DINA y jamás podría haber permitido una 
barbaridad semejante! ¡No vuelva a repetir esa infamia!” 


Tiempo después, cuando Michael Vernon Townley confesó en los EE. UU. su 
participación e inculpó a la DINA, me llamó por teléfono mi buen amigo, el 
mayor (r) Hugo Morales Courbis, a la sazón Secretario General de Gobierno, y 
me dijo que el coronel Contreras había comenzado a reconocer, interrogado por 
personas del Gobierno, alguna participación en el caso Letelier. 


Otras fuentes confiables confirman también la ninguna culpa en el crimen que 
tuvieron las autoridades del gobierno chileno. La siguiente crónica-entrevista al 
general (r) Odlanier Mena Salinas, ex Director de la sucesora de la DINA, la 
CNL apareció en El Mercurio:1% 


“Y lo Negó Tres Veces. 


Siempre el general (r) Odlanier Mena, quien también deberá declarar por 
exhorto norteamericano, ha sostenido que Pinochet es inocente del asesinato de 
Letelier. Para él la responsabilidad es solamente de Contreras y Espinoza. 


Cuando en septiembre del *78 asumió la dirección de la CNI, formó un 
organismo especial para investigar el caso. Entonces mantuvo el que sería su 
único encuentro con Contreras. Lo citó a su oficina y el ex jefe de inteligencia 
negó categóricamente que conociera a Townley, el principal sospechoso. Quizás 
fuera un informante, pero no tenía antecedentes, contestó. 


Pero Mena había recibido de dos agentes del FBI documentos relacionados con 
las compras de material electrónico realizadas por Townley para la DINA, 
mediante un documento con la firma falsificada de Enrique Montero Marx. 


Entrado en sospechas, el jefe de la CNI hizo esperar a Contreras y llamó a 
Pinochet desde otra oficina. Le pidió que se reuniera la Junta ya que iba a 
llevar al entonces coronel porque tenía la sensación de que le había mentido. Se 
fueron ambos en el mismo auto y encontraron a Pinochet, Leigh, Merino y 
Mendoza. Mena planteó delante de Contreras que no le había creído y le pidió 
que repitiera lo que le había dicho. 


De ello dependía la expulsión de Townley. Si la Junta hubiera sospechado lo 
implicado que estaba, no lo habrían hecho. Mientras investigaba lo que se podía 
hacer, habría dilatado su entrega a EE. UU., abriendo el caso de Concepción, 
donde tenía un proceso pendiente.10 


Pinochet le preguntó a Contreras: *“Categóricamente. Dígame si tiene alguna 
relación lejana, o que usted no sepa, con este individuo. 


No, ninguna, mi general -respondió Contreras. 


Tres veces le preguntó lo mismo. Como máximo podía haber sido un informante, 
pero jamás un agente de la DINA, reiteró Contreras. 


Entonces Pinochet planteó: “Quiere decir que tenemos que expulsar a Townley. 
¿Usted se opone a eso?”. 


No, por ningún motivo, si no tiene nada que ver con nosotros -dijo Contreras. 


Podría haber pedido tiempo para investigar la situación. Fue su total seguridad 


lo que hizo tomar a Pinochet la decisión de expulsarlo (a Townley) y lo que 
determinó que la justicia norteamericana supiera pormenores del asesinato de 
Letelier de los labios de quien tenía información clave. Según Mena, Contreras 
no se dio cuenta de que su mentira podría traer tantas consecuencias. 


Townley reparó su propio futuro, implicó a sus ex jefes y dejó en la sospecha a 
Pinochet.” 


Pero, posteriormente, en el diario del Gobierno, La Nación, se reprodujo con 
carácter de “golpe” noticioso una declaración de Townley revelando una 
conversación suya con Contreras, en la que deja de manifiesto que éste, en el 
caso Letelier, obró sin conocimiento de su superior, Augusto Pinochet. Aparece 
Townley diciéndole a Contreras: 


“Pero, a mi juicio, el error más grande ha sido no informar a Su Excelencia (...) 
Acepto que hay cosas de las cuales es mejor no informar más arriba, pero la 
eliminación física de alguien en el exterior, especialmente en Estados Unidos 
con todos los riesgos y consecuencias, no es una de ellas.” 1% 


El Caso “Quemados” 


También se carga a la cuenta del Gobierno Militar, para darle un sello de 
inhumanidad, el caso de dos jóvenes que resultaron quemados durante una 
“protesta” organizada por la oposición, en los años ‘80. 


La versión consagrada por el lavado de cerebros es que una patrulla militar 
incendió las ropas de dos jóvenes que se dirigían a una protesta, a raíz de lo cual 
uno, Carmen Gloria Quintana, sobrevivió con graves quemaduras y el otro, 
Rodrigo Rojas Denegri, resultó muerto. 


Esta versión es escandalosamente falsa, y eso estás judicialmente probado, pero 
hasta un ministro alemán que visitó Chile en 1986, Heiner Geissler, afirmó a su 
vuelta que la sobreviviente de las quemaduras, Carmen Gloria Quintana, “fue 
rociada y encendida por los militares”. 


La verdad, casi desconocida, como de costumbre, consta de un proceso judicial 


que se siguió a raíz del caso y que terminó en la condena, pero por cuasidelito de 
homicidio, es decir, sin que hubiera intención de delinquir por su parte, del 
capitán Pedro Fernández Dittus, que comandaba la patrulla. 


Dicho proceso contiene todas las declaraciones que permiten llegar a la verdad, 
pero las hay de muchos testigos falsos, pues los hechos, en realidad, no los 
presenció nadie, salvo sus protagonistas: los dos jóvenes y la patrulla de quince 
miembros. 


He tenido acceso a las piezas claves del proceso, gracias al abogado Carlos 
Cruz-Coke, defensor de Fernández Dittus, pero, además, como me suele suceder, 
personas que conocieron internamente la verdad y que tienen restricciones para 
darla a conocer, ya sea por temor o porque creen faltar a la discreción que deben 
al ejercicio de funciones, se acercaron a mí para darme su testimonio, sin otra 
esperanza ni interés que el de revelar esa verdad. Pues en el debate político es 
frecuente que se aluda a un gobierno “que hacía desaparecer, degollaba o 
quemaba a los disidentes”, siendo que dicho gobierno no tenía como política 
hacer desaparecer personas, jamás ordenó degollar a nadie —al contrario, fue el 
primero en reaccionar, tratar de impedirlo y poner en evidencia a quienes lo 
hicieron— y menos tenía como política quemar a sus adversarios. 


Un alto oficial en retiro, que tuvo a su cargo la investigación interna en el 
Ejército del caso Quemados en dos instancias, pues actuó en el sumario mismo y 
concurrió a la reconstitución judicial de la escena, me refirió el siguiente detalle: 


“La patrulla de quince hombres, que se movilizaba en un vehículo del Ejército, 
se encontró con una barricada en calle General Velásquez de Santiago. Quienes 
la activaban y estaban a punto de encenderla corrieron hacia la calle Hernán 
Yunge, portando botellas con líquido inflamable, por lo que fueron alcanzados y 
detenidos. En realidad, se dirigían a una ‘casa de seguridad” cercana. 


En la calle Hernán Yunge se juntó toda la patrulla con los detenidos y los 
bidones que portaban. 


En un momento de descuido, Carmen Gloria Quintana intentó escapar, pero 
tropezó con una de las botellas y provocó que se inflamara tanto su ropa como 
la de Rodrigo. Un sargento que los alcanzó intentó apagar las llamas de las 
ropas de ambos, cosa que logró, resultando a su turno con quemaduras. 


El capitán, ante este cuadro, se muestra desorientado y, tras un diálogo con sus 
subalternos, resuelve llevar a los detenidos a Carabineros. Al oír eso, Rodrigo 
Rojas le ruega al capitán que los dejen en cualquier parte, menos en 
Carabineros, y el capitán accede, porque, aparte de la ropa chamuscada de 
ambos jóvenes, no se notaba en apariencia la gravedad de las quemaduras y los 
propios afectados por ellas no se quejaban. 


Entonces el capitán los trasladó al lugar donde fueron encontrados y regresó a 
su cuartel, sin dar cuenta a sus superiores, pero el sargento afectado por las 
quemaduras concurrió a la enfermería de la unidad. Además, pronto los medios 
de comunicación dieron a conocer el hallazgo de los dos jóvenes con 
quemaduras y, en particular, la muerte de Rodrigo Rojas a partir de aquéllas. La 
noticia dio la vuelta al mundo, por supuesto que culpando a los militares de 
haberlos quemado. ” 


El mismo oficial que me refirió estos hechos, los cuales constan —con pequeñas 
diferencias adjetivas— del sumario realizado en la unidad militar (que es 
público) y, también, del proceso judicial, concurrió después a la reconstitución 
de la escena. 


Allí se enteró de que los jóvenes sorprendidos con elementos incendiarios 
pretendían refugiarse en una casa de seguridad de la calle Hernán Yunge con 
General Velásquez y que un testigo que contradecía la versión de los militares 
habitaba en dicha casa de seguridad. Pero el mismo testigo, en la reconstitución 
de escena, admitió que no había visto nada y que había sido adiestrado para decir 
lo que dijo. 


Un obispo, Tomas González, de Punta Arenas, declaró que había una filmación 
probatoria de que los militares habían quemado a los jóvenes. Como no era 
verdad, después tuvo que retractarse.!03 


El proceso mismo lo condujo un juez cuyos cinco anteriores fallos, relativos a 
situaciones que afectaban al Gobierno, habían sido adversos a éste, lo que era, a 
lo menos, garantía, si no de imparcialidad, de que no se inclinaba hacia el 
régimen. 


Según su resolución, fue la propia joven Quintana la que, tratando de huir, al 
golpear con el pie una botella explosiva de las que transportaba, y a raíz de sus 
desesperados movimientos para apagar las llamas que habían tomado su 


pantalón, volcó un bidón con bencina (que también ella acarreaba al ser 
sorprendida) y generó el fuego que la quemó junto con su acompañante y que 
también alcanzó a un militar de los que extinguió las llamas. Cualquiera puede 
verificar esta versión revisando el proceso.!% 


Lavado de cerebro: los militares quemaron a los jóvenes. La verdad: los 
militares apagaron a los jóvenes. 


En definitiva, la responsabilidad del capitán Fernández Dittus residió en haber 
accedido a la petición de ambos jóvenes de no ser entregados a Carabineros o a 
algún hospital, donde necesariamente habrían quedado bajo el control de 
Carabineros. Además, el mismo capitán estaba recibiendo de otros oficiales en 
otros lugares de la ciudad urgentes peticiones de auxilio, debido a la gravedad de 
los ataques extremistas que estaban soportando en ese día de protestas pacíficas. 


Por eso el fallo judicial final de la Corte Suprema lo condenó sólo por 
cuasidelito de homicidio y lesiones, a 600 días de reclusión. 


El “Día del Combatiente” 


Cuando escribo estas líneas es la víspera del 29 de marzo de 2008, el “Día del 
Combatiente”, una efeméride terrorista que se celebra (insólito) no sólo a vista y 
paciencia de las autoridades, sino con el apoyo expreso a ella de la Presidenta 
Bachelet en los medios de comunicación. 


Lo que se conmemora es la muerte de dos hermanos pertenecientes al MIR tras 
haber ellos disparado a mansalva al carabinero Marcelo Muñoz Cifuentes, pues 
éste se les había aproximado para requerir sus documentos de identidad. Recibió 
un balazo en el tórax y otro en una pierna, lo cual sugiere que ambos hermanos 
dispararon. Tras ello fueron perseguidos en el interior de la Villa Francia de 
Santiago por el resto de la tripulación del furgón en que iba el carabinero Muñoz, 
resultando muertos los hermanos, de apellidos Vergara Toledo. Esto sucedió el 
29 de marzo de 1985. 


Veintitrés años después me he informado por la televisión de que, primero, la 
madre de dichos hermanos clama a gritos justicia por el “asesinato” de sus tres 


hijos. Un abogado comunista —querellante habitual contra militares y defensor 
igualmente habitual de terroristas— anuncia que por fin se dictará sentencia para 
condenar a “estos criminales”, cuatro servidores del orden que arriesgaron sus 
vidas para proteger a la civilidad de miristas armados. 


Y la Presidenta Bachelet —acabo de verla y oírla— ha declarado que se trató de 
“un crimen horrible”. Bueno, ella, según la biografía de Andrea Insunza y Javier 
Ortega, también militó en el MIR. Al menos es leal con sus ex camaradas de 
armas. No como otros. 


Pero junto con culparse al Gobierno Militar de las referidas muertes, se le imputa 
también haber asesinado a un tercer hermano Vergara Toledo. 


Vista la verdad del caso anterior, veamos cuál fue ella en este último caso. Es 
muy distinta de la versión propalada por los lavadores de cerebros: en noviembre 
de 1988 una explosión derribó una torre de alta tensión en Temuco. Al acudir 
personal a reponer el servicio, se encontró con dos cadáveres, de un hombre y de 
una mujer, despedazados por la explosión. Según documentos de identidad 
hallados en sus ropas, eran Eduardo Durán y Alicia Sanhueza, y así se publicó en 
la prensa. Portaban un maletín con más cables y explosivos. 


Días después se comprobó que las cédulas de identidad eran falsas. El muerto se 
llamaba Pablo Vergara Toledo, el tercer hermano mirista. 


Hoy, tras el lavado cerebral metódico de diecisiete años, también pasó a ser 
“víctima de la dictadura”. El proceso contra los sacrificados guardianes del 
orden ha sido fallado y se le ha condenado a diez y quince años de presidio, por 
haber “ejecutado” a los terroristas que le dispararon primero a un carabinero. 
Este fue, además de herido, procesado. Por suerte el respectivo juez de izquierda 
no lo condenó. Los padres de las “víctimas” recibirán una millonaria 
compensación del Estado, por haber los agentes del orden incurrido en la 
incalificable conducta de frustrar un atentado terrorista del MIR y responder el 
fuego cuando se les disparó. 


Crímenes e Inhumación en Lonquén 


Produjo horror en 1978 el descubrimiento de varios cadáveres lanzados a unos 
antiguos hornos de cal abandonados en Lonquén. El desconcierto era total, 
porque tomó por sorpresa al Gobierno y a las Fuerzas Armadas y Carabineros. 


Llevada a cabo la investigación judicial, finalmente se comprobó que los delitos 
habían sido obra de carabineros de baja graduación de la comisaría de Isla de 
Maipo, en octubre de 1973, sin conocimiento siquiera de sus superiores, contra 
familias de personas de izquierda que se habían caracterizado por su agresividad 
y acción delictiva durante el gobierno de la Unidad Popular. Cuatro de los 
ultimados eran de una misma familia. 


Casos parecidos de reacción ilegal espontánea contra un pasado período de 
abusos y violencias durante el régimen marxista, como los registrados también 
en Parral y Paine, dieron lugar a numerosos “detenidos-desaparecidos” que no 
fueron tales, sino personas que murieron en actos de venganza perpetrados por 
civiles y uniformados, actuando fuera de toda orden superior. 


Como señala un ex agente de inteligencia del Ejército, el mayor Carlos Herrera 
Jiménez, que se ha transformado en colaborador en las investigaciones de los 
hechos del pasado (por varios de los cuales él sufre altas condenas): 


“Carabineros integrantes de un retén, en conocimiento de cuatreros en su sector, 
los fusilaron e inhumaron, muchas veces con ayuda de civiles interesados en 
terminar con aquel delito. También hubo muertos en ciudades, pueblos o 
localidades donde no existía presencia de Fuerzas Armadas. Lonquén es un 
ejemplo. ¿Quién dio la orden?”.10 


La Operación Cóndor 


Otro lavado de cerebros efectivo ha sido el referido a la Operación Cóndor, pues 
se ha logrado presentarla como un acuerdo delictivo de los gobiernos de 
América del Sur en los años ’70 para “liquidar” a “opositores políticos”. Basta 
decir Operación Cóndor para que los otrora partidarios del Gobierno Militar 
sientan vergúenza. Les han creado un reflejo condicionado pavloviano, fundado 
en la desinformación comunista-socialista. 


La verdad es muy diferente, pues no fueron los gobiernos los que se concertaron 
primero, sino los grupos terroristas. En 1974 se fundó en París una Junta de 
Coordinación Revolucionaria, integrada por el Ejército de Liberación Nacional 
(ELN) de Bolivia, el Ejército Revolucionario del Pueblo (ERP) de Argentina, el 
Movimiento de Liberación Nacional Tupamaro de Uruguay y el Movimiento de 
Izquierda Revolucionaria (MIR) de Chile. 


El Secretario de esta Junta de Coordinación Revolucionaria era el cubano 
Fernando Luis Alvares, miembro de la central de inteligencia cubana DGI y 
marido de Ana María Guevara, hermana del Ché. 


La Comisión Política del MIR, en su periódico El Rebelde en la Clandestinidad, 
daba cuenta en octubre de 1974 de ese hecho: 


“9.- En el campo internacional nuestro partido redoblará la coordinación y 
trabajo conjunto con el ERP, el MLN-Tupamaros, el ELN de Bolivia y junto con 
ellos luchará por fortalecer y acelerar el proceso de coordinación de la 
izquierda revolucionaria latinoamericana y mundial... 


10.- (...) llamamos a todas la organizaciones y movimientos hermanos a 
redoblar la lucha en sus propios países, a fortalecer y ampliar la Junta 
Coordinadora del Cono Sur” .1% 


La “Organización Latinoamericana de Solidaridad”, cuyo centro era Cuba, había 
sido fundada en los años *60, como antes vimos. Durante conferencias, muy 
publicitadas, participaba el senador de extrema izquierda chileno Salvador 
Allende, que en esos años llegó a prestarse para utilizar sus valijas oficiales, 
inviolables, para facilitar la entrega de armamentos a guerrilleros bolivianos, en 
una actitud insólita e increíble, pero documentada por el guerrillero cubano 
“Benigno”, según vimos en el capitulo I. 1% 


Es decir, la situación era exactamente la inversa de lo que han hecho creer los 
autores del lavado cerebral masivo: los que se coordinaron fueron los 
guerrilleros, en una acción internacional concertada que, obviamente, llamó a 
todos los gobiernos latinoamericanos, elegidos o producto de pronunciamientos, 
a coordinar su acción antiterrorista. 


¿Se justificaba o no una coordinación frente al terrorismo, como la “Operación 
Cóndor”? 


Por supuesto, todos los países han hecho siempre y siguen haciendo lo mismo. 
Las naciones de Occidente se han coordinado contra Al Qaeda. Sería grotesco 
que en el futuro se presentara esa acción como “contraria a los derechos 
humanos”. ¿Quién considera que es un “crimen de lesa humanidad” que los 
Estados Unidos pongan precio a la cabeza de Osama Bin Laden? El ex 
Presidente norteamericano Bill Clinton se ha ufanado de “haber hecho lo posible 
por matar a Bin Laden”. 1% 


Por supuesto, tampoco nadie procesaría por atentar contra los derechos humanos 
a Jacques Chirac y José María Aznar por su siguiente acuerdo: 


“La Rochelle, Francia (AFP y Reuters): El Presidente francés, Jacques Chirac, 
y el Primer Ministro, Lionel Jospin, confirmaron al Jefe del Gobierno español 
José María Aznar, la adhesión de Francia a la lucha antiterrorista en España, al 
terminar ayer la cumbre franco-española en La Rochelle. 


Francia continuará su política de cooperación judicial y policial con España, 
acompañándola dentro del respeto de sus decisiones”, dijo Jospin. 


Aznar, por su parte, agradeció esta cooperación francesa contra el terrorismo, 
esperando que permita dar nuevos pasos en el escenario creado por la decisión 
de tregua de ETA y que podría permitir terminar con el terrorismo ”.10 


Casos Prats y Leighton 


Durante más de treinta años sectores interesados han procurado probar alguna 
vinculación de la Junta Militar con el asesinato del general Carlos Prats y su 
cónyuge, en Buenos Aires, en 1974. Sólo se ha logrado la condena de un 
supuesto agente civil de la DINA —condición que aquel y ésta siempre han 
negado— y a favor de quien el voto de minoría de un ministro de la Corte 
argentina que lo condenó dijo que no había pruebas suficientes de culpabilidad. 


En un acta firmada ante los Notarios Sergio Antonio Carmona y Arturo Carvajal, 
de una reunión celebrada en Punta Arenas entre los generales Odlanier Mena, 
Director de la CNI, Manuel Contreras, ex Director de la disuelta DINA y el 
coronel Pedro Espinoza, perteneciente a esta última, se reveló que Mariana 


Callejas, cónyuge de Michael Townley, autor del atentado contra el general 
Carlos Prats y su cónyuge Sofía Cuthbert de Prats, había enviado un legajo de 
documentos a Argentina y a distintos países del mundo con los detalles del 
atentado, a lo cual el general Contreras aparece comentando en dicha acta: 


“Con respecto a la carpeta de Inteligencia que dijo haber entregado Mariana 
Callejas a los argentinos, tenía que haber desaparecido, si es que existió, por 
cuanto ella implicaba en el asesinato de Prats, como cómplices, a los de la 
Inteligencia Argentina, ya que nosotros como Inteligencia Chilena nunca les 
pedimos nada al respecto. Al mismo tiempo expresó que aquellos que estaban en 
Inteligencia Argentina en 1974, hoy eran enemigos de la Inteligencia actual y 
del propio Gobierno Argentino, por cuanto en aquel tiempo gobernaban los 
peronistas”. 


En todo caso, así como en el asesinato de Letelier quedó en evidencia que ni el 
Presidente Pinochet ni la Junta habían intervenido, ello reconocido por el propio 
hijo de Letelier y por Townely, en ambos casos la actuación de este último, que 
está acreditada, apunta a que los responsables pueden ser los mismos. 


En cuanto al proceso por el atentado que hiriera al ex ministro Bernardo 
Leighton y su cónyuge, en Roma, fue cerrado por la justicia italiana tras una 
completa investigación, terminando en la condena de un extremista italiano, 
Steffano Delle Chiaie, vinculado al neofascismo de ese país. El gobierno italiano 
de la época reiteró que no se había presentado antecedente alguno que vinculara 
al Presidente Pinochet con el caso. 


Lavadores Lavados 


¿Cómo se ha lavado los cerebros? Le voy a decir cómo, y con un ejemplo. 
Extraigo el siguiente párrafo de una síntesis biográfica hecha por el periodista 
Hernán Millas en su libro La Sagrada Familia, en la parte que se refiere a la del 
ex Presidente Eduardo Frei Montalva, pág. 285:11% 


“Fue el historiador austriaco Georg Sutterluty quien demostró, con la partida de 
nacimiento, el origen austriaco de una familia que ha dado dos Presidentes. 


Muchos avatares tuvo la existencia del primero de ellos, que terminó cuando 
Pinochet, mientras tomaba su diario desayuno con el Mamo Contreras, tomó la 
decisión, entre tostada y tostada, de que le había llegado su hora final. Frei — 
que justificó el golpe en un aciago día del que pronto se arrepentiria— se 
encontraba hospitalizado en la Clínica Santa María, recuperándose de una 
operación por una hernia al hiato, y la sentencia del Mamo era explícita: “Antes 
que le den el alta puede surgir algo inesperado. Una de esas infecciones, por 
ejemplo, que se pueden achacar a un virus del pabellon...’ El capitán general 
sentía aversión por los detalles, y más si estaban asociados a la violencia: 
“Suficiente. Proceda”. 


Por supuesto, el relato de Millas es completamente falso. Cuando falleció el ex 
Presidente Frei Montalva, en 1982, el general Contreras no sólo había pasado a 
retiro y estaba completamente al margen de todo cuerpo de inteligencia o 
seguridad, pues se dedicaba actividades particulares, entre ellas las de carácter 
agrícola en la comuna de Fresia, en la X Región. Además, la entidad que dirigió, 
la DINA, había sido disuelta cinco años antes y la labor de inteligencia estaba 
desde entonces en manos de la Central Nacional de Informaciones, CNI, con la 
cual Contreras no tenía contacto alguno. Al contrario, entre el Director de la 
CNI, el general Odlanier Mena, y él, había profundas diferencias. 


Pero, como aconsejaba Voltaire, “mentid, mentid, que algo queda”. A eso se 
dedican ahora los lavadores del cerebros que nos gobiernan. 


Gas Mostaza Evaporado 


Pero el supuesto asesinato del ex Presidente Frei Montalva, supuestamente 
cometido tras una operación en 1982, que nadie, ni los médicos que lo 
intervinieron, ni su familia, denunció en ese momento, ha servido para 
monopolizar la atención pública con posterioridad. 


Primero se anunció que en los Estados Unidos se examinarían muestras de los 
restos del ex Presidente para comprobar que había sido envenenado, pero, 
conocido el respectivo informe, reveló que no había huella alguna de veneno. 


Después, en enero de 2007, se publicó otro, un supuesto informe de la 


Universidad de Gante, en Bélgica, según el cual había gas mostaza (venenoso) 
en los restos del ex Presidente. 


El país se conmovió. La Presidenta Bachelet declaró estar consternada. Su 
ministra de Defensa, Vivianne Blanlot señaló: “El horror es cada día peor”. El 
presidente del Senado, Eduardo Frei, hijo, que había guardado silencio ¡por más 
de veinte años! sobre el supuesto envenenamiento de su padre, señaló: “La hora 
de la verdad ha llegado, y es una verdad cruda y brutal. Eduardo Frei fue 
asesinado”. El ministro instructor que conoce de la causa, Alejandro Madrid, 
afirmó: “Es un antecedente muy importante”. El ex Presidente Lagos remató 
diciendo que el hecho le parecía “de una gravedad extraordinaria”. 


Pero no contaban con que alguien podía llamar a la Universidad de Gante. La 
Segunda lo hizo (24.01.07) y habló con el Jefe de Comunicaciones de la casa de 
estudios, que aseveró que ningún laboratorio suyo había emitido ningún informe. 
¡Era todo falso! 


Yo he pronosticado, sin embargo, porque sé en qué país estoy viviendo, que la 
justicia y la policía chilenas, de alguna manera, van a torturar a los hechos hasta 
que los hagan decir lo que ellas quieren y todo concluya en alguna acusación 
contra el Gobierno Militar y, last but not least, en que se paguen unos millones 
de dólares a los deudos. 


De paso, cabe consignar que el mismo autor del libro Sagrada Familia, Hernán 
Millas, en colaboración con el periodista DC Emilio Filippi, escribieron en 1974 
otro libro ampliamente justificatorio del pronunciamiento del 11 de septiembre 
de 1973, titulado Anatomía de un Fracaso, cuyos derechos vendieron a la casa 
editora Zig Zag. 


Esta última, en presencia del lavado de cerebros que tenía lugar en Chile en los 
años *90, resolvió hacer una reedición, puesto que era dueña de todos los 
derechos, incluso los de autor, que le habían sido transferidos por Millas y 
Filippi. 


La edición tuvo muy buena venta, pues los cerebros lavados de los años *90 no 
diferían mucho de los de hoy, es decir, lo habían olvidado casi todo, bajo la 
marea propagandística de la izquierda. 


Por supuesto, ambos autores a esas alturas ya eran activos en la tarea de cambiar 
la historia, porque probablemente habían procedido, como tantos otros DC, a 


lavar sus propios cerebros, de modo que recibieron la reedición de su libro con 
las mayores protestas, expresando públicamente, el primero de ellos, que “no era 
ético” que la editorial divulgara lo que él pensaba en 1974. 


Y la Historia del Exilio Fue al Revés 


Es efectivo que el Gobierno Militar exiló a unas pocas personas, por considerar 
que no respetaban el receso político. Ellas eran, principalmente, personalidades 
importantes: Jaime Castillo Velasco, el ideólogo anticomunista de la DC; 
Eugenio Velasco Letelier, destacado abogado y profesor de Derecho, de filiación 
radical; y otros pocos. En el caso del ex senador y ex ministro DC, Andrés 
Zaldívar, se le prohibió el reingreso al país, salvo que firmara una declaración de 
acatamiento a la Constitución, pues se había comprobado su asistencia a un 
evento en Europa en que se planificaba, junto a fuerzas de la extrema izquierda 
terrorista, el derrocamiento del Gobierno Militar por las armas. 


Esto último lo comprobé personalmente. El ministro del Interior de la época, 
Sergio Fernández, ante quien fui a interceder para que se readmitiera a Zaldívar 
—pues era amigo mío y yo pensaba entonces, en mi condición de director de La 
Segunda, que la publicación por este diario de declaraciones beligerantes de 
Zaldívar en México había sido la causa de la prohibición de reingreso—. me dijo 
que no había sido por eso, y me exhibió las pruebas de que el dirigente DC había 
asistido al evento subversivo de Europa, lo que le provocaba la mayor 
preocupación al Gobierno. 


En cambio, el exilio masivo de miles de izquierdistas no derivó de una sanción 
del Gobierno Militar, sino de una concesión suya en casos de personas que 
deberían ser procesadas por amenazar la seguridad interior o el orden público, 
que se asilaban en embajadas o pasaban a la clandestinidad. Entonces el 
Gobierno accedía a que esas personas y otras condenadas en el marco de la Ley 
de Seguridad Interior pudieran salir del país. Así, por ejemplo, en El Mercurio de 
12 de abril de 1978 se informaba: 


“Otras 109 personas condenadas en el marco de la Ley de Seguridad Interior 
recibieron autorización para salir del país. ” 


El lavado cerebral ha conducido a que lo que fuera una cosa deseada por los 
afectados se presente ahora como una sanción producto de la dureza del 
Gobierno Militar. 


La Verdad en Clave de Izquierda 


La izquierda tiene un concepto de la verdad muy relativo. En los días en que se 
cumplieron 30 años del 11 de septiembre de 1973 se supo cosas que 
evidenciaron dicha relatividad. Una carta a El Mercurio comentaba lo siguiente: 


*... el Dr. José Quiroga... nos informa que hubo seis testigos del suicidio del 
Presidente Allende. (Arsenio Poupin, Enrique Huerta, Arturo Girón, Hernán 
Ruiz Pulido, Patricio Guijón y el propio Quiroga). Pero por años de años uno 
solo de ellos (Patricio Guijón) dijo la verdad y fue denostado por la izquierda 
mundial. Dice el Dr. Quiroga que, aunque ellos sabían, “en ese momento era 
más importante el aspecto político y que todo el mundo creyera que a Allende lo 
habían matado los militares. Después de 25 años, ya no es un hecho político, 
sino histórico. La gente tiene derecho a saber lo que pasó”. Entonces, ahora 
cuenta lo que ocultó por 30 años. 


Todo esto está publicado en “La Opinion’ de Los Angeles, California”. 1 


Los militares también tuvieron que cargar por muchos años con otros pecados 
ajenos, como el de haber destrozado, el 11 de septiembre de 1973, los bustos de 
los Presidentes de Chile en la Galería de los Presidentes del Palacio de La 
Moneda. 


Pero con motivo del primer aniversario del 11, en la revista cubana Bohemia, la 
secretaria personal de Salvador Allende, Miriam Contreras, mejor conocida 
como “la Payita”, refirió que el mismo día 11 de septiembre de 1973, 


“estando todos en la Galería de los Presidentes, Allende nos dijo: ‘démonos el 
gusto de romper todos estos bustos de viejos reaccionarios. Respeten solamente 
al Presidente Balmaceda y el de Pedro Aguirre Cerda, únicos presidentes 
democráticos”; y él mismo comenzó a volcar algunos. ”112 


Los pobres militares tuvieron que cargar por muchos años también con esa 
culpa. 


En cambio hoy día los miristas y frentistas son buenos. César Bunster, jefe del 
atentado contra Pinochet, en que fueron asesinados cinco uniformados que lo 
acompañaban, aparece departiendo en una fotografía de vida social con la 
Presidenta Bachelet.113 


El médico de La Moneda ejerce su profesión y aparece, también sonriente, junto 
al titular La historia que el médico de Bachelet quiere olvidar. Tiene razón. Dice 
la crónica: 


“El Presidente (Ricardo Lagos) recordaba haberlo visto por televisión a fines de 
los años *60 amenazando con hacer estallar una granada en medio de uno de 
los asaltos bancarios que realizó el MIR para financiarse y que remecieron al 
gobierno de Eduardo Frei Montalva... 


Reconocido como un mirista audaz y de los duros, el recién graduado de 
Medicina de la Universidad de Chile —carrera que estudió entre 1959 y 1966— 
logró pronto integrarse a la cúpula del MIR y estrechar una fuerte amistad con 
Miguel Enríquez. ”114 


Hoy es un demócrata ejemplar que trabaja tranquilo en el palacio presidencial. 
No es uniformado, así es que para él rigen la amnistía y la prescripción. Jamás 
ningún juez desobedecería, en su caso, el artículo 107 del Código de 
Procedimiento Civil, que ordena poner término a cualquier proceso apenas se 
compruebe una causal de extinción de la responsabilidad penal, como la amnistía 
O la prescripción. 


El Reconocimiento de Tohá 


El que fuera ministro del Interior de Salvador Allende, José Tohá, se quitó la 
vida mientras estaba privado de libertad, después del 11 de septiembre de 1973 
y, como es costumbre en un país en que se han fraguado tantas falsedades acerca 
del régimen militar, se ha intentado culpar a éste de su muerte. 


Pero él hizo un importante reconocimiento ante un joven teniente de Ejército, 
Miguel Krassnoff, que cumplía su visita diaria a los detenidos. Así se refiere el 
episodio en un libro sobre Krassnoff: 


“...el hoy brigadier Krassnoff recuerda algunos hechos que por distintas causas 
lo impresionaron. 


Uno de ellos fue una conversación con el ex ministro del Interior, José Tohá. (...) 
Había en su rostro una expresión tal de tristeza que el oficial le preguntó si le 
sucedía algo. 


“No, nada en especial’ —le contestó. Y, enseguida, sin despegar la vista de las 
montañas, prosiguió como absorto en un soliloquio: 


— ¡Qué bello es nuestro país!... y pensar que nosotros fuimos responsables de 
este desastre. 


El teniente Krassnoff no le contestó, pero se sentó silenciosamente a su lado. 


“Créame, teniente? —le dijo Tohá—, ‘que nosotros sabíamos que la única 
solución para Chile era una intervención militar como la de ustedes. ( ...) Yo 
espero, por el bien de mi patria, que ustedes logren resolver lo antes posible los 
graves problemas que hay. Pero no les va a ser fácil. Hay mucha anarquía y 
nosotros permitimos que se desatara el odio entre hermanos. ¿Sabe usted, 
teniente, lo que eso significa? (...) En todo caso, a usted le deseo mucho éxito y 
mucha suerte... Desconozco cuál será mi destino, pero estoy dispuesto a afrontar 
todas mis responsabilidades. No crea que para mí es fácil decir todo esto, pero 
es la verdad. Siento una profunda tristeza y una enorme decepción por todo lo 
sucedido ”115 


Hoy el teniente a quien Tohá confió sus reflexiones es un preso político de la 
justicia de izquierda y sufre en todo su rigor el renacimiento, bajo otro gobierno 
socialista, de la ilegalidad, del odio y de la injusticia. Siendo inocente, se 
encuentra condenado a una cadena perpetua de hecho, con atropello al debido 
proceso y ante la indiferencia y pasividad de sus camaradas de armas y de la 
mayoría del país. 


La Izquierda Maneja la Historia 


Y como “el que maneja el presente maneja el pasado; y el que maneja el pasado, 
maneja el futuro” (George Orwell, “1984”), la izquierda en masa, junto a la DC 
(¿debe considerárselas por separado?) se ha dedicado a alterar la historia de 
Chile. 


La actual Presidenta de la República habla una y otra vez de “la democracia que 
tanto nos costó recuperar”. ¿A ella? Por favor. Si no viviera en un país de 
cerebros lavados, eso sería un chiste y todos se reirían de su afirmación. Pues 
ella pertenece a un partido, el socialista, que en sus Congresos de los años 1965, 
1967, 1969 y 1971 hizo explícitos llamados para destruir la democracia, es decir, 
para la toma del poder por las armas, y con el propósito de instalar un régimen 
no-democrático, de partido único, supresión de las elecciones y centralización 
completa del poder político y económico. 


Frente a esa amenaza, la democracia la recuperó para Chile el Gobierno Militar y 
el itinerario para ese efecto lo fijó en la Constitución de 1980, aprobada por el 
pueblo. 


¿Y qué hacía, mientras el país retornaba a la democracia, la actual gobernante? 
Leamos una información aparecida en “El Mercurio” del 19 de junio de 2003, 
sección Crónica: 116 


“Dirigentes insisten en pasado frentista de Bachelet”: 


(...) seis dirigentes del Movimiento Patriótico Manuel Rodríguez continuadores 
del grupo terrorista FPMR, ratificaron ayer que la Ministra de Defensa. 
Michelle Bachelet, integró cuadros de dicho grupo entre 1986 y 1988. 


El coordinador del movimiento, César Quiroz, junto a ‘Mario’ y otros cuatro 
miembros de la dirección nacional que ocultaron sus rostros con pasamontañas 
—‘Pablo’, ‘Victor’, “Dante” y “Daniel'—.se mostraron sorprendidos por la 
revelación a un semanario (‘Qué Pasa’) sobre la participación de Bachelet en el 
FPMR, indicando que “ella debería sentirse orgullosa de su pasado y 
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avergonzada de su presente’”. 


En el período 1986-88 el Frente realizó, entre centenares de atentados y 
crímenes, el que sufrió el Presidente Pinochet, el secuestro del coronel Carreño y 
la internación de armas desde Cuba por Carrizal Bajo, en la III Región. 


“Dante —sigue la información— confirmó que la ministra “fue militante del 
Frente.’” 


Pero la ministra Bachelet respondió, cuando se le hizo presente lo anterior: 


“Me niego a subirme a este carnaval de basureo, de chismes y de enlodamiento 
de las personas. ” 


Una cosa ha sido reconocida por ella: que convivía con el vocero del FPMR, 
Alex Vojcovich, durante los años 1986-88, que fueron los de mayor actividad 
terrorista de aquél. ¿Así luchaba por recuperar la democracia? 


Pero los mandos militares dieron su apoyo a la ministra, informó El Mercurio, 
porque “estiman que no se puede criticar la actividad realizada por cualquier 
persona en un período de la historia del país que se quiere superar y para lo cual 
se está trabajando en ello”. 117 


¿Y qué opinan de que a centenares de sus camaradas los procesen y manden a 
prisión por lo que hicieron en ese “período de la historia del país que se quiere 
superar”? 


VIII 


La Verdad sobre los Desaparecidos 


E 


n los enfrentamientos entre fuerzas armadas, aunque una de las partes sea un 
ejército irregular, siempre se producen situaciones de personas cuyo paradero se 
ignora. Durante la guerra civil de 1891, a raíz de las batallas de Pozo al Monte, 
Con Con y Placilla, se registraron en pocos meses 478 desaparecidos.!18 


Durante el Gobierno Militar hubo casos de delitos cometidos por uniformados 
que sus autores quisieron mantener ocultos, por lo que no dieron cuenta del lugar 
en que se encontraban los restos de las víctimas. En otros casos, oficiales 
inocentes de las muertes, pero que tenían mando sobre quienes las habían 
provocado sin autorización suya, entraban en complicidad para hacer 
desaparecer todo rastro. 


Del total de 979 detenidos-desaparecidos que denuncia el Informe Rettig, lo 
cierto es que del desglose que hace por años su Anexo II resultan sólo 828: 


1973: 383 
1974: 224 
1975: 83 
1976: 97 
1977: 18 


1978 a 1990: 23.112 


“Missing” y la Verdad 


El tema, más que de “desaparecidos”, es de los caídos del bando marxista cuyos 
restos no han sido hallados. Pero en esta materia mucho de lo que se dice o se 
informa es falso o no comprobado. Además, se olvida que se trató de una guerra 
irregular, en que decenas de miles de hombres de las Fuerzas Armadas, 


Carabineros e Investigaciones estaban repartidos por todo el territorio y se 
enfrentaban a una guerrilla clandestina y aleve. En esas condiciones, el control 
ético riguroso de aquel contingente era muy difícil, sobre todo si él actuaba 
motivado por el clima de odio y violencia que había legado el régimen de la 
Unidad Popular. 


Pero, como recién se dijo, ha habido mucho de exageración y mito. Una prueba, 
y con validez internacional, es la película Missing, dirigida por el griego Costa- 
Gavras, que se exhibió profusamente y aún aparece con frecuencia en la 
cartelera del cable. Missing quiere decir Desaparecido, pero el paradero del 
protagonista, el norteamericano Charles Horman, sólo fue ignorado durante los 
días que el Gobierno Militar demoró en encontrar su cadáver y repatriarlo, tras 
ser notificado por diplomáticos norteamericanos de su ausencia. 


Horman era un joven extremista que se había ido a vivir al Cordón Vicuña 
Mackenna, una de las líneas de militantes armados del ejército irregular, 
ocupantes de fábricas tomadas en esa zona, que iban a ser protagonistas de la 
alternativa Z-A del Plan Z para la toma del poder total (ver capítulo I). 


Por lo que se sabe en concreto de lo que le sucedió a Horman, cuando el día 11 
las fuerzas del nuevo Gobierno se dirigieron al Cordón Vicuña Mackenna, lo 
apresaron junto a otros extremistas. Su padre vino a Chile para saber de él y 
nadie le pudo dar razón de su paradero, porque no consultó donde debía, tal vez 
por desconocimiento de la realidad chilena. 


Como ha sucedido siempre entre nosotros, para que las instituciones funcionen 
hay que tener infinita paciencia o conseguir una “cuña” o presión de alguien con 
autoridad. Nos sucede a los chilenos todos los días: si no contamos con la una o 
la otra no obtenemos del Estado lo que necesitamos. Entonces, cuando el 
gobierno norteamericano realmente presionó para saber de Horman, el ministro 
de Defensa del Gobierno Militar, almirante Patricio Carvajal, puso a investigar el 
caso a un agente civil adscrito a Inteligencia, que había trabajado para los 
anteriores tres gobiernos, de nombre Roberto González Verdugo, con la misión 
de averiguar su paradero. 


Gonzalez dio los pasos lógicos: se dirigió al SENDET, Servicio Nacional de 
Detenidos. Allí comprobó que Horman no estaba en las listas. Entonces se 


dirigió al Servicio Médico Legal, es decir, a la Morgue. Allí estaba registrado un 
cadáver que correspondía a Horman, y que había sido enviado al Cementerio 
General para su sepultación. González se dirigió al camposanto y comprobó que 
allí se había registrado el ingreso de los restos y se les había dado sepultura. 


Entonces logró una orden de repatriación de ellos, se los entregó a la embajada 
de los Estados Unidos y ésta los puso en un vuelo con destino a su país. A partir 
de ahí no había ningún desaparecido (missing), pero tiempo después se hizo la 
película con ese nombre que sigue dando vueltas por el mundo, lavando cerebros 
e instalando la idea de que en Chile se hacía desaparecer personas. 


Incluso el mediático juez Juan Guzmán, rodeado de cámaras de televisión, más 
de un cuarto de siglo después que los restos de Horman habían sido repatriados, 
iba al Estadio Nacional a encabezar espectaculares excavaciones para 
encontrarlos. 


Nadie sabe cómo murió Horman y hoy la ironía reside en que el único procesado 
en la causa es el agente Roberto González Verdugo, que encontró sus restos. Y 
está procesado como “cómplice” de un autor que no existe. Así es la justicia 
chilena. 


Una vez me llamó el padre Baldo Santi, que conoce a González y lo estima una 
buena persona, y me preguntó cómo era posible que le estuviera sucediendo lo 
referido. Yo le contesté que con los jueces de izquierda todo es posible. 


Como el Informe Rettig consagró beneficios económicos para los familiares de 
los detenidos-desaparecidos, hubo presión de muchas personas que deseaban 
vincular las desapariciones de familiares suyos a motivaciones políticas o 
subversivas. 


En el país las Denuncias por Presunta Desgracia, o sea de personas 
desaparecidas, en 2006, fueron 23.970, de las cuales en 21.538 casos se las ubicó 
en el curso del año, todo lo cual aparece en el sitio web de Carabineros de Chile. 
Es decir, en 2007 siguieron sin ser encontradas 2.432 personas. Muchas veces 
más que el total de las que todavía no han sido encontradas (si las hay, ver más 
adelante), aunque se sepa su destino, desde 1973 a 1990. Es verdad que hace 
treinta y cinco años el número de las presuntas desgracias era mucho menor. 
Desde luego, en 1990 eran 5.704, para llegar a 10.991 en 1997, hasta subir a los 
números señalados antes, en 2006. 


En todo caso, las tres cuartas partes de los casos de personas cuyo paradero se 
ignoraba, durante el Gobierno Militar, se produjeron en 1973 y 1974. 


Después de la Comisión Rettig, la Corporación Nacional de Reparación y 
Reconciliación, en cuatro años más de trabajo, hasta 1996, aceptó otros 123 
casos de detenidos-desaparecidos antes de 1990, cuyos familiares accedieron a 
los respectivos beneficios. Es decir, el total de ambas comisiones fue de 1.102.120 


En cuanto a los restos de ellos encontrados o existentes en diferentes lugares: 


1) Se han encontrado los de 172 individuos cuyo paradero se ignoraba, y que 
fueron entregados a sus familiares. Pero no se sabe si corresponden a 
desaparecidos o a personas que estaban comprobadamente muertas. Sólo que sus 
restos no habían sido entregados a sus familiares. 


2) Adicionalmente, hay 281 restos de personas que no han sido identificados ni 
entregados a sus familiares. 


3) También, hay restos de otras 96 personas en el Instituto Médico Legal que 
tampoco han sido identificados o, cuando lo fueron, lo fueron mal.*?! 


En carta de 30 de septiembre de 2005 el general (r) Manuel Contreras me 
acompañó antecedentes, señalando: 


“Un aspecto importante de la entrega de estos documentos ha sido que hasta la 
fecha siete señores ministros de las Cortes de Apelaciones de Santiago y de San 
Miguel han concurrido hasta mi lugar de privación de libertad para que 
ratificara lo expresado en los documentos que se adjuntan”. 


4) En seguida, señala que en un proceso instruido por un ministro de la Corte de 
Apelaciones de Santiago, que no nombra, hay constancia de que 113 individuos 
de los llamados detenidos desaparecidos o muertos en combate se encuentran 
enterrados en los patios 9, 12, 25, 26, 27, 28 o 29 del Cementerio General. 


5) Luego añade que 153 individuos fueron sepultados en la Cuesta Barriga, los 
cuales fueron posteriormente retirados. Se supone que fueron lanzados al mar, 
según se estableció en la Mesa de Diálogo de 2001. 


Es decir, de los cinco números anteriores resulta un total de 815 personas cuyos 
restos no han podido ser identificados, pero existen, si bien es posible que en la 


enumeración anterior haya dobles contabilizaciones, porque provienen de 
distintas fuentes. 


Este estudio del general (r) Contreras también revela que los restos de 339 
personas fueron lanzados al mar en distintos lugares de la costa. De ellos, 165 
después de ser exhumados de sus lugares de entierro, el principal de los cuales 
fue la Cuesta de Barriga; y 174 personas poco después de muertas en diferentes 
circunstancias. Por ejemplo, los ejecutados en Calama, caso que se detalla más 
adelante. 


La Versión Desoída 


Seguramente aprovechando los largos años de cárcel a que ha sido y sigue 
siendo condenado el ex director de la DINA, general (r) Manuel Contreras 
Sepúlveda, él hizo el más completo estudio sobre los supuestos 1.102 
desaparecidos y aportó pruebas que desvirtuaron alrededor de la mitad de dichas 
desapariciones.!2 


El libro del general Contreras se apoya en documentos oficiales del gobierno de 
Chile y, cuando corresponde, del de Argentina, demostrativos de que en 494 
casos de supuestos detenidos-desaparecidos se trataba de: 


1) Detenidos-desaparecidos entre 1973 y 1977 que no eran tales, pues sus restos 
se hallaban en el Instituto Médico Legal: 365 personas; 


2) Detenidos-desaparecidos entre 1975 y 1976, según las comisiones creadas por 
la Concertación, que tampoco son tales, por no tener ellos existencia legal, según 
el Registro Civil, es decir, sus nacimientos no fueron inscritos: 26 personas; 


3) Detenidos-desaparecidos que no son tales por saberse el destino de sus restos, 
que, según informó el Ejército en la Mesa de Diálogo de 2001, fueron lanzados 
al mar: 10 personas; 


4) Detenidos-desaparecidos que tampoco son tales, pues pasaron a Argentina, 
según documentación oficial de dicho país: 56 personas; 


5) Detenidos-desaparecidos que, asimismo, tampoco lo son, pues aparecen 
abandonando el país según documentación oficial chilena: 33 personas; 


6) Detenidos-desaparecidos que, igualmente, tampoco lo son, por haber sido 
vistos por personas que los conocían y que lo declararon así bajo juramento ante 
Notario Público: 4 personas. 


Es decir, 494 personas, según esta enumeración. Sumadas a las 815 indicadas en 
párrafos anteriores, son 1.309 casos, más de los 1.102 oficialmente declarados 
como detenidos-desaparecidos, pero la posibilidad de doble contabilización es 
evidente. En todo caso, no parece haber, en rigor, detenidos desaparecidos sin 
saberse qué fue de ellos. Sólo restos que, por falta de interés o por desidia, 
siguen sin ser entregados a sus familiares. Estos no han acudido a hacerse los 
exámenes de ADN que permitirían determinar su parentesco con el de dichos 
restos. Y los demás casos son de muertes comprobadas, en que los restos no 
pueden ser recuperados. 


Nadie ha objetado las cifras de Contreras. En su libro las respalda, cuando 
corresponde, con facsímiles de documentos oficiales chilenos y argentinos. 
Nadie ha dicho que ellos sean falsos, en siete años desde que se publicaron. 


Lo llamativo es el silencio, no sólo oficial y judicial, sino general sobre los 
antecedentes dados en ese libro. 


En resumen, la cifra real de los detenidos desaparecidos imputables al Gobierno 
Militar —si los hubiere— no tiene ninguna relación con las que se usan cuando 
se alude habitualmente al tema y se habla de miles de desaparecidos. Ni siquiera 
se sabe si los hay, atendiendo a la versión no desvirtuada de quien fuera Director 
de la DINA, en la cual se precisan las circunstancias de la muerte de cada uno, 
en los casos en que no se ha entregado sus restos, pero se sabe su destino. 


Desaparecidos ¡Aumentan “en Democracia”! 


Lo curioso es que después de 1990 el número de los que se publica y se llama 
incorrectamente detenidos-desaparecidos ¡ha aumentado! Así, en El Mercurio de 
22.05.07, p. C 10, se titula diciendo que ellos son 1.464, porque se les han 


sumado otros reportados más tarde y también los antes referidos casos de 281 
personas que se sabe murieron, pero no han sido entregados a sus familiares. 
¿362 detenidos desaparecidos “en democracia”? (los 1.464 informados en 2007, 
menos los 1.102 de las Comisiones Rettig y de Reparación y Reconciliación). 


Hay una confusión muy grande. En todo caso, la cifra de las dos comisiones 
oficiales, de 1.102 personas, es inferior al total de las cifras previamente 
indicadas sobre personas con paradero conocido, 1.309. Es seguro que hay 
dobles contabilizaciones, pero realmente no parece haber casos ya de personas 
cuyo paradero se ignora, aunque no estén sus cuerpos. 


Aparte del número, la realidad es que la situación deriva de un típico caso de 
“instituciones que no funcionaron”, habiendo todo un procedimiento de tiempo 
de guerra para declarar las muertes en combate, precisar responsabilidades en 
Consejos de Guerra y entregar los restos a los respectivos familiares. 


En lugar de eso —que todos los que somos generales después de la batalla 
habríamos, por supuesto, cumplido y hecho cumplir rigurosamente, si 
hubiéramos encabezado el pronunciamiento— reinó un estado de bastante 
anarquía, indisciplina y caos en parte del personal uniformado, que desoyó las 
resoluciones sobre trato humanitario de la Junta a que aludimos en el capítulo II. 


Se suele culpar a la DINA casi exclusivamente, pero en el examen de los casos 
del Informe Rettig que se atribuyen a alguna institución determinada yo obtuve 
el siguiente listado de responsabilidad por detenidos desaparecidos en cada 
institución: 


INSTITUCIÓN NÚMERO 
DINA 316 
Carabineros 248 
Ejército 161 
Aviación 21 
Armada 2 


Investigaciones 20 


CNI 
Particulares civiles 45 


TOTAL ATRIBUIDO | 824 


Sirva un caso de ejemplo trágico de “instituciones que no funcionan” y para 
explicar la confusión general de cifras: los fusilamientos de Calama, antes vistos. 


El comandante del regimiento de Infantería N° 15 de Calama, coronel Eugenio 
Rivera Desgroux, inocente de los 26 fusilamientos de personas de izquierda 
detenidas allí por delitos menores, pero registrados en su regimiento, al enterarse 
de que otro oficial, ajeno al regimiento, por sí y ante sí, había ejecutado u 
ordenado ejecutar a esas personas, hizo llevar los cuerpos a la morgue local, que 
era lo procedente. 


Allí fueron identificados, lo cual también era lo que correspondía. Pero, después 
de eso ¡ordenó enterrarlos en el desierto, durante el toque de queda! Y no 
contento con ello, hizo “peinar” el terreno, para eliminar todo rastro. Esto me lo 
ha referido el hoy mayor (r) Carlos Minoletti, que cumplió la orden. Años 
después fueron desenterrados y lanzados al mar desde un avión FACH que 
decoló desde Antofagasta, cosa que también me refirió el mayor (r), que recibió 
la orden de exhumar los restos y llevarlos al avión. 


Como algunos han dicho, fueron tiempos de locura, gestada por la anarquía, la 
violencia y el caos de la UP, pero en el curso de los cuales quedó en evidencia 
que en Chile, a esas alturas, repito, ya ni siquiera las instituciones de la defensa 
nacional “funcionaban”, entendiendo por “funcionar” hacer las cosas bien y 
legalmente. 


El lavado de cerebros de años posteriores ha creado en muchos casos un horror 
inexistente, pero en otros se trató de un horror existente, no nacido de una 
política de Gobierno, sino de la falibilidad de algunos hombres de armas, de sus 
superiores y de nuestras instituciones en general. 


Piedra de Toque 


Yo, dentro de mis limitados medios, necesitaba encontrar algún caso en el libro 
del general Contreras cuya veracidad pudiera comprobar personalmente. Con 
seguridad los lectores saben que los alquimistas y joyeros emplean una piedra 


con propiedades especiales para saber si una sustancia es o no oro: la llaman 
“piedra de toque”. Entre nosotros el término es frecuentemente mal empleado o 
se le confunde con otro, “piedra de tope”. 


Pues bien, resolví usar como piedra de toque una situación que refiere Contreras 
en la página 11 de su libro y cuya veracidad yo podía cotejar o chequear. Ella 
está descrita en la cita siguiente: 


“Caso de don Manuel Montt Balmaceda. En 1976 el Jefe de la Estación CIA en 
Santiago de Chile, concurrió a mi Oficina para comunicarme que Agentes de 
dicho Organismo tenían la misión de asesinar a don Manuel Montt Balmaceda, 
inmediatamente después que arribara al Aeropuerto de Sao Paulo en Brasil. 


La razón que esgrimió para lo anterior era que la CIA en conjunto con el SIN 
brasileño había detectado que el Presidente de los Estados Unidos sería 
asesinado en Sao Paulo, durante la visita que realizaría a dicho país. El MIR 
chileno, bajo las órdenes de Manuel Montt Balmaceda, organizado militarmente 
en Sao Paulo, era el encargado de este asesinato. 


Conocía perfectamente bien a don Manuel Montt Balmaceda y sabía que no 
tenía absolutamente ninguna vinculación con el MIR, pero también sabía que 
concurriría como Delegado chileno a la reunión de la OIT en Ginebra, y que 
posteriormente efectivamente pasaría por Sao Paulo, por razones particulares. 


Invité a Manuel Montt a conversar conmigo y le expliqué que mejor no viajara 

porque corría peligro de ser asesinado por Agentes de la CIA, ya que pese a las 
explicaciones que se dieron, a ellos no les preocuparon mucho si fueran ciertas 
o no. 


Fue entonces cuando Manuel Montt recordó que poco antes del 11 de septiembre 
de 1973, le había sido robada su billetera, en la cual portaba su Cédula de 
Identidad. Unido lo anterior a una pregunta hecha al Ministerio de Relaciones 
Exteriores, se pudo comprobar que efectivamente un individuo llamado Manuel 
Montt Balmaceda había salido del país con rumbo a Sao Paulo, Brasil, a fines 
de 1973, con autorización y documentos del Ministerio de RR. EE. en forma 
absolutamente legal. 


Nunca se sabrá su verdadero nombre y es muy probable que su verdadero 
nombre se encuentre entre los detenidos-desaparecidos. 


Este caso se repitió en numerosas oportunidades, según lo pudimos comprobar 
en el Ministerio de RR. EE., lo que está indicando que existen numerosos 
individuos que salieron del país y jamás se conocerán sus verdaderos nombres. 


>” 


Posiblemente se encuentren todos entre los ‘detenidos-desaparecidos’”. 


Obviamente, no hay manera de restar a todos esos individuos de las listas ni de 
probar que están vivos, en tanto ellos no lo confiesen. 


Sea como fuere, aproveché una oportunidad en que me encontré con Manuel 
Montt para preguntarle sobre la efectividad de lo relatado en la cita anterior, y 
me la confirmó. Como es un hombre de mucho humor, me reveló que no sólo 
reaccionó ante la situación, tomando los debidos resguardos —desde luego, el de 
no pasar por Sao Paulo— sino que publicó un libro titulado “Yo No Mataré a 
Jimmy Carter.” 


En conclusión, el único test al que yo pude someter al libro del general Contreras 
reveló que lo aseverado en él era verdad. Y nadie más ha desvirtuado lo 
afirmado en ese texto, al menos públicamente. Él ha puesto sus conclusiones — 
como más arriba se dijo — en manos de numerosos jueces, complementadas por 
las conclusiones de la Mesa de Diálogo, que revelaron el lanzamiento de cuerpos 
al mar, lanzamiento que, por otra parte, en varios casos ha quedado desmentido 
por hallazgos posteriores. Pero los jueces nada han dicho acerca del material que 
se les entregó ni, que se sepa, han llevado a cabo investigaciones para 
verificarlo. 


Al parecer, así como hay restos en el Instituto Médico Legal cuya identidad no 
ha podido ser verificada debido a que la Agrupación de Familiares de Detenidos 
Desaparecidos no ha podido conseguir que sus miembros acudan a entregar 
muestras de ADN, tampoco hay verdadero interés por hacer los esfuerzos 
necesarios para verificar el real número de personas cuyo paradero se ignora que 
siguen estando en esa condición. 


De todos los antecedentes expuestos, y procurando excluir, pero sin certeza, 
dobles contabilizaciones, yo he confeccionado la siguiente cuenta de detenidos- 
desparecidos vivos o muertos encontrados: 


SIM 


Entreg 
Restos 
Restos 
Restos 
Enterr 
Muert: 
Person 


Person 


OVO|O|XI|D|OI]|A[¡u|Nn]|e 


Person 


10 Person 


TOTAL DE VIVOS O MUERTOS CON PARADEROS CONOCIDOS | 1.108 


*Esta cifra, entregada en El Mercurio, 22.05.07, p. C10, puede incluir a algunos 
o todos los indicados en los números 3) y 4). 


Hay un exceso de seis sobre el total de las dos comisiones, CNVR y CNRR, que 
es atribuible a doble contabilización del número 2) con el 3); a la diversidad de 
fuentes y a la confusión general sobre el tema. Pero lo concreto es que, a estas 
alturas, parece simplemente que el número de personas cuyo paradero realmente 
se ignora es mínimo o inexistente. 


Si se Hubiera Querido Saber la Verdad 


Sin embargo, si realmente los deudos de los detenidos-desaparecidos hubieran 
querido saber la verdad del destino de éstos, habrían patrocinado medidas para, 
primero, crear un incentivo para quienes informaren acerca del real paradero de 
la persona cuyo destino se ignora; y segundo, establecer una garantía legal a 
favor de quien diere información, en el sentido de que no será objeto de 
persecución ni sanción policial. 


Pero ¿cuál es el lema de la Agrupación de Detenidos-Desaparecidos y 
Ejecutados Políticos? “¡No a la Impunidad!”. Entonces, hay una cosa que desean 
más que encontrar los restos de sus familiares: el castigo para sus adversarios. La 
venganza. 


El marxismo-leninismo es una doctrina presidida por el odio. Por tanto, sus 
seguidores, en toda circunstancia, privilegian la satisfacción del odio por sobre 
cualquier otro sentimiento. 


Por eso, desde hace una década o más, permanecen los ya referidos restos de 
supuestos detenidos-desaparecidos, 96 en total, en el Instituto Médico Legal. Su 
ADN no se ha determinado, pese a contarse con los medios para hacerlo. ¿Por 
qué? Porque se necesita compararlo con el de familiares consanguíneos, pero los 
familiares consanguíneos no quieren proporcionar las muestras requeridas. ¿Por 
qué? Prefieren mantener el tema latente. 


Siembra de Odio, Cosecha de Venganza 


El examen de las listas de detenidos-desaparecidos revela que en su casi 
totalidad pertenecían a grupos políticos que tenían brazos armados. Entre ellos el 
mayor número es del MIR 


Los civiles contrarios a la Unidad Popular y los uniformados tenían presentes las 
circunstancias de violencias y abuso que había vivido el país y esto se tradujo 
muchas veces en actuaciones al margen de todo mando superior. 


Así lo relata el mayor Carlos Herrera Jiménez, que cumple condena por el 
asesinato del dirigente sindical Tucapel Jiménez y colabora con los jueces: 


“Patrullas de las fuerzas armadas al mando de jóvenes subtenientes y tenientes o 
sargentos o cabos, hicieron de juez y parte frente a hechos de delación política, 
como jefes de las Juntas de Abastecimientos y Precios (que distribuían alimentos 
en las poblaciones durante la escasez provocada por las políticas de la UP, por 
ejemplo.) También frente a denuncias de delitos flagrantes o creyendo que lo 
eran, fusilaron a personas sospechosas de tales actos in situ, pese a ser ilegal, aun 
en aquel tiempo. Quienes cometieron ese ilícito no obedecían a instrucciones de 
sus mandos. (...) 


Unidades de la Policía de Investigaciones, sabedores de que en su sector había 
delincuentes habituales que entraban y salían de la cárcel, como siempre ha 
sido, en operaciones secretas y clandestinas los eliminaron actuando como 
escuadrones de la muerte. Tampoco corresponde a instrucciones del mando 
institucional.” 128 


IX 


La Derecha “Toma Distancia” 


D 


urante la Segunda Guerra Mundial, Winston Churchill acuñó la frase de “vientre 
blando (soft belly) del Eje”, para referirse a Italia, país que, por las razones que 
fuere, podía ser atacado por los aliados con menores costos y encontrando menor 
resistencia que en el resto de la Europa bajo dominio alemán. 


En la derecha política chilena también hay un soft belly que cede ante los golpes 
publicitarios de la izquierda y acepta su contrabando ideológico, histórico y 
político. El vientre blando ha comprado el balurdo de los “atropellos a los 
derechos humanos”, “las torturas”, “el exilio”, “los presos políticos” y “la 
corrupción de Pinochet”. “Balurdo”, en el lenguaje del hampa, es un fajo de 
billetes en el cual sólo son genuinos los que están visibles en la parte superior e 


inferior, pero todo el resto es papel de diario recortado al mismo tamaño. 


Por ejemplo, oír hablar a cierto senador de RN acerca de los “atropellos a los 
derechos humanos” o de “la cuenta del Banco Riggs” es como oír al socialista 
Camilo Escalona. Y no hablo del candidato presidencial de RN, Sebastián 
Piñera, que emplea similar lenguaje, porque, para empezar, niega ser de derecha 
y, en seguida, proviene del ámbito de la DC, que es coautora del lavado de 
cerebros practicado en el país. 


También una joven diputada de RN juzga el tema de los derechos humanos 
durante el Gobierno Militar con términos similares a los de la izquierda 
socialista. Ella es demasiado joven y no ha podido sustraerse al lavado cerebral. 


Hay otros políticos menos propensos a comprar el balurdo izquierdista, como 
son los de la UDI, a la cual podríamos catalogar como el vientre duro de la 
derecha. Pero incluso ellos han sido presa del lavado. Caso de su ex candidato 
presidencial, que ha declarado que si hubiera sabido todo sobre los “atropellos a 
los derechos humanos” y “la cuenta del Riggs”, habría votado “no” en el 
plebiscito de 1988. 


Pero se olvidó de que la cuenta del Riggs no existía en 1988, pues el general 
Pinochet la abrió después, y no por iniciativa propia, sino a instancias del propio 


presidente del banco, Mr. Joseph Albritton. 


Por supuesto, al dueño de un banco norteamericano no lo hacía ni más rico ni 


más pobre que un general retirado chileno le entregara en administración sus 
dineros, pero deseaba hacerlo por admiración política y por sentir que Occidente 
tenía una deuda con él. 


Esta iniciativa de Mr. Albritton está documentada en el propio Informe del 
Senado norteamericano sobre las cuentas del general Pinochet.!”4 


Las “Tropelías de Pinochet” 


Incluso hay derechistas bastante consecuentes y firmes que, sin embargo, 
inconscientemente validan parte del balurdo de la izquierda. 


Un exponente bastante típico es un inteligente y activo dirigente gremial y 
columnista de Qué Pasa, que en sus escritos declara ser hombre de derecha y 
que, si bien no compra todo el contrabando propagandístico de la izquierda, 
valida una parte. 


En la edición de la revista del 08.06.07 hace un ágil comentario sobre el viaje de 
la Presidenta Bachelet a Finlandia, Noruega y Suiza: 


“La imagen que tenían nuestros interlocutores de Bachelet es potente: la mezcla 
entre la primera presidenta, hija de un general disidente que murió en la cárcel, 
exiliada y prisionera política, atrae en el exterior. ” 


Lo único químicamente veraz de esa descripción es que Bachelet es “la primera 
presidenta”. Lo del “general disidente que murió en la cárcel” implica que a 
Alberto Bachelet lo apresaron por “disidente”, pero eso no es verdad. Estaba 
sometido a proceso por su participación, entre 1972 y 1973, en una conspiración 
con otros oficiales de la FACH, miembros del MIR y dirigentes socialistas, para 
dar un golpe de mano en esa rama armada y apoderarse de sus instalaciones más 
importantes, las de la base aérea de “El Bosque.” 


El contenido de ese proceso y su expediente están muy bien resumidos en el 
libro del periodista DC, Ricardo Boizard, Proceso a una Traición.!2 


Entonces, es distinto “estar preso por disidente” que “estar preso por conspirar 


para organizar un golpe armado, traición y otros delitos”. 


También conviene precisar que el general Bachelet murió en la cárcel de un 
infarto, pues, teniendo una condición cardiaca grave, practicó allí un deporte que 
le generó el cuadro que puso fin a su vida. Un testimonio que así lo acredita, 
entre otros, es de Eric Schnake, ex parlamentario y dirigente socialista, antes 
reproducido en este libro y publicado en la revista Qué Pasa.!6 


Dice además este hombre de derecha en su referido comentario: 


“Pinochet cometió las tropelías que sabemos: se había quedado en la vieja 
“guerra fría?, donde todo se permitía si era en contra de Rusia y de sus 
satélites. ” 


Injuriar a Pinochet en estos tiempos es gratis. Casi de buen tono. Ya el peligro 
pasó. Los terroristas no nos mataron, porque él los derrotó. Conservamos la 
libertad personal, no nos quitaron las empresas y nos devolvieron fundos. 
Entonces ahora podemos decir que “cometió tropelías”. 


¿Y el otro bando, los diez mil hombres en armas reconocidos por Altamirano, 
más los doce mil extranjeros ilegalmente ingresados al país entre 1970 y 1973, 
informados por la OEA; todas las armas confesadas por Luis Corvalán, las 
decenas de miles de hombres armados denunciados por Frei y Aylwin, los 
“compañeros de tropa” cubanos reconocidos por su propio comandante, el 
general De la Guardia? 


Se esfumaron de la mente del vientre blando. 


¿Y qué hacían los gobiernos, anteriores al régimen militar, con los grupos 
armados adversos a ellos? Bueno, el de Allende no tenía grupos armados 
adversos, porque los que había (me remito nuevamente a la contabilidad militar 
de Altamirano) eran favorables a él. Pero, así y todo, torturaba a los opositores 
que apresaba, como lo asevera el Acuerdo de la Cámara de Diputados de 22 de 
agosto de 1973. Este, ya lo vimos, esgrimía las torturas a opositores como uno 
de los argumentos para poner término al régimen. 


Y en el gobierno de Frei Montalva las torturas a los extremistas eran habituales, 
como también se detalla en otra parte de este libro. 


Entonces, en el peor de los casos, las “tropelías de Pinochet”, no eran una 


novedad en Chile ni discurridas por Pinochet, sino el modus operandi de siempre 
de la policía política y uniformada chilena. Puede decirse que su gobierno 
combatió a los grupos armados con los métodos habituales siempre empleados 
en el país. Porque las fuerzas armadas chilenas no eran la Guardia Suiza del 
Vaticano, del mismo modo que el conductor o el transeúnte chilenos son muy 
distintos del conductor o el transeúnte británicos. 


“Las tropelías de Pinochet” fueron la consecuencia inevitable de tener que 
disponer a decenas de miles de hombres de nuestras Fuerzas Armadas y 
Carabineros para que derrotaran a decenas de miles de irregulares armados de 
extrema izquierda. 


Referirse peyorativamente a lo que hicieron y no mencionar al adversario, que 
también cometía tropelías, y que había comenzado con ellas antes, es 
sintomático de un cerebro lavado. 


En fin, nuestro columnista de derecha da cuenta de otra adquisición suya del 
balurdo izquierdista cuando expresa: 


“Lamentable como fue, el proceso del exilio para muchos —los más inteligentes 
— fue una oportunidad: cambiaron el modo de pensar...” 


El exilio —ya lo hemos visto— tampoco fue política del Gobierno Militar. La 
verdad fue que la extrema izquierda socialista y comunista, empeñada en la 
lucha armada, sabía que la reacción venía dura y que, en el mejor de los casos, 
los que cayeran en manos de la justicia militar iban a enfrentar fuertes condenas. 
Y, en el peor, iban a caer en la lucha armada, de la cual la propia izquierda fue 
iniciadora. 


Entonces, para todos sus miembros, el exilio era una alternativa de impunidad 
muy bienvenida. En consecuencia, el Gobierno Militar accedía a la salida de 
extremistas, que le era solicitada como una concesión, pero su deseo habría sido 
procesarlos a todos en Chile. Y, de hecho, en los primeros años de gobierno 
apresó y se disponía a procesar y condenar a muchos (1.485) que obtuvieron, 
pocos años, después su libertad, gracias a la ley de amnistía de 10 de marzo de 
1978. Finalmente, según recopilación de datos hecha por el Círculo de Oficiales 
en Retiro de las Fuerzas Armadas, más de ocho mil extremistas de izquierda 
terminaron asilándose en la Ley de Amnistía para poder volver del exilio. 1?” 


Más Sobre el Vientre Blando 


El lavado de cerebros ha sido tan efectivo que algunos derechistas caen en 
exageraciones manifiestas, como cuando un presidente de RN confesó que, tras 
leer el Informe sobre Prisión Política y Tortura, la más exitosa fabricación 
propagandística de la Concertación, había dejado de ser partidario del Gobierno 
que salvó a Chile. Peor aún, le hizo una acusación terrible: 


“Pinochet estableció en Chile un régimen de terror, sin ninguna duda”. .128 


Pero el lavado ha afectado incluso a algunos consolidados exponentes del vientre 
duro de la derecha. Una excelente entrevistadora, Margarita Serrano, de 
inclinación pro-concertacionista, en la revista Sábado, de El Mercurio de 29 de 
marzo de 2008, interrogó a un exitoso empresario, hijo de un ex ministro del 
Gobierno Militar, que sigue siendo uno de los civiles identificados con lo mejor 
de ese régimen. 


La entrevistadora no pudo evitar preguntarle al empresario sobre el lugar común 
predilecto de la propaganda concertacionista: 


“¿Alguna vez le produjo conflicto el hecho de que su padre haya participado en 
un gobierno que atropelló los derechos humanos?” 


Así, con todas sus letras, as a matter of fact, como si tal atropello fuera, primero, 
un hecho inconcuso, indiscutido e indiscutible; y, segundo, una política del 
Gobierno Militar. Y el entrevistado comenzó su respuesta de manera impecable, 
como lo haría el mejor exponente del .vientre duro: 


“No, yo soy práctico, como todo hombre de campo. Mi padre fue parte del grupo 
intelectual más potente de América Latina durante 20 años. Ellos cambiaron la 
estructura mental no sólo del país, sino también de otros. Para mí ha sido 
siempre un orgullo. ” 


¡Perfecto! Pero entonces añadió: 
“No conocíamos la realidad que después se ha sabido.” 


La traducción de la frase anterior es: “Todavía no nos habían lavado el cerebro.” 


¿Qué es lo que no conocíamos? ¿Las torturas? Pero si desde mucho antes del 
Gobierno Militar se torturaba en Chile. Eso se publicaba y todos lo sabíamos, 
algunos por experiencia propia, como Juan Luis Ossa, Maximiano Errázuriz, 
Carlos de la Sotta, entre mis propios conocidos (ninguno de ellos terrorista), 
todos torturados por Investigaciones, durante la UP. El sillón electrizado en que 
sentaron a Juan Luis Ossa y le aplicaron descargas estaba ahí desde treinta o más 
años antes para el mismo uso. ¡Y ahora resulta que lo inventaron los militares! 


El Plan Z y su instructivo para liquidar a los altos mandos el 19 de septiembre de 
1973, los acuerdos socialistas para organizar un ejército clandestino con el fin de 
matar a los que se opusieran a su golpe totalitario, los comunistas con su FPMR 
que ponía bombas en el Metro y mataba uniformados y civiles, tanto de 
figuración como transeúntes desafortunados, los socialistas y su alianza con el 
MIR, al cual el general Prats le pedía el 29 de julio de 1973 que atacara a los 
alzados del Blindado N° 2, según refiere Andrés Pascal, jefe del referido grupo 
terrorista. 1? ¡Pero si había una guerra contra el terrorismo! 


Ya hemos visto y también veremos más adelante las licencias que se toman los 
países civilizados cuando luchan contra el terrorismo. 


¿Es que hasta los del vientre duro se han convertido en “generales después de la 
batalla”? ¿Puede cada uno de nosotros garantizar que si hubiera encabezado el 
pronunciamiento, los casi cien mil hombres de armas que se desplegaron para 
tomar el poder y combatir al ejército subversivo se habrían comportado, sin 
excepciones, de acuerdo a las reglas del marqués de Queensberry, y se habría 
evitado que cierto número de ellos cometiera atropellos a los derechos humanos 
de los terroristas, aunque éstos se propusieran matarlos a ellos? 


No. Si el vientre duro dice “no conocíamos la realidad que después se ha 
sabido”, quiere decir que una terapia general contra el lavado de cerebros se ha 
tornado urgente. 


Pues lo único que se ha sabido después es que los mismos que en 1973 se 
proponían pasar por las armas a quienes se opusieron a su proyecto totalitario 
(para eso organizaron el MIR, el FPMR y otras asociaciones ilícitas), después de 
1990, en vez de liquidarlos, les han lavado el cerebro. Bueno, si en vez de matar 
sólo lavaran cerebros, habría un progreso. 


Un General (r) Replica a un Senador 


Habitualmente el ex diputado y actual senador de RN, Alberto Espina, que se 
sitúa en la parte más blanda del vientre blando, como antes se señaló, opina en 
términos que no dejan duda de que ha comprado completo el balurdo 
izquierdista de los atropellos a los derechos humanos y, últimamente, además, el 
que han fabricado sobre el origen del patrimonio en el exterior del ex Presidente 
Pinochet. 


Con motivo de la publicación de algunos de tales comentarios suyos, desdorosos 
para el ex Presidente y su gobierno, un general en retiro le dirigió la siguiente 
carta, que hizo pública a través de Internet: 


“Santiago, 6 de Noviembre de 2004. 
Senador 

Alberto Espina 

Congreso Nacional 

Sr. Espina: 


Recuerdo que el año 1998, mientras me desempeñaba como Comandante en Jefe 
de la IV División de Ejército, con asiento en Valdivia, se realizaba una actividad 
de convivencia —un asado campestre— organizado por el Grupo de Amigos del 
Regimiento ‘Membrillar’, en el sector de Llancahue, salida sur de esa hermosa 
ciudad. 


Todo se desarrollaba en forma normal hasta que apareció usted —sin que nadie 
lo invitara— derrochando sonrisas, abrazos y tuteos, muy propio de la forma de 
actuar que le conocemos los chilenos. 


Lamentablemente, sin televisión. 


Recuerdo que el Comandante de la Unidad, Coronel Aldo Cardinali, se 


incomodó por cuanto todos se miraban entre sí, sin entender su presencia y 
nadie se atribuía la responsabilidad de la invitación. 


Yo estaba ahí, pero... invitado —no como usted— y presenciaba esta escena. 


Más aún, recuerdo que después pasamos a la mesa. (¿Se acuerda que era como 
un galpón grande?) Usted devoró su almuerzo, y en un momento determinado, 
sin que nadie se lo pidiera, hizo uso de la palabra. 


En su improvisación, muy producida —de contenido absolutamente poco 
sincero, para quienes hemos seguido su trayectoria— hizo un vibrante y extenso 
análisis alabando la intervención de las FF.AA. el 11 de Septiembre de 1973, 
justificó su accionar, rindió un homenaje al General Pinochet y al Ejército de 
Chile, brindó, se levantó y se fue. 


Este momento, que me imagino lo habrá disfrutado y como tal lo recordará, se 
lo traigo a la memoria a raíz de sus declaraciones al diario ‘El Mercurio’ de 
hoy, con motivo del último documento del General Cheyre, en que lo felicita 
expresando que: ‘esta autoridad ha hecho lo que debió hacer hace tiempo’. 
Añadiendo que: “en Chile hubo violaciones a los derechos humanos que no se 
justificaron bajo ninguna circunstancia. (...) El Ejército como institución 
permitió que sus agentes de seguridad actuaran al margen de la ley”. Para 
finalizar diciendo: ‘Cheyre pone al Ejército en una actitud digna”. 


¿Tanto ha cambiado su forma de pensar desde aquel asado en Llancahue, en 
1998? 


¿Qué autoridad tiene Ud. para afirmar que bajo el mando de Cheyre, el Ejército 
adquiere una actitud de dignidad? 


Ud. Senador, (...) ofende gratuitamente a todos aquellos militares que servimos 
dignamente y entregando lo mejor de nuestras vidas a nuestro querido Ejército, 
bajo cualquiera circunstancia, equivocados o no, con o sin errores, con 
anterioridad al mando de su actual Comandante en Jefe. 


Lamentablemente, Diputado (sic), los militares fuimos ingenuos. Permitimos que 
desde oscuros rincones surgiera una legión de oportunistas a quienes creímos y 
que increíblemente —mientras somos los únicos que respondemos con gestos, 
cárcel y eternos procesos— disfrutan hasta este momento de las prebendas 
obtenidas al amparo del Gobierno Militar. 


El tiempo me dio la razón. No le creí un ápice de lo que dijo aquella vez en 
Llancahue. 


Atentamente, (Fdo.) Hernán Núñez Manríquez, General (r).” 


“¿Tú También, Bruto?” 


Ni un solo medio publica jamás, cuando se trata el tema de las llamadas 
violaciones de los derechos humanos durante el Gobierno Militar, la circular del 
Presidente de la Junta, de enero de 1974, prohibiendo malos tratos a los 
detenidos (ver capítulo III). 


Es que desmiente a Lagos et al, que propalan la versión de que se trató de una 
“política institucionalizada”. Tampoco se recuerda nunca que la tortura era 
habitual antes del 11 de septiembre de 1973. La verdad no importa. La lógica 
tampoco. 


Hasta José Miguel Insulza, Ministro del Interior de Lagos, dijo en una 
oportunidad que, después de treinta años, las torturas no se pueden probar. ¡Pero 
el Informe Valech las da por probadas y por eso se indemniza a los casi treinta 
mil supuestos torturados! Por eso se inicia la caza de brujas y se publican 
galerías de fotos de civiles “torturadores”. Vienen querellas y demandas. Los 
jueces de izquierda (por ser tales, no deben probar los delitos) ahora se darán el 
festín no sólo con militares. 


Todo basado en el Informe sobre Prisión Política y Tortura, que falta a la verdad 
desde el título. Pues no hubo “prisión política”. Sólo al inicio de la guerra 
interna, que costó 82 vidas de uniformados entre septiembre y diciembre de 
1973,° se detuvo preventivamente a pro-hombres del régimen caído y por el 
solo hecho de serlo. Se ha citado como ejemplo de “prisión política”, por 
ejemplo, la de un militante del MAPU. Pero el propio Altamirano reconoció que 
el MAPU tenía cuadros armados (libro antes citado de Patricia Politzer, p. 33). Si 
hubiera habido prisión política ¿cómo explicar la existencia del MDP, coalición 
de la extrema izquierda, y la de la propia Concertación, nacidos ambos bajo el 


Gobierno Militar? 


El Informe es una sentencia condenatoria dictada por la contraparte de las 
Fuerzas Armadas y Carabineros y fundada en testimonios prestados bajo 
promesa de recompensa. El terrorismo lo practicaron principalmente el FPMR y 
el MIR, que recibían armas de Cuba y la URSS. Cuba entrenaba guerrilleros 
(prueba: memorias del dirigente comunista Orlando Millas, antes citadas). El 
auxilio médico a sus heridos lo prestaba clandestinamente la Clínica Chiloé, de 
la Vicaría de la Solidaridad, que le brindaba ese apoyo logístico al terrorismo y 
le proporcionaba abogados a los subversivos que eran detenidos. Todo lo 
anterior judicialmente probado después del asesinato del carabinero Miguel 
Vásqurez Tobar en abril de 1986, en la Panadería Lautaro que, investigado por la 
justicia, llevó al auto de reo del abogado de la Vicaría, Gustavo Villalobos, y del 
médico de la misma, Ramiro Olivares, y a la comprobación de que los terroristas 
heridos se atendían, por cuenta de la Vicaría, en la Clínica Chiloé de Santiago. 
(Ver capitulo IV.B). 


En 1986 se publicó la nómina de 47 uniformados y policías asesinados a partir 
de 1978. La mayoría de los autores, defendidos por abogados de la Vicaría, a la 
sazón dirigida por el Obispo Sergio Valech, el mismo que presidió después la 
Comisión de la Tortura, cuya vicepresidenta, María Luisa Sepúlveda, artífice del 
Informe, también trabajó en la Vicaría. 


La contraparte del extremismo en la contienda ha sido condenada sin ser oída. 
Como después de los “lavados de cerebro” de la era soviética, los uniformados 
se atropellan para hacer mea culpas. Hasta se suman implícitamente a la condena 
quienes más deben al Gobierno Militar. 


En efecto, mil 700 empresarios privados aplaudieron al titular de Hacienda del 
gobierno de Lagos, Nicolás Eyzaguirre, cuando reveló que desarrolló “las 
mismas acciones que a unos pocos amigos míos les significaron la muerte”. 
¿Cómo así? ¿Qué “acciones”? La Nación explica: perteneció a las Juventudes 
Comunistas. Miembros de éstas fueron entrenados en Cuba para asesinar en 
Chile a militares y civiles (por ejemplo, Simón Yévenes y Jaime Guzmán), poner 
bombas (casa del director de El Mercurio, Arturo Fontaine Aldunate) y 
secuestrar, entre otros, a hijos de empresarios (casos Cruzat y Edwards). ¡Qué 
emocionante! 


Eyzaguirre evocó a “40 mil torturados”. “Ojalá ese ‘rigor’ de cálculo —comenté 


yo en su momento— lo aplique a los gastos del erario y no a las entradas (la 
propia Comisión Valech aceptó pagarles pensiones sólo a 28 mil).” 


Y añadió Eyzaguirre: “Sólo el azar me salvó de morir o ser torturado”. Más 
aplausos. ¡Lo “iban” a torturar! Entre paréntesis, ¿también fue entrenado en 
Cuba, como los otros miembros de las JJ. CC., para venir a matar chilenos? No 
lo precisó, pero los empresarios lo seguían aplaudiendo. 


El único sobreviviente de la Junta que estaba vivo cuando se realizó ese acto 
empresarial, Junta que devolvió empresas y fundos a propietarios despojados (y 
algunos asesinados, según vimos), garantizándoles su seguridad personal y 
familiar, restableciendo el derecho de propiedad y la libertad de emprender, 
seguramente se debe haber preguntado, como César, al recibir la postrera 
puñalada: “¿Tú también, Bruto?” 


En este capítulo no consignaré los nombres de quienes se han hecho acreedores a 
formar parte del vientre blando de la derecha, ni de los de su vientre duro que 
caen en renuncios, porque sé que publicar su conducta es desdoroso para ellos. 
Los protejo en esa forma por lealtad política, la misma que ellos no han tenido 
con el Gobierno Militar. 


Los Fantásticos Inventos de los Jueces 


E 


n todas partes, se supone, los jueces aplican las leyes. En Chile, si los procesados 
son uniformados, no las aplican en cuanto ellas favorecen a éstos. Todavía van 
más allá e inventan leyes para poder condenarlos. Y no pasa nada, porque en el 
país de los cerebros lavados se puede hacer cualquier cosa contra los 
uniformados. 


(Es que son, junto con las criaturas que están por nacer, los más indefensos de la 
sociedad). 


Los Inventos de los Jueces 


En Chile la justicia, en relación al Gobierno Militar, es un chiste y puede salir 
con cualquier cosa. Los Gobiernos de la Concertación se han preocupado de ir 
nombrando jueces de su tendencia política, es decir, de izquierda. 


Si un juicio no tiene que ver con izquierdas y derechas es posible sorprender a 
los jueces respetando la verdad de los hechos, aplicando el derecho y fallando 
conforme a la ley escrita, que es la que en teoría rige en Chile. Pues el Código 
Civil, que es de aplicación supletoria y general, dice explícitamente que cuando 
el sentido de la ley es claro, no se desatenderá su tenor literal a pretexto de 
consultar su espíritu. 


Pero desde que la Concertación empezó a nombrar jueces y los de izquierda se 
transformaron en mayoría en los tribunales superiores, en particular en la Corte 
Suprema, la legalidad de los fallos que afectan a uniformados pasó a mejor vida. 


Tomemos un solo ejemplo, que basta para estos efectos, pues se repite en 
centenares de casos. Es un proceso contra el brigadier (r) de Ejército Miguel 
Krasnoff, que tiene el número 2182-98 y que sustancia uno de los ministros de 
izquierda más politizados de los tribunales superiores, Alejandro Solís. La 
materia es el homicidio de dos integrantes del MIR, Sergio Alfredo Pérez Molina 
y Lumi Videla Mora, supuestamente cometido el 3 de noviembre de 1974, es 
decir, hace treinta y tres años, al escribirse estas líneas. 


El MIR (Movimiento de Izquierda Revolucionaria), es un grupo guerrillero de 
extrema izquierda expresamente dedicado a la lucha armada para tomar el poder 
e instaurar un régimen totalitario. 


Krasnoff no tuvo nada que ver en la detención ni en el destino posterior de Pérez 
y Videla, como luego veremos, “detalle” que para el juez Solís no tiene la menor 
importancia. 


A todo esto, para saber de quiénes se trataba, citaré un párrafo del libro “Chile 
Bajo la Democracia Cristiana”, de Arturo Olavaria Bravo!*!, que relata una 
escena durante un paro de profesores en 1967: 


“Hasta entonces era conocido y objeto de duras críticas el trato exageradamente 
violento empleado por Carabineros para reprimir las manifestaciones callejeras 
estudiantiles. Ese día 40 alumnos del Instituto Pedagógico de la Universidad de 
Chile se trasladaron al local del Liceo N* 7 ubicado en calle Carmen 
Covarrubias de la comuna de Ñuñoa, que se encontraba ocupado por sus 
educandos en señal de adhesión a la huelga del magisterio. Junto con ello los 40 
alumnos del Instituto interrumpieron el tránsito en la Avenida Irarrázaval 
cubriendo la calle con ramas provenientes de la poda de árboles que anualmente 
se efectúa en esa época. Luego, acudieron al lugar de los hechos numerosos 
carabineros al mando del teniente don Alberto Méndez a fin de disolver a la 
manera acostumbrada la acción estudiantil. Pero esta vez los muchachos y 
muchachas habían tomado sus precauciones y, armados de garrotes que llevaban 
consigo, se enfrentaron valientemente con la fuerza policial, a la que apalearon 
sin consideración. El ataque fue dirigido especialmente contra el teniente 
Méndez, quien, después de sufrir un traumatismo encefalocraneano y numerosas 
lesiones en la cabeza y todo el cuerpo, debió ser internado en el Hospital de 
Carabineros con diagnóstico reservado. Se acusó de la agresión a los estudiantes 
señores Sergio Alfredo Pérez Molina, Lumi Videla Mora, Rubén Aedo 
Barrientos y la señorita Carmen Rodríguez Zúñiga, quienes fueron detenidos. 


Todo esto ocurrió el 16 de mayo de 1967.” 


Eso nos sitúa en el contexto de quiénes se trataba. Pero, en todo caso, el 
brigadier (r) Krasnoff no tuvo nada que ver con la detención de Pérez y Videla y 
en ninguna parte se ha probado su participación. En cuanto al derecho, es del 
caso recordar que el artículo 94 del Código Penal establece que la acción penal 
contra cualquier persona acusada de un crimen prescribe en diez años. Es decir, 


el 3 de noviembre de 1984 ya estaba prescrita en este caso. Esa prescripción se 
suspende si la acción penal se dirige contra el inculpado, y no se dirigió contra él 
antes del 3 de noviembre de 1984, 


Los jueces de izquierda, y en particular el ministro Solís, para violar la ley y 
condenar a los militares en casos como ése, habían hecho un invento: que los 
extremistas muertos habían sido secuestrados por los uniformados. Este es un 
artificio sin ninguna base, de partida porque el delito de secuestro, según el 
Código Penal, sólo lo cometen los particulares, pues cuando un agente del 
Estado priva de libertad a alguien “lo detiene”; y si lo hace ilegalmente, incurre 
en otro delito, que está específicamente descrito en el Código Penal; el de 
detención ilegal. 


El invento de Solís y otros jueces de izquierda consistía en presumir que las 
personas secuestradas seguían en poder de sus supuestos secuestradores, porque, 
decían, es “un delito permanente”, y por serlo, se sigue cometiendo 
indefinidamente. Luego, no puede haber prescripción. 


Pero hasta al juez Solís le empezó a dar vergüenza lo anterior, porque todo el 
mundo sabía (y él también) que los uniformados no mantenían a ningún 
guerrillero secuestrado treinta años después de su detención. Eso en cuanto a los 
hechos. Y en cuanto al derecho, una norma elemental del Derecho Penal, que se 
enseña en la primera clase del ramo, es que los delitos deben probarse (ésta es la 
presunción de inocencia, garantizada en la Constitución), de manera que si no 
estaba probado que el militar tenía secuestrada a una persona hasta hoy, no se le 
podía condenar por “secuestro permanente”. 


Pero muchos uniformados han sido condenados por ese delito que no existe en 
los hechos ni menos ha sido probado conforme al derecho. 


Con todo, los cerebros lavados aceptan ese abuso. 


Incluso hubo jueces que no eran de izquierda, pero ayudaron a buscarle esta 
“quinta pata al gato” y dijeron que el tema de la prescripción, como el de la 
amnistía, no podía declararse así como así, sino que debía quedar para el final de 
los juicios. 


Eso también es abiertamente ilegal, porque el art. 107 del Código de 
Procedimiento Penal ordena que, en esos casos, se debe poner inmediato término 
al juicio. 


Y además de ser ilegal es un chiste, porque los juicios de esta clase en Chile 
duran muchos años y se tiene la sensación de que no terminan nunca, al menos 
para quienes se mueren durante el proceso, como sucedió con el ex Presidente 
Pinochet.. Pero, tomándose de eso de que se puede dejar para la sentencia 
definitiva la resolución sobre la amnistía y la prescripción, perpetraron la 
ilegalidad e inconstitucionalidad de privar de su fuero al ex Presidente Pinochet, 
en 1999. 


Las leyes poco pueden contra la “corriente dominante”. 


Jurisprudencia Acerca de cómo Violar la Ley 


No todos los jueces actuaron así, porque hubo una minoría respetable de 
magistrados honestos y verdaderos hombres de derecho que votaron en contra de 
ese desafuero. 


En todo caso, a Solis et al les dio vergiienza seguir con la evidente ficción de que 
los militares mantenían personas presas treinta años después de que las habían 
detenido. Entonces se cambiaron a otra ficción: la de que la ley internacional, 
supuestamente obligatoria para Chile, decía que matar guerrilleros era un crimen 
de guerra y un delito de lesa humanidad. 


Y empezaron a condenar con ese argumento. Pero a veces la Corte Suprema, 
cuya sala penal ocasionalmente queda integrada por una mayoría que respeta la 
legalidad (a estas alturas ya eso es muy excepcional), acogió las excepciones de 
amnistía y prescripción y desechó las querellas de los abogados de izquierda. 
Debe decirse que, si éstas prosperan, derivan en millonarios pagos (van desde 
decenas de millones a centenares de millones de pesos) por cada terrorista 
muerto. 


Pues en Chile se considera que la toma del poder por las armas, que es lo que se 
proponían los grupos guerrilleros MIR y FPMR, era un objetivo tan laudable que 
impedir su consecución debe dar lugar a una indemnización cuantiosa. En 
verdad, se trataba de un “objeto ilícito”, que nunca podría dar lugar al pago de 
una indemnización por parte del Estado por el hecho de que los agentes de éste 
frustraran la consecución del objeto ilícito. 


Pero esta segunda ficción, de que la ley internacional impide aplicar la amnistía 
y la prescripción, también cae por su propio peso, pues la legislación 
internacional está escrita en la Resolución N° 2391 de fecha 26 de noviembre de 
1968 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, que acordó el Tratado 
sobre la Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de Lesa Humanidad. 


Ese tratado tiene un preámbulo, donde la ONU dice que la legislación interna de 
los países impide el enjuiciamiento y castigo de esos crímenes, de modo que el 
tratado, para regir en algún país, debe ser aprobado por los órganos competentes 
del mismo, que en el caso de Chile son el Ejecutivo y el Legislativo. 


Ese tratado no ha sido aprobado por Chile y, por tanto, no rige acá. Y aun si 
fuera aprobado, sólo podría ser aplicado a delitos cometidos después de su 
vigencia, como lo establece el “principio de legalidad”, tan antiguo como el 
Derecho Penal mismo y recogido por la Constitución chilena, y que se precisa 
más abajo. 


Dicho sea de paso, el referido Tratado no ha sido suscrito por ningún país 
occidental. 


Violación de Bases Ancestrales del Derecho 


El principio de legalidad es básico en el derecho penal y según él sólo puede 
castigarse una conducta que esta de antemano descrita y prohibida en la ley y 
que tiene establecida una sanción. Está reconocido en nuestra Constitución (art. 
19 N°3): 


“Nadie puede ser condenado, si no es juzgado legalmente y en virtud de una ley 
promulgada antes del hecho sobre que recae el juicio.” 


Este principio también se halla establecido en tratados internacionales suscritos 
por Chile y vigentes en el país, como la Declaración Universal de Derechos 
Humanos (art. 11, párrafo 2), el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos de 1966 (art. 15, párrafo 1) y la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos (art.9). 


En dos sentencias contra uniformados de 2007, tanto los ministros sumariantes 
Sergio Muñoz y Joaquín Billard, como las Cortes de Apelaciones de Santiago y 
Suprema, sin embargo, trasgredieron tanto el básico principio de legalidad como, 
asimismo, todos los tratados señalados vigentes en Chile. En numerosos otros 
casos ha sucedido lo mismo. Y a nadie le ha importado nada y tampoco, después 
de que un prestigiado profesor de Derecho ha señalado públicamente el 
atropello, NADIE HA DICHO NADA. 


Es que, para los uniformados chilenos que combatieron al terrorismo, no hay 
estado de derecho. 


Juristas Opinan 


El profesor de Derecho Internacional de la Universidad Católica, Hernán Salinas 
Burgos, lo dejó claramente establecido así en un artículo publicado en la página 
A-2 de El Mercurio del 05.02.05. No tuvo réplica alguna, porque era irrefutable 
y clarísimo. En él se señalaba que, con tal de condenar a los uniformados 
procesados, “a través de una errónea interpretación de las disposiciones de los 
Convenios de Ginebra de 1949, se vulnera abiertamente el principio de 
legalidad”. 


Dos días después el profesor y doctor en Derecho Juan Ignacio Piña Rochefort 
se refería a otro “invento” de los jueces de izquierda para poder burlar la ley y, 
así, condenar a uniformados que de otro modo deberían ser absueltos. Es la 
ficción de “secuestro permanente”, que es ficción en más de un sentido, pues se 
encuentra tipificado en el título “Delitos Contra las Personas Cometidos por 
Particulares”. La realidad jurídica es que, en caso de que un agente del Estado 
prive de libertad ilegalmente a una persona, incurre en un tipificado en otro título 
y es el de detención ilegal. 


Pero, obviamente, los jueces de izquierda no pueden recurrir a esta figura, 
porque los imaginarios “detenidos ilegalmente” tendrían que estar en algún 
recinto penal público y todos, comenzando por ellos mismos, saben que no lo 
están. Entonces “inventan” que los militares son “particulares” y los juzgan por 
secuestro. 


Pero como no hay nadie secuestrado, “inventan” que el delito de secuestro “es 
permanente”, es decir, presumen que si alguien fue privado de libertad, sigue 
para siempre en esa condición, aunque nadie lo haya probado. Pues un delito 
sólo puede ser “permanente” cuando se ha probado que sigue ocurriendo 
permanentemente. Eso habría que probarlo, pues la base de todo el derecho 
penal mundial de todas las épocas, e incluso en naciones donde al Estado de 
Derecho no rige cuando hay consideraciones políticas de por medio, reside en 
que los delitos hay que probarlos. El propio Código de Procedimiento Penal dice 
que la existencia del hecho punible es la base de todo juicio criminal. 


Como la ficción de los jueces es tan ostensiblemente falsa, el profesor Piña 
escribe: 


“Si los jueces han podido llegar a la verdadera convicción de una inveracidad 
que es eficaz a pesar de ser irracional, los ciudadanos ya no sabremos qué 
esperar cuando nos sometamos a su jurisdicción.” 


Bueno, pero las mayorías izquierdistas de nuestras cortes se dan por satisfechas 
con decir en los fallos “delito de lesa humanidad” o “convenciones de Ginebra” 
o “la ley internacional” o, lo que es lo mismo “jus cogens”, “principios generales 
del derecho internacional humanitario” o cualquier generalidad sin base, y 


condenan a los uniformados. 


Lo pintoresco es que hasta los propios abogados de izquierda saben que la tesis 
de la imprescriptibilidad y de la inamnistiabilidad carece de fundamento. Por eso 
dos de ellos, que eran a la vez senadores socialistas, Alejandro Navarro y José 
Antonio Viera-Gallo, presentaron en 2004, en el Senado, una moción de ley para 
incorporar a nuestra legislación los “delitos de lesa humanidad” y hacerlos 
imprescriptibles e inamnistiables. Y más recientemente el diputado Juan Bustos 
(PS), también querellante contra uniformados, ha presentado otra moción de ley 
en igual sentido, reconociendo así que la amnistía y la prescripción están 
legalmente vigentes. 122 


¿Qué mejor prueba de que no existen en nuestra legislación? 


Por lo demás, como lo ha expresado el mismo profesor de Derecho, Juan Ignacio 
Piña, 193 


“ ...en la Convención de Ginebra, también en el Estatuto de Roma y en la 
Convención Internacional sobre Desaparición Forzada de Personas, no se 


establecen tipos penales, sino deberes de incriminación que el Estado chileno 
debe cumplir (...) Luego, si no hay tipos penales, el argumento de la Corte (nota 
del autor: la Corte Suprema había señalado que no cabía aplicar esos tratados 
internacionales porque no estaban vigentes al cometerse los hechos) en ese 
sentido es equivocado por ello y no porque los tipos penales no hayan estado 
vigentes al cometerse los hechos. Tampoco están vigentes hoy día. La 
ratificación de esos instrumentos no los transformó (a los hechos) en delitos 
para el ordenamiento jurídico chileno y, mucho menos, en delitos 
imprescriptibles. Lo que emana de esos instrumentos es un mandato de 
incriminación al legislador, un mandato que hasta el día de hoy no se ha 
cumplido(...) Por lo tanto la argumentación sobre la base de los tratados 
internacionales ratificados por Chile, aun cuando se amparen en el artículo 5° 
inciso 2° de la Constitución, es equivocada.” 


Los Más Débiles e Indefensos de Todos 


Pero como los uniformados no tienen instituciones que los defiendan, porque los 
mandos de las mismas son sumisos a la corriente política dominante, que ya por 
diecisiete años encabeza la Concertación de centroizquierda, sus hombres van a 
la cárcel sin ninguna justificación legal. Carecen del derecho básico con que 
nace todo chileno, el de que se le apliquen las leyes tanto en lo favorable como 
lo adverso. Es decir, son genuinamente presos políticos, porque no hay ningún 
fundamento legal para privarlos de libertad y, sin embargo, están presos. 


Algunos fallos aducen las Convenciones de Ginebra para no aplicar la 
prescripción y la amnistía, pero no hay ninguna duda de que dichas 
Convenciones nada dicen acerca de la prescripción. Tanto es así que en 
Alemania se dictó una ley, el 13 de abril de 1965, ampliando los plazos de la 
prescripción en ese país para poder castigar crímenes de guerra o de lesa 
humanidad cometidos durante la II Guerra Mundial. 


Y por eso se acordó en la ONU dictar el Tratado de Imprescriptibilidad, que no 
rige en Chile por no haberlo aprobado el país. 


Se suele aducir el art. 32 común a las Convenciones de Ginebra para impedir la 
aplicación de la amnistía y la prescripción, pero esa norma es aplicable a “un 


conflicto armado que no sea de índole internacional y que surja en el territorio de 
una de las altas partes contratantes”, todo lo cual supone, en mayor o menor 
medida, la existencia de bandos contendientes y hostilidades sostenidas de orden 
militar, situación que no se dio en Chile. 


El Protocolo Adicional de La Haya N° 2, de 1977, desarrolló y completó el 
referido art. 3° común de los Tratados de Ginebra, extendiendo la protección 
humanitaria a los conflictos que tienen lugar en el territorio de una alta parte 
contratante entre sus fuerzas armadas y fuerzas armadas disidentes o grupos 
armados organizados que, “bajo la dirección de un mando responsable, ejercen 
sobre una parte de dicho territorio un control tal que les permita realizar 
operaciones militares sostenidas y concretas y aplicar el presente protocolo”. Y 
añade que no se aplicará a “situaciones internas y disturbios interiores tales 
como los motines, los actos esporádicos y aislados de violencia y otros actos 
análogos que no son conflictos armados”, que fue lo que hubo en Chile. 


Pero toda la anterior discusión está demás, pues para desvirtuar la afirmación de 
que los Convenios de Ginebra impiden la amnistía y la prescripción basta leer el 
art. 6° N° 5 del referido Protocolo Adicional, donde se recomienda que “al 
término de las hostilidades, las autoridades en el poder procurarán conceder la 
amnistía más amplia posible a personas que hayan tomado parte en el conflicto 
armado, sin poner limitación alguna a los ilícitos que pueda considerar la 
eventual ley de amnistía”. Y no menciona siquiera que no habrá prescripción. 


Incluso en la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de 
Personas, tras establecer ella que tal delito no estará sujeto a prescripción, añade 
que “cuando exista una norma de carácter fundamental que impidiera la 
aplicación de lo estipulado en el párrafo anterior, el período de prescripción 
deberá ser igual al del delito más grave en la legislación interna del respectivo 
Estado Parte”. 


Este Tratado se encuentra en vigor desde el año 1996 y si estableciera la 
imprescriptibilidad, no podría aplicarse a hechos anteriores, por la 
irretroactividad de la ley penal. En todo caso, reconoce la vigencia de la 
prescripción cuando la establece una ley fundamental interna del respectivo país. 


En consecuencia, los principios de derecho internacional o jus cogens no 
derogan la prescripción en Chile. Pero los jueces, por sí y ante sí, la han 
derogado. 


Párrafo aparte merece el hecho de que dar muerte a una persona perteneciente a 
un grupo guerrillero puede constituir un delito, de acuerdo con la legislación 
interna, pero de ninguna manera es un “crimen de lesa humanidad” o un “crimen 
de guerra”, como los definió el tribunal de Núremberg después de la IT Guerra 
Mundial. Como ya vimos, esos delitos no están tipificados en nuestro 
ordenamiento legal. 


Además, aunque se tratara de violaciones al Derecho Internacional Humanitario, 
la prescripción es plenamente aplicable. 


Pues, repetimos, Chile no es parte de la Convención sobre Imprescriptibilidad de 
los Crímenes de Guerra y de Crímenes de Lesa Humanidad del año 1968. Y de 
acuerdo con el art. 26 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los 
Tratados, que determina cuándo se aplican, éstos sólo obligan a quienes son 
parte en ellos, es decir, a los Estados que los han suscrito y aprobado de acuerdo 
a su legislación interna. 


Y aquella convención sobre imprescriptibilidad, en todo caso, no pertenece al 
Derecho Internacional Consuetudinario, también llamado “costumbre 
internacional”. Ni siquiera ha sido ratificada por una mayoría de países. En el 
mismo sentido, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, vigente 
en Chile desde 1989, y la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que 
rige acá desde 1990, no contemplan normas que establezcan imprescriptibilidad 
de los crímenes contra la Humanidad. Y en ambos, al momento de ratificarlos, 
Chile hizo expresa reserva de que el reconocimiento de competencia se refiere a 
hechos posteriores a su ratificación. 


Asimismo, la autolimitación del ejercicio de la soberanía nacional respecto de 
los derechos humanos, incorporada en el art. 5°, inciso segundo, de la 
Constitución, opera sólo desde el 17 de agosto de 1989, fecha de la publicación 
de la ley que reformó la Constitución a ese respecto. 


Justamente la ONU ha hecho referencia al apartheid y al genocidio como 
constitutivos de esa clase de crímenes, ninguna de cuyas situaciones, como es 
público y notorio, se presentaron en Chile. Sólo una mente afiebrada, como la 
del juez español Baltasar Garzón, ex diputado socialista, ha podido sostener 
públicamente que en Chile hubo genocidio. 


Poder Judicial Fuera de la Constitución 


Un estudiante del primer curso de Derecho Penal sabría que para condenar a 
algún chileno por un delito de lesa humanidad éste tendría que estar tipificado en 
el Código Penal o en alguna ley o en algún tratado suscrito por Chile y 
legalmente aprobado como ley acá, y vimos recién que no lo está. 


Porque en el primer curso de Derecho Penal los profesores citan el adagio latino 
elemental: “nullum crimen, nulla poena, sine lege previae scripta”. “No hay 
crimen ni hay pena sin una ley previa escrita.” 


Pero en Chile los jueces de izquierda dicen que hay delito sin ley previa. Por lo 
cual podríamos lícitamente concluir que no están en condiciones de aprobar el 
primer curso de Derecho Penal. Claro, cumplen con el requisito “académico” de 
tener respaldo de la mayoría política dominante. 


Ni tampoco los jueces aprobarían el curso de Derecho Constitucional, pues la 
Carta Fundamental dice, en su art. 19 N° 3, inciso séptimo: 


“Ningún delito se castigará con otra pena que la que señale una ley promulgada 
con anterioridad a su perpetración, a menos que una nueva ley favorezca al 
afectado. ” 


Además, todo el mundo sabe que dar muerte a un terrorista no es un delito de esa 
índole, porque si lo fuera no habría ningún gobernante de países en que haya 
grupos terroristas que estuviera hoy libre de ser procesado. 


En Chile, por tanto, hay un Poder Judicial que no “somete su acción a la 
Constitución y a las normas dictadas conforme a ella” (contrariando el art. 6° de 
la misma) y sí “se arroga autoridad y derechos que no le han sido expresamente 
conferidos en virtud de la Constitución o las leyes”. Ello, según el artículo 7° de 
la Constitución, acarrea la nulidad de sus actos y debería originar 
responsabilidades y sanciones. 


Pero todo eso es letra muerta, porque en materia de los llamados “juicios sobre 
derechos humanos” el Estado de Derecho ha dejado de imperar en Chile. 


Si Uno lo Hiciera Iria Preso 


Si usted o yo inventáramos en cualquier documento o declaración, destinado a 
obtener algo de un particular o del Estado, falsedades equivalentes a las que ha 
inventado el ministro de fuero Alejandro Solís, por ejemplo, para acusar al 
brigadier (r) Miguel Krassnoff del secuestro de doña Lumi Videla, nos meterían 
presos sin más. 


Tenga un poco de paciencia y lea las supuestas declaraciones de Miguel 
Krassnoff que citó e hizo valer en el auto acusatorio el ministro Solís, como si se 
refirieran a Videla o Pérez: 


1) La de fs. 1.274. ¡No tiene nada que ver! Esa declaración fue prestada en el 
proceso relativo al señor Chanfreau, sin ninguna referencia a casos Videla y 
Pérez. 


2) La de fs. 1.289. ¡Tampoco! Esa declaración es sobre el caso del señor Tormen 
y no se le interrogó ni dijo nada sobre las personas de Videla y Pérez. 


3) La de fs. 1.285, casos Ramírez Rosales y Cortés Joo. ¡Lo mismo! Ni una sola 
pregunta ni respuesta sobre casos Videla y Pérez. ¡Otra mentira! 


4) La de fs. 1.291, caso Cortés Joo. ¡Otra vez! No hay referencia alguna a Videla 
y Pérez. 


5) La de fs. 1.297. ¡No se preguntó nada al respecto! Fueron 90 casos, entre los 
cuales está el de Lumi Videla. Pero el juez no interrogó sobre ese caso al 
inculpado ni en qué forma habría participado en él. Además, esa causa fue 
sobreseída por el Juzgado Militar competente. Apelada la resolución, fue 
confirmado el sobreseimiento por la Corte Marcial. Recurrida esta resolución 
ante la Corte Suprema, ésta confirmó el sobreseimiento. Es decir, hay cosa 
juzgada en el caso. 


6) La de fs. 1.504, ¡Tampoco tiene nada que ver!. Es sobre participación de 
Krasnoff en la DINA, con cero referencia a Videla o Pérez. 


7) La de fs. 1.309, ¡nada!. Se le pregunta a Krassnoff sobre una lista de 54 
personas, entre las que aparece Lumi Videla, pero no se le pregunta nada sobre 
ella ni su participación en los hechos que la afectaron. 


8) La de fs. 1.316, sobre su participación en la DINA, ¡tampoco! Cero referencia 
a Videla o Pérez. 


9) La de fs. 1.330, ¡ninguna referencia!. Se trata de una larga lista de personas, 
entre las que aparece Sergio Pérez, pero no se le pregunta al imputado nada 
sobre éste. 


En consecuencia, Krassnoff es acusado y condenado sobre la base de nueve citas 
infundadas y por un hecho en el cual, en todo el expediente, no hay una sola 
prueba ni referencia de que él haya participado. 


Al contrario, el hermano de Lumi Videla, Lautaro, atestiguó en el caso a favor de 
la inocencia de Krassnoff. O sea, un testimonio legítimo e irrefutable (pues 
proviene del hermano de una víctima del delito), es anulado citando nueve 
antecedentes infundados. 


Además, todas estas supuestas declaraciones aducidas por el juez para acusarlo, 
que no se refieren al delito investigado, ni siquiera pertenecen al proceso, sino 
que son fotocopias sacadas de otros procesos y agregadas al de Videla-Pérez, de 
tal manera que no corresponden a interrogatorios formulados en él. 


Es decir, Krassnoff ha sido acusado y condenado a diez años por la muerte de 
Lumi Videla y a cinco por la desaparición de Sergio Pérez, en un expediente en 
que, uno, hay prueba de su inocencia; dos, no hay ninguna prueba de su 
culpabilidad y, tres, en el cual ni siquiera ha sido legalmente interrogado 
(declaración indagatoria), como lo manda el Código de Procedimiento Penal.13 


¿Se llama eso debido proceso? 


Unos Más Iguales que Otros 


A propósito de inconsecuencias, hace unos años tuvo lugar una digna de 
mención cuando el abogado Fidel Reyes dedujo acción judicial contra los 
dirigentes de izquierda que organizaron el terrorismo en Chile. Como los 
tribunales desconocían la amnistía y la prescripción a los militares, y creyendo 
en la igualdad ante la ley, Reyes supuso que esas eximentes tampoco 
beneficiarían a los mentores del terrorismo de izquierda, y se querelló contra las 
autoridades del Partido Comunista, que habían organizado el FPMR. ¿En qué 
país vive Fidel? Por supuesto, los tribunales, que podrán desconocer las leyes 
pero no la política, desecharon su acción por estar prescrita. 


Y el Director de Impuestos Internos, anunció, tras la aparición de las cuentas del 
Riggs, que la evasión tributaria del general Pinochet sumaba alrededor de cuatro 
millones de dólares. Pero ese banco había informado, según el Informe del 
Senado norteamericano, que Pinochet mantuvo en él depósitos de entre cuatro y 
ocho millones de dólares. Luego, se le estaba cobrando impuestos de entre el 50 
y el 100 por ciento de sus depósitos. ¿También la tasa del impuesto a la renta es 
más alta para los uniformados? 


Lo más notable fue que, apenas publicada la noticia anterior, el Ministro de 
Hacienda del gobierno de Ricardo Lagos, Nicolás Eyzaguirre, afirmó muy serio 
ante la prensa y la televisión que ése era un ejemplo de cómo en Chile la ley se 
aplica a todos por igual, añadiendo que cualquier evasor quedaría sujeto a 
similares consecuencias. 


¡Epa! A comienzos de 2003, gracias al ex ministro de Obras Públicas Carlos 
Cruz, nos enteramos de que los hombres de gobierno recibían, cada fin de mes, 
un sobre clandestino con billetes adicionales a su sueldo legal, y no lo 
declaraban. 


Pero Impuestos Internos no se querelló contra ellos por la correspondiente 
evasión tributaria y dictaminó que carecía de facultad legal para investigar 
gastos reservados. ¿Y cómo la tenía en el caso de Pinochet, pues se afirmaba que 
sus depósitos en el Riggs provenían de uso de gastos reservados? 


Luego, los parlamentarios aprobaron rápidamente una ley que cohonestó los 
sobres ilegales (“hecha la trampa, hecha la ley”) y les subió los sueldos a los 
ministros en los mismos casi dos millones de pesos y al Presidente en tres (de lo 
cual colijo que el sobre con billetes del Presidente era un cincuenta por ciento 
más grueso que el de sus ministros). 


Si somos iguales ante la ley, como dijo Nicolás, sin duda hay algunos mucho 
más iguales que los demás. 


A propósito de igualdades el historiador Gonzalo Vial ha escrito lo siguiente: 


“Los años 2003 y 2004 se despacharon leyes de origen concertacionista, que 
permitieron la libertad de numerosos condenados por terrorismo, los cuales 
habían cumplido diez años de cárcel a raíz de crímenes cometidos en 
democracia. Justificación: cooperar a la ‘paz social’. La Iglesia Católica dio a 
esta iniciativa un fuerte apoyo. Fue ley gracias a la Alianza. 


Al mismo tiempo, senadores aliancistas y concertacionistas planteaban un 
proyecto con igual rebaja de pena, y la misma exigencia de haber completado 
diez años de prisión efectiva, para los autores de delitos contra los derechos 
humanos cometidos durante el régimen militar. 


El año pasado, la Cámara Alta rechazó la iniciativa. La ‘paz social’ ya no 
importaba. La Iglesia no se interesó (...) 


Hay una perfecta asimetría al abordar los atropellos a los derechos humanos del 
régimen militar (la severidad y persecución vistas), y al abordar el terrorismo 
comunista del Frente Patriótico Manuel Rodríguez o del MIR (indulgencia aun 
secreta y vergonzante admiración). ... 


No hace muchos meses, el jefe directo del frustrado magnicidio contra Pinochet 
del año 1986, fue objeto de un homenaje público por parte de un grupo de 
parlamentarios, quienes le ofrecieron un almuerzo en el comedor oficial de la 
Cámara. No era visible, pero sobre los manteles del ágape, corría y goteaba la 
sangre de los cinco escoltas presidenciales, totalmente inocentes, ultimados en 
ese crimen. Que yo sepa, nunca el homenajeado ha sufrido la menor molestia 
por su *hazaña””.135 


Venganza y Odio 


El mismo historiador ha opinado, respecto de los juicios contra uniformados, lo 
siguiente:136 


“La actual o futura persecución judicial de estos delitos —ninguno de los cuales 
puede haber ocurrido (hace menos) de dieciocho años, y la gran mayoría 
perpetrados treinta y cinco años ha, no tiene límite de tiempo... puede comenzar 
hoy, o mañana, o en veinte años más, o todavía después. 


Esto, adicionalmente, cualquiera que sea la participación del perseguido en los 
hechos. ¿Prueba? El ‘caso Santelices”. Los querellantes(...) piden se procese a 
un entonces subteniente de Ejército de veinte años de edad por la eventualidad 
—no establecida aún— de que actitudes suyas hayan cooperado indirectamente 
(nadie lo acusa de hechoría) a un crimen... 


Por esta mera posibilidad, además, sin condena, sin procesamiento, y habiendo 
existido una indagación criminal seis años atrás que le fue favorable, ha perdido 
el militar referido su carrera, que había llegado al generalato. Las asociaciones 
de víctimas estiman que no puede conservarla quien haya tenido “involucración” 
en un crimen así. ‘Involucracion’ que no es un término legal ni judicial y que 
nadie define... pero que el Gobierno, el Ministro de Defensa, el del Interior, etc., 
comparten y ratifican. Y que aún el Ejército y las otras ramas de las Fuerzas 
Armadas parece que, al callar, otorgaran. ... 


Lo anterior no es justicia —no puede serlo, ya que no intervienen los tribunales 
—y si no es justicia es venganza, y por tanto es odio. 


Sé que parte de lo que está sucediendo es culpa de nuestros jueces, y en especial 
de la Corte Suprema. Su indolencia ha permitido que procesos de esta clase, que 
duran larguísimo tiempo, no lleven visos de terminar. ¿Cómo no va a ser 
absurdo que habiendo el subteniente concurrido a declarar hace seis años, en el 
juicio de marras, que lleva en total diez, todavía no se halle condenado, 
sobreseído o absuelto?(...) Por otra parte, la siesta suprema es causa de que 
existan jurisprudencias contradictorias —incluso de la misma sala del máximo 
tribunal y de un día para el otro— en muchas materias claves para los juicios de 
derechos humanos, por ejemplo sobre prescripción, amnistía de 1978, etc. Y 
jurisprudencias estrafalarias de los jueces inferiores, como ser la de “secuestros 
permanentes” que duran decenios, o la de responsabilidades criminales ‘por la 
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verticalidad del mando’. 


Todas esas inconsecuencias quedan impunes y ni siquiera son ampliamente 
criticadas en la actual sociedad chilena, merced al lavado cerebral de que la 
misma ha sido objeto. Practicado éste, la izquierda es, entonces, “buena” por 


antonomasia, haga lo que haga; y el régimen militar es “malo”, y toda pena es 
insuficiente para castigar su maldad. Y uno de los bandos en la lucha armada “se 
esfuma”, y por eso quien era Comandante en Jefe del Ejército en 2003, general 
Juan Emilio Cheyre, uno de los cerebros mejor lavados (o autolavados) del país, 
se refería a “las víctimas” (léase: “el ejército terrorista”), por una parte, y 
“nuestros camaradas”, por la otra. 197 


“No me Ayude, Compadre” 


El 12 de noviembre de 2003 yo mismo referí en El Mercurio, p. A3: 


“Hace dos semanas fui a visitar a un dignísimo oficial, (no doy su nombre por lo 
que se explica a continuación) preso por un delito en el que no tuvo parte 
alguna y del que se enteró a través de los periódicos: el asesinato del general 
Prats y su cónyuge: 


— ¿Y usted no le ha dicho al juez que no tuvo nada que ver en esto?— le inquirí. 
— Si. 
— Y él, ¿qué dice? 


— Que sabe que no tuve nada que ver, pero que le interesa saber más acerca de 
la Dirección de Inteligencia Nacional. Y cuando vino la señora Servini de 
Cubría de Argentina y le dije lo mismo, me replicó en idéntica forma, pero en su 
caso quería interrogarme sobre el Plan Cóndor. 


— ¿Y por qué no denuncia públicamente estos atropellos, como lo hizo el 
brigadier Krassnoff, a quien le aconsejé salir a la luz pública y logró mucha 
repercusión? — le pregunté. 


— ¿Usted quiere que me pase lo mismo que al brigadier?— me replicó. 
— ¿Qué le sucedió ?>— inquirí, sorprendido. 


— Que después de seguir su consejo y defenderse públicamente, fue citado al 


tribunal, y allí una turba de izquierda lo atacó, le cortó la cara con un gollete de 
botella y le propinó golpes que le botaron un diente. 


En consecuencia, resolví continuar diciendo las cosas que nadie dice, pero 
abstenerme de seguir dando consejos. ” 


La conducta de los jueces que interrogaron al oficial referido es constitutiva del 
delito de extorsión tipificado en el art. 157 del Código Penal. El sector más débil 
de nuestra sociedad, constituido por las Fuerzas Armadas y Carabineros, no se 
atreve a impetrar a aplicación de este artículo, ni la de muchos otros, y debe 
resignarse a vivir fuera del Estado de Derecho y sometido a la dictadura de los 
jueces de izquierda, la peor de todas, porque, como escribió Tocqueville, “es la 
única que no tiene remedio.” 


Historia de un Carabinero 


Me llegó por correo electrónico la siguiente carta de un policía uniformado, 
Primitivo José Castro Campos, C. I. N° 6.397.367-K, que doy a conocer a quien 
quiera enterarse de su historia (menos al Cuerpo al que perteneció, ciertamente, 
que tratándose de este tema mira para arriba): 


“Tengo 55 años, he vivido siempre en Talca. Les quiero contar una historia de 
ayer y de hoy. 


Ayer: 


Al 22 de junio de 1974 tenía el grado de cabo segundo de Carabineros, y a las 
21.30 de ese día me encontraba de uniforme en servicio en la vía pública, en 
calle 1 Sur esquina 11 Oriente de Talca, en una caseta que allí había, junto al 
carabinero-alumno Eleazar San Martín Mella. 


En esa situación vi a una persona que venía por 1 Sur al oriente, caminando por 
la vereda, pero pegado a los locales, con un bolso de esos que llamaban 
‘olímpicos’ en esa época. Me llamó la atención y cuando lo observé a una media 
cuadra de distancia y él se percató de ese hecho, entró a una panadería, desde 
la que salió minutos después. Le ordené entonces a San Martín que lo trajera 


para un control, atendiendo su actitud y las condiciones de ese tiempo. El 
hombre se resistió inicialmente a venir a la caseta, pero lo hizo, dejando el bolso 
en el suelo. Allí San Martín inició el cacheo, y cuando lo revisaba en la cintura, 
me gritó que tenía allí un arma. En ese momento la persona lo golpeó en la 
cabeza, desmayándolo, quedando éste con una lesión en la cabeza, y se 
abalanzó sobre mí, iniciándose una lucha cuerpo a cuerpo donde él quería 
apoderarse del fusil que yo portaba. Logré en la refriega botar el cargador del 
SIG, mientras le gritaba a San Martín que pidiera ayuda por radio. Como era 
más alto y fuerte que yo, logró escapar con el fusil. Inicié la persecución y logré 
alcanzarlo en menos de una cuadra. Giró y equivocadamente pasó bala en el 
fusil, botando el proyectil de la recámara, por lo que percutó en vacío. Se llevó 
la mano a la cintura en busca de su arma, pero yo antes le disparé, cayendo él 
herido en el pecho, pereciendo allí minutos después. 


Llegaron mis superiores al lugar, los que efectuaron el procedimiento. Se revisó 
el bolso, el que bajo varios panes tenía 12 cartuchos de dinamita exudada. La 
persona fallecida, de la que por respeto sólo daré sus iniciales, C: F: H:, resultó 
ser de la zona de Los Ángeles.. Su cuerpo, junto al arma que portaba, el bolso y 
su contenido, fueron llevados a la Tercera Comisaría, procediéndose luego del 
trámite de rigor a su entierro en el Cementerio de Talca. 


La institución puso los antecedentes en conocimiento de la Fiscalía de Talca, 
dependiente del Tercer Juzgado Militar de Concepción, por ser yo carabinero y 
el hecho un acto de servicio, donde se siguió la causa rol 039-74.Presté 
declaraciones, y el 24 de diciembre de 1974 se dictó sobreseimiento definitivo, 
lo que se notificó con fecha 27 de diciembre de ese mes y año, quedando firme y 
ejecutoriado. Luego de esa resolución, la institución me felicitó por mi 
actuación en el procedimiento policial señalado, lo que se incorporó a mi hoja 
de vida. 


En los años siguientes continué en Carabineros, ascendi, trabajé en el área de la 
policía forestal hasta jubilar, hace pocos años, con el grado de suboficial. 


Hoy: 


En el año 2004, treinta años después, se inició una causa por querella de los 
hijos del fallecido, con el patrocinio del abogado sr. Celedón, basándose en que 
el informe de la Corporación de Reparación y Reconciliación dijo que había 
sido una víctima de la violencia política. De alguna manera salió mi nombre y 


fui citado ante el juez sr. Bernales, al que le conté lo mismo que relaté antes, 
pues no tengo nada que ocultar. Estuve detenido unos días al ser procesado, se 
me designó un abogado de turno, el sr. Mauricio Oviedo, el que no asumió por 
razones de conciencia, a raíz del tema de la causa, según dijo. Eso me obligó a 
tomar a un abogado y recurrí al sr. Morrison, el que sólo luego de convencerse 
de mi situación, asumió y me representó. Más adelante la causa la tomó la 
ministro Sra. Venegas, a quien le relaté lo mismo, y lo mantuve en los 
interrogatorios, careos y reconstitución de escena. 


El tribunal obtuvo las copias certificadas del sobreseimiento definitivo dictado 
treinta años antes. Ello después de las dificultades para obtener esa 
información, por el tiempo transcurrido y la poca colaboración de las 
instituciones. Y con fecha 22 de noviembre de 2006, la Sra. ministro resolvió 
absolverme por ‘haber recaído en esos mismos hechos sentencia firme, a través 
de un sobreseimiento que tiene fuerza de sentencia absolutoria y además por 
encontrarse extinguida la responsabilidad penal por prescripción de la acción 
penal’. 


Sin embargo, la Corte de Apelaciones de Talca, por resolución de 30 de abril de 
2007, firmada por los ministros Sres. Biel y Meins y el abogado integrante sr. 
Sánchez, procedió a dejar sin efecto ese fallo, yendo contra lo resuelto por la 
Sra. ministro y lo recomendado por el fiscal de la Corte, sr. Lorca., y me 
condenó como autor de homicidio a cinco años y un día, sin beneficio alguno, 
fundando el fallo en que se trataría de un delito de lesa humanidad, 
imprescriptible, que los tratados en materia de derechos humanos así lo indican 
y que no hay certeza de que sean efectivos los certificados de la causa seguida el 
año 1974, porque no se cuenta con la causa. 


He planteado un recurso de casación en el fondo para ante la Corte Suprema, 
pero se me ha dicho que a raíz de lo resuelto por esa Corte en septiembre 
pasado, en el caso Almonacid, , mis posibilidades son nulas, así es que ya me 
estoy preparando para cumplir mi condena. 


Conclusión: 


1. Los hechos que relaté corresponden a una situación netamente policial, yo no 
pertenecía ni pertenecí a órganos de seguridad, no sabía quién era la persona 
con la que me enfrenté, sus ideas, lo que portaba. Actué en cumplimiento de mi 
deber. 


2. Se me aplica por la Corte tratados internacionales que no están ratificados 
por Chile (la Corte así lo reconoce en su fallo) y que por ello no son aplicables 
ni están vigentes en nuestro país, como lo dice la Constitución. 


3. Que esta causa tiene un fin económico: demandar al fisco por mi acto. 
Primitivo José Castro Campos, suboficial (r) de Carabineros. 
Talca, 31 de mayo de 2007.” 


Frente casos de completa indefensión, ilegalidad, indebido proceso, como el 
señalado ¿tengo o no razón para decir que el Estado de Derecho no rige para los 
uniformados y que éstos son el sector más débil de la sociedad? 


Persecución Judicial Ilegal 


El historiador Gonzalo Vial también escribió en La Segunda, una columna 
titulada “Un Silencio Ensordecedor”. 198 Extraigo de ella las siguientes citas: 


“El Debido Proceso y Los Juicios de Derechos Humanos: 


Desgraciadamente, en muchas de las causas señaladas: A) No se está 
observando la norma fundamental que rige la aplicación del derecho penal: el 
debido proceso, y B) la Corte Suprema, la única que puede enmendar una 
situación semejante, no lo ha hecho. 


La mayoría de estos juicios se prolonga larga e indefinidamente, sin visos de 
término. Uno célebre, el de la llamada “caravana de la muerte”, pronto llevará 
ocho años sin finiquitarse. (...) 


En seguida, la mayoría de dichos juicios se refiere a detenidos desaparecidos y 
se basa en considerarlos hoy víctimas de un secuestro ocurrido hace mínimo 
dieciséis años y que se prolongaría hasta la actualidad (...) las víctimas vivas y 
en poder de sus abductores de entonces, que los mantendrían —este momento 
mismo—y que, aún después de sentenciados, se negarian hoy a devolverles las 
libertad. 


Semejante composición de lugar conduce a que los procesados y ya muchas 
veces condenados secuestradores de entonces no hayan podido invocar ni la 
amnistía de 1978, ni la prescripción (término de la responsabilidad penal por el 
transcurso del tiempo). 


No puede haber debido proceso —un proceso que respete los derechos 
elementales del acusado y su defensa— que parta de una falsedad que todos 
saben ser tal. 


Adviértase que los tribunales involucrados han sido y son los del antiguo 
procedimiento penal, es decir, tribunales investigadores cuyo deber estricto era 
y es indagar con idéntica acuciosidad e imparcialidad, no sólo el secuestro sino 
la muerte (que por cierto no son excluyentes). 


Adviértase asimismo que, muy al contrario de lo que suele creerse, establecer la 
muerte no exige —legalmente— la aparición física del cadáver. Puede 
acreditarse por otras pruebas, incluso presunciones. 


Acreditada la muerte, el juez debió y debe abocarse a resolver el problema de la 
amnistía y la prescripción a que hemos aludido. (...) 


En varios casos pendientes se asigna o sostiene la responsabilidad penal del 
oficial superior, por violaciones a los derechos humanos que han cometido sus 
subordinados, aunque no conste las haya ordenado, tolerado o —siquiera— 
conocido. Ello , aduciendo el principio de la “verticalidad del mando’ imperante 
en nuestras Fuerzas Armadas. (...) 


Esta es una aberración completa. Aun dando a dicha “verticalidad” el sentido 
bastante burdo que hemos anotado, sería exigencia mínima para invocarla que 
el superior conociera el hecho ilegítimo que se quiere castigar, y ser el autor del 
mismo un subordinado suyo. Y ambas circunstancias deberían acreditarse antes 
de hablar de “verticalidad del mando”. Pues si ellas no concurrieron, el superior 
no pudo ejercitar su mando, “vertical” o no... no pudo hacerlo ignorando el 
hecho y su autoría.” 


Impunidad para Terroristas 


Los terroristas de izquierda siempre terminan libres, o porque se fugan 
“convenientemente” ayudados “por las circunstancias”, como los asesinos de 
Jaime Guzmán y secuestradores de Cristián Edwards, a uno de los cuales la 
“justicia” argentina le presta hoy día protección; o porque la Concertación los 
indulta (todos los autores de hechos de sangre anteriores a 1990 y muchos de 
hechos posteriores han sido indultados). 


Galvarino Apablaza, el “Comandante Salvador”, jefe de la principal asociación 
ilícita terrorista chilena de los años ’80, el FPMR del Partido Comunista (cuyo 
“encargado militar” de otrora, Guillermo Teillier, es crónicamente recibido en La 
Moneda e invitado a viajes presidenciales al exterior), se encuentra asilado en la 
Argentina, pese a haber sido requerido por la justicia chilena en los casos del 
asesinato del senador Jaime Guzmán y del secuestro del ejecutivo periodístico 
Cristián Edwards. 


Vive tan tranquilo y libre en ese país que es llamado por teléfono a su domicilio 
por la prensa chilena.139 


El juez argentino Claudio Bonadío rechazó la petición de extradición chilena, 
para que cumpliera acá la pena a que fue condenado por el asesinato de Guzmán, 
en noviembre de 2004, pues sostuvo que el asesinato del senador fue un “ilícito 
político” y no terrorista. 


Bien, los jueces empezaron “a ver” la causa en 2006. Ahora, en 2008, ella ha 
pasado por manos de seis de los siete jueces. Es que éstos están esperando que se 
resuelva la petición de “refugio humanitario” que formuló Apablaza en 2004, 
ante el Comité de Elegibilidad para los Refugiados, dependiente de la Dirección 
Nacional de Migraciones, a su vez dependiente del Ministerio del Interior 
argentino. 


Y así han pasado cuatro años de libre y feliz existencia de Apablaza, cabeza del 
FPMR que ha segado decenas de vidas en Chile. Mientras, purgan largas 
condenas, varias de cadena perpetua efectiva (o de hecho, cuando sucesivas 
condenas exceden del horizonte previsible de vida) los militares que osaron 
disparar contra los terroristas del FPMR hace veinte años o contra los del MIR 
hace treinta o treinta y cinco. 


El gobierno de Patricio Aylwin, que, como antes vimos, intervino 
inconstitucionalmente para que la amnistía no favoreciera a los uniformados, 


procedió a indultar generosamente a terroristas. Casos más connotados: 


Atentado contra el Presidente Pinochet: Pese a que resultaron muertos cinco 
escoltas, Aylwin indultó a tres de los asesinos, todos del FPMR. Estaban 
condenados a cadena perpetua.. 


Asalto a panadería Lautaro: Resultó muerto un carabinero. Aylwin indultó a dos 
de sus asesinos, ambos del FPMR. Estaban condenados a 18 y 35 años de 
presidio, respectivamente. 


Asesinato del general Carol Urzúa: Además del nombrado, Intendente de 
Santiago, fueron asesinados dos de sus escoltas. Fueron indultados cuatro 
terroristas del MIR que estaban condenados a cadena perpetua. 


Asalto al retén policial de Los Queñes: Allí fue asesinado un carabinero. El 
perdón favoreció a seis integrantes del FPMR, que estaban condenados a 16 
años de presidio. 


Asalto a tienda Michaely: Fue muerto un carabinero. Fueron indultados dos 
terroristas del Movimiento Lautaro, que estaban condenados a 16 y 17 años de 
presidio. 


Ataque a una comisaría: Fueron asesinados dos carabineros en noviembre de 
1984. Indultado su autor, perteneciente al MIR, que estaba condenado a muerte. 


Homicidio de un detective: Perpetrado en agosto de 1987. Uno de los autores, 
condenado a cadena perpetua, recibió el indulto presidencial. 


Triple asalto bancario en Macul: Resultaron muertos dos carabineros y un 
guardia. Se indultó a un terrorista del MIR condenado a 38 años de presidio. 


El resto de los aproximadamente 400 presos terroristas que había en 1994, según 
estadísticas de la Fundación Social de las Iglesias Cristianas (Fasic), fueron 
excarcelados mediante el otorgamiento de beneficios como la libertad 
condicional. 14 


Por contraste, cumplen cadena perpetua los uniformados que dieron muerte a 
terroristas, entre ellos el general Hugo Salas Wenzel, por una supuesta orden 
telefónica, que él niega, de disparar contra miembros del FPMR detenidos; los 
oficiales de carabineros que dieron muerte a tres jefes del mismo grupo terrorista 


y numerosos oficiales y suboficiales de otras ramas a los cuales se les impone 
condenas sucesivas que, en la práctica, exceden de sus expectativas de vida, 
constituyéndose, por tanto, en cadenas perpetuas virtuales. 


Así se entiende la justicia en el Chile de nuestro tiempo. 


Krassnoff, Víctima Propiciatoria de los Jueces 


Los jueces de izquierda chilenos —y también los que no son de izquierda, pero 
temen contradecir al poder (gobierno de izquierda) que los propone para los 
ascensos— se han dado un festín especialmente escandaloso con un oficial 
intachable, que tuvo la mala fortuna, primero, de descender de nobles rusos 
“blancos”, es decir, anticomunistas (su abuelo y su padre fueron ahorcados en la 
Plaza Roja en los años cuarenta, y sus restos nunca fueron entregados a la 
familia), todo lo cual concita enorme odiosidad de la izquierda; y, segundo, de 
haber sido destinado por el Ejército, no por voluntad propia, a la DINA, en junio 
de 1974, con la misión de investigar al MIR e interrogar a los detenidos 
pertenecientes a esa asociación ilícita terrorista. 


Esto último lo hizo siempre con absoluta corrección —como lo han reconocido 
ante la justicia extremistas interrogados por él—, nunca apremió indebidamente 
a nadie, comenzó siempre los interrogatorios identificándose por su nombre con 
su credencial sobre la mesa... y tomó nota, porque los detenidos —según me 
informó él personalmente— se explayaban sin restricciones para responder a 
todo lo que él deseaba saber. 


Los abusos que ha sufrido Krassnoff a manos de la justicia de izquierda son 
increíbles y escandalosos. Y pese a que se publican ampliamente —pero sin 
recibir demasiada cobertura— continúan produciéndose, porque en Chile la 
prevaricación de los jueces de izquierda, como tantos otros delitos que comete el 
mismo sector político, quedan impunes. Algunas muestras decidoras: 


1) Un caso representativo, de los más de 40 de persecución judicial ilícita contra 
Krassnoff, se originó en mayo de 1974, cuando él aún no se había incorporado a 
la DINA y no cumplía funciones de inteligencia ni contrainsurgencia. La 
ministra sumariante, Gloria Olivares, lo declaró, por tanto, inocente. Pero los 


abogados de izquierda presentaron recursos para llevar el proceso hasta la Corte 
Suprema, que, en lugar de confirmar la verdad comprobada por la jueza de 
primera instancia, prefirió aplicar al oficial los beneficios de la amnistía. 


Pero entonces los parlamentarios de la Concertación acusaron 
constitucionalmente a los tres ministros de la Corte que habían votado a favor de 
la amnistía, y uno de ellos fue destituido por el Senado, con (increíblemente) dos 
votos de derecha (vientre blando), Sebastián Piñera e Ignacio Pérez, este último 
un ex alto funcionario del Gobierno Militar. Una señal política clara —e 
inconstitucional, por cierto— para que los jueces entendieran cómo debían fallar. 


Pero entonces la justicia francesa tomó cartas en el asunto, por llamarse el 
terrorista desaparecido “Chanfreau”. Y ha pedido la extradición del brigadier 
Krassnoff, ¡que nada tuvo que ver con esa desaparición (ni con ninguna otra) y 
que a la fecha de la misma no estaba en la DINA ni interrogaba a miristas. 


Es que, dicen los jueces, pertenecía a la “cúpula de la DINA”. Pero, si hubiera 
estado, entre el entonces teniente Krassnoff (1974) y el coronel Director de la 
DINA, había no menos de 80 uniformados con grados superiores al suyo. 


2) En otros casos se le ha condenado por supuestos secuestros ocurridos cuando 
el mismo oficial se encontraba fuera del país. 


3) También se le ha imputado el secuestro y desaparición de personas que han 
sido vistas vivas mucho después, como el caso Iván Monti, encontrado sano y 
bueno en enero de 1977, según declaración jurada prestada ante notario por don 
Raúl Armando Herman (la supuesta desaparición ocurrió cuando, en todo caso, 
Krassnoff era alumno de la Academia de Guerra y hacía largo tiempo había 
terminado su misión en la DINA). 


4) “En ningún expediente de los múltiples casos en los que el brigadier ha sido 
procesado (43) y condenado (nueve; cinco de ellos en cumplimiento y cuatro que 
todavia están en trámite en las diversas instancias judiciales),( ...) figura 
acusación alguna concreta o comprobada de que haya sido el ejecutor del delito. 
Se le ha condenado por ’secuestro calificado basado en fundadas presunciones’, 
aplicándole además su condición de persona natural en los hechos en que 
presumiblemente habría participado, desconociendo arbitrariamente su 
condición de agente del Estado.” 142 


Si se Restableciera el Estado de Derecho... 


Si alguna vez se restableciera el Estado de Derecho en Chile y se hicieran 
efectivas las responsabilidades penales múltiples de los jueces por su torcida 
administración de justicia, en éste y numerosos otros casos, muchos de ellos 
deberían ir a presidio. Y las víctimas de este reiterado delito deberían ser 
cuantiosamente indemnizadas por el injusto calvario que se les ha hecho sufrir, 
junto a sus familias. 


En un país en que uno todos los días abre el diario y se encuentra con delitos 
violentos cometidos por facinerosos, anteriormente condenados o procesados, 
pese a lo cual estaban en completa libertad, cerca de medio millar de 
uniformados, que siempre fueron ciudadanos respetuosos de las leyes en su vida 
personal, pero enfrentaron al terrorismo, a veces con las mismas armas de éste, 
están procesados o condenados o en vías de serlo. Delincuentes libres y 
ciudadanos honrados presos. Y para qué decir de los terroristas, incluidos los 
autores de los peores hechos de sangre, todo indultados, indemnizados y 
pensionados por haber sufrido supuestas torturas. 


Sus continuadores del FPMR y del MIR celebran, año a año, su efeméride. Cada 
29 de marzo: “Día del Combatiente”, recordatorio de la fecha de 1985 en que 
dos hermanos Vergara Toledo dispararon contra el carabinero Marcelo Muñoz 
Cifuentes, con evidente intención asesina, pues lo hirieron en el tórax y en una 
pierna, y fueron repelidos y muertos por los cuatro compañeros de Muñoz, hoy 
sufriendo largas condenas, tras años de procesamientos y vejámenes judiciales. 


Hoy, cuando la izquierda que convivía y colaboraba con ambas asociaciones 
ilícitas terroristas ocupa cargos claves en los poderes Ejecutivo, Legislativo y 
Judicial, no hay posibilidad de perdón para quienes cumplieron con éxito la 
misión de impedir que el terrorismo de izquierda impusiera sus designios 
totalitarios al país. 


XI 


Los Uniformados se Lavan el Cerebro 


E 


] lavado de cerebros no habría tenido lugar si las Fuerzas Armadas y Carabineros 
hubieran hecho algo para contrarrestarlo. Pero no sólo no han hecho nada, sino 
que se han sumado a él, comenzando por lavarse sus propios cerebros. 


Y, además, han dejado abandonados a sus camaradas caídos tras las líneas 
enemigas, léase uniformados judicialmente masacrados por abogados y jueces de 
izquierda que les desconocen hasta el derecho a un debido proceso. 


Cómo se Diluye una Efeméride 


El 11 de septiembre de 1973 se produjo un cambio revolucionario, que modificó 
por completo la historia y la estructura institucional y económica del país, y cuyo 
desenlace final fue exitoso. Los oficiales del Ejército que encabezaron esa tarea 
y participaron en la misma, entre ellos los Comandantes en Jefe posteriores a 
1990, recibieron, en marzo de ese año, un reconocimiento, materializado en la 
condecoración Misión Cumplida, que todos ellos llevaban (o deberían haber 
llevado) prendida en el pecho mientras fueran oficiales activos. 


Pero hoy, para el Ejército, demás instituciones de la defensa nacional y, en 
general, para casi todos en el del país de los cerebros lavados, ésa ha pasado a 
ser una fecha cualquiera. 


En efecto, días antes del aniversario del 11 de septiembre, en 2003, le 
preguntaron al general Cheyre cómo lo conmemoraría y respondió: 


“Como un día normal. Es un sábado como cualquier sábado”. 


En ese preciso aniversario busqué en el diario alguna referencia. Sólo encontré 
un excelente artículo de un civil, Sergio Fernández, ex ministro del Gobierno 
Militar, recordando algo de lo que el lavado ha hecho olvidar, particularmente a 
los militares. Pues a la Historia con mayúscula tal lavado no la puede cambiar. Si 
alguna vez Chile reasume su verdad histórica, el 11 será conmemorado como su 
segunda efeméride, en rango, después del 18. Las Fuerzas Armadas y 


Carabineros salvaron al país y devolvieron a los civiles otro mucho mejor. 


En 1989, su último año de gobierno, Chile creció 10,3 por ciento, con un 
desempleo del cinco por ciento (enero de 1990). Tras haber sorteado 
exitosamente todas las amenazas externas y derrotado a delincuentes y 
terroristas, entraba a la plena democracia diseñada por la Constitución de 1980. 


Era la nación más estable, próspera y ordenada de América Latina. Como 
recordaba Sergio Fernández, la cobertura de la educación superior se triplicó, la 
mortalidad infantil descendió del 79 al 17 por mil y la desnutrición infantil bajó 
del 12 al 4 por diez mil nacidos vivos, acreditando también el progreso social 
alcanzado. 


El 11 de septiembre de 1973 y los siguientes dieciséis años y medio de Gobierno 
Militar crearon entre los uniformados y entre sus seguidores civiles la 
convicción de que una presencia institucionalizada de las Fuerzas Armadas y 
Carabineros era necesaria, una vez alcanzada la normalidad democrática. Y así 
quedó estipulado en la Constitución. Todo eso hoy se ha desvanecido en el aire. 


Cero Peso Constitucional 


Con la señalada inspiración, la Constitución de 1980, aprobada por un 67 por 
ciento del voto popular, contemplaba importantes esferas de influencia de los 
uniformados: 


1) La atribución de ser mayoría en un Consejo de Seguridad Nacional integrado 
por los tres Comandantes en Jefe y el General Director de Carabineros en 
actividad, cuya preocupación fundamental fuera la defensa de la soberanía del 
país y el respeto a su institucionalidad. Esto último se lograba autorizando al 
Consejo para representar a las otras autoridades máximas del Estado (el 
Presidente de la República, el Congreso Nacional, la Corte Suprema y el 
Tribunal Constitucional) cualquier hecho o acto que pusiera en peligro las bases 
de la institucionalidad. 


2) Integración del Senado por un ex Comandante en Jefe de cada rama y un ex 
General Director de Carabineros, designados por el Consejo de Seguridad 


Nacional. 


3) La intervención de dicho Consejo en la designación de otros senadores no 
elegidos, como un ex ministro de Estado y un ex Contralor General de la 
República; y de algunos miembros del Tribunal Constitucional. (Los ex 
Presidentes eran senadores vitalicios por derecho propio). 


4) La facultad del mismo Consejo de intervenir en el caso de que el Presidente 
de la República quisiere destituir a algún Comandante en Jefe o General 
Director, antes del término de su mandato. Justamente en eso consistía la 
inamovilidad de que gozaban. 


5) Y, tal vez lo más importante, la calidad de garantes de la institucionalidad, 
encargados de respetar y hacer respetar la Constitución y las leyes. 


Pero una ley no escrita acerca del ejercicio del poder dice que, para alcanzarlo o 
mantenerlo, se debe tener vocación de poder. 


Lamentablemente, en Chile las instituciones uniformadas demostraron, 
habiéndose completado el 11 de marzo de 1990 la transición a la democracia 
establecida en la Carta, carecer de real vocación y, tal vez, de carácter y de 
preparación, para ejercer el poder que se les había conferido. 


Así, en sucesivas demostraciones de impotencia y sumisión a los políticos de 
izquierda y centroizquierda, se dejaron arrebatar una a una de las prerrogativas 
de que la Constitución las había dotado. 


Y no sólo eso. Permitieron que se privara a sus integrantes de un derecho 
esencial de todo ciudadano: el de un debido proceso. Pues se ha juzgado a los 
uniformados una y otra vez con atropello a textos legales expresos. Se les ha 
convertido en ciudadanos de segunda categoría, verdaderos parias que están 
fuera del Estado de Derecho. 


Esta responsabilidad en la falta de defensa de sus derechos es atribuible, en 
diferentes medidas, a todos los Comandantes en Jefe posteriores al 11 de marzo 
de 1990, incluidos, desde luego, el general Augusto Pinochet y el general de 
Carabineros Rodolfo Stange (el almirante José Toribio Merino y el general de 
Aviación Fernando Matthei renunciaron tempranamente). Pero la 
responsabilidad mayor en los sucesores de todos ellos, porque, mientras 
estuvieron ejerciendo los primeros, al menos los abusos y atropellos a la 


legalidad en perjuicio de los uniformados fueron escasos. De partida, casi 
invariablemente los jueces aplicaban las leyes. Y cuando no lo hacían, eran 
sancionados por sus superiores. 


Aylwin se Sale de la Constitución 


Pero se sembró la semilla del desastre cuando los uniformados (garantes de la 
institucionalidad) y la oposición política toleraron en silencio que el Presidente 
Aylwin se saliera del marco constitucional en perjuicio de aquellos. A partir de 
entonces, todo lo que sucedió posteriormente debería haberse visto venir. 


La insólita intromisión de dicho Mandatario en las atribuciones del Poder 
Judicial —que le estaba vedada por la Constitución— al enviar una carta al 
Presidente de la Corte Suprema, el 4 de marzo de 1991, avocándose procesos 
pendientes y señalándole los términos en que los Tribunales de Justicia deberían 
interpretar la Ley de Amnistía de 1978, debió —si es que nadie más decía ni 
hacía nada— haber sido representada por el Consejo de Seguridad Nacional al 
propio Presidente, al Congreso y al Tribunal Constitucional, y no lo fue. 


Escribió Aylwin: 


“No dejaría tranquila mi conciencia si no hiciera presente al Excmo. Tribunal 
que, en mi concepto, la amnistía vigente, que el Gobierno respeta, no debe ni 
puede ser obstáculo para que se realice la investigación judicial y se determinen 
las responsabilidades que correspondan...” 


Señaló que los tribunales deben realizar “las investigaciones necesarias para 
determinar la existencia del delito y la individualización de los responsables y 
para sancionarlos penal y civilmente cuando corresponda”. 


Aylwin conminaba a la judicatura a incurrir en una flagrante ilegalidad, pues 
decía textualmente que los jueces debían abstenerse de sobreseer los procesos en 
que fuera aplicable la Ley de Amnistía, hasta dictar sentencia definitiva, antes de 
lo cual debían seguir adelante con los mismos como si ella no existiera. Y, tras 
declarar que respetaba la amnistía, se contradecía flagrantemente al señalar que 
los responsables debían ser sancionados penal y civilmente. 


El art. 107 del antiguo Código de Procedimiento Penal, aplicable a todos los 
hechos del Gobierno Militar, ordena expresamente lo contrario a los jueces: 


“Art. 107: Antes de proseguir la acción penal, cualquiera que sea la forma en 
que se haya iniciado el juicio, el juez examinará si los antecedentes o datos 
suministrados permiten establecer que se encuentra extinguida la 
responsabilidad penal del inculpado. En este caso pronunciará previamente 
sobre este punto un auto motivado, para negarse a dar curso al juicio. ” 


Al mismo tiempo, Aylwin incurrió en un atropello a la Constitución, cuyo 
artículo 76, inciso primero, segunda parte, dice: 


“Ni el Presidente de la República ni el Congreso pueden, en caso alguno, 
ejercer funciones judiciales, avocarse causas pendientes, revisar los 
fundamentos o contenidos de sus resoluciones o hacer revivir procesos 
fenecidos. ” 


Aylwin, primero, ejerció una función judicial, al conminar a los tribunales a 
ceñirse a una determinada interpretación de la ley, la suya, y no la propia de 
ellos; segundo, se avocó causas pendientes, pues hizo lo anterior para alterar 
procesos en curso; y, tercero, revisó los fundamentos y contenidos de las 
resoluciones judiciales que aplicaban la amnistía. 


Si en Chile hubiera habido una oposición política capaz de sobreponerse al 
lavado cerebral colectivo, habría debido declarar incurso a Aylwin en la causal 
precisa del art. 52 N° 2, letra a) de la Constitución: 


“*...haber...infringido abiertamente la Constitución o las leyes”. 


Y si hubiera existido un Congreso inspirado en el respeto a la Constitución y las 
leyes, Aylwin debió haber sido destituido. Naturalmente, en el Chile de la 
Concertación, nada de eso tuvo siquiera visos de suceder. 


Festín de Prevaricaciones 


De allí derivó, siempre bajo la presión de la misma extrema izquierda que desde 


los años ‘60 se había comprometido con la lucha armada, una seguidilla de 
resoluciones ilegales e inconstitucionales que perseguían procesar y condenar a 
los uniformados y agentes de seguridad encargados de combatir la guerrilla y el 
terrorismo, para privarlos de su derecho a un debido proceso. 


El atropello de Aylwin condujo finalmente al estado actual de cosas, en que 
jueces de izquierda o sensibles a la presión política dominante no sólo 
desconocen la Constitución y las leyes, pasando por sobre la presunción de 
inocencia, el principio pro reo, el principio de legalidad, la amnistía, la 
prescripción y la cosa juzgada; aplicando tratados internacionales que no están 
vigentes en Chile e incluso inventando delitos inexistentes (caso del “secuestro 
permanente” y de los “delitos de lesa humanidad” no tipificados en nuestra 
legislación) y desconociendo hechos esenciales y probados en los juicios. 


Todo con el propósito de consumar una venganza inicua contra los uniformados 
que salvaron al país de un régimen totalitario. Y no debe olvidarse que hicieron 
esto último a petición de la mayoría de los diputados elegidos democráticamente, 
y obedeciendo a un llamado en cuya redacción tuvo participación protagónica 
Patricio Aylwin. 


Impotencia de Uniformados 


El Consejo de Seguridad Nacional nada dijo, siendo que se trasgredía a vista y 
paciencia suya una de las bases de la institucionalidad, el debido proceso. 


Ningún Comandante en Jefe siquiera planteó en su seno (lo cual probablemente 
habría bastado para poner coto a la catarata de inconstitucionalidades que 
después se desató), la necesidad de representar a las demás correspondientes 
autoridades del Estado el hecho de que se estaba atropellando la Constitución. 


En fin, la pusilanimidad de los uniformados se tradujo en que perdieran por 
completo el respeto de los políticos civiles, que entonces propusieron suprimirles 
todas sus atribuciones constitucionales y tomar para sí la facultad de remover a 
los altos mandos a su amaño. Todo ello se logró en sucesivas reformas, apoyadas 
incluso por parlamentarios que habían sido partidarios o funcionarios del 
Gobierno Militar, el vientre blando de la oposición. 


Así, los representantes de las Fuerzas Armadas y Carabineros fueron barridos y 
hoy día, tras sucesivas reformas, carecen de relevancia en el quehacer 
institucional chileno. 


Pero eso no fue lo peor, porque luego vino la declaración del Comandante en 
Jefe del Ejército, general Juan Emilio Cheyre, en que culpó de todo al Ejército. 


En efecto, el lavado de los cerebros uniformados alcanzó su máxima expresión 
bajo la Comandancia en Jefe del Ejército del general Juan Emilio Cheyre. Este 
formuló primero su “nunca más”, emitido poco después de que la entonces 
ministra de Defensa, Michelle Bachelet, había emitido el suyo, imitación, a su 
turno, del voceado por el escritor izquierdista argentino Ernesto Sábato, creador 
del slogan. Precisó el general Cheyre: 


"Me refiero a nunca más una clase política que fue incapaz de controlar la crisis 
que culminó en septiembre de 1973; nunca más a los sectores que nos incitaron 
y avalaron oficialmente nuestro actuar en la crisis que provocaron; nunca más 
excesos, crímenes, violencia y terrorismo; nunca más un sector ausente y 
espectador pasivo. En fin, nunca más una sociedad chilena dividida". 1% 


Este “nunca más” de Cheyre fue en sí correcto, pues abarcaba a todos los 
responsables, al revés del de Bachelet, que se refería sólo a los que reaccionaron 
ante la tentativa totalitaria. Pero resultó tan aplaudido Cheyre por la 
Concertación que fue de temer que se deslizara por la pendiente del halago y 
terminara en una claudicación. Y así aconteció meses después, cuando emitió 
una declaración insólita e inexplicable: 


“El Ejército de Chile tomó la dura pero irreversible decisión de asumir las 
responsabilidades que como institución le caben en todos los hechos punibles y 
moralmente inaceptables del pasado”.14 


¿En todos los hechos punibles y moralmente inaceptables del pasado? ¿Así es 
que nadie más cometió un delito en Chile antes del 10 de noviembre de 2004? 
Extraordinario acto de expiación por todos. Chile pasaba a tener un redentor 
propio. 


Hacía tiempo había razones para temer que alguna barbaridad semejante podía 
venir, aunque nadie previó el grado de la misma. ¡Pues Cheyre no sólo no 

defendió a su institución ante los embates de la prevaricación de los jueces y la 
deformación de la verdad histórica, sino que terminó por culparla de todo! Sus 


palabras equivalieron a decirles a sus camaradas caídos tras las líneas enemigas 
—los procesados y presos políticos a quienes los jueces de extrema izquierda les 
desconocen los derechos que les garantizan las leyes— “¡púdranse!”. 


La insólita declaración provocó, naturalmente, un estallido de alegría donde 
debía provocarlo, en la extrema izquierda, que antes de 1973 había tomado la 
iniciativa de quebrantar la legalidad en Chile. Resultaba que ahora había un solo 
culpable: el Ejército. Y el general Cheyre reconocía que esos hechos eran 
responsabilidad de la institución, es decir, de sus altos mandos, y que no fueron 
actuaciones indebidas de algunos de sus miembros, dando la razón así a la 
extrema izquierda, no obstante que ella había sido, como el propio Frei Montalva 
lo señalara, la exclusiva responsable de lo sucedido en Chile. 


Esa fue la culminación del auto-lavado cerebral uniformado, que relegó a todo el 
sector castrense a su lamentable estado actual de catalepsia institucional. 


No sólo el Ejército, sino el resto de las Fuerzas Armadas y Carabineros, entraron 
en un estado de aquiescencia penosa frente a todos los atropellos sufridos por su 
gente. Como la autoridad política de turno fue cada vez más de izquierda, pues a 
los Presidentes democratacristianos de centroizquierda les sucedió uno 
socialista, y a éste una Presidenta todavía más izquierdista, de inocultables lazos 
pasados con el MIR y el FPMR, es decir, desde el punto de vista uniformado, “el 
Ejército enemigo”; la misma Michelle Bachelet que en 1989 militaba en el PAIS, 
conglomerado encabezado por los comunistas, en las elecciones de ese año, y no 
en la Concertación. 


Sumisión Rayana en la Indignidad 


Después el mismo general Cheyre, antes de un acto en la Escuela Militar al cual 
había invitado a un sinnúmero de personeros de la Concertación, mandó retirar 
una placa recordatoria del 11 de septiembre que existía en el hall central del 
establecimiento, a la derecha de la escala principal de acceso. Hoy subsisten los 
huecos de los tarugos, como mudos testigos de un renunciamiento injustificable. 


También eliminó una sala recordatoria del ex Presidente Pinochet que había en el 
segundo piso, donde se exhibían medallas, condecoraciones y otros objetos 


legados a la Escuela Militar por el más importante Presidente chileno del siglo 
XX. 


Aparte de otras actuaciones más del mismo general, que han suscitado 
estruendosos aplausos en la extrema izquierda, prohibió a los uniformados 
activos visitar a sus compañeros presos políticos en Punta Peuco y Cordillera, 
los antes referidos “caídos tras las líneas enemigas.” 


Y en la actualidad, cuando en el Ejército algún integrante habla de un tema 
político, pueden pasar dos cosas: si lo hace criticando al Gobierno Militar, recibe 
un aplauso caluroso de todos los cerebros lavados y de sus lavadores, 
naturalmente; pero si defiende a ese Gobierno, lo echan. 


El 19 de septiembre de 2004 el entonces Comandante en Jefe del Ejército, Juan 
Emilio Cheyre, declaró a El Mercurio: 


“No sé qué tiene que celebrar Chile el 11 de septiembre. ¡El fracaso de todos los 
responsables de mantener una democracia estable!” 


Perfecto. Habló de política, pero no deliberó, porque criticó el 11 de septiembre. 


El general Hargreaves dijo, a raíz de la muerte del ex Presidente Pinochet, en 
diciembre de 2005: 


“(Pinochet) fue nuestro líder indiscutido durante mucho tiempo. Fue capaz de 
asumir una responsabilidad cuando el país estaba convulsionado y colapsado. ” 


¡Deliberó! Fue inmediatamente dado de baja, lo mismo que el joven capitán 
Augusto Pinochet, por hablar sin permiso en el entierro de su abuelo. 


¡Faltas gravísimas! ¡Fuera! 1% 


La sumisión e impotencia uniformadas quedaron patentes en un caso que yo he 
señalado como digno de figurar entre los “Records de Guinness”: la designación, 
por parte de la Presidenta Bachelet, como Subsecretario de Aviación del ex 
oficial de la FACH, Raúl Vergara Meneses, que había sido condenado a muerte 
por traición por un tribunal de guerra de la Fuerza Aérea en 197416 (después se 
le conmutó la pena por la de destierro), a raíz de que conspiró contra la propia 
fuerza a la que pertenecía, en connivencia con el MIR. 


Y después nombró ministro de Defensa al ex mirista José Goñi. ¿Para qué este 
vejamen adicional? Para que hiciera cosas como la siguiente: 


La única solidaridad que recibían los caídos tras las líneas enemigas era de 
carácter económico, pues de los sueldos de cada uniformado en actividad se 
descontaba, con el asentimiento del titular, una pequeña suma para financiar la 
defensa judicial de los presos políticos. Pues bien, tras una adicional presión 
gubernativa, a través del ministro de Defensa, se suprimió esa ayuda. 


La decisión simboliza el deseo de hacer sufrir más a los “muertos vivos”, 
pateándolos en el suelo, pues ellos ahora deben pagar a los abogados 
completamente de su bolsillo. 


Más Autolavados y Vejámenes 


En otra ocasión los uniformados aceptaron que, sin ninguna razón legal, y 
usando sólo presiones de hecho, se obligara a renunciar al Comandante en Jefe 
de la Fuerza Aérea, general de aviación Patricio Ríos. Este, inexplicablemente, 
se allanó a ello, sin que el Presidente Lagos tuviera siquiera que pedir el acuerdo 
del Consejo de Seguridad Nacional, que era lo que necesitaba hacer pero 
buscaba eludir, pues tal asentimiento era todavía en esa época (2003), 
indispensable. 


No había ninguna razón legal para exonerar a Ríos, sino sólo un complot 
publicitario fraguado por periodistas de extrema izquierda del diario de 
Gobierno, La Nación, del cual han surgido las más sórdidas tramas para asesinar 
imágenes políticamente incómodas para el régimen. 


Pero ninguno de sus pares defendió al general, ni tampoco dos de ellos (bastaba 
uno, aparte del mismo Ríos) convocaron al Consejo de Seguridad Nacional, 
pudiendo hacerlo, para que se expusieran todos los ribetes del complot.” 


Ni siquiera eso ha sido lo peor: las Fuerzas Armadas han procedido ¡a lavar su 
propio cerebro!, como lo prueba una carta de 11 de mayo de 2001, de los 
generales Odlanier Mena Salinas y Raúl Contreras Fischer, dirigida al Presidente 
de la Academia de Historia Militar, general Manuel Barros Recabarren, en 


respuesta a la petición de éste de que participaran en la elaboración de un libro 
sobre la trayectoria de los Comandantes en Jefe en el mando institucional. Así, le 
señalan: 


“...no obstante nuestra disposición de ahora y siempre, de colaborar en las 
iniciativas de nuestra institución, deseamos hacer presente algunas aprensiones 
y solicitarle algunas clarificaciones respecto del trabajo que US. dirige.” 


Y a continuación le explican: 


“El año pasado nuestro Ejército difundió el libro titulado ‘El Ejército de Chile 
al Servicio de la Patria’ con gran publicidad y en un acto que contó con 
importantes autoridades de Gobierno y menguada representación de generales 
en retiro.( ...) La lectura de ese texto nos dejó una sensación de pesadumbre, al 
comprobar que la gesta del 11 de septiembre del *73 y la obra del Gobierno 
Militar presidido por el Sr. General don Augusto Pinochet U. sólo tuvo una 
mención mínima(...) Lamentablemente ese texto, con omisiones y olvidos 
notables, debilitó nuestros afanes y el de muchos chilenos en nuestra lucha 
diaria por la restitución de la verdad histórica. 


Inspirado tal vez por el ejemplo matriz de la obra in comento, el Comandante 
del Regimiento Rancagua (de Arica) elaboró a su vez el año pasado, un libro 
titulado ‘La Historia del Glorioso Regimiento Rancagua’ en el que se ignoró 

absolutamente la gesta del 11 de septiembre de 1973(...)” 


El citado comandante del regimiento Rancagua era el Coronel Guillermo 
Ramírez Chovar, a quien ya los generales (r) Jaime Izarnótegui Valenzuela y 
Odlanier Mena Salinas habían dirigido una carta, en enero de 2001, señalándole 
que en “La Historia del Glorioso Regimiento Rancagua” de Arica, 


“(...) hay un extraño e incomprensible vacío histórico durante el cual el 
regimiento entre otras cosas realizó lo siguiente: (1) Afrontó con buen éxito la 
mayor conmoción social del país de los últimos cien años, evitándose en la 
medida de lo posible excesos represivos. Cabe recordar que las Fiestas Patrias 
previstas para ese mes de septiembre de 1973 se realizaron en forma norma. (...) 
(2) Dada la situación internacional que vivía el país al enfrentar un eventual e 
inevitable conflicto bélico con el Perú, provocado por la abierta ambición de su 
presidente Velasco Alvarado de recuperar territorios perdidos durante la Guerra 
del Pacífico, con el apoyo del comunismo internacional desde el interior del 


país, como desde Cuba y Rusia, el Regimiento debió, como vanguardia del 
esfuerzo militar del país, acelerar su alistamiento para la guerra, reforzar el 
terreno (camellones, puestos de mando, instalaciones simuladas, etc.), 
redesplegar sus instalaciones, especialmente logísticas, en áreas alejadas del 
Cuartel. Paralelamente había necesidad de buscar el apoyo civil a dicho 
esfuerzo militar, exaltando el espíritu patriótico de la población; para ello se 
organizaron brigadas de apoyo sanitario y de operaciones para ir en ayuda de 
la población civil ariqueña. ” 


Y termina la carta diciendo: 


“La ausencia en el texto que US hiciera llegar (de lo) relacionado con el 
Gobierno Militar y particularmente de las acciones, hechos y obras que 
desarrollara el Glorioso “Rancagua”, le reiteramos, señor Comandante, entraña 
una omisión incomprensible, que lesiona nuestra alma de soldados y que resta 
valiosos elementos de juicio a la propia trayectoria en el tiempo de nuestra 
querida unidad. Muchos protagonistas de estos hechos, civiles y militares, la 
mayoría de ellos ya retirados, otros residentes en Arica, mantienen vivos los 
hechos relatados, pueden dar fe de ellos y verán resentidos sus espíritus como 
patriotas, al no ser mencionados en una obra de la magnitud que US. elaborara 


(IA 


Los políticos de izquierda, pues, no tienen necesidad de reescribir la historia para 
suprimir de ella todo lo que hizo el Gobierno Militar. Ya los militares se les han 
adelantado en la tarea. 


El Autolavado de los Tenientes Generales 


Se apreció como una hábil gestión del general Cheyre, cuando era Comandante 
en Jefe, el logro de que varios tenientes generales (r) del Ejército se plegaran a 
su “mea culpa”, 14% y a la idea de no hacer nada ante el atropello del debido 
proceso por parte de los jueces de izquierda. 


Firmaron una declaración pública en ambos sentidos, con escasas y honrosas 
excepciones. Por ejemplo, el teniente general (r) Julio Canessa se negó a firmar, 
si bien expresó su apoyo a la idea, que ciertamente no lo merecía. Porque los que 


debieran ser apoyados son los caídos tras las líneas enemigas, abusados por los 
jueces de izquierda, y no éstos. 


Ante el malestar del personal en retiro de mayor lealtad con sus camaradas 
presos políticos, algunos de los tenientes generales (r) firmantes expresaron que 
lo habían hecho “en la confianza que se tiene en que el general Cheyre logre que 
las causas contra uniformados se apuren y terminen” 


Confianza indebida, pues las causas que se han “apurado y terminado” lo han 
sido con sentencias inicuas, que implican, en muchos casos, en la práctica, 
condenas a perpetuidad de oficiales a quienes se les han desconocido los 
derechos que les garantizan leyes expresas, como antes se ha visto. 


Ha sido responsabilidad del Ejército, también, un enorme perjuicio inferido a 
militares inocentes de delitos. En efecto, los fusilamientos que forman parte del 
proceso conocido —indebidamente— como Caravana de la Muerte, constaban 
en actas levantadas y firmadas en los lugares de los hechos, que estaban 
agregadas a expedientes de Consejos de Guerra de 1973. En ellos quedaba clara 
la falta de toda culpabilidad del general Arellano, delegado del general Pinochet, 
y de este último. 


Hasta 1986 se conservaban en el archivo del Ejército, como antes se señaló. Allí 
estaban de manifiesto las responsabilidades personales. Pero esos expedientes 
“se perdieron”. Es que en las actas extraviadas constaban el o los nombres de los 
verdaderos autores de las muertes fuera de todo proceso. 


Blindaje ante el Comunismo 


Pero, a la inversa de lo dicho y actuado por él, el general Cheyre debería 
advertir, mejor que nadie, que el Ejército no debe responder de todo, incluyendo 
acusaciones falsas e infundadas. 


Por ejemplo, en El Siglo de 22 de marzo de 2002, doña Eliana Rodríguez Dubó 
lo acusa a él, personalmente, de haber encabezado, el 6 de octubre de 1973, a un 
grupo que la torturó y violó, aparte perpetrar varios asesinatos. En mi concepto, 
un conjunto de mentiras deleznables. ¿Cabe aceptar responsabilidad por esas 


inexistentes “violaciones a los derechos humanos”? 


La extensa entrevista, obra del periodista Arnaldo Pérez Guerra, tuvo el título 
“Cheyre destruyó nuestras vidas. La responsabilidad del nuevo Comandante en 
Jefe”. 


La publicación, que no reproduciré, aun teniéndola a la vista, abarcaría tres 
páginas de este libro, descriptivas de todas las supuestas atrocidades que Eliana 
Rodríguez imputa al entonces teniente Cheyre, citando a numerosos testigos de 
los hechos que refiere, y que termina con la siguiente frase: 


“A mí me parece realmente horroroso que un ser tan siniestro como él sea capaz 
de dirigir el Ejército de Chile. Es cierto que Pinochet ya lo hizo, por lo que no es 
extraño. Es asqueroso. No sé cuándo el Ejército va a lograr sacar a todos esos 
criminales. El dictador lo premió con una estadía en Sudáfrica y Europa, porque 
Cheyre hizo su trabajo a cabalidad. El destruyó nuestras vidas. ”. 


Naturalmente, con el cúmulo de supuestas pruebas aportadas por Eliana 
Rodríguez Dubó, los abogados comunistas podrían haberse dado un festín y 
construido un proceso similar a los que afectan a casi medio millar de oficiales, 
muchos de los cuales no sólo están ilegalmente procesados por no 
reconocérseles su derecho a la amnistía, la prescripción y la cosa juzgada, sino, 
además, como hemos visto más arriba, por no haber tenido participación alguna 
en los hechos o ser éstos completamente ficticios. 


A propósito del “blindaje” del general (r) Cheyre ante la infamia, el ex Ministro 
de Defensa, Jaime Ravinet (DC), declaró el 8 de febrero de 2008: 


“Si a Cheyre lo hubiesen tratado como a Santelices (general recién obligado a 
renunciar —tras publicarse, en La Nación, por supuesto— que había trasladado 
a presos posteriormente fusilados, en Antofagasta, en 1973) no habría sido 
Comandante en Jefe”. 142 


Pues, en efecto, el teniente Juan Emilio Cheyre era el ayudante del comandante 
del regimiento Arica, de La Serena, Ariosto Lapostol, en octubre de 1973, 
cuando trece personas fueron ilegalmente fusiladas por orden de los oficiales 
Sergio Arredondo y Tommy Harris, en el patio de dicho regimiento, mientras el 
referido comandante y el general Sergio Arellano se hallaban reunidos, lejos de 
ahí, en la oficina del primero, analizando la marcha de los Consejos de Guerra 
que estaban en funciones. 


Cheyre probablemente estuvo a menos de cien metros de los fusilamientos — 
distancia a la que estuvo el teniente Santelices— y no tuvo participación en 
ellos, como tampoco la tuvo Santelices en los de Antofagasta, pero a éste lo 
obligaron a renunciar y a aquél lo nombraron Comandante en Jefe. 


Nunca ha habido, que se sepa, acción alguna contra el general Cheyre. Tampoco 
la hubo contra el general Joaquín Lagos Osorio, Comandante de la Guarnición 
de Antofagasta que se prestó a testificar contra los generales Arellano y 
Pinochet, siendo que constan numerosos casos de muertes injustificadas 
atribuibles a uniformados bajo su jurisdicción, aparte de los propios vinculados a 
la mal llamada Caravana de la Muerte, en la que participaron efectivos del 
regimiento que él comandaba y de otros de la I División. 1% 


¿Por qué los comunistas no los han perseguido? La respuesta parece obvia: 
porque actitudes y testimonios que descargaban las culpas en el Ejército al 
mando del general Augusto Pinochet y en su persona, permitían su desafuero y 
posterior condena, que eran los objetivos de los querellantes comunistas, de la 
justicia de izquierda y de la Concertación. 


Lo que se Pudo Haber Replicado a Cheyre 


En su sección La Semana Política del 6 de febrero de 2005 El Mercurio expresó: 


“El cúmplase de la primera sentencia que deja a firme la tesis del “secuestro 
permanente’ ha dado lugar al vejamen callejero de los oficiales condenados, al 
ingresar a notificarse. Ello y la previsible reiteración de parecidos hechos, al 
cierre ya próximo de otros 355 procesos, marca el término de una etapa 
jurídico-institucional que proyecta una imagen desfavorable del gobierno de las 
Fuerzas Armadas y de Orden. ... 


(...) se abrió un proceso de revisión histórica y judicial que progresivamente fue 
haciendo olvidar quiénes declararon la guerra a la democracia, hasta llegarse 
al momento actual en que los otrora guerrilleros y terroristas son “víctimas” y 
los uniformados “victimarios”. (...) 


La izquierda ha conseguido, pues, la anhelada venganza contra las instituciones 
que le vedaron sus propósitos. Sus prosélitos lo celebran cubriendo de oprobio y 
atentando de hecho contra los ex oficiales convocados a los tribunales. 


Los vejámenes han provocado una tibia reacción del Ejército, que ha procurado 
evitar el escarnio público de sus ex miembros. ( ...) 


En resumen, las Fuerzas Armadas y de Orden han terminado viendo cómo la 
historia la escriben sus adversarios y quienes, por conveniencia o 
pusilanimidad, se cambiaron de bando.” 


A raíz de ello el entonces Comandante en Jefe del Ejército, general Juan Emilio 
Cheyre, mandó una carta al diario señalando que dicha opinión le parecía “un 
hecho grave” y añadiendo: 


“En efecto, cabe preguntarse ¿qué esperaría ‘El Mercurio’ del actuar del 
Ejército de Chile? (...) 


¿O es que algunas menos “tibias? podrían ser?: 
—Avalar el irrespeto a las decisiones judiciales. 


—Aceptar presiones indebidas de un afectado por fallos que le parecen 
inadecuados y carentes del debido proceso. 


—Actuar como órgano de presión ante los poderes del Estado y otras 
autoridades. 


—Emplear los medios del Ejército, entregados por la sociedad para la defensa 
de Chile, en acciones de fuerza de diferente grado y naturaleza. 


—Amparar, promover o aceptar actos internos de rebeldía castrense en una 
institución jerarquizada y disciplinada. 


—Amenazar directa o indirectamente, para hacer prevalecer la visión 
institucional del problema de fondo (que el editorialista soslaya), el cual ha sido 
debidamente expuesto, en reiteradas oportunidades, a todo el país y sus 
autoridades por el comandante en jefe del Ejército, por los canales que 


corresponde, en todas sus dimensiones y desde que inició su gestión de mando. ” 
Más adelante añade lo que considera “el tema de fondo”: 


“Adicionalmente — ¡y éste es el tema de fondo!— con respecto al pasado, su 
dramático desenlace y los temas pendientes que a todos nos afectan —incluidos 
víctimas y camaradas de armas— (destacado del autor) cabe hacer presente que 
no es al Ejército, sino a la sociedad, sus autoridades y poderes del Estado a 
quienes compete dar completa solución a los problemas que perduran de una 
crisis política iniciada hace más de tres décadas. ”1%1 


Esa carta del general Cheyre resumió el lavado cerebral experimentado por el 
Ejército. El Mercurio no replicó a ella, pero habría podido hacerlo, comenzando 
por expresar, frente a las posibles “reacciones menos “tibias?” sugeridas por el 
general Cheyre, lo siguiente: 


“Ninguna de las anteriores. El Comandante en Jefe del Ejército integra el 
Consejo de Seguridad Nacional, que tiene como atribución “hacer presente al 
Presidente de la República, al Congreso Nacional o al Tribunal Constitucional, 
su opinión frente a algún hecho, acto o materia que, a su juicio, atente 
gravemente en contra de las bases de la institucionalidad o pueda comprometer 
la seguridad nacional.’ 


El Comandante en Jefe del Ejército tiene, pues, el derecho y el deber de 
denunciar el grave atropello a una de las bases de la institucionalidad, el debido 
proceso, en perjuicio de personal uniformado al que se le desconocen derechos 
establecidos en las leyes vigentes. ” 


Pero nunca dos uniformados miembros del Consejo de Seguridad Nacional — 
quórum requerido para citarlo— se atrevieron a convocarlo, hasta que la norma 
que se lo permitía fue derogada, en septiembre de 2005. A partir de entonces 
sólo puede ser convocado por el Presidente de la República. Y, además, el 
Consejo perdió la atribución de hacer presentes a otras autoridades sus opiniones 
sobre hechos, actos o materias atentatorios contra las bases de la 
institucionalidad, si bien se conserva la posibilidad de emitir opinión al respecto 
en el seno del Consejo, lo que sería de suyo, todavía, muy importante, si llegare 
a haber alguna vez —lo que el autor de este libro estima muy improbable— 
algún alto mando uniformado con el coraje suficiente para denunciar los 
atropellos descritos. 


Pero deseo destacar cómo se refiere el general Cheyre, en la citada carta a El 
Mercurio, a ambas partes contendientes en 1973: los alude como “las víctimas y 
nuestros Camaradas de armas”, respectivamente. Tras leer esa frase, ¿es 
necesario probar la efectividad del lavado de cerebros practicado a esas 
instituciones (y a toda la población)? 


Amargas Experiencias 


Los vejámenes sufridos por los uniformados en los Tribunales de Justicia son 
múltiples, pero si se quejan, un castigo adicional puede provenir de sus propias 
instituciones. Véase lo que le sucedió al almirante (r) Kenneth Gleiser, que era 
director médico del Hospital Naval de Talcahuano: fue destituido después de 
enviar un correo electrónico a sus camaradas de lo que vio y soportó en el 
buque-escuela Esmeralda, donde decidió interrogarlos, a él y otros oficiales, la 
ministra sumariante Eliana Quezada, en el caso de la “desaparición” del 
renunciado sacerdote y colaborador del MIR Miguel Woodward 
—“desaparici6n” que no fue tal, pues que murió de un paro cardiorrespiratorio 
en el Hospital Naval y fue enterrado en Valparaíso—, en 1973. 


Posteriormente, el 18 de abril de 2008, fueron sometidos a proceso y detenidos 
como autores de secuestro calificado del renunciado sacerdote, “tras ser 
torturado y llevado a bordo del buque-escuela “Esmeralda””, según dice el diario 
(dándolo como un hecho probado), los vicealmirantes (r) de la Armada, 
Guillermo Aldoney, Juan Mackay, Adolfo Walbaum y Sergio Barra, el capitán de 
navío (r) Ricardo Riesco y el teniente primero de sanidad (r) Carlos Costa, este 
último en calidad de cómplice. 


La información periodística termina expresando: 
“La Armada señaló que no se pronunciará sobre temas judiciales. ”152 
¿No se pronuncia, aun si está directamente afectada por el proceso? Porque: 


1) Los almirantes y oficiales no eran empleados de la Compañía de Teléfonos ni 
de la Compañía de Muelles de la Población Vergara, sino funcionarios de la 
Armada, que trabajaban para ella. 


2) El delito de secuestro, por el cual se les inculpa, sólo pueden cometerlo los 
particulares, según el Código Penal, y en este caso los marinos procesados y 
detenidos no actuaron como particulares, sino como funcionarios de la Armada. 
Esta institución debería tener algo que decir al respecto, particularmente que, de 
ser efectivos los hechos, la figura jurídica apropiada sería la del delito de 
detención ilegal. 


3) Pero si la Armada no tiene nada qué decir de lo anterior, sí debería tenerlo 
acerca de la siguiente afirmación de la jueza Quezada en su resolución: 


“(Woodward) fue privado de su libertad de desplazamiento, manteniéndosele 
bajo detención o encierro en recintos de la Armada, lo que se ha prolongado 
desde el mes de septiembre de 1973 hasta la época actual”. 


¡Acusan a la Armada de tener ilegalmente preso a Woodward hoy día, y ella no 
tiene nada que decir! 


Pero yo le voy a sugerir cosas que sí podría decir, con apego a la ley y a la 
verdad: primera, que la jueza está procediendo ilegalmente, en perjuicio de 
quienes sirvieron a la Armada; segunda, que desea representar esta ilegalidad 
manifiesta públicamente, porque públicamente ella está siendo denostada como 
institución y lo están siendo quienes fueron sus miembros; y, tercero, anunciar 
que planteará esta ilegalidad, atentatoria contra una de las bases de la 
institucionalidad, como lo es el debido proceso, en la primera oportunidad en 
que sea convocado el Consejo de Seguridad Nacional. Obviamente, éste no lo 
será jamás, pues, tras la última reforma, sólo puede serlo por la Presidenta de la 
República, a la cual, como es evidente, le interesa el continuado vejamen y 
juzgamiento ilegal de los uniformados que enfrentaron a los grupos terroristas a 
los cuales fue tan próxima. 


En fin, yo pienso que la Compañía de Teléfonos o la Compañía de Muelles de la 
Población Vergara habrían dicho, por lo menos, algunas de esas cosas ante un 
fallo aberrante como el comentado, si los afectados hubieran sido funcionarios 
de ellas. 


Y Otra Amarga Experiencia 


Entonces, a los uniformados no sólo les han lavado el cerebro: los han 


convertido en “lavadores”. Y, más encima, los vejan cada vez que pueden. 
Entérese usted de lo que sigue, recibido por correo electrónico de un oficial (r) 
de Ejército, que resumo: 


“El último domingo estaba con mi computador explorando el Google Earth, un 
programa que muestra el planeta entero y permite acercarse a continentes, 
países, ciudades, barrios, etc. 


En la oportunidad y luego de recorrer otros lugares llegué a la Escuela Militar, 
me acerqué, enfoqué todo el recinto y esperé que la resolución fuera perfecta, 
cuando en ese momento, en el corazón de la Escuela(...) el Patio Alpatacal, 
apareció un icono color amarillo. Lo activé pensando que era un cuadro de 
fotografías de la Escuela, su historia o algún relato de la Tragedia de Alpatacal, 
pero para mi sorpresa apareció una corta leyenda(...:): “Recinto de Torturas 
Empleado por el Ejército Chileno”. 


En ese momento recordé que el año 2007 la señora Bachelet encomendó a su 
Ministro de Bienes Nacionales que hiciera un catastro a nivel nacional 
indicando todos los lugares donde (según ellos), fueron torturadas personas el 
año 1973 y posteriores. ( ...) 


Tuve la dicha de ser Cadete de la Escuela Militar durante la Gesta Libertaria 
del 11 de Septiembre de 1973, y puedo decir con conocimiento de causa que ahí 
jamás se torturó a nadie(...) 


Después de esto no quise seguir en el programa computacional (...) En otras 
palabras no quise encontrarme con más sorpresas, como mi Unidad Cuna u 
otros Cuarteles llenos de recuerdos e historia, los que hoy son condenados 
falsamente por el Gobierno de Chile ante el mundo, como también lo hacen con 
centenares de ex uniformados, los que victimas del odio y la venganza están 
sometidos a proceso o son presos políticos de la larva gobernante. 


Es una triste experiencia que la comparto para que la reenvíen a sus conocidos, 
a los miembros retirados y activos de las Fuerzas Armadas y de Orden, y 
también a personas civiles y amigos.( ...) Alejandro Russell O”Kuinghttonss, 
coronel (r).” 


Conflictos entre los Presos Políticos Uniformados 


He reiterado que a la mayoría de estos presos políticos se les ha desconocido su 
derecho a un debido proceso (por eso los llamo presos políticos), pero a algunos 
de ellos esta situación les resulta todavía más injusta que a otros, porque se les 
condena por hechos que no existieron o en los cuales, existiendo y estando 
prescritos, amnistiados y previamente juzgados, no tomaron parte. 


Si un uniformado quitó la vida ilegalmente a un terrorista, tiene derecho a la 
amnistía, la prescripción y, en no pocos casos, a la cosa juzgada, por haber 
previa sentencia de término en la materia. En Chile, sin embargo, se le procesa y 
condena ilegalmente. Pero si un uniformado nunca quitó la vida a nadie y es 
condenado por ello, pasando no sólo por sobre las leyes de amnistía, 
prescripción y cosa juzgada, sino también por sobre la verdad de los hechos, se 
comete con él un doble atropello, pues se le condena contra legem y, por 
añadidura, contra veritas, siendo inocente de toda participación. 


A los jueces de izquierda no les ha importado nada esta situación. Crucifican por 
igual a culpables e inocentes, a los que participaron y a quienes nada tuvieron 
que ver. Cuentan con el respaldo oficial, el silencio del vientre blando y el 
pánico uniformado. 


Esto ha generado un conflicto interno entre los soldados privados ilegalmente de 
libertad, que piden al ex Director de la DINA que señale quiénes no tuvieron 
nada que ver en muertes de terroristas. Pero éste se ha negado a hacerlo. El 
conflicto se puso de manifiesto el 15 de mayo de 2007, cuando el general de 
brigada Gonzalo Santelices, comandante de la guarnición de Santiago 
(posteriormente obligado a renunciar al Ejército por haber estado presente, sin 
participar, en los fusilamientos de Antofagasta, el 19 de octubre de 1973), visitó, 
por orden del Comandante en Jefe del Ejército, general Oscar Izurieta, a los 
uniformados presos en el penal Cordillera, de Peñalolén. 


Las Grandes Discriminaciones 


Pero en Chile el lavado cerebral masivo conduce a los absurdos más grandes. 
Mientras algunos tribunales (la mayoría, en este momento) niega la amnistía a 
los uniformados, no sólo permanece intocada la que benefició a los extremistas, 
sino que a ella se añaden indultos posteriores que permiten a los condenados por 


delitos terroristas que se les conmuten sus penas por extrañamiento y las puedan 
cumplir en libertad en otros países, donde convenientes “oficinas” 
internacionales manejadas por la izquierda les han conseguido trabajo. 


Las leyes consagrando beneficios económicos cuantiosos y crecientes para los 
extremistas o sus familiares sigue dictándose y el monto total ya ha sobrepasado 
los dos mil cuatrocientos millones de dólares, en tanto que aumentan a razón de 
doscientos millones de dólares anuales (ver capítulo XII). 


La extrema izquierda no sólo es perdonada y compensada por no haber podido 
instaurar en Chile un régimen totalitario, sino que a ella, además, se le perdonan 
los delitos cometidos después de terminado el Gobierno Militar. 


El historiador Gonzalo Vial ha escrito que, con gran apoyo político y de la 
Iglesia Católica, como se citó en el capítulo X, leyes de origen concertacionista, 
dieron la libertad a numerosos condenados por terrorismo en democracia, que 
hubieran cumplido diez años de cárcel. Al mismo tiempo, senadores aliancistas y 
concertacionistas plantearon igual rebaja de pena, y la misma exigencia de haber 
completado diez años de prisión efectiva, para los autores de delitos contra los 
derechos humanos cometidos durante el régimen militar. 


“El año pasado la Cámara Alta rechazó la iniciativa. La ‘paz social’ ya no 
importaba. La Iglesia no se interesó. ”. 153 


¿Cómo es posible esa discriminación sin que la opinión pública reaccione? Es 
posible porque la opinión pública tiene lavado el cerebro. Ya no es capaz de 
razonar coherentemente acerca de la propia historia reciente del país, porque la 
han convencido de que lo obrado por los uniformados fue “pavoroso” y, en 
cambio, lo obrado por guerrilleros y terroristas fue, en el peor de los casos, sólo 
un conjunto de “errores” cometidos en nombre de la democracia. 


Fuga de No Indultados 


La Concertación ha perdonado a los terroristas, por sangrientos que fueran sus 
crímenes, y ha favorecido también, como recién se ha visto, a los que han 
continuado delinquido después de 1990 —nadie ha tomado nota, a propósito, de 


que ningún uniformado de los que se denomina “violadores de derechos 
humanos” es ni siquiera sospechoso de actuaciones indebidas de esa índole 
después de 1990—. Pero había unos a los cuales era impresentable, incluso ante 
los cerebros lavados, perdonar: los comunistas autores del asesinato del senador 
Jaime Guzmán y del secuestro del ejecutivo periodístico Cristián Edwards. 


¿Y qué pasó con ellos? Obvio: se fugaron. 


A raíz de ese vergonzoso hecho, recibí la siguiente carta de un coronel (r), cuyo 
nombre no doy para no exponerlo a represalias, y que cito parcialmente: 


“Días pasados un paciente de mi hermano médico, que por el tiempo que se 
conocen ya es más que un paciente, le comentó lo siguiente (este paciente es de 
Gendarmería), respecto a la fuga de la Cárcel de Alta Seguridad y previo a la 
misma: 


A los vigilantes del sector les cambiaron las armas con las que hacían guardia, 
que tenían un alcance eficaz de 300 mts., por otras que tenían un alcance eficaz 
de 20 mts. 


Luego de un tiempo, las rondas que se hacían cada 5 min. se ampliaron a 15 
min. 


Por último y poco antes de producirse la fuga, cambiaron todos los gendarmes 
antiguos y pusieron a otros recién egresados que, según la versión de este 
gendarme, sólo atinaron a esconderse al recibir las primeras ráfagas desde el 
helicóptero”. 


¿Y sabe algo más, distinguido cerebro lavado...? 


¡Usted Ayudó a Financiar la Fuga! 


¿No lo cree? Pues bien, prepárese para cambiar de opinión: la ciudadana belga 
Emmanuelle Verhoeven Colas trabajaba para usted, sí, para usted, contribuyente, 
porque los impuestos suyos sirven para financiar el presupuesto de Gendarmería, 
donde Emmanuelle recibió entre 1993 y 1994 la cantidad de $ 2.414.500 en su 


calidad de asesora del Director Nacional de dicho servicio, encargado de velar 
por la permanencia de los reos en las cárceles. 


Pero Emmanuelle era, al mismo tiempo, la Comandante Ana de la asociación 
ilícita terrorista Frente Patriótico Manuel Rodríguez (FPMR), cuyos militantes 
presos por el asesinato del senador Jaime Guzmán (UDI) se encontraban en la 
cárcel de Alta Seguridad. 


El senador Andrés Chadwick (UDI) afirmó que Verhoeven fue fundamental para 
el éxito de la fuga de la citada cárcel, de Mauricio Hernández Norambuena, 
Ricardo Palma Salamanca, Pablo Muñoz Hoffmann y Patricio Ortiz Montenegro, 
condenados por el referido asesinato. 


En la investigación se descubrió que la asesora del Director fue vital para llevar 
a Cabo el escape, pues, en su calidad de psicóloga, conversaba largamente con 
los presos “para prepararlos emocionalmente para la vida en un recinto tan 
riguroso”.154 


¡Ah!, dicho sea de paso, la Comandante Ana era pareja del Comandante 
Salvador, alias de Galvarino Apablaza, líder máximo del FPMR, que goza de 
amplia libertad en la República Argentina, como antes vimos. 


¿Tiene algo que ver el hecho de que en Argentina y Chile estén en el Gobierno 
personas que en el pasado simpatizaron con los terroristas de izquierda? 


Peor que Doble Standard 


Muchos, si es que no todos, los alrededor de 500 (la cifra aumenta a diario) 
uniformados que hoy están presos o procesados por hechos acaecidos hace 
veinte, treinta o treinta y cinco años, prescritos, amnistiados la mayoría de ellos 
y sobre muchos de los cuales ha recaído cosa juzgada, pues ya habían sido 
anteriormente juzgados, son, además, personas que en todo lo que no dice 
relación con las actuaciones que hoy se les imputa son de excelente conducta 
ciudadana, y la mayoría, además, padres de familia ejemplares. Sus familias 
viven ya por bastantes años un verdadero calvario. 


Por contraste, todos los terroristas, muchos de ellos autores de hechos de sangre 
injustificables, que han sido indultados por los gobiernos de la Concertación o 
beneficiados por leyes como las antes referidas, son personas que 
voluntariamente tomaron la senda del delito y que, en muchos casos, retornan a 
la misma tras recibir los beneficios que les han sido denegados a los 
uniformados y, todavía más, pese a contar con una generosidad fiscal amplia, 
como la detallada en el capítulo XII. 


Véase el siguiente ejemplo: 


“El ex frentista Claudio Cerda Bravo (35) fue detenido anoche junto a otros dos 
sujetos luego de un operativo realizado por la Brigada Antinarcóticos de Los 
Andes en la ciudad de Rancagua.( ...) Cerda Bravo recibió el indulto 
presidencial el 26 de febrero de 2003 tras ser condenado a 15 años de presidio 
por el asesinato del ex médico militar Carlos Pérez Castro y su esposa, Anita 
Schlager, ocurrido el 3 de marzo de 1991 en Rancagua.( ...) Los policías 
antinarcóticos realizaron una entrega vigilada de droga —más de 60 kilos de 
marihuana prensada del tipo paraguayo— en la que se capturó a los tres 
implicados en la operación tráfico, uno de ellos el ex frentista Cerda Bravo. ”153 


El 8 de julio de 2008 fue detenido Raúl Somadevilla, ex frentista, pensionado 
con $120 mil mensuales por la Comisión Valech, por el robo de $1.500 millones 
en el asalto a un camión Brink?'s.1* 


El lavado cerebral masivo hace posible que tales sujetos circulen libremente, 
hagan lo que mejor saben hacer (delinquir), en muchos casos cobren jugosas 
“indemnizaciones” (para lo cual no tuvieron sino que declararse alguna vez 
torturados bajo el Gobierno Militar), mientras permanecen presos oficiales y 
padres de familia ejemplares, que sirvieron a su Patria e hicieron posible 
reconstruir en ella la economía, la paz social y la estabilidad política. Tal vez por 
eso hay quienes hablan del “pago de Chile”. 


¿Cómo lo ha reconocido el país? Desprestigiando a sus uniformados mediante 
un lavado cerebral interno y externo, premiando a los que quisieron destruirlo y 
demoliendo poco a poco las bases económicas, políticas y sociales que llevaron 
a describir a Chile como la joya más preciada de la corona latinoamericana (Bill 
Clinton, 1991, en Santiago). 


XII 


Dos Mil 400 Millones de Dólares para ¿Ex? Terroristas 


E 


] lavado de cerebros ha tenido una consecuencia extraordinaria: la sociedad 
chilena, que se libró, gracias a sus uniformados, de ser sometida por las armas a 
un régimen totalitario, indemniza generosamente el “daño” inferido a quienes 
intentaron imponerlo, por el “pecado” de vedarles conseguir ese objetivo ilícito. 


Es lo mismo que si usted repeliera al asesino que intentaba matarlo y después 
debiera indemnizarlo con mucho dinero por el daño que le hubiere causado al 
repelerlo. 


Por supuesto, insensatez semejante sólo puede ser consumada en una sociedad 
cuyos miembros han sido privados de la facultad de razonar cuerdamente. 


A tanto ha llegado la enajenación que no ha faltado quien arguya que las 
indemnizaciones al terrorismo marxista y su entorno se justifican de la misma 
manera que las que ¡Alemania pagó a las víctimas del Holocausto! Como si las 
víctimas del Holocausto hubieran organizado un ejército para liquidar a sus 
adversarios y apoderarse por las armas del gobierno en Alemania, hubieran 
introducido armas y decenas de miles de subversivos extranjeros a ese país, y 
cometido atentados múltiples, matando mucha gente, como lo hizo el socialismo 
marxista en Chile. 


Indemnizando al Terrorismo 


Pues una de las razones fundamentales que tuvo la mayoría democrática de la 
Cámara de Diputados para pedir la intervención militar, mediante su Acuerdo del 
22 de agosto de 1973, fue la de que se había organizado en el país un fuerte 
ejército clandestino, destinado a imponer por las armas un gobierno socialista 
marxista. 


El número 12 del citado Acuerdo dice textualmente: 


“12. Que en la quiebra del Estado de Derecho tiene especial gravedad la 
formación y desarrollo, bajo el amparo del Gobierno, de grupos armados que, 
además de atentar contra la seguridad de las personas y sus derechos, y contra 
la paz interna de la Nación, están destinados a enfrentarse contra las Fuerzas 


Armadas, como también tiene especial gravedad el que se impida al Cuerpo de 
Carabineros ejercer sus importantes funciones frente a las asonadas delictuosas 
perpetradas por grupos violentistas afectos al Gobierno. ” 


Por consiguiente, una de las primeras obligaciones de la Junta, el 11 de 
septiembre de 1973, era combatir ese terrorismo, cuya composición hemos 
detallado en el capítulo I. Si no lo hacía, el alzamiento en su contra de ese 
contingente irregular podría haber trastornado completamente al país y haber 
llevado al fracaso el intento de restauración de la paz y normalidad por parte de 
la Junta. 


Es indudable que en ese combate a la guerrilla terrorista debían producirse 
necesariamente bajas, pues se trataba de una lucha en que ambas partes poseían 
armamento. 


Por supuesto, la capacidad de fuego, disciplina y preparación de los soldados 
profesionales era superior, lo que explica por qué, mientras el número de 
muertos uniformados entre el 11 de septiembre y el 31 de diciembre de 1973 fue 
de 82, el de extremistas fue de 1.179.157 Estas cifras subieron a raíz de la labor de 
la Corporación de Reparación y Reconciliación, a un total de 1.823 bajas de 
ambos bandos en ese período. Fue el del enfrentamiento más radical, pues 
rápidamente el país se pacificó y el número de caídos disminuyó año a año, 
como se desprende del Informe Rettig: 158 


Año N° Año N° Año N° 


1978 9 1984 74 1990 2 


Objeto Ilícito de la Guerrilla 


Jurídicamente, la guerrilla de la Unidad Popular puede caracterizarse como una 
asociación ilícita terrorista, cuyas actuaciones, como es obvio, son constitutivas 
de un objeto ilícito. De acuerdo a la norma del artículo 1.462 del Código Civil, 
que es de aplicación supletoria y universal al derecho penal, “hay un objeto 
ilícito en todo lo que contraviene al derecho público chileno”. 


De modo que la acción antisubversiva, es decir, el hecho de haberse frustrado los 
propósitos de los miembros de una asociación ilícita terrorista, en el derecho 
chileno jamás podría haber dado lugar a una indemnización. 


Sin embargo, los tribunales han ordenado compensar generosamente y en forma 
multimillonaria a las personas que protagonizaron el intento de asalto por las 
armas contra la normalidad democrática y, en los casos en que murieron en la 
tentativa de consumar ese designio, a sus descendientes o familiares. 


Y eso se sigue haciendo de una manera que resulta inexplicable, a la luz del 
derecho y de la moral. En definitiva, se ha terminado premiando conductas 
injustificables. 


Los Privilegiados de la Lucha Armada 


Las personas pobres de Chile, cuyos ancestros no tomaron parte en la guerrilla 
de extrema izquierda, miran con envidia a los deudos de quienes empuñaron las 
armas contra la legalidad democrática. 


¿Cuántos pobres hay en Chile que no tienen el dinero para financiar sus 
necesidades personales y familiares de salud o la educación de sus hijos? Se 
cuentan por millones. Desde luego, en el país hay alrededor de dos millones 228 
mil pobres**” que no tienen a su alcance esos beneficios. Hoy deben pensar: 
“¡Lástima no haber entrado a la guerrilla o no tener un pariente terrorista caído o 


interrogado!”. 


La prensa publica el caso de la hija de un dirigente de extrema izquierda caído. 
Ella sufre una dolorosa enfermedad, que afecta su sistema inmunológico, renal y 
óseo, cuyo tratamiento es de muy alto costo. Pero casi no tiene desembolsos. 
Hace cinco años debió operarse para que se le colocara una prótesis de cadera, y 
no pagó un peso. 


Además, tuvo la posibilidad de ir a la universidad gratis, dentro del Programa de 
Reparación y Atención Integral de Salud (PRAIS), que se financia con fondos 
del presupuesto del mismo ministerio.!% 


Todas las personas que prueben haber sido víctimas de algún atropello durante el 
Gobierno Militar pueden acceder a los beneficios del PRAIS. Como se 
comprenderá, el número es creciente. Deben cumplir, eso sí, una condición: 
haber sido opuestos al régimen militar. ¡Por supuesto! Como asegura el doctor 
Alberto Minoletti, del Ministerio de Salud, “no pueden ser militares, salvo que 
hayan sido opositores al régimen”.14 Los simpatizantes del régimen militar, 
ciudadanos de segunda clase, no pueden tener privilegios. 


Mientras la falta de atención en salud mental es una grave falencia de los 
servicios que se ofrecen a los chilenos pobres, después de trece años del 
programa PRAIS, en 2005 había unos diez mil beneficiarios del cuidado de 
salud mental entre las llamadas “víctimas de la represión”. 


Los cónyuges o hijos de las personas que aparecen en el Informe Rettig gozan de 
pensiones cuyo monto base era de $ 204.436. Habiendo más beneficiarios, puede 
llegar hasta $ 300.000.16 Sus hijos pueden eximirse del Servicio Militar y 
solicitar, hasta los 35 años, que el Estado les pague la educación, desde el nivel 
básico hasta el universitario. A los que van a universidades sin apoyo fiscal se 
los paga otro programa, el de Becas Presidente de la República. Varios 
conocidos hijos de ministros de la Concertación han salido a estudiar al exterior 
financiados por este programa. Todos esos alumnos de enseñanza media y 
universitaria tienen una “mesada” de 1,24 Unidades Tributarias Mensuales ($ 
43.679) entregada por el mismo programa. 


El Estado Paga por Demandar al Estado 


En otro programa, el Ministerio del Interior (el Estado) ¡apoya económicamente 
a quienes inician procesos contra el Estado! Siempre que se funden en supuestas 
violaciones a los derechos humanos. 


En 2005 se destinaron casi $ 562 millones para financiar las querellas contra el 
Estado, en 384 procesos. Es decir, en ese solo año el Estado apoyó con 
aproximadamente un millón y medio de pesos a cada querellante que accionaba 
en su contra.!™ Pero, al mismo tiempo, el Estado financia a otra costosa entidad 
para que lo defienda en esos juicios, el Consejo de Defensa del Estado. 


En cambio, a los militares querellados, que defendieron al Estado contra los que 
pretendían tomarlo por las armas, no les da nada. Al contrario, las instituciones 
armadas prohibieron incluso el aporte voluntario de sus miembros para financiar 
las defensas de los procesados y presos políticos uniformados. 


En algunas ocasiones el Estado ni siquiera se defiende, pues llega a acuerdos con 
los querellantes de extrema izquierda, que los dejan muy contentos, según han 
declarado en los diarios. En el caso de la Operación Albania, por la muerte de 
guerrilleros comunistas, el Consejo no defendió al Estado y accedió a una 
indemnización de trescientos millones de pesos por cada guerrillero caído. 


En el último de los casos citados, como en otros (los juicios contra el general 
Pinochet), el Consejo de Defensa del Estado ¡adhirió a la parte querellante! Es 
decir, en lugar de defender al Estado, procura que tengan éxito las acciones 
deducidas en contra suya. Y éstas, como se vio más arriba, son financiadas por el 
Ministerio del Interior. 


¿De locos o de cerebros lavados? Ambas cosas. 


Generosidad Previsional 


Todas las personas que perdieron sus trabajos entre el 11 de septiembre y el 31 
de diciembre de 1973 gozan de beneficios previsionales extraordinarios, aunque 
no acrediten causal de despido. 


Pero a los parlamentarios que perdieron sus cargos entre esas fechas y que 
fueron partidarios del Gobierno Militar les han negado esos beneficios. 


Según fuentes del Ministerio del Interior, hasta 2005 había 86 mil personas 
acogidas al Programa de Reconocimiento al Exonerado Político.16 


Las pensiones mensuales de los exonerados fluctúan entre los cien mil y el 
millón de pesos. 


A raíz del Informe de la Comisión para la Prisión Política y la Tortura (Comisión 
Valech), fueron acogidas casi diecisiete mil solicitudes de pensiones reparatorias, 
que en 2005 demandaron el pago de 16 mil millones de pesos.*% Pero 
posteriormente ese número ha aumentado hasta alrededor de 28 mil. 


Un Bono Extraordinario 


En 1992 se consagró por ley un “bono de reparación” que llegó a unas tres mil 
personas. Más tarde, en 1994, una nueva ley amplió estos beneficios. 


De estos bonos el más llamativo es el de diez millones de pesos consagrado por 
la ley 19.980, a favor de los hijos de quienes desaparecieron o murieron, 
considerados en el Informe Rettig. 


Unas diez mil personas cobraron este bono. A quienes no habían recibido nada 
del Estado a esa fecha, a título de reparación, se les entregó en su totalidad. A los 
que habían recibido algo, se les descontó el respectivo monto.” 


El INP no informa quiénes fueron los beneficiarios, por considerarlo un dato 
privado, pero sí fue pública la lista de los cuatro mil beneficiarios de los diez 
millones de pesos. 


Entre ellos destaca la Presidenta de la República, por la muerte de su padre, si 
bien hay pruebas fehacientes de que falleció debido a la práctica de un deporte 
contraindicado para su condición cardiaca.!%8 


La diputada Isabel Allende también cobró el bono por su padre, si bien la causa 


de la muerte de éste fue el suicidio y no la acción del Gobierno Militar. 


También lo cobró Juan Pablo Letelier por la muerte de su padre, y no se le 
descontó nada, siendo que su familia había sido indemnizada antes con 2,5 
millones de dólares para cada deudo, por la misma causa. 


Otros beneficiarios fueron la diputada Carolina Tohá y el diputado Marco 
Enríquez-Ominami, por las muertes de sus respectivos padres. En el primer caso, 
el suicidio fue controvertido, pero en el de Miguel Enríquez, el jefe del MIR, fue 
claro que falleció en un enfrentamiento provocado porque él mismo abrió fuego 
contra agentes del Estado. 


Pensionados Crecen Año a Año 


En 1995 los pensionados por motivos de derechos humanos eran poco más de 
seis mil, y recibían al año menos de diez mil millones de pesos; en 2005 su 
número había crecido doce veces, a 73 mil personas, que cobraban 113 mil 
millones de pesos anuales, es decir, unos 215 millones de dólares. La mayor 
parte de estas pensiones han sido para los llamados “exonerados” entre 1973 y 
1990, cuyo número ha crecido explosivamente: 12 mil en 1999; 33 mil en 2001, 
46 mil en 2003 y más de 51 mil en 2005. 


A lo anterior deben sumarse las antes referidas pensiones originadas en la 
Comisión Valech, sobre Prisión Política y Tortura, que, como se indicó más 
arriba, llegaron a 17 mil en 2005 y a 28 mil en 2006, por un total de unos 28 mil 
millones de pesos, es decir, otros 53 millones de dólares al año. 


Indemnizaciones Judiciales y Extrajudiciales 


En diversos casos de muertes en el curso de la lucha antiterrorista los tribunales, 
o los acuerdos alcanzados por el Consejo de Defensa del Estado con los 
querellantes, les permiten acceder a altos montos, para los cuales no hay ninguna 


norma razonable preestablecida. 


Por ejemplo, a la hija de Carmelo Soria, extremista de izquierda que era a la vez 
funcionario internacional de menor rango —se consiguió un up grade post 
mortem— y que murió a manos de la DINA, se le reconoció una indemnización 
de un millón y medio de dólares (unos $ 700 millones), pero a otros muertos en 
parecidas circunstancias se les han reconocido $ 50 millones y a otros más, $ 
300 millones. Aquella cifra, que fue catalogada, incluso por senadores de 
Gobierno, como “exagerada” (senador Muñoz Barra, PPD). Depende de la 
influencia que se ejerza. 


A Carmen Gloria Quintana, que resultó quemada tras ser detenida por una 
patrulla militar (el proceso acreditó que ella misma inició el fuego, pero, para los 
cerebros lavados, fue quemada por los militares) se le pagaron $ 215 millones. 


Más de Dos mil Cuatrocientos Millones de Dólares 


El resumen total de los pagos originados en las leyes destinadas a favorecer a la 
extrema izquierda, confesa en 1973 (y antes) de estar empeñada en una lucha 
armada por poner término a la democracia en Chile, puede desglosarse de la 
siguiente manera: 


1) Ley 19.123 de Reparación, derivada del Informe Rettig: hasta 2006, $ 
99.769.067.000. 


2) Bono compensatorio de 1992 por el equivalente a la pensión de un año a cada 
beneficiario: $ 2.473.455.000. 


3) Ley 19.234, beneficios a los exonerados políticos entre 1973 y 1990, hasta 
2006, $ 573.708.439.000. 


4) Ley 19.992 sobre Prisión Política y Tortura (Comisión Valech), $ 
44.734.938.000 en 2005 y 2006 16. 


5) A todo lo anterior debemos sumar lo que se ha pagado y deberá pagar como 
indemnizaciones en los procesos en marcha hasta ahora (y que pueden ser 


muchos más y por muchos años) incentivados por la dadivosidad de la 
Concertación y la justicia de extrema izquierda.. La siguiente información de El 
Mercurio lo puntualiza: 


“Millonaria demanda. La Unión Nacional de Ex Prisioneros Políticos y 
Torturados presentó su quinta demanda colectiva contra el Estado, exigiendo 
una indemnización de $ 150 millones para cada una de las 600 víctimas, que 
junto a los otros requerimientos totalizan tres mil personas que piden el mismo 
monto”.17 


Es decir, otros $450.000.000.000, equivalentes a mil millones de dólares, 
aproximadamente, que el erario deberá provisionar. 


Un total de unas 110 mil personas, que constituían el entorno de la guerrilla 
interna de los años ’70 y *80, estaban a fines de 2005 recibiendo estos beneficios 
y esperan todavía mucho más.!”! 


La suma del desglose anterior nos lleva a un valor, hasta el momento, en cifras 
aproximadas, de $1.170.685.899.000 (un billón 170 mil 685 millones 899 mil 
pesos o, debido al variable precio del dólar, de unos US $ 2.400.000.000 (2.400 
millones de dólares) para las personas de la extrema izquierda o sus sucesores de 
la guerrilla terrorista o ubicadas en el entorno de los partidos y grupos que en 
1973 se preparaban a tomar el poder por las armas. 


Pero esto no termina ahí, sino que se debe agregar la iniciativa del Gobierno, de 
agosto del 2007, para reestudiar los casos que fueron excluidos y rechazados en 
las Comisiones Rettig y Valech, los que de aprobarse tendrían un costo anual 
para el país, según estudio del Ministerio de Hacienda de otros US$ 14.000.000 
(catorce millones de dólares anuales). 


Y las pensiones extranjeras, pues muchos de los beneficiados reciben también 
pensiones de países europeos como perseguidos políticos, además de las 
nacionales. Por ejemplo el ex-senador socialista Carlos Altamirano Orrego 
señaló en reciente entrevista que recibe pensión tanto de Francia como de Chile. 


En fin, muchas de las personas que reciben pensiones hoy no residen ni trabajan 
en Chile, ni menos tributan como usted o yo. 


La coordinación internacional de estos grupos es total, en Uruguay fueron 
indemnizados los “Tupamaros”, en Argentina los “Montoneros”, en Chile las 


bandas subversivas, MIR, FPMR, Lautaro, entre otros. En septiembre de 2007, 
el Presidente peruano Alan García señaló que se comenzarán los procedimientos 
para indemnizar y reparar al violento grupo maoísta Sendero Luminoso. Demás 
esta agregar que en los antes señalados países muchos de sus integrantes ocupan 
importante cargos públicos 


Y en Chile también, por supuesto. 


Tal vez los países deberán coordinar los pagos mediante una nueva Operación 
Cóndor. 


La “Frambuesa” de la Torta 


No satisfechos con todas las indemnizaciones (las unas autoconferidas en 
empresas públicas, y las otras para indemnizar el fracaso en la toma del poder), 
los reajustes de pensiones de “exonerados”, el financiamiento de los estudios de 
los hijos en el exterior, aunque no los completen; el bono de diez millones de 
pesos, las gratuidades educacionales, previsionales y de salud, los sobres con 
billetes, las platas de los Programas de Generación de Empleo, Chiledeportes, 
Gendarmería, Onemi, Ferrocarriles, MOP-Gate y MOP con tantos otros 
apellidos, desmalezados, Registro Civil y un extremadamente largo etcétera, 
ahora los grandes jerarcas unipopulistas van en busca de otros doce mil millones 
de pesos, por haber estado confinados en la isla Dawson entre fines de1973 y 
hasta los primeros meses de 1974. 


Los demandantes “sugieren” una indemnización de $400 millones para cada 
uno, casi un millón de dólares. 172 Pero peanuts dentro del total de US$ 2.400 


millones. 


Es la “frambuesa” de la torta. 


Migajas para Uniformados Caídos 


Recientemente fueron asesinados dos funcionarios de Carabineros por 
delincuentes. El monto total de las indemnizaciones para sus dos viudas, Pilar 
Blazet de Burgos y Jessica Gaete de Cuevas, fue de $26 millones, pero no por 
parte del Estado, como a los terroristas o sus familiares, sino con recursos del 
Fondo Solidario Institucional de los propios Carabineros. Se añadieron a esas 
indemnizaciones otras que entrega la Fundación Paz y Familia de Carabineros de 
Chile, es decir, tampoco del Estado. 


Con razón un general (r) de Carabineros, Hosmán Pérez Sepúlveda, escribió a El 
Mercurio: 


“Sigo pensando con indignación en la inequidad que significa que sea el propio 
personal de Carabineros el que deba financiar su seguro de vida, frente a la 
entrega por el Estado de miles de millones de pesos y de otros múltiples 
beneficios a título de reparación, en muchos casos no comprobados, a los que 
pretendieron rendir el país a la Unión Soviética y quienes hoy, en plena 
democracia, alteran la tranquilidad y el orden público. ”173 
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Lavado Cerebral sobre la Amnistía 


U 


no de los temas que mejor pone en evidencia el lavado cerebral registrado en 
Chile es el de la Ley de Amnistia. 


Antes de que anidara el odio en el pais, sembrado por el marxismo-leninismo, 
doctrina fundada, justamente, en el odio de clases, la tradición chilena tendía un 
manto de olvido sobre los grandes conflictos internos ya superados y así el país 
cicatrizaba sus heridas. 


Beneficiados por la Amnistía 


Es bien sabido que el pronunciamiento militar de 1973 puso en fuga a los 
inspiradores del odio en Chile o los privó de medios para propagar su prédica 
divisoria. Por eso, en 1978, cuando se dictó el decreto ley 2.191, conocido como 
Ley de Amnistía, todos los sectores de la sociedad, incluidos algunos de los 
propios marxistas-leninistas, la acogieron con beneplácito. Estos últimos muy 
explicablemente, porque 1.475 extremistas de izquierda que estaban privados de 
libertad fueron liberados, junto con 578 uniformados en igual condición, según 
datos de la Comisión Asesora para los Derechos Humanos que el Gobierno había 
formado a fines de los años "7014, 


Pero cifras más actuales, recopiladas por el general (r) Gastón Frez, siendo 
presidente del Círculo de Oficiales en Retiro de las FF. AA., detallan año a año 
la aplicación de la Ley de Amnistía y arrojan un total mucho mayor de 
beneficiados de izquierda: no sólo los anteriores sino los 559 a los cuales se les 
reconoció en 1978 en los siete Juzgados Militares del país, los 53 que se 
encontraban en libertad condicional y los 8.993 que se acogieron a ella por 
derecho propio, a partir de 1978, la mayor parte de los cuales se encontraba fuera 
del país y regresó a él. 


De las cifras del cuadro confeccionado por el general (r) Frez constan también 
los 228 terroristas que habían cometido crímenes contra el personal uniformado 
y contra civiles, que fueron indultados por el Presidente Patricio Aylwin durante 


su Gobierno, al comienzo del cual, recuérdese, ofició a la Corte Suprema para 
que no se aplicara la amnistía como eximente sino hasta la sentencia definitiva 
(que en Chile puede demorar veinte años en dictarse). 


En otras palabras, lo que se ha presentado veinte o treinta años después como 
“un autoperdón” de los uniformados fue, en el hecho, mucho más utilizado por 
sus adversarios que por ellos. Y los extremistas, una vez beneficiados por la 
amnistía, han conseguido, mediante su presión propagandística, amenazas y 
lavado cerebral general ¡que los tribunales de justicia denieguen en muchos caos 
igual beneficio a los uniformados! 


Es que se ha olvidado por completo el contexto en que fue acogida la Ley de 
Amnistía de 1978. 


Beneplácito Episcopal 


De partida, el Arzobispado de Santiago, en declaración entregada a través de la 
Vicaría de la Solidaridad, expresó: 


“El Supremo Gobierno ha dispuesto conceder una amnistía general para 
diversos delitos cometidos bajo la vigencia del estado de sitio. 


La Iglesia de Santiago valoriza el espíritu de concordia y reconciliación 
nacional invocado en la adopción de esta medida y la celebra como signo 
alentador de reencuentro fraterno. ... 


La voluntad de paz evidenciada en la presente amnistía exige ser corroborada 
por todos con espíritu generoso. Sólo una nueva actitud de respeto, comprensión 
y perdón podrá acercar a los chilenos a una nueva sociedad surgida de un 
consenso y protegida por el derecho”. 
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En 1978 la sociedad chilena estaba casi completamente pacificada. Ese año sólo 
murieron nueve personas por alguna motivación vinculada a violencia o 
represión políticas.176 


Interregno en la Pacificación 


Lamentablemente, por esos días ya estaban saliendo hacia Chile los guerrilleros 
comunistas, formados en las escuelas militares cubanas, a instancias de Gladys 
Marín, Volodia Teitelboim y Orlando Millas, que habían acordado, en 1974, 
estando en Moscú, enviar a jóvenes chilenos a aprender cómo matar a otros 
chilenos. La confesión se halla en las Memorias de Millas.1”? 


Por eso en los años siguientes aumentó el número de muertes por atentados y 
represión de los mismos. 


Pero en su momento la amnistía fue bienvenida por todos. La prensa informó 
cómo, en distintos lugares del país, contingentes de presos subversivos 
recuperaban su libertad, en medio de declaraciones del Gobierno en el sentido de 
que esperaba de ellos “su incorporación plena a la vida nacional”. 
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Incluso el líder socialista extremo, Clodomiro Almeida, quien se hallaba en 
Suecia (hombre hábil, pues no eligió un socialismo real para vivir), declaraba: 


“Esta amnistía tiene algo de positivo. Debemos aprovecharla a pesar de los 
riesgos, por cuanto la escasa oposición política que podamos hacer dentro de 
Chile será muy eficaz ”.17? 


Llamado a Emularla en Brasil 


También desde Brasil, que estaba gobernado por militares, llegaban aplausos 
eclesiásticos: el cardenal Paulo Evaristo Arns, adalid de los derechos humanos, 
sostuvo que la medida de Pinochet constituyó “una sorpresa buena y altamente 
promisoria”. El cable consignaba: 


“Al igual que los parlamentarios del opositor Movimiento Democrático 
Brasileño, monseñor Arns expresó que “ahora es casi una obligación moral de 
Brasil asumir el tema de la amnistía, para que aún podamos tener credibilidad 
ante las naciones democráticas” ”.,180 


Nótese que la Iglesia Católica brasileña consideraba dicha ley como “un 
imperativo moral”. 


Tradición Chilena y Mundial Antigua 


La Ley de Amnistía, además, se encuadró en la tradición chilena de cerrar los 
conflictos mediante el olvido de las heridas mutuamente inferidas. El peor de 
todos, que fue la Revolución de 1891, en el curso de la cual cayeron cerca de 
diez mil compatriotas nuestros (lo que equivalía al medio por ciento de la 
población, lo mismo que si a raíz del pronunciamiento de 1973 hubieran muerto 
quinientas mil personas) fue dejado atrás mediante sucesivas leyes de amnistía. 
Las primeras que se dictaron dejaban fuera ciertos hechos, pero finalmente se 
dictó, a los tres años, una amplia y general, que perdonó todos los crímenes, 
incluso la “matanza de Lo Cañas”, en la cual un piquete de Ejército, 
obedeciendo órdenes del Gobierno de Balmaceda, ejecutó a sangre fría a no 
menos de cuarenta jóvenes de la sociedad santiaguina.!8! 


Otra convulsión interna que costó alrededor de sesenta vidas fue el alzamiento 
nacista del 4 de septiembre de 1938, cuando grupos armados intentaron derrocar 
al gobierno de Arturo Alessandri Palma. Coparon la sede central de la 
Universidad de Chile y el edificio del Seguro Obrero, un rascacielos vecino al 
palacio de La Moneda, hacia el cual dispararon desde los pisos altos, confiando 
en obtener el apoyo del Ejército. Pero éste no sólo no se los dio, sino que los 
reprimió. Una vez reducidos y rendidos, fueron agrupados en los pisos altos del 
edificio. Luego alrededor de sesenta de los rendidos fueron ultimados. 


Chile se horrorizó, pero decidió dar vuelta la página. Se dictó la Ley de Amnistía 
N° 6.885, de 17.04.41, que dijo: 


“Concédese amnistía general a todos los ciudadanos que tuvieron intervención 
en la represión del movimiento revolucionario del 5 de septiembre de 1938. 


Concédese también amnistía a todos los ciudadanos procesados o condenados 
por delitos provenientes de hechos políticos, y al personal de Carabineros 
procesado o condenado por delitos ejecutados en actos de servicio”. 


Esa había sido la tradición chilena. Y no sólo chilena, sino que viene desde la 
antigüedad, pues ya en el año 403 antes de Cristo, tras la expulsión de los Treinta 
Tiranos en Atenas, incluso los grandes perjudicados por ese régimen 
concordaron en el olvido (“amnestia”, en griego) de todos los hechos “para no 
seguir agitando la vida de la ciudad”.182 


Pero en Chile la doctrina del odio volvió a tener poder desde 1990 y, 
presionando o influyendo en personalidades como la de don Patricio Aylwin, que 
lanzó la primera piedra para desconocer la Ley de Amnistía, según antes se ha 
visto, ha terminado por restarle valor, con el resultado de centenares de 
uniformados, ciudadanos con antecedentes intachables en su vida personal y 
profesional, procesados o presos por haber obedecido el llamado de la mayoría 
democrática a terminar con el terrorismo armado de la extrema izquierda, y por 
haberse visto envueltos en una lucha que en ninguna parte, como también hemos 
visto en páginas anteriores, ha podido darse enteramente dentro de los cánones 
de la legalidad habitual. 
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Uniformados Chilenos, no Guardias Suizos 


L 


os que convocaron a los uniformados en 1973, después de 1990 los han sentado 
en el banquillo de los acusados, como lo ha hecho la DC, o han “tomado 
distancia” y se han escandalizado de cosas que aquellos hicieron en su lucha 
contra el terrorismo, en el caso de vientre blando de la derecha. Pero ¿es que no 
sabían o no deberían haber sabido a quiénes convocaban? 


Los Uniformados Chilenos 


Los izquierdistas se organizaron para violar los derechos humanos en Chile, pues 
el más fundamental de todos es el derecho a la vida y ellos no sólo formaron 
grupos para atentar contra las vidas de quienes se opusieran a un régimen 
totalitario, sino que antes lo anunciaron y declararon explícitamente, como ya se 
ha probado en este libro. 


Decían que el poder sólo podía tomarse mediante la lucha armada. ¿Qué es la 
lucha armada? Es el método de disparar contra el adversario para eliminarlo y 
conseguir el poder, dado que no se cuenta con la mayoría electoral. 


A ellos no les satisfacía la democracia, porque ésta consiste en ganar el poder 
mediante elecciones, y ellos no tenían votos suficientes. Pues el pueblo chileno 
era y es mayoritariamente contrario a la izquierda marxista. Por eso ésta perdía 
una y otra vez las elecciones. Entonces dijeron: “Las elecciones no sirven; sólo 
por las armas podremos ganar el poder. Participemos en las elecciones, sí, pero 
sólo por si acaso. Y armémonos para tomar el poder, pues es lo único que nos 
garantiza el triunfo”. 


Entonces formaron grupos guerrilleros, el principal de los cuales fue, en un 
primer momento, el MIR. El líder socialista Carlos Altamirano, partidario de la 
lucha armada, ha confesado expresamente que su partido y también los partidos 
aliados con él formaron grupos armados: el comunista, la Izquierda Cristiana y 
el MAPU.!183 


Fundaron escuelas de guerrillas, comenzaron a internar armamento ilegal y a 


distribuirlo entre sus huestes. Y los demócratas mirábamos esto y decíamos: 
¿qué podemos hacer? 


Los demócratas no teníamos armas ni habíamos organizado grupos guerrilleros. 
Entonces hicimos algo perfectamente lógico: llamamos a los que tenían las 
armas legales para que derrotaran a los que tenían las armas ilegales. 


El 22 de agosto de 1973 formábamos la mayoría del pueblo chileno: 
democratacristianos, nacionales, demócratas radicales y radicales de izquierda 
(82 votos en la Cámara de Diputados), y derrotamos a la minoría marxista de 
socialistas, comunistas, mapucistas e izquierdistas cristianos (47 votos), para 
convocar a las Fuerzas Armadas a poner término a la situación que había en el 
país. Uno de los principales problemas, según la extensa enumeración que hizo 
el Acuerdo de la Camara, era el armamentismo ilegal.1* 


¿A quiénes convocaron los demócratas mayoritarios? ¿A las Hermanitas de los 
Pobres? No. ¿A la Guardia Suiza del Vaticano? Tampoco. Convocaron a los 
soldados, marinos, aviadores, carabineros y agentes de Investigaciones 
chilenos, dando por supuesto que eran los mismos de siempre. 


Por algo una de las vías de acceso al edificio de la policía civil se llamaba 
desde tiempos inmemoriales “Callejón de los Suspiros”. No le pusieron ese 
nombre debido a los “suspiros de monja” ni a los “suspiros limeños”. Adivinen 
ustedes por qué se llamaba así. 


Tradición Chilena de Derechos Humanos 


¿Y cómo han sido siempre los uniformados chilenos? Les voy a contar algunas 
cosas que sabíamos o debíamos saber todos quienes convocamos (y digo 
“convocamos” porque personalmente, como diputado, voté a favor el Acuerdo 
de la Cámara de 22 de agosto de 1973, a cuya redacción contribuyó 
decisivamente Patricio Aylwin y en el cual se conminaba a los cuerpos 
uniformados a poner término a la situación de hecho existente en Chile y creada 
por la Unidad Popular.) 


Sabíamos que en 1891 se habían producido situaciones como la matanza de Lo 


Cañas, antes referida. Me remito a la siguiente columna del historiador Gonzalo 
Vial Correa, titulada Elegimos Odiarnos, publicada en La Segunda del 19.02.08, 
cuyas partes pertinentes reproduzco a continuación (las frases destacadas con 
mayúsculas lo han sido por el autor de la columna), para reafirmar el precedente 
histórico: 


“En la Guerra Civil de 1891 no faltaron los que hoy llamaríamos “crímenes de 
lesa humanidad”. De ellos, el más impactante fue, sin duda, la “matanza de Lo 
Cañas”, fundo situado cerca de Santiago. En este predio, la tropa balmacedista 
sorprendió, la noche del 14 de agosto, a una montonera de muchachos 
revolucionarios, congregados para hacer volar el puente ferroviario del Maipo. 
Intentaron dispersarse y escapar. Murieron, la mayor parte. Los cazaron ‘como 
conejos’ —relató un diario gobiernista—. ‘Los soldados del orden no erraban 
tiro: disparo que hacían, era pije que caía.” (...) La sentencia (para los 
sobrevivientes) sería la de esperar: muerte. Por si acaso, intertanto llegó al 
fundo un clarísimo mensaje de (la) jefatura: “Que sean ejecutados 
inmediatamente todos”. Así se hizo. Las víctimas fatales no bajaron de cuarenta. 


La mayor parte pertenecía a la alta y todopoderosa clase dominante de la 
época, la oligarquía. Después de que (ésta) obtuviera la victoria en la guerra, su 
grito de venganza sería furioso. 


(Pero) rápidamente vinieron las amnistías por los sucesos de la Revolución: 
1891, 1893 (dos)... pero excluyendo los hechos de Lo Cañas. 


No obstante, en 1894 A LOS TRES AÑOS, dimos vuelta la página de este crimen 
y de todos los cometidos por cualquier bando durante la Guerra Civil, sin 
excepción, ni siquiera la de Lo Cañas. (...)” 


Otros Casos Muy Sabidos 


Sabíamos lo que había sucedido en 1907 en Santa María de Iquique, cuando, 
requerida la intervención militar para desocupar la escuela de ese nombre, 
usurpada por una fuerza extremista, la acción terminó con 261 civiles ocupantes 
muertos. Por supuesto, la literatura comunista habla de la “masacre” de más de 
tres mil y hasta tres mil 600 personas, pero la verdad ha sido aclarada por el 


investigador Víctor Farías en un libro muy bien documentado. Fueron sólo 261, 
pero fue una matanza.185 


El comunismo chileno siempre ha estado conspirando para asaltar el poder 
mediante las armas o golpes de fuerza. Es consustancial a su naturaleza. Lo 
hacía antes de la UP, durante la UP, después; y actualmente lo sigue haciendo y 
sus personeros encabezan o apoyan todas las acciones de violencia que se gestan 
en el territorio. 


Fieles a esta impronta, conspiraban ya a fines de 1931, cuando recién había sido 
elegido Presidente de la República un demócrata ejemplar, como Juan Esteban 
Montero, e iniciaron una acción destinada a apoderarse del regimiento 
Esmeralda, de Copiapó. El 24 de diciembre de ese año pensaban capturarlo, en 
complicidad con algunos soldados. 


El practicante comunista de la zona, Pedro Meneses, comunicó a un médico de 
su misma tendencia, Osvaldo Quijada, “considerado como uno de los más 
comunistas de Copiapó”: “Esta noche hay revolución. Los cuadros del batallón 
“Esmeralda? serán integrados con civiles”. 


Los conspiradores contemplaban llevar también armas a Vallenar para los 
comunistas de allá. Pero, lamentablemente para ellos, las autoridades estaban al 
tanto. La toma del regimiento fracasó y en Copiapó hubo diez muertos. En 
Vallenar, al llegar el “comunista Cuadra”, fue inmediatamente muerto por el 
agente 4° L. Sepúlveda, pese a que no llevaba armas. “Se atropellaron sus 
derechos humanos”. 


Después fue enviado un grupo de soldados a buscar a “ciertos individuos que 
esperaban en los alrededores de la ciudad la llegada de armamentos de Copiapó. 
Sorprendida esta gente, que estaba sin armas y en número de siete, fue traída al 
cuartel, pasando a los calabozos. En el parte del capitán Bull se hace aparecer un 
combate ficticio sostenido por ellos y en el cual habrían perecido todos los que 
fueron detenidos y llevados al cuartel”. 


¿Algún parecido con otras muertes posteriores de subversivos? 


En fin, “sumados los muertos de Copiapó y Vallenar, comprobados oficialmente, 
totalizaron treinta y siete víctimas del más torpe y diabólico y completo plan 
inventado para ‘cazar comunistas””. Así opina un autor de izquierda, Carlos 
Charlín Ojeda. 


Todo esto sucedía, repito, bajo la Presidencia de un demócrata ejemplar, como 
don Juan Esteban Montero. 186 


Bajo el Gobierno Militar se registró un episodio parecido al del antes relatado 
del Seguro Obrero: agentes de seguridad apresaron dentro de una “casa de 
seguridad” del grupo terrorista FPMR a una decena de sus integrantes, que 
obviamente habían sido formados y convocados para cometer atentados de los 
que habitualmente perpetraba el Frente. Eso sucedió hace más de veinte años y, 
sin embargo, el año pasado se dictó sentencia de término y la pena más severa 
recayó sobre el general Hugo Salas Wenzel, a la fecha de los hechos Director de 
la CNI, quien fue condenado a presidio perpetuo. Mas adelante se detalla ese 
caso. Se obró a la inversa de 1894, 1932 y 1941, cuando se cubrió a los 
respectivos hechos con la más amplia amnistía. 


Tampoco quedaron heridas sangrantes para siempre después de lo que sucedió el 
1 y 2 de abril de 1957, cuando las Fuerzas Armadas debieron salir a las calles a 
aplastar un putsch de extrema izquierda, bajo el gobierno del general Carlos 
Ibáñez del Campo, caso en que nunca se supo el real número de muertos, pero sí 
que los caídos bajo las balas uniformadas fueron decenas. Se dio vuelta la 
página. 


En 1973, entonces, nadie podía garantizar que todos los procedimientos de los 
uniformados, no preparados para, al mismo tiempo, enfrentar a grupos armados 
ilegales numerosos, administrar un gobierno y conjurar la amenaza externa en el 
norte, no condujeran a muchas situaciones de abuso. 


A ellas se prestó desde un comienzo la severidad de los “bandos” dictados en los 
primeros días del Gobierno de la Junta, que advertían acerca, por ejemplo, de la 
ejecución en el lugar de los hechos de todo el que fuera sorprendido portando 
armas. El “Bando” N° 25, de 12 de septiembre de 1973 era draconiano: 


“1°.- Se otorga un plazo hasta las 15 horas de hoy, 12 de septiembre, para que 
todas aquellas personas o grupos de personas que estén oponiendo resistencia 
armada al nuevo gobierno de los chilenos depongan su actitud y entreguen sus 
armas a los representantes de las Fuerzas Armadas y Carabineros; 2°.-Todas 
aquellas personas que insistan en la actitud suicida e irresponsable antes 
señalada serán objeto de un ataque definitivo por parte de las Fuerzas Armadas 
y Carabineros. Los que sean tomados prisioneros serán fusilados en el acto”. 


El Gobierno Militar procuró mantener un clima de respecto a los derechos 
humanos y después rectificó ese duro predicamento inicial, ya lo hemos 
probado. Pero fue inevitable una actitud espontánea de responder con 
extremada violencia a la acción de los grupos armados ilegales y a la 
incertidumbre que habían sembrado (no se olvide que 82 uniformados murieron 
entre el 11 de septiembre y el 31 de diciembre de 1973). Sin embargo, el 
Presidente de la Junta de Gobierno, general Augusto Pinochet, envió la Circular 
“Casa Militar N* 586” ya el 23 de noviembre de 1973 , cuyo número 6, letra c), 
decía, en efecto: 


“El tratamiento de los detenidos debe también ser consecuente con la 
peligrosidad y grado de comprometimiento comprobado del detenido, ya que es 
lógico que ocurra que por el gran número de procesos que se sustancian se 
proceda a detener a muchas personas que, al no comprobárseles implicancia en 
dichos procesos, sean puestas en libertad y desde todo punto es inconveniente 
que esas personas por el trato que se les ha dado salgan con espíritu de 
venganza y por lo tanto puedan transformarse en futuros extremistas”. 


¿Cómo se Lucha contra el Terrorismo? 


Los norteamericanos dijeron que la Junta Militar chilena no respetaba los 
derechos humanos, porque se había dado muerte sin juicio a terroristas de 
izquierda. 


¿Y qué dicen los norteamericanos cuando ellos tienen que luchar con el 
terrorismo? Veamos: 


El 25 de septiembre de 2006, en El Mercurio de Santiago, p. 6, apareció la 
siguiente noticia: 


“Defensa de Bill Clinton: El ex Presidente rechazó las críticas de que no hizo 
nada por atrapar a Osama. ‘Yo intenté realmente acabar con su vida”, alegó, 
“pero no lo conseguí y lo lamento, pero me acerqué a él más que nadie””. 


¡Quiso matarlo, pero no pudo! 


: Debido proceso? ¿Un juicio justo? No. Quería y trató de eliminarlo, y punto. 
¿ p ¿Unj J y yp 


Y eso que en la época en que Clinton era Presidente de los Estados Unidos, 
Osama Bin Laden aún no había financiado, patrocinado y organizado el atentado 
contra las Torres Gemelas de 11 de septiembre de 2001, consumado cuando el 
Jefe de Estado era George W. Bush. 


Y el Senado norteamericano recientemente duplicó la recompensa para quien 
encuentre a Bin Laden, ofreciendo 50 millones de dólares por su captura, su 
muerte o información que —en el caso de que esté muerto— confirme esta 
hipótesis. El proyecto fue aprobado por 87 votos contra 1.187 


¿Y qué siguen haciendo los norteamericanos hasta hoy, frente al terrorismo? Lo 
siguiente: 


“Aden Hashi Ayro, quien era el líder de Al Qaeda en Somalía, murió ayer junto 
al dirigente islamista jeque Muhaydin Omar y 30 personas más, en el mayor 
ataque de Estados Unidos a la insurgencia de ese país y al grupo Al Shabab, 
ligado a Al Qaeda. El ataque aéreo en la localidad somalí de Dusamareb redujo 
algunas casas a escombros. ”188 


Esto pone de manifiesto el doble estándar en materia de derechos humanos. 
Hasta se negó armamentos esenciales para la defensa de Chile contra amenazas 
externas, en nombre de que acá se atropellaban los derechos humanos en la lucha 
contra el terrorismo, por usar contra éste métodos más benévolos que los que 
usan ellos, pues acá nunca se redujo casas a escombros con tal de eliminar 
terroristas. 


Se juzgó y condenó a los militares chilenos por no haber observado con los 
terroristas las normas de un debido proceso. Pero cuando se trataba de que ellos 
lidiaran con los terroristas, según la explícita declaración de Clinton, se podía y 
puede eliminarlos sin más. 


Cuando visitó Chile, durante el gobierno de Clinton, la Secretaria de Estado de 
éste, Madeleine Albright, congratuló al país por los juicios ilegales que se 
seguían en contra del ex Presidente Augusto Pinochet, diciendo que “se estaba 
haciendo justicia”. Para comenzar, en dichos juicios no se estaba haciendo 
justicia, porque (ver capítulo VI) Pinochet era del todo inocente. 


Por consiguiente, Madeleine Albright hablaba sin fundamento. Pero, además, no 
hablaba nada de la decisión de su propio gobierno de matar sin forma de juicio a 
los terroristas. Sin embargo, si algún militar chileno lo hizo, fue un crimen y hoy 
está condenado a largos años de presidio y, en algunos casos, a cadena perpetua, 
con el aplauso norteamericano... y europeo, pese a que... 


... €l 13 de julio de 2007, en El Mercurio, se informaba que el Ministro del 
Interior alemán proponía “asesinatos selectivos de terroristas”, pues manifestaba 
dudas de “si nuestro estado de derecho fuera suficiente para enfrentar las nuevas 
amenazas. Imagine que alguien sabe en qué cueva se esconde Osama Bin Laden. 
Entonces se podría lanzar un misil teledirigido para matarlo”. 


Un demócrata acrisolado, como el ministro del Interior alemán, Wolfgang 
Scháuble, se ha declarado partidario de “asesinatos selectivos” contra 
terroristas.18 


Otros Métodos “Aceptables” 


Y ni norteamericanos ni europeos critican a Israel por su acción antiterrorista, 
que consiste, frecuentemente, en dar muerte con un misil desde un helicóptero a 
los guerrilleros de Hamas. 


Más aún, en la excelente película, fundada en hechos y documentación reales, 
Múnich, del director Steven Spielberg, se hace un recuento de la reacción israelí 
cuando once de sus atletas y otras personas de su delegación fueron, primero 
secuestradas y luego muertas por terroristas árabes, en los Juegos Olímpicos de 
1973 en esa ciudad alemana. 


La película da cuenta de las sesiones del gabinete israelí tras los hechos y de la 
decisión de su Primera Ministra, Golda Meir, en el sentido de autorizar una 
operación de exterminio contra los autores intelectuales del atentado. 


Se revela en detalle cómo la inteligencia israelí proveyó los fondos y los 
hombres, pero sin ninguna vinculación oficial o escrita con ellos, para perpetrar 
los asesinatos, que terminaron con nueve “condenados sin proceso previo”. Los 
atentados tuvieron lugar en distintas ciudades de Europa, como Londres, Roma, 
París y Atenas. 


¿Alguien ha sabido alguna vez de un juicio por violaciones a los derechos 
humanos fundado en esos casos, contra la gobernante israelí, sus ministros o los 
jefes militares que dependían de ella? ¿Alguien ha estimado que se violó el 
debido proceso en esos asesinatos? ¿Abrió el juez Garzón una investigación del 
caso, y despachó orden de captura internacional contra los miembros del 
gobierno israelí de entonces, que siguen aún vivos? 


Pues no saldrá con que esos casos están prescritos... 


La propia película es, en el fondo, una defensa del derecho de los países 
amenazados por el terrorismo a replicar con los mismos métodos que éste 
emplea. Y así lo dice expresamente el guión de la cinta. 


En marzo de 2008 el ejército colombiano liquidó a un grupo guerrillero de las 
FARC, que encabezaba el segundo jefe de éstas, Raúl Reyes, a quien también se 
le dio muerte. Las únicas protestas han sido porque los terroristas muertos se 
hallaban en territorio ecuatoriano. 


Nadie ha dicho una palabra en el sentido de que el ejército o el gobierno 
colombianos o los que dieron muerte a los terroristas deban ser condenados a 
cadena perpetua o hayan cometido crímenes de lesa humanidad al eliminar a los 
terroristas, porque se entiende que éstos se dedican a atentar contra personas 
inocentes, autoridades o uniformados de manera aleve y sistemática. 


Pero al Gobierno Militar y su gente los europeos querían y quieren —en el caso 
de los que siguen vivos— meterlos en prisión por lo mismo. Y los jueces 
chilenos, atropellando numerosas leyes, normas probatorias y verdades de hecho, 
sentencian a largas condenas, que en la práctica son perpetuas, y a veces 
condenan explícitamente a tal pena, a los acusados de eliminar terroristas. 
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Las Platas del General y las de Allende 


P 


robablemente el lavado cerebral que se ha hecho a nivel chileno y mundial a 
propósito de la cuenta del ex Presidente Pinochet en el Banco Riggs, de 
Washington, ha hecho más daño a su imagen que cualquier otra acusación de las 
muchas propaladas antes en su contra. 


La campaña resultó tan devastadora como carente de fundamento. 


Maniobra Fracasada 


Los lavadores de cerebros se superaron a sí mismos, tratándose del patrimonio 
del ex Presidente Pinochet, y llegaron a un verdadero paroxismo cuando dijeron 
haber descubierto ¡9.620 toneladas de oro! del ex mandatario en Hong Kong. 
¡185 mil millones de dólares! ¡El hombre más rico del planeta! ¡Todo el PIB 
chileno en sus bolsillos, y no lo sabíamos! Multiplicaba por más de tres veces la 
fortuna de Bill Gates. 


La noticia la dio un corredor de valores de Los Angeles, California, Al Landry. 
Inmediatamente el Gobierno de la Concertación, a través del ministro de RR. 
EE., Alejandro Foxley, la validó y declaró que “fue entregada por una fuente 
fidedigna, por lo menos desde el punto de vista nuestro”.1% 


Los diputados socialistas estaban exultantes. Uno de ellos comparó a Pinochet 
con “el Rey Midas”. El senador Carlos Ominami fue más cauto, pero se 
autodelató al declarar: “Si fue verdadero o falso lo del oro, todo Chile quiso 
creerlo. Eso es lo grave”. 


Confesó que el país de los cerebros lavados cree cualquier cosa de Pinochet. 


Joan Garcés, el abogado español, representante de la Fundación Allende se 
aprestaba, según anunciaba, a embargar los lingotes del general. 


El Consejo de Defensa del Estado salió, como de costumbre, a decir una 
malignidad. Siempre que se trata del patrimonio del general, su abogada María 


Teresa Muñoz aparece en la prensa exclamando cosas sin ninguna base, como 
“¡lavado de dinero!” o “¡comisiones por venta de armas!”. 


Pero el tinglado se vino al suelo: el HSBC (Hong Kong & Shanghai Banking 
Corporation) declaró que el certificado del oro, supuestamente emitido por él, 
era falso.1% Si, pero ¿quién remedia el daño nacional e internacional a la imagen 
del general? 


Cuando fueron pillados, los autores del engaño se esfumaron, pero no sin 
cinismo. Pues hasta surgió un alemán de apellido Schell, quien declaró que en su 
firma existía un comprobante de depósito del HSBC por los 9.620.000 kilos de 
oro o 9,62 toneladas métricas, de 99,9% de pureza. Y entregó el facsímil de su 
certificado, que se publicó en El Mercurio del 27.10.06, p. C 3. Pese a ser de una 
firma alemana, estaba en inglés, pero con una falta de ortografía: en lugar de 
decir “safe deposit”, que es algo así como “caja de fondos”, se leía “save 
deposit”, error muy raro en una institución financiera seria. 


Y este supuesto certificado original del HSBC, cuyo facsímil también se publicó, 
ni siquiera tenía correctamente escrito el nombre del banco, pues lo denominaba 
“Hong Kong Shanghai Corporation Bank”, en lugar de “Hong Kong & Shanghai 
Banking Corporation”. No existe ningún banco con el primer nombre. Un fraude 
burdo y rudimentario. 


Todo se derrumbó como castillo de naipes. Tanto que el comentarista Patricio 
Navia, que si bien es inclinado a la Concertación, vivió algún tiempo en los 
Estados Unidos, donde mentir —al contrario de acá— tiene consecuencias, 
escribió una columna titulada “9 Mil Kilos de Errores”. En ella, junto con reírse 
de Foxley, quien “se animó a decir que la información que le había llegado 
merecía “ser tomada en cuenta, en serio, en los tribunales’”, añadía: 


“Además, recién se había destapado un notorio caso de corrupción en 
Chiledeportes. Las revelaciones sobre el supuesto oro de Pinochet parecían caer 
como anillo al dedo al Gobierno: los escándalos más grandes hacen olvidar los 
alborotos menores.” .192 


Un frustrado asesinato de imagen, con la complicidad (¿o autoría?) oficial. Todo 
falso. ¿Quién responde? Nadie. ¿Quién lo perpetró? Nadie. 


La Verdad de las Platas del General 


El general Augusto Pinochet fue siempre una persona ahorrativa. Además, fue 
un gobernante probo, como se demostrará más adelante. 


En la última oportunidad en que se reunió socialmente con amigos suyos en un 
almuerzo, al que tuve el honor de asistir, nos declaró, a propósito de la infamante 
campaña de que estaba siendo objeto: 


“Juro por la memoria de mi madre que nunca tomé un peso que no me 
correspondiera. ” 


Durante su gobierno, las campañas a través de las cuales se intentó enlodarlo, 
fundadas en un hecho de escasa significación, como la adquisición de un terreno 
del Ejército, quedaron aclaradas como no representativas de un beneficio 
pecuniario para él. Después de terminado su gobierno, se le acusó de influir para 
que el Ejército adquiriera una fábrica de armamento, cosa que éste hizo, a raíz de 
lo cual recibió una comisión de tres millones de dólares el hijo mayor del general 
Pinochet, Augusto. 


Fue el episodio conocido como “de los Pinocheques”. Entonces la Cámara de 
Diputados nombró una comisión investigadora, cuya conclusión fue que la 
adquisición había sido ventajosa para el Ejército, sin objetar la comisión pagada. 


Hay que admitir que hubo, en la intervención de un familiar tan cercano al 
entonces Comandante en Jefe, una falta de delicadeza, pero no se acreditó dolo 
ni perjuicio fiscal. 


En relación a los dineros del general depositados en el exterior, la verdad fue 
que, al término de su Gobierno, amigos suyos previeron lo que vendría, porque 
la doctrina del odio, el marxismo-leninismo, no le perdonaría jamás haber puesto 
término a su intentona totalitaria. 


“Nunca más puede haber otro Chile”, había proclamado Leonid Brezhnev, en 
septiembre de 1973. 


Todos sabíamos que bajo el gobierno de izquierda tarde o temprano se iniciarían 
juicios plagados de prevaricaciones en contra del ex Presidente y que se 


procuraría, a través de ellos, despojarlo del patrimonio que había reunido a lo 
largo de una vida. 


Por eso, en mi presencia, en 1992, dos hombres de fortuna chilenos (uno de ellos 
con muchos contactos en los Estados Unidos), se pusieron de acuerdo en 
recolectar para el ex gobernante un fondo que estuviera a salvo de la rapiña 
marxista-leninista. Obviamente, debía depositarse en el exterior. Hubo 
personalidades nacionales y extranjeras que encabezaron la tarea de crear un 
patrimonio externo en favor del general Pinochet, a salvo de la venganza 
izquierdista. 


A raíz de saberse que mantenía una cuenta en el Banco Riggs, de Washington, el 
régimen socialista se lanzó en picada para tratar de demostrar que el gobierno 
presidido por el general había sido corrupto. El director socialista de Impuestos 
Internos evacuó entonces una completa liquidación de los supuestos ingresos 
declarados y no declarados de aquél, pero la primera gran sorpresa que derivó de 
ahí fue que en todo su gobierno, entre 1973 y 1990, él aparecía recibiendo, en 
total, 544 mil dólares más que lo declarado.!% Pues la cuenta del Riggs fue 
abierta bastante después de que dejó el gobierno. 


Es decir, mientras era Presidente aparecía “sustrayendo” apenas un promedio de 
32 mil dólares al año, algo más de un millón de pesos al mes. ¡Menos que el 
contenido de uno solo de los “sobres con billetes” que sustraían mensualmente 
los Presidentes, los ministros, subsecretarios y altos funcionarios de gobierno de 
la Concertación, recién sorprendidos y perdonados en 2003! Más que eso, 
premiados, porque, tras sorprenderlos, la oposición aceptó que se les subiera el 
sueldo en el equivalente de lo que sustraían por debajo de la mesa. 


¿Qué gobernante corrupto, dotado de amplísimos poderes, se va a conformar con 


rapiñar poco más de un millón de pesos mensuales del erario para llevárselos a la 
casa? 


Origen de la Cuenta del Riggs 


El Informe de la Subcomisión del Senado norteamericano que investigó las 
cuentas en el Banco Riggs dice que la de Pinochet fue abierta, no por iniciativa 


suya, sino de los directivos del Banco; y no durante su gobierno, sino sólo en 
1994: 


“Se reunieron con el sr. Pinochet y explícitamente pidieron al sr. Pinochet abrir 
una cuenta en el Riggs”.1% 


El 14 de febrero de 1996 Mr. Joseph Albritton, presidente del Riggs, tras una 
visita a Chile, escribió lo siguiente al general Pinochet: 


“Chile es un país muy impresionante, con un excelente futuro, gracias a usted y 
a las políticas y a la reforma que usted instauró. Como le expresé, estaría muy 
satisfecho de prestarle ayuda a usted y a su país de cualquier manera que yo 
pueda en Washington DC. ”1% 


De lo anterior queda claro que la relación con el Banco Riggs fue posterior al 
gobierno de Pinochet y que el máximo jefe de esa institución le ofreció sus 
servicios para administrar sus recursos, lo que permitió obtener con éstos altas 
rentabilidades. 


Los temores de los simpatizantes del general más arriba aludidos se demostraron 
fundados cuando, en 1998, se iniciaron acciones judiciales en su contra, por 
hechos de los cuales era completamente inocente, como las muertes registradas 
al paso de la comitiva del general Arellano, en octubre de 1973. 


Se vio que la justicia, en manos del ministro de fuero Juan Guzmán, prestaba 
acogida a esas acciones. La inocencia de Pinochet está acreditada en dos libros 
sobre el caso, antes citados y, por lo demás, se ha ido confirmando de manera 
paulatina recientemente, a raíz de que en dicho proceso, tras pasar el mismo a 
manos de un ministro de fuero más apegado al derecho, Víctor Montiglio, se han 
venido desvirtuando una a una las acusaciones del anterior, Juan Guzmán. 


Juicios y embargo de bienes 


Como de todo juicio penal nace una acción civil de indemnización de perjuicios, 
la eventual condena espuria del general Pinochet conducía a que se decretaran 
embargos sobre sus bienes. El propio general aseveró, en su declaración pública 


de 10 de agosto de 2005, publicada en los principales diarios del país y dada a 
conocer en los noticieros televisivos de la misma fecha, lo siguiente: 


“Reitero que jamás defraudé al Estado ni obtuve provecho ilegítimo del 
ejercicio de los cargos que desempeñé. Entregué, por razones de prudencia, ya 
que sería objeto de persecución y hostigamiento político, a instituciones 
profesionales extranjeras los ahorros de toda mi vida. Si hubo alguna diferencia 
tributaria, mis asesores han pagado todo lo que correspondía. ” 


Como era obvio, si se quería poner esos recursos a salvo, no podía hacerse en el 
país, donde los servicios públicos están en manos de los mismos que persiguen a 
Pinochet en todos los ámbitos. Incluso la doctrina moral justifica la evasión 
tributaria cuando un régimen consuma persecuciones o despojos arbitrarios, y 
hasta autoriza procurarse compensaciones a costa de él, aunque puedan ser 
formalmente ilegales, en nombre de un “justo resarcimiento”. 


Aprovechamiento de la “Ley Patriótica” 


Pero quienes deseaban proteger una parte del patrimonio del general de la 
venganza izquierdista no pudieron prever que aquélla no reconoce fronteras. A 
raíz de los atentados a las Torres Gemelas de Nueva York, se hizo excepción al 
secreto bancario en los Estados Unidos para permitir la investigación de posibles 
fondos usados por los terroristas de Al Qaeda (“Ley Patriótica”). 


Esta normativa fue aprovechada por activistas de izquierda, que se habían 
erigido por años en adversarios del Gobierno Militar chileno, procurando 
perjudicarlo en todos los aspectos de su gestión y desprestigiarlo ante la 
comunidad internacional. Desinteresados por completo de la finalidad de la Ley 
Patriótica, que era la de descubrir los lazos financieros de Al Qaeda, una falange 
de izquierdistas en que se hicieron notar el periodista y escritor Peter Kornbluh y 
el representante del ala más extrema del Partido Demócrata, Michael Harrington, 
buscaron depósitos a nombre de Augusto Pinochet y personas relacionadas con 
él. 


Así encontraron las cuentas abiertas en el Banco Riggs, que sirvieron de base 
para lo que se voceó como un informe de un “Subcomité Sobre Lavado de 


Dinero y Corrupción Extranjera” del Senado norteamericano. Este informe, 
notablemente descuidado y sustancialmente equivocado’™, dio pie para que en 
Chile se hablara profusamente de “más de 125 cuentas o instrumentos 
financieros relacionados a Pinochet”1”, Se hablaba de 27 millones de dólares. 
Sin embargo, un examen de la Brigada de Lavado de Activos (Brilac) de 
Impuestos Internos determinó que cuarenta de esas cuentas o instrumentos eran 
repeticiones de otros.!% Ello puso de manifiesto la falta de seriedad de esa 
investigación y dejó en mal pie al Senado norteamericano. 


En efecto, una parte del texto del propio Informe del Subcomité del Senado 
desvirtúa la otra que denuncia las “125 cuentas” y los “casi 27 millones de 
dólares” que las publicaciones de prensa le atribuyen haber comprobado, pues 
afirma que “estas cuentas vinculadas a Pinochet recibieron depósitos que 
sumaban más de siete millones de dólares” y que “como mínimo el total excede 
los ocho millones de dólares encontrados en las cuentas del Riggs en septiembre 
de 2001”200 


En forma injustificada y tal vez maliciosa se ha dado la denominación de 
“Cuentas” a simples renovaciones de depósitos. Asimismo, se ha atribuido a 
Augusto Pinochet cuentas e instrumentos que no eran suyos, sino de familiares, 
de la Casa Militar, de subordinados militares o de profesionales que le prestaron 
servicios. 


El abogado del general, Pablo Rodríguez, ha sostenido que él no se apropió de 
dineros, sino que es acreedor del fisco chileno por US$ 348.000 
correspondientes a fondos propios que empleó en gastos de, justamente, la Casa 
Militar de la Presidencia, que no le fueron reembolsados.?01 


Prueba de Falsedad 


Demuestra el descuido y el ánimo ajeno a toda justicia de las publicaciones 
realizadas, el hecho de que entre las “cuentas de Pinochet” apareció una de la 
sociedad de inversiones Cornwall. Pero de la misma cuenta se aparecía girando 
US$ 48.000 a un almirante en retiro de la Armada. 


Consultado éste, señaló que había preparado un informe de ingeniería naval para 


la firma inglesa British Aerospace y cobrado un honorario de US$ 48.000, el 
cual se le había pagado con un cheque de la sociedad Cornwall. Augusto 
Pinochet no tuvo nada que ver en la contratación de su trabajo, en la elaboración 
del informe ni en el pago del honorario. La cuenta no es suya.?% Pero, para el 
público, fue y es otra “cuenta de Pinochet”. 


Así como no existían las 125 cuentas del general Pinochet ni su fortuna de 27 
millones de dólares, los fondos que tenía eran de procedencia lícita. El tribunal 
chileno que investiga el caso, teniendo atribuciones para embargar en cualquier 
lugar del mundo cualquier suma perteneciente a Augusto Pinochet, mantiene un 
saldo de alrededor de 2,5 millones de dólares, como se verá. 


Donativos y ayudas 


Los recursos personales del general Pinochet en el exterior provinieron de 
ahorros suyos durante sus permanencias profesionales en el extranjero, 
particularmente en el Ecuador, antes de 1970; de sus fondos previsionales 
(desahucio), que recibió en acciones de sociedades anónimas chilenas, cuya 
valorización a lo largo de los años fue muy alta, justificando un monto actual no 
menor a dos millones de dólares, aproximadamente. A ello deben añadirse los 
derechos de autor de sus libros de geopolítica, publicados en otros países, sumas 
que no fueron menores. Asimismo, la colonia cubana de Miami le hizo grandes 
donativos, de millones de dólares. Igual cosa hizo el barón Von Thyssen, de 
Alemania. El hijo mayor de don Augusto ha declarado, en entrevista televisiva 
de 2005 en el canal Chilevisión, que viajó a expresar su personal agradecimiento 
a los cubanos y al barón nombrado. 


El ciudadano sueco Jorn Wilhelm Sjersted designó en 1982 a Augusto Pinochet 
como heredero de su fortuna, según informó la prensa en ese año, bajo el título 
de “Pinochet heredó fortuna” .203 


La verdad se fue imponiendo por sí sola. El 30 de abril de 2007, bajo un titular 
que decía “Caso Riggs: se Descarta Lavado de Dinero”, El Mercurio informaba 
que el envío a la Fundación Pinochet de 250 mil dólares desde el banco Conrad 
Heinrich Donner de Hamburgo al Banco de Chile en Nueva York, que un juez 
chileno había calificado de “lavado de dinero”, no era tal. El informe de la 


Brigada de Investigaciones de Hamburgo señalaba: 


“(El banco) explica que la familia (dueña de la cuenta) es “acaudalada”, por lo 
que se justifica la cantidad de dinero”. 


“Cabe suponer que el pago efectuado a la Fundación Pinochet correspondió a 
una donación. Como empresarios en Chile (vienen los nombres de los donantes, 
que me han pedido no divulgarlos) o bien las empresas que les pertenecen, 
seguramente se beneficiaron durante los años comprendidos entre 1973 y 1990. 


Agregan que esta familia no depositó el dinero directamente desde Chile para 
evitar que se supiera. Querían mantenerse en un segundo plano para no ser 
objeto de debate público. ” 


Otro caso, pues, en que se ha sumado al supuesto patrimonio de Pinochet una 
cantidad que no fue para él y en que se habló de “lavado de dinero”, como 
frecuentemente lo hacía la mencionada abogada María Teresa Muñoz, del 
Consejo de Defensa del Estado. 


Además, la justicia británica indemnizó al general con cerca de dos millones de 
dólares, reembolsándole les gastos provocados por el inicuo juicio que se le 
siguiera en Gran Bretaña, y que culminara con su liberación por motivos de 
salud, no sin antes haber mediado un fallo dividido de la Cámara de los Lores. 


(Este fallo le fue desfavorable por habérsele considerado responsable de ¡torturas 
a un joven detenido en un retén de Carabineros en la localidad cordillerana de 
Curacautín, en el sur de Chile! ¿Cuántos Jefes de Estado no podrían ser 
enjuiciados por malos tratos a detenidos en cuarteles policiales remotos de sus 
países? Por supuesto, condenas semejantes chocarían con el sentido común de la 
gente, pero en el caso del general Pinochet la venganza izquierdista logra que se 
pase por sobre, no sólo de la legalidad, sino del más elemental sentido de la 
realidad.) 


Asimismo, el general y su cónyuge recibieron donativos de inmuebles o venta de 
los mismos a muy bajo precio, tanto en La Dehesa (Santiago) como en Los 
Boldos (Santo Domingo), de particulares chilenos que así deseaban expresarles 
su agradecimiento por haber salvado al país (y a los patrimonios de los mismos 
donantes) de caer en manos de una dictadura comunista. 


En todo caso, con todas sus atribuciones y las plenas facilidades que dio el 


general Pinochet al juez del caso Riggs, Carlos Cerda, éste sólo ha podido 
embargar menos de US$ 13 millones, lo que coincide con el peritaje contable 
realizado a sus haberes, detallado más adelante, de los cuales cerca de US$ 10 
millones se emplearon en pagar tributos girados por Impuestos Internos, 
quedando sólo el saldo antes señalado de alrededor de US$ 2,5 millones. 


Por algo la secretaria del general, Mónica Ananás, en entrevista a “El Mercurio”, 
pudo dejar sin réplica a su entrevistador cuando éste le preguntó: 


“¿Qué sintió cuando se descubrieron públicamente los 17 millones de dólares 
que manejaba Pinochet ?”?% 


Respuesta de la secretaria, tras objetar esa cantidad: 
“Lo único que sé es que había unos seis millones que están congelados”. 


Eso era antes de reunirse todo el patrimonio efectivo en el exterior y pagarse los 
impuestos por casi US$ 10 millones. 


En todo caso, el periodista no rebatió la cifra dada por la secretaria.20 


La Mejor Prueba de Honestidad 


El general Pinochet hizo en 1973 una declaración pública de patrimonio?% que, 
actualizando los valores y suponiendo un rédito normal, equivaldría hoy a unos 
US$ 2 millones. 


Si el Presidente Augusto Pinochet hubiera querido beneficiarse económicamente 
del ejercicio de su cargo, habría podido reunir una fortuna diez o veinte veces 
mayor a la que se le atribuye, haciéndolo de una manera absolutamente legal, sin 
posibilidad de que se ejerciera acción alguna en su contra. Le habría bastado la 
sola decisión de hacer uso de los gastos reservados de la Presidencia de la 
República. 


Si los estimamos según los que en el año 2001 estaban a disposición del 
Presidente Ricardo Lagos, que eran de seis millones 400 mil dólares anuales, 


en diecisiete años habrían sumado más de cien millones de dólares. Y, según lo 
ha declarado recientemente el Servicio de Impuestos Internos (cuando se le 
requirió investigar el uso personal de esos Gastos Reservados por parte del 
Presidente Ricardo Lagos), esos gastos no pueden ser objeto de una 
investigación tributaria. 


Es decir, el Presidente Pinochet habría podido apropiarse de más de cien 
millones de dólares, legalmente, y sin que ninguna autoridad tuviera atribución 
para investigar el hecho. Pero él se ha negado a recurrir a esa eximente de 
responsabilidad, porque ha negado haber hecho uso personal —a diferencia de 
sus sucesores en La Moneda— de los Gastos Reservados de la Presidencia. 


En todo caso, queda de manifiesto su absoluta inocencia del cargo de haber 
pretendido enriquecerse a costa del Estado. Si pudo haber dispuesto para sí de 
más de cien millones de dólares, más sus intereses, a lo largo de 17 años, y no lo 
hizo, siendo todo su patrimonio actual una mínima fracción de dicha suma y toda 
ella explicada de manera lícita, queda de manifiesto, y la historia lo corroborará, 
que las acusaciones de falta de integridad lanzadas contra Augusto Pinochet 
Ugarte carecen por completo de base y veracidad. 


Peritaje Contable 


En el proceso judicial que investigó el patrimonio del ex Presidente Pinochet se 
presentó un peritaje contable hecho por el experto judicial de la Corte de 
Apelaciones de Santiago, ingeniero comercial y contador auditor, Gonzalo Marín 
Orrego, fechado el 14 de septiembre de 2006, que establece la realidad de los 
dineros que el primero mantenía en el exterior.208 


El activo de ese patrimonio en el exterior sumaba US$ 15.782.983,92, al que 
debe restarse un pasivo de US$ 1.997.165,22, lo que arroja un patrimonio 
líquido de US$ 13.785.818,70. 


Pero el mismo Marín Orrego hizo un segundo peritaje, ya con las cifras afinadas 
y sobre la base de los mismos antecedentes utilizados por el ministro Sergio 
Muñoz, corrigiendo sus errores y los de la Brigada de Lavado de Activos 
(BRILAC), y llegó a la cifra final de US$ 7,4 millones de dólares líquidos. 


Esa cifra incluye los dineros de las sociedades que son dueñas de los bienes del 
general y su familia y los traspasos que él hizo para protegerse de la persecución 
judicial. El monto coincide con el de las platas que el ministro Muñoz trajo de 
vuelta a Chile una vez que asumió la causa del Riggs. El informe final de Marín 
Orrego detalla los numerosos errores y dobles contabilizaciones del informe de 
Muñoz.?0 


Pero Impuestos Internos le liquidó a Augusto Pinochet un impuesto a la renta 
total de US$ 9.800.00021, es decir, le aplicó un gravamen del 132% de sus 
rentas. ¡Justicia tributaria chilena! Y Pinochet tuvo que arreglarse como fuera y 
pagar esa suma. Por eso ahora su sucesión no tiene recursos ni siquiera para las 
contribuciones de los inmuebles heredados, pese a lo cual los tribunales se 
niegan a liberarle los US$ 2.500.000, más un depósito en moneda nacional de 
$138.000.000, que mantienen incautados. 


El ministro de fuero, Carlos Cerda, tenía todas las atribuciones para que le 
fueran remitidos todos los fondos a nombre de Augusto Pinochet que hubiera en 
el exterior. Y pese a los tan voceados “US$ 27 millones” y “125 cuentas en el 
extranjero”, nunca pudo reunir más que lo señalado por el peritaje contable del 
ingeniero Marín Orrego. 


Una escueta información de El Mercurio señaló hace poco: 


“Las platas de Pinochet se encuentran en depósito a plazo. ( ...) Las platas 
embargadas suman unos US$ 2,5 millones. A esto se suman los vales vista por 
138 millones de pesos del BankBoston, que Augusto Pinochet intentó cobrar 
cuando fue a la entidad bancaria acompañado por personal de seguridad y que 
gatilló el embargo. 


El jueves, la Segunda Sala Penal de la Corte Suprema declaró inadmisible el 
recurso de queja que presentó el abogado Pablo Rodríguez en contra de los 
ministros de la Novena Sala de la Corte de Apelaciones que no alzaron (el 
embargo sobre) los dineros porque el origen era desconocido. 


De esta manera, no se podrán cancelar los más de 7,7 millones de pesos en 
contribuciones impagas de bienes raíces del ex gobernante y de su esposa, Lucía 
Hiriart, como lo solicitaba su defensa. (...) al mantenerse las contribuciones 
impagas las propiedades podrían salir a remate. ”211 


Juicio de un Historiador 


El historiador Gonzalo Vial, en su columna de La Segunda, ha analizado el 
proceso que sustancia el juez Carlos Cerda contra la familia Pinochet en los 
siguientes términos: 2!2 


“El Debido Proceso y los Juicios Contra el General Pinochet y su Familia (...) 


El año 2000, la justicia inglesa, previos estudios e informes de especialistas 
médicos muy reputados, declaró que la salud mental del ex Presidente, afectada 
por un proceso de destrucción neuronal irreversible y progresivo, no le permitía 
enfrentar un juicio penal, organizando su propia defensa. 


El año 2002, sobre la base de estos informes y de otros, chilenos, la Corte 
Suprema siguió por el camino británico y declaró a Pinochet caído en demencia, 
para los efectos de procesarlo penalmente... 


Pero resulta que en 2005 se lo declara apto para soportar nuevos juicios, 
desafueros, procedimientos criminales (...) ¿Cómo explicar racionalmente esto? 
Un hombre de 85 años que la Corte Suprema declara demente, a los 90 se ha 
recuperado hasta el punto de poder defenderse en múltiples y variados nuevos 
pleitos. Esto constituye: A. Un imposible científico y, B. Una aseveración 
totalmente falsa. 


Enfrentamos una aberración, inexplicable, inexplicada e incomprensible, que la 
historia de la justicia chilena juzgará, con la máxima seguridad, como violación 
flagrante del debido proceso. (...) 


El ministro que lleva el más bullado caso contra Pinochet y su familia...:213 


1. Ha permitido que los diarios publiquen larga y selectivamente los 
interrogatorios al general Pinochet. Entiendo que esto en derecho no se puede 
hacer, y en ética tampoco... (...) el mal ya está en gran parte hecho y es el que 
sigue: 


2. Constituye una falta de respeto para un anciano de 89 ó 90 años, obviamente 


en plena decadencia del espíritu, tolerar se publiquen sus dichos judiciales, de 
virtual incoherencia, exponiéndolo a una vergüenza y un ridículo que saborean 
sólo quienes lo odian con furia ciega. (...) 


Piénsese que a un hombre así disminuido por los años y la enfermedad cerebral 
que padece, se le pide organizar su defensa, recordando las circunstancias y 
detalles de hechos numerosísimos y complejos, en los cuales, obviamente, no 
pudo tener participación directa. Y ocurridos hace veinte, veinticinco, treinta 
años atrás. Sin ese recuerdo imposible no puede siquiera intentar justificarse, y 
de la misma incapacidad adolecerá su abogado defensor, por competente que 
sea. 


3. El ministro de corte ha añadido al procedimiento su propio e indebido 
escarnio, al iniciar un interrogatorio informando al general Pinochet que le 
preguntará sobre algunas “diabluritas” (sic) presuntamente cometidas por él. 


Aparte del claro prejuzgamiento, no es forma de dirigirse a un inculpado, menos 
a un ex Mandatario y menos todavía a un anciano de espíritu evidentemente 
decaído. 


El conjunto de las circunstancias narradas, todas del mismo proceso, confirma 
el ambiente general que rodea estos juicios, de que el general Pinochet carece 
de derechos como desaforado, inculpado y procesado... carece de debido 
proceso. 


4. Por último, los tribunales superiores no uniforman su parecer en cuanto al 
momento de declarar la prescripción de delitos, si se desprende de los 
antecedentes ya reunidos... y si tienen variables políticas. 


En los juicios MOP-GATE, de indiscutida trascendencia política, las 
prescripción por hechos ocurridos a fines de los ‘90, se declara de inmediato y 
termina con el procesamiento. En los juicios contra la familia Pinochet, de 
también indiscutida trascendencia política, la prescripción por un hecho —el 
uso de pasaporte supuestamente falsificado— ocurrido en el curso de los *80, se 
deja para la sentencia definitiva y no pone fin al procesamiento. ¿Simple 
diferencia de criterio jurídico? (...) 


El conjunto de estos antecedentes configura una denegación de justicia a un 
grupo de chilenos, por no darles el debido proceso, cuya responsabilidad última 
corresponde a la Corte Suprema. (...) En lo judicial, el estado de derecho se 


llama debido proceso y lo cautela la Corte Suprema. Si no cumple su cometido, 
más temprano que tarde le pasarán la cuenta la Opinión y la Historia. ” 
(Destacado del autor de este libro). 


Citación Judicial 


Como en la liquidación de ingresos de Augusto Pinochet, hecha por Impuestos 
Internos2!4 se determinaba que en el total de sus 17 años como Presidente de la 
República habría percibido US$ 544.520 dólares y no los habría declarado, lo 
que habría equivalido a, supuestamente, sustraer un millón 335 mil pesos 
mensuales de gastos reservados, según se refirió más arriba, a mí se me ocurrió 
hacer una comparación con el millón 800 mil pesos mensuales de gastos 
reservados que confesó el ex ministro de OO. PP. Carlos Cruz (pues la opinión 
pública no lo sabía) y que percibían todos los ministros, subsecretarios y jefes de 
servicios de los gobiernos de la Concertación, y en particular del Presidente 
Ricardo Lagos, en sobres con efectivo, no declarados; y, sobre todo, con la suma 
equivalente aproximadamente al doble que percibía el Presidente mismo. 


Un subsecretario —ya dimitido— me visitó en 2007 y me refirió: 


“Todos los meses me llamaba la jefa de gabinete de Soledad Alvear (Ministra de 
RR. EE.) y me decía: ‘don XX, por favor mande retirar un sobre que hay aquí 
para usted”. El sobre contenía un millón ochocientos mil pesos”. 


Era lo mismo que había declarado, en entrevista a El Mercurio, el ex ministro de 
Obras Públicas de Ricardo Lagos, Carlos Cruz. 


De manera que, a raíz de la declaración de este último, yo saqué la cuenta de lo 
que se llevaban Ricardo Lagos y sus colaboradores de confianza, sin declarar y 
clandestinamente, y calculé que cada dos meses sustraían en conjunto más de 
US$ 540 mil, es decir, casi lo mismo que Impuestos Internos imputaba a 
Augusto Pinochet haber percibido y no declarado en el total de su gobierno de 
17 años. 


A raíz de que publiqué eso en una de mis columnas de El Mercurio, un particular 
denunció ante la Justicia del Crimen el delito envuelto, según él, en esa 


sustracción. La jueza respectiva me citó a declarar, no sin antes haber encargado 
a Investigaciones interrogarme sobre mis fundamentos para escribir lo que había 
escrito. Mi respuesta fue la siguiente: 


“Declaración de Hermógenes Pérez de Arce Ibieta: 


En “El Mercurio” de 17.11.02 aparece el ex ministro de Obras Públicas Carlos 
Cruz declarando: ‘Recibia, me imagino que de fondos reservados de alguna 
repartición, gastos de representación de un millón 800 mil pesos”. 


Esta declaración desató una ola política de escándalo, porque ese uso de gastos 
reservados no parecía legal. Para poner fin a ese clima se llegó a un acuerdo 
Gobierno-Oposición de legislar para que se aumentaran las remuneraciones del 
Presidente, su gabinete, los Intendentes y Jefes de Servicio, a cambio de que se 
disminuyeran los gastos reservados de la Presidencia y se dictó una ley a ese 
efecto en 2003. 


De acuerdo con el pacto Gobierno—Oposicion y según las leyes de Presupuestos 
de cada año, los gastos reservados de la Presidencia disminuyeron de $ 3.076 
millones en 2002 a $ 1.386 millones en 2004. De ahí se puede deducir que antes 
de legalizarse la situación de los gastos reservados empleados como 
sobresueldos, se usaban dichos gastos reservados por $ 1.690 millones más al 
año, es decir $ 282 millones cada dos meses, que equivalen a US$542.000 
aproximadamente, para pagar sobresueldos a los hombres de gobierno. 


En ‘La Tercera’ de 8 de octubre de 2005 se publicó la lista de los dineros 
recibidos por el entonces Presidente Pinochet, entre 1973 y 1989, lista 
determinada por el ministro sumariante Sergio Muñoz. Esos dineros pueden 
atribuirse a gastos reservados y sumaron en todos esos años, US$ 544.000, 
aproximadamente. 


Sobre la base de todos esos antecedentes afirmé en una columna del 25.11.05 
que durante los 17 años de gobierno del entonces Presidente Pinochet retiró 
gastos reservados totales de 544 mil dólares, mientras el actual gobierno hacía 
lo mismo cada dos meses.” 


El Tiempo Aclara las Cosas 


Entretanto, otras cosas se han aclarado. La hija mayor del ex Presidente, Lucía 
Pinochet Hiriart, había sufrido el embargo de sus fondos bancarios y no sólo eso, 
sino la prisión en su contra decretada por el juez Carlos Cerda Fernández, por 
aparecer teniendo depósitos en dólares, supuestamente no declarados. 


Cuando un contribuyente que no lleva el apellido Pinochet es investigado, 
primero es citado por el Servicio de Impuestos Internos (SII). Si sus 
explicaciones no son satisfactorias, el SII le gira el impuesto que, a su juicio, no 
ha pagado. Si la persona no concuerda con el giro, debe consignar el dinero de 
todas maneras, pero puede apelar ante el mismo SII y después, si su apelación es 
rechazada, ante los tribunales de Justicia. Si Impuestos Internos estima que hay 
evasión maliciosa, se querella contra el contribuyente. 


Solamente cuando se trata de una evasión reiterada y maliciosa y el 
contribuyente no se ha allanado a pagar, el SII presenta dicha querella. 


Pero cuando una persona, en este caso Lucía Pinochet, lleva ese apellido, 
suceden las siguientes cosas: 1) El juez (en este caso el ministro sumariante 
Carlos Cerda Fernández) la somete a proceso sin siquiera interrogarla, sin 
citación del SII y sin una querella del mismo SII, todo lo cual es ilegal y 
contrario al debido proceso; 2) Despacha orden de aprehensión en su contra, lo 
cual también es ilegal; 3) Se publica en todos los diarios alguna suma sideral 
como evasión de impuestos por parte de Lucía Pinochet (en su caso concreto, se 
la acusaba de evadir impuestos por un monto superior a todo su patrimonio 
efectivo). 


Como Lucía Pinochet creía que los países democráticos y civilizados protegían a 
los ciudadanos perseguidos ilegalmente en países incivilizados; y como era 
evidente que su detención era ilegal y arbitraria y que los jueces chilenos ya 
habían hecho lo mismo con su padre, su madre y el resto de su familia, viajó a la 
supuesta sede mundial del respeto a las libertades y los derechos humanos, los 
Estados Unidos de América, “the land of the free”, y pidió asilo allí. 


Debería haberse informado mejor. Primero, los Estados Unidos no siempre son 
lo que los Estados Unidos dicen ser. Lucía Pinochet no se había dado cuenta de 
que los Pinochet no tienen derechos humanos en ninguna parte. Los 
norteamericanos no sólo le confiscaron todas sus pertenencias, sino que, sin 
derecho a abogado ni defensa jurídica, (ni menos leerle sus derechos, como 
aparece en las teleseries norteamericanas, porque no le reconocieron ninguno) le 


pusieron un delantal de presa y la encerraron en una celda de dos metros 
cuadrados hasta que pidió perdón por creer en eso de “the land of the free” y dijo 
que prefería estar ilegalmente presa en Chile. Sólo en ese momento la gran 
democracia norteamericana la puso en un avión y la deportó a su país de origen. 


Bueno, todo eso quedó atrás y el miércoles 6 de junio de 2007 uno pudo leer en 
la página 3 de Las Últimas Noticias que Lucía Pinochet había recibido de vuelta 
los US$ 152 mil que le habían sido embargados como “platas de Pinochet” y ya 
no tenía nada que temer ni del “asilo contra la opresión” ni de “the land of the 
free” porque había recibido suficiente castigo por el solo hecho de llevar el 
apellido Pinochet. 


Nadie le ha pedido excusas ni le ha dado la menor explicación. 


Y el juicio contra todos los Pinochet sigue. 


Las Platas de Allende 


Por supuesto, ni en Chile ni en ninguna parte hay campaña ni publicidad ni 
denigraciones de la figura de Salvador Allende por los dineros que percibía. 
Incluso he leído de historiadores de derecha opinar de él que era “una persona 
honrada”. 


Veamos cuán honrada. 


Artículo de Lloyd Billingsley, aparecido en FrontPageMagazine.com | Tuesday, 
January 24, 2006: 


“La socialista Michelle Bachelet ha sido elegida Presidenta de Chile y está 
siendo aclamada no sólo como la primera mujer Presidenta, sino también como 
víctima de Augusto Pinochet, cuyo golpe militar de 1973 derrocó a Allende. En 
la leyenda de la izquierda, Allende fue un marxista independiente y patriota, y 
también un mártir sacrificado por Nixon y la CIA. Ahora esa leyenda tendrá que 
ser desechada, gracias a un importante trabajo que ha convocado poca 
atención: “El Mundo Estaba Yendo en Nuestro Rumbo: La KGB y la Batalla por 
el Tercer Mundo’ (‘The World Was Going Our Way: The KGB and the Battle for 


the Third World”) (Basic Books) es el recién publicado segundo volumen de 
revelaciones de los archivos del oficial de la inteligencia soviética Vasili 
Mitrokin, contrabandeados a occidente en 1992. El volumen no menciona a 
Michelle Bachelet, que sin duda estaba en el archivo del KGB desde su estancia 
en Alemania Oriental —un lugar más bien extraño para que una autodescrita 
demócrata independiente buscara refugio— pero hay bastante material sobre 
Salvador Allende. Su código KGB era LÍDER, y los soviéticos lo consideraban 
su activo más importante después de Fidel Castro. 


Allende primero atrajo la atención del KGB durante la era de Stalin, en los 
tempranos 1950s, cuando, como líder del Partido Socialista de Chile, formó 
alianza con el marginado Partido Comunista de Chile, una subsidiaria 
enteramente controlada por la URSS. Por su parte, los comunistas chilenos 
consideraba a Allende un “demagogo” y “un político débil e inconsistente” con 
simpatías maoistas. Allende había visitado China y atribuido a Mao Tse-tung el 
mismo nivel de Marx, Engels y Lenin. Pero esa desviación probó no ser un 
obstáculo. El contacto sistemático del KGB con Allende empezó en 1961, 
después que los soviéticos establecieron una misión comercial en Chile que 
sirvió para tapar operaciones encubiertas. De acuerdo a los archivos, Allende 
planteó su disposición a cooperar sobre una base confidencial y proveer 
cualquier ayuda necesaria, en su calidad de amigo de la URRS. Allende 
voluntariamente compartió información política sensible con quienes 
manejaban el KGB, tales como Svyatoslav Kuznetsov. 


Este fue enviado desde México a Chile para mantener contacto y mantener 
operaciones encubiertas y así asegurar el éxito de Allende. Este pidió fondos 
soviéticos y los obtuvo. En esos años, los soviéticos gastaban más en Chile que 
en cualquier otro país de América Latina, incluyendo un subsidio personal de 
US$ 50.000 directo para Allende, el LÍDER que combinaba el dogma marxista 
con gustos aristocráticos y un ojo para las damas. 


El conducto del KGB Kuznetsov arregló entrevistas con Allende a través de 
María (Miria) Contreras Bell, su secretaria personal, nombre de código MARTA 
y la amante favorita de Allende. El KGB también mantuvo estrechas relaciones 
con la cónyuge de Allende, Hortensia, y su hija Beatriz, tanto en Chile como 
durante sus estadías en la URSS. Había otros canales de acceso, incluyendo 
muchos cubanos en la guardia personal de Allende. 


El KGB también pagó a otros políticos chilenos para que no compitieran con 


Allende, quien en 1970 encabezaba la coalición Unidad Popular (UP) de 
comunistas, socialistas y variados partidos radicales. Las fuerzas contra Allende 
estaban divididas y él ganó con un magro 36,3 por ciento de los votos. 


Después de la elección, de acuerdo con el archivo de LÍDER en el KGB, los 
soviéticos le dijeron a Allende que él necesitaba reorganizar el Ejército y los 
servicios de inteligencia chilenos, y establecer una relación entre los servicios 
de inteligencia de ambos países. Allende accedió, cosa que ningún 
independiente habría hecho. Los archivos del KGB nada revelan sobre una 
participación de la CIA en el golpe de Pinochet, durante el cual todo indica que 
Allende se suicidó, pero el KGB lo promovió como un mártir que había sido 
asesinado por los militares chilenos, que capturaron al jefe comunista, Luis 
Corvalán. El KGB abandonó un complicado plan para rescatar a Corvalán de 
una prisión remota y con el tiempo lo canjeó por el disidente Vladimir Bukovsky. 


Como parte de la operación TUCAN, el KGB también falsificó una carta que 
involucraba a la CIA en una campaña de asesinatos de la DINA de Chile. “El 
Mundo Iba en nuestro Rumbo” incluye la carta completa a raíz de la cual 
muchos cayeron en la trampa, incluyendo al columnista Jack Anderson. (...) 


La leyenda de Allende tendrá que ser revisada. Él no fue un líder independiente, 
un chileno patriota ni un demócrata dedicado. Él fue un instrumento del KGB y 
de la URSS por largo tiempo, pero uno no debería buscar una revisión de su 
postura por los radicales norteamericanos que lo homenajeaban. Su estructura 
ideológica no tiene espejo retrovisor y ellos han remado mucho tiempo después 
de todo eso para encontrar nuevos frentes en los cuales denunciar a los Estados 
Unidos. ” 


Un Cheque al Portador 


En 2004 me llegó una carta en los siguientes términos, de un hombre de 
negocios británico residente en Chile, recientemente fallecido. No menciono al 
protagonista porque su viuda reaccionó con extrema virulencia cuando di a 
conocer el relato en mi columna de El Mercurio, pese a que no había nada 
desdoroso en la carta para su marido... salvo que éste no hubiera cumplido su 
encargo... 


“Señor Hermógenes Pérez de Arce, El Mercurio, Presente. Estimado 
Hermógenes: La persona que llevó el dinero proveniente de la expropiación de 
Anaconda en 1971 se llamaba NN. gerente de la empresa. El nació en 
Antofagasta de padres ingleses. Me contó la historia en un partido de cricket en 
el Country Club en 1985 o 1986. Recibió un cheque por US$ 17 millones 
directamente de las manos del Presidente en La Moneda. El cheque era al 
portador girado por el Banco Central y lo llevó de inmediato en un vuelo de la 
Pan American a Nueva York. Estaba convencido que lo iban a detener en el 
aeropuerto antes de salir pero no pasó nada. Desde esa fecha vivía en 
Connecticut, Estados Unidos. Murió hace unos meses pero su viuda estuvo de 
paso alojada en casa de unos amigos, NN y NN, teléfono XXXXXXX. A lo mejor 
ella puede dar mayores antecedentes. Un cordial saludo, Michael Harcombe.” 


Yo publiqué el testimonio, que es válido por sí mismo, sin llamar a las personas 
que alojaron a la viuda del protagonista de los hechos, pues tengo suficiente 
experiencia acerca de que la gente tiene mucho temor de verse involucrada en 
hechos como los anteriores, debido a la violencia de la izquierda y, en particular, 
tras el lavado general de cerebros practicado en Chile, que ha tornado 
pecaminoso cualquier recuerdo acerca de las realidades que se vivieron bajo 
Allende y la UP, cuyos sucesores están en el poder. 


Como nombré al receptor del cheque de manos del Presidente Allende, la viuda 
de aquél reaccionó negando todo y señalando que su marido no tenía nada que 
ver con Anaconda Company, lo cual era efectivo, pues había sido, en realidad, 
gerente de una empresa salitrera. 


Pero el ex embajador de los Estados Unidos en Chile, Edward Korry, en 
declaraciones a La Segunda, señaló que dicha empresa salitrera obtuvo una 
indemnización de Allende, previo el pago de un soborno a éste. 


El Testimonio de Edward Korry 


Entrevistado por la periodista Lilian Calm en La Segunda del 22.10.96, el ex 
embajador norteamericano en Santiago entre 1967 y 1971, Edward Malcolm 
Korry, declaró: 


“P: Según usted, Allende recibió sobornos: US$ 500.000. 


R: Más. Hubo otros, pero sólo sé de uno en forma directa. El salitre era 
propiedad de compañías extranjeras. Un europeo occidental viajó a Chile en 
representación de accionistas no norteamericanos y pagó más de US$ 500.000, 
cerca de US$ 800.000. Y el salitre recibió 8 millones de dólares de pago para 
ser nacionalizado por Allende. Yo participe en cuarenta negociaciones pactadas 
entre el gobierno de Allende y compañías norteamericanas, para permitirles 
legalmente y mediante un acuerdo su salida de Chile. (...) 


P: Para usted, un modus vivendi con Allende era pura teoría, pero lo logró... 


R: Porque establecí una muy buena relación con el mejor de sus técnicos, el 
socialista Carlos Matus. Nunca lo volví a ver. Con él logré ciertas 
negociaciones. Una de gran importancia fue la de Cerro Cobre. Alcanzamos un 
acuerdo y Allende me invitó a la firma. Le dije que no, para que se llegara al 
acuerdo libremente, sin los Estados Unidos. 


Y relata: 


Luego me llamó 15 minutos antes de la firma para disculparse. Me dijo (es 
textual): “Tengo un pequeño problema en el gallinero, pero lo arreglaré. Es sólo 
temporal’ Yo informé a Washington: ‘El gallo se llama Altamirano”. Nunca se 
firmó. Ya en los Estados Unidos, cuando se graduaron nuestros hijos, me 
encontré en Harvard con el mandamás de Cerro Cobre, quien me reveló: “La 
compañía sobornó a Allende”. Es decir, hubo tratos posteriores. No sé cuáles 
serían.” 


El Cheque de la Payita 


Como estoy en una trinchera de opinión, cuando recibo municiones para 
responder al fuego adversario rara vez las pierdo. En una ocasión un alto 
directivo de una empresa, médico de profesión, allá por los años ’90, manifestó 
delante mío que, estando en un post grado en los Estados Unidos, a comienzos 
de los ’70, había leído en un diario de allá que Miria Contreras Bell, a la sazón 
secretaria personal de Salvador Allende, había depositado un suculento cheque 
en dólares en un banco norteamericano, lo cual había llamado la atención, de 
modo que el diario había comentado: ‘Bonito cheque, para ser una secretaria””. 


Tiempo después quise verificar la información y le dirigí el siguiente mail al 
médico-alto directivo, el 01.08.04 a las 18.45 hrs: 


“Estimado XX: 


Recibí una carta de Michael Harcombe, súbdito británico, quien oyó en 1985 u 
86 el testimonio de YY, gerente de Anaconda, de que fue personalmente a La 
Moneda en 1971 y recibió de Salvador Allende un cheque por 17 millones de 
dólares (unos 85 millones de dólares de hoy). Los llevó a los Estados Unidos, 
donde, al ingresar y llenar un formulario donde se le preguntaba si portaba más 
de diez mil dólares, contestó afirmativamente y declaró los 17 millones, lo que 
quedó debidamente registrado. Como eso armoniza con la declaración de Korry 
sobre un pago de comisión a Allende por una minera, a cambio de recibir 
indemnización, querría incluirlo en mi próxima columna. Y también querría 
incluir un párrafo que dijera algo así como: ‘Un amigo mio, que realizaba 
estudios de post grado en ¿Boston? antes del 11 de septiembre de 1973, me 
refirió haber leído en un diario local ¿Boston Globe? la noticia de que la 
secretaria de Allende había sido vista depositando una subida suma (¿decía 
cantidad?) en un banco canadiense (¿había nombre de banco?) y que el párrafo 
terminaba con el siguiente comentario: ‘Bonita suma para una secretaria”. ¿Me 
autorizas para citar tu experiencia, sin nombrarte, por supuesto? (XX me 
autorizó para reproducir su carta, sin nombrarlo, por supuesto.) Agradecido de 
antemano, te saluda con el afecto de siempre, Hermógenes Pérez de Arce 
Ibieta.” 


La respuesta, del 02.08.04 a las 18.54 fue: 


“Ningún problema. Yo no estaba en Boston, sino, digamos, EE. UU. porque leía 
muchos diarios, mejor dicho, muy pocos, pero muy variados (leía en la 
biblioteca de la Universidad el que estuviera desocupado.) Ahí me encontré con 
que una noticia decía que la secretaria de Allende, con nombre y apellido, según 
recuerdo, la Payita Contreras (no me acuerdo del nombre de pila ¿Miria?) había 
depositado en un banco canadiense (no que la hubieran visto, sino simplemente 
daba la información y no recuerdo si nombraba al Banco, aunque sí creo que 
nombraba la ciudad. Por cierto no me acuerdo con precisión cuál era esa ciudad, 
pero podría asegurar que era o Toronto o Montreal) 1 millón de dólares. Y 
terminaba con la frase irónica que tú citas. NN.” 


Carta-testimonio de un Juez 


Un actual juez de Policía Local me hizo llegar con fecha 20 de septiembre de 
2004 la siguiente nota, que cito parcialmente: 


“En relación con las cuentas de mi General en el Banco Riggs, recuerdo que 
entre los meses de octubre a diciembre de 1973, funcionarios de la FACH 
supieron de la existencia de una caja de fondos en el Palacio de La Moneda, 
situada entre dos salones, para lo cual trajeron a un preso que sabía cómo 
abrirla. La única condición que puso es que no lo miraran mientras realizaba su 
‘trabajo profesional”. El resultado fue una cuenta bipersonal de Allende con la 
Payita de varios millones de dólares... 


Por cierto que la cuenta estaba muy girada al momento de su hallazgo. 


La noticia apareció, según recuerdo, en el diario “La Segunda” y lo podrás 
verificar. ” 


Lo verifiqué y comprobé que el 4 de diciembre de 1973 en La Segunda se 
informó: 


“Desde las primeras horas de esta mañana se encuentra trabajando en el 
Palacio de La Moneda un reo de la Cárcel de Santiago ‘técnico’ en la apertura 
de cajas de fondos(...) Hasta el momento no menos de dos cajas de fondos han 
sido abiertas y la documentación comenzó a ser examinada por los efectivos de 
Inteligencia Militar...” 


Pero no encontré referencia al hallazgo de un talonario de cheques en dólares. 


El Gobierno Militar nunca quiso detallar las pertenencias personales de Allende 
que encontró a su caída. 


XVI 


¿Qué Dirá la Historia? 


E 


n los tiempos siguientes a la muerte del ex Presidente Pinochet hubo un 
sinnúmero de entrevistas a políticos, candidatos a premios nacionales de historia 
(algunos más desconocidos que otros) y líderes de opinión en las cuales, con 
toda soltura, una mayoría concluía que la figura del ex Jefe del Estado no podría 
abstraerse de la generalizada condena internacional a su gobierno. 


Evidentemente, no tomaron en cuenta los pareceres de otras personas de peso 
que, fundamentadamente, han opinado de manera opuesta, empinándose por 
sobre el lavado cerebral global. 


Tal es el caso del historiador británico Paul Johnson, reconocido como uno de 
los más distinguidos y prolíficos ensayistas históricos de los últimos 50 años y 
autor, entre otros libros, de Tiempos Modernos, Historia de los Judíos, Los 
Intelectuales e Historia del Cristianismo. En entrevista publicada por Las 
Ultimas Noticias,?16 respondió: 


“— Recuerdo que usted estuvo en Chile y tomó té con Pinochet... 


— El general Augusto Pinochet fue demonizado por la Unión Soviética y por la 
propaganda comunista. Lo villanizaron y ése fue el gran éxito de la maquinaria 
comunista. Mientras que, en realidad, Pinochet, ante la urgente petición de la 
mayoría del Parlamento, se hizo cargo de Chile en la época en que sólo había 
caos. Chile tenía la inflación más alta del mundo y en el país había decenas de 
miles de terroristas que pretendían transformar el país en otra Cuba, con cientos 
de miles de prisioneros políticos. 


— Pinochet está retirado, en su casa, ¿supone que ocurrirá un fenómeno similar 
al de Reagan con el paso del tiempo? 


— Pinochet rigió dos décadas a Chile y convirtió al país en el más rico de 
América Latina; revitalizó las exportaciones. Él entregó el poder 
voluntariamente y no me cabe duda de que los historiadores de este siglo lo 
reconocerán como el mejor estadista que ha tenido Chile. Yo he analizado la 
historia del mundo durante los últimos 50 años y siempre he visto este proceso 
de villanización y de canonización, una y otra vez.” 


La opinión de Paul Johnson tal vez tenga más permanencia histórica que la de 
políticos nacionales y extranjeros sometidos a un constante lavado cerebral. 


Y en su última obra, Héroes, Johnson reafirmó: 


"Yo admiro mucho a Chile y a su gente, y me preocupé cuando mi amigo 
Salvador Allende llegó a la Presidencia y abrió el país a hordas de extremistas 
armados de todo el mundo. El resultado fue la inflación más alta del mundo, una 
violencia generalizada y la amenaza de una guerra civil. Por lo tanto aplaudí el 
pronunciamiento del General Pinochet, obedeciendo órdenes del Congreso, y 
aún más su éxito en revivir la economía y transformarla en la más sólida de 
América Latina. Pero al impedir la transformación de Chile en un satélite 
comunista, el general se ganó el odio furioso de la Unión Soviética, cuya 
máquina de propaganda tuvo éxito en demonizarlo entre las élites habladoras 
del mundo. Fue el último triunfo del KGB antes de que desapareciera en el 
basurero de la historia. Pero para mí, Pinochet sigue siendo un héroe, porque yo 
conozco los hechos”. ?17 


Generalmente los que conocen los hechos opinan de la misma manera. Y la 
historia, que en definitiva se construye sobre la verdad, terminará por corroborar 
ese veredicto. 


Los hechos acreditan que las Fuerzas Armadas y Carabineros, acudiendo al 
llamado de los líderes de la mayoría civil, salvaron al país y, tras 17 años, les 
devolvieron otro mucho mejor. 


En 1989, último año de su Gobierno, Chile creció 10,3 por ciento, terminó con 
un desempleo apenas superior al cinco por ciento (enero de 1990, cifras del INE) 
y, tras haber sorteado exitosamente todas las amenazas externas y sometido o 
derrotado a delincuentes y terroristas internos, entraba a la plena democracia 
diseñada por la Constitución de 1980. 


En el orden social, la cobertura de la educación superior se triplicó, la mortalidad 
infantil descendió del 79 al 17 por mil y la desnutrición infantil bajó del 12 al 4 
por diez mil nacidos vivos. Era la nación más estable, próspera y ordenada de 
América Latina. 


Por eso el presidente de los EE. UU., Bill Clinton, cuando visitó Chile a 
comienzos de los años *90, dijo, con razón, que este país era la joya más 
preciada de la corona latinoamericana. Y, ciertamente, eso no era obra de la 


recién llegada Concertación. 


En el orden internacional, el Gobierno Militar fue el primero de la Tierra que 
logró desplazar del poder a un régimen marxista-leninista. “Nunca más 
permitiremos otro Chile”, dijo el primer ministro de la URSS, Leonid Brezhnev, 
en 1973. Pero después el precedente sentado por el Gobierno Militar chileno dio 
lugar a muchos Chile, y lo que el mundo nunca más permitió fue otra URSS. 


Brezhnev fundó su ataque contra el Junta Militar en el tema del respeto a los 
derechos humanos. Occidente tomó en serio ese tema y la URSS se vio obligada, 
en Helsinki, a fines de los ’70, a comprometer ella también su respeto a los 
derechos humanos. Pero, después de que Gorbachov se viera impelido a abrir 
una pequeña ventana en la Cortina infranqueable, por ella se filtró la libertad y 
arrasó con el régimen totalitario. 


El Muro de Berlín y el Imperio Soviético demoraron apenas una década en caer, 
pues no pueden coexistir un régimen marxista-leninista y el respeto a los 
derechos humanos. Esa fue una cara de la importancia mundial del Gobierno 
Militar chileno. 


Y la otra, su adhesión a los principios de la sociedad libre, que mediante la 
descentralización económica, la apertura comercial, las privatizaciones y la 
consagración de la libertad de elegir en materias económico-sociales, como 
previsión, salud y educación, se anticipó a las grandes reformas mundiales. Dio 
el ejemplo a la Primera Ministra Thatcher y al Presidente Reagan, que siguieron 
el mismo modelo, progresivamente transformado en un modelo universal. 


Esa es la última línea del balance del Gobierno Militar chileno y de lo que 
significó para su país y para la Humanidad, y en ella se fundará el veredicto de la 
Historia. Ya en la actualidad el juicio sesgado está comenzando a cambiar en su 
favor, al menos en relación con la principal figura de ese gobierno, Augusto 
Pinochet. Véase lo que comprobó el Centro de Encuestas del diario La Tercera: 


“Pregunta: Usted considera que su papel (el de Augusto Pinochet) en la historia 
reciente de Chile fue...” 


2006 2007 


Muy positivo + positivo 34% 
Muy negativo + negativo 33% 


Mi positivo ni negativo 23% 31%" 


“Para verdades, el tiempo.” Ni siquiera el más cuantioso presupuesto publicitario 
permite engañar a todo el mundo todo el tiempo. 


FIN 
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